
    

Instituto Juan March 

Centro de Estudios Avanzados en Ciencias Sociales (CEACS) 

Juan March Institute 

Center for Advanced Study in the Social Sciences (CEACS) 
 

 

 

Políticas medioambientales y diseños 

institucionales en España y Alemania : la 

Comunidad Europea como escenario de 

negociación de una nueva área política 
Author(s): Aguilar Fernández, Susana 

Year: 1992 

Type Thesis (doctoral) 

University: Instituto Juan March de Estudios e Investigaciones, Centro de Estudios 
Avanzados en Ciencias Sociales, Universidad Complutense de Madrid, 
1992. 

City: Madrid 

Number of pages: 3 v. 
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Políticas y Sociología de la Universidad Complutense de Madrid el día 8 
de julio de 1992. El Tribunal, compuesto por los profesores doctores 
Juan Díez Nicolás (Presidente), Víctor Pérez Díaz, Ernesto Carrillo, Joan 
Subirats y Carlos Alba, le otorgó por unanimidad la calificación de Apto 
"cum laude". Director de Tesis: Wolfgang Streeck. Esta tesis analiza la 
protección del medio ambiente como política sujeta a un proceso de 
internacionalización, y en la que la necesidad de expertise ha debilitado 
los controles democráticos y la asignación de responsabilidades 
públicas (accountability). El hecho de que la política medioambiental sea 
cada vez en mayor medida competencia de organizaciones 
internacionales, y no de los Estados–nación, explicaría su 
internacionalización. Dentro de estas organizaciones destaca la Unión 
Europea (UE) que ha encontrado en el medio ambiente una de sus 
políticas más populares e incuestionadas. Con independencia del ciclo, 
euro–optimista o euro–pesimista, por el que esté pasando el proyecto 
comunitario, las encuestas reflejan que los ciudadanos europeos 
adscriben gran importancia y legitimidad a la actuación de la UE en esta 
materia. Tal vez por ello, los distintos países miembros hayan aceptado 
que la Comunidad intervenga activamente —hasta límites que serían 
discutibles incluso en Estados federales— en una política que, al no 
quedar recogida en los tratados fundacionales, carecía de base legal. A 
pesar de su popularidad la política medioambiental es objeto de 
frecuente confrontación entre los distintos Estados miembros debido, 
principalmente, a diferencias acerca de prioridades y gasto. Esta 
situación se refleja generalmente en una tensión entre los países más 
prósperos del norte de la Comunidad, que persiguen una protección 
rigurosa (y costosa) del medio ambiente y centrada en medidas de 
control de la contaminación industrial, y los más pobres del sur, que 
defienden una aproximación más laxa ante esta tema así como la 
redefinición de la agenda europea en torno a problemas de distinta 
índole. Como el norte (principalmente Alemania) ha conseguido 
tradicionalmente determinar esta agenda y "exportar" sus prioridades al 
resto de los países comunitarios, el sur (principalmente España) exige 
como contrapartida financiación para sufragar los gastos asociados a la 



política medioambiental —esto se reflejó en la disputa en torno a la 
creación del fondo de cohesión en el Tratado de Maastricht. Además de 
su progresiva "internacionalización", la protección medioambiental 
constituye un excelente ejemplo de política pública en el que el alto 
grado de expertise que acompaña a su elaboración hace difícil el 
establecimiento de controles democráticos y la asignación de 
responsabilidades públicas. El hecho de que la industria sea la principal 
responsable de la aplicación de la política, así como que se relación con 
los expertos en la materia sea de tipo simbiótico, explicaría que este 
grupo de interés haya conseguido tener una presencia constante, y 
decisiva, en todo el proceso de decisión. El tecnicismo imperante en 
este área de gestión contribuye a justificar, además, la naturaleza 
cerrada, opaca, y excluyente de este proceso decisorio: los grupos de 
expertos que elaboran normas y estándares que luego pasan a formar 
parte del corpus legislativo y a tener, por lo tanto, carácter vinculante, se 
reúnen normalmente en comités que escapan al escrutinio público y al 
control de las instituciones representativas. A pesar de que ésta es la 
situación general que caracteriza a la política medioambiental, existen 
diferentes pautas de relación entre el gobierno y la industria que 
dependen del país en cuestión. En algunos casos, las autoridades 
públicas y las asociaciones industriales cooperan en la elaboración y 
aplicación de la política, siguiendo tradiciones de gobierno privado y 
prácticas de limitación de la intervención estatal (Alemania), mientras 
que, en otros casos, son los agentes públicos los que tienden a 
monopolizar todo el proceso (España). 
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I. INTRODUCCIÓN. 

La elección de la política medioambiental como objeto de 

estudio de esta tesis doctoral responde básicamente a dos 

razones. La primera razón es de tipo global, y se refiere a la 

importancia intrínseca del medio ambiente como problema ligado 

no sólo a la calidad de vida sino, principalmente, a su misma 

continuidad. La segunda razón es más específica, y se refiere 

a la importancia de la protección medioambiental como tema que 

proporciona una excelente oportunidad para el análisis de la 

pauta de relación que se establece entre el gobierno y la 

industria en una determinada área política. 

Todavía hoy puede escucharse que el tema medioambiental 

es un asunto de moda entre gente acomodada que desconoce las 

necesidades más acuciantes de la vida cotidiana; este 

argumento que, llevado a sus extremos, defendería que la 

existencia de agua y aire puros, el tratamiento controlado de 

los residuos, o la protección de los espacios naturales y de 

las especies animales y vegetales, constituyen un lujo 

relevante solamente para ciertos sectores de la población, ha 

perdido definitivamente su sentido, si es que lo tuvo alguna 

vez. La enorme degradación medioambiental de los países de 

economía planificada, dentro del anterior área de influencia 

soviética, está comenzando a ser conocida ahora tras la caída 

del comunismo y es sólo un ejemplo, entre muchos, de 

expoliación de la naturaleza. Algunas consecuencias de esta 

expoliación son: la aparición de nuevas enfermedades y 
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anormales tasas de mortalidad infantil en zonas de atmósfera 

viciada; la contaminación de extensas superficies de tierra 

que quedan inservibles para la agricultura, ganadería, o 

silvicultura; y el deterioro de la calidad medioambiental de 

ríos y lagos, que agrava el problema de abastecimiento de agua 

potable a determinados núcleos de población. Si nos alejamos 

del hemisferio norte y echamos un vistazo a los países 

subdesarrollados y en vías de desarrollo del hemisferio sur, 

el panorama no es más alentador pues únicamente cambia la 

naturaleza de los problemas, no su gravedad: la 

desertificación y la continua deforestación conducen a una 

situación crónica de escasez de agua, mientras que la 

importación de residuos y la autorización para la instalación 

de industrias de riesgo y obsoletas ponen en peligro continuo 

la seguridad de la población y el equilibrio ecológico. Si a 

todos estos problemas añadimos, además, fenómenos de dimensión 

planetaria como el efecto invernadero, o la disminución de la 

capa de ozono, la situación del medio ambiente no puede ser 

más desoladora. Por ello, y aunque muy frecuentemente se acuse 

a los grupos ecologistas y a ciertos expertos de fatalismo 

injustificado a la hora de enjuiciar estos temas, parece 

necesario un cierto grado de tremendismo que despierte la 

sensibilidad de la población sobre la degradación 

medioambiental. 

De todos modos, junto a las labores de denuncia debe 

realizarse un mayor esfuerzo por investigar el problema 

medioambiental. Las ciencias sociales llevan en este tema un 
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considerable retraso con respecto a las ciencias naturales 

cuando, en realidad, las relaciones entre el estado del medio 

ambiente y determinados factores de tipo político, social o 

demográfico, son prácticamente desconocidas todavía en 

nuestros días. En este sentido, el presente trabajo aspira a 

contribuir a la investigación medioambiental centrándose en el 

estudio de las políticas de protección del medio ambiente, a 

través del análisis de la pauta de relación entre sus 

principales actores y de la red de organizaciones existente en 

este área política. 

Este enfoque plantea el tema general de la influencia del 

sistema de intermediación de intereses en la elaboración y 

ejecución de las políticas públicas; más concretamente, el 

tema podría formularse de la siguiente forma: ¿cómo influye el 

modelo de relación entre el gobierno y la industria en la 

política medioambiental de un determinado país?; ¿es este 

modelo de relación, que configura una tradición institucional 

a nivel nacional, más importante a la hora de explicar el 

desarrollo de la protección del medio ambiente que otros 

factores como el área política?, ¿o condiciona el área 

política, por sus características y conjunto de contingencias 

("Sachzwánge"), los cursos de acción que tienen lugar en la 

política medioambiental?. 1 • El Área Política: Definición 

y Características de la

Política Medioambiental.

La política medioambiental puede definirse como el 

conjunto de actividades públicas y privadas que persiguen 

corregir y prevenir la contaminación, restaurar y preservar 
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el equilibrio de los ecosistemas y habitats, y promover el uso 

equilibrado y eficiente de los recursos naturales. Según esta 

definición la política medioambiental abarcaría los siguientes 

campos: el control de la contaminación atmosférica, de las 

aguas superficiales, subterráneas y marinas, del suelo, 

acústica, y de la causada por productos químicos; la gestión 

de los residuos urbanos, agrícolas e industriales; la 

protección de la flora y la fauna; la planificación 

territorial y silvícola; la utilización racional de los 

recursos; el fomento de las energías limpias y alternativas; y 

las campañas de sensibilización y educación medioambiental. El 

gran número y la variedad de campos que cubre la política 

medioambiental obligan a una selección del objeto de estudio 

y, por ello, el presente trabajo se referirá a las políticas 

de control de la contaminación de origen industrial y, más 

concretamente, a las políticas de control de la contaminación 

atmosférica, fluvial, y de gestión de los residuos 

industriales. De esta forma, el término política 

medioambiental, que aquí se utiliza por mor de un afán 

simplificador, hay que entenderlo como política de control de 

la contaminación en estos tres campos. 

La  selección  de  la  política  de  control  de la 

contaminación de origen industrial responde a dos factores: 

- el interés por analizar la relación entre el gobierno y la 

industria,  que  enmarca  la  elaboración  y  ejecución  de la 

política medioambiental, y 

- la constatación de que la industria es actualmente una de 
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las mayores fuentes de contaminación, sobre todo en términos 

de la toxicidad y peligrosidad de la polución que genera1. 

Dentro de este área política se han elegido los campos de 

la contaminación atmosférica y de las aguas continentales 

porque cuentan ya con una tradición en la política 

medioambiental que permite analizar, con cierta amplitud 

temporal, la relación entre el gobierno y la industria. El 

tercer campo, el de la gestión de los residuos industriales, 

se ha elegido porque es imprescindible para enjuiciar el éxito 

o el fracaso de la política medioambiental ya que ejemplifica 

a la perfección el fenómeno conocido en este área política 

como traslación de problemas; este fenómeno alude al hecho de 

que las medidas de descontaminación (del aire y de los ríos, 

por ejemplo) trasladan generalmente la polución a otro campo, 

pero no la eliminan, pues inciden y agravan el problema del 

tratamiento y eliminación de los residuos2 [Cuadro A] . Los 

otros campos de la política medioambiental, o bien no reúnen 

estas características de tradición o de traslación de 

problemas, o bien presentan otros inconvenientes: el control 

de la contaminación del suelo, por ejemplo, es un campo que, 

al haber sido objeto tardío de consideración, está poco 

desarrollado; la contaminación por productos químicos tiene 

una extensión tal que requeriría un estudio monográfico; la 

contaminación marina es un problema que se aborda básicamente 

a través de tratados internacionales y que trasciende, por lo 

tanto, las específicas políticas de cada país; la 

contaminación acústica, finalmente, no conlleva problemas de 

traslación de polución. 
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La política medioambiental es un área relativamente nueva 

que ha conseguido gran relevancia política en un corto espacio 

de tiempo. Aunque medidas como el saneamiento de las cuencas 

de los ríos tienen ya una larga tradición, el corpus principal 

de la política medioambiental ha comenzado básicamente en los 

años 70 (control de la contaminación atmosférica y de la 

gestión de los residuos) y principios de los años 80 (control 

de la contaminación por productos químicos). A pesar del corto 

espacio de tiempo transcurrido desde sus inicios, esta 

política ha adquirido gran importancia convirtiéndose en una 

prioridad política en muchos países. 

La política medioambiental puede ser básicamente 

caracterizada como un área compleja de carácter técnico, en la 

que los expertos juegan un papel básico y el "expertise" es 

uno de los principales recursos políticos de los actores 

intervinientes. La complejidad de este área permite explicar 

la privilegiada situación que, en términos generales, mantiene 

la industria en la política de protección del medio ambiente; 

la industria posee el conocimiento técnico necesario para 

desempeñar un importante papel en la elaboración y ejecución 

de esta política y está, además, estrechamente vinculada a los 

expertos en esta materia. En la política medioambiental el 

gobierno y la industria son, por lo tanto, los principales 

actores. Otros actores, como las asociaciones ecologistas, han 

sido tradicionalmente excluidos de un proceso político que se 

desarrolla, fundamentalmente, a través de reuniones y 

negociaciones carentes de publicidad y alejadas del escrutinio 

público. 
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La política medioambiental además de ser un área política 

nueva de naturaleza técnica y cerrada, -protagonizada casi en 

exclusiva por el gobierno y la industria, en detrimento de 

otros intereses sociales-, se caracteriza también por estar 

sujeta a un proceso de internacionalizado]!3; este proceso se 

refleja en que esta política es, cada vez más, un objetivo 

preferente de las organizaciones internacionales. La 

explicación de esta internacionalización se relaciona 

básicamente con el carácter de la contaminación que, al ser un 

problema transfronterizo, exige medidas supranacionales. 

Dentro de las organizaciones internacionales con objetivos 

medioambientales encuentra un lugar destacado la Comunidad 

Europea (CE). 

2. El Proceso de Internacionalización y la Lógica de la 

Comparación: la Política Medioambiental en España y 

Alemania.

Los sujetos del análisis comparativo tradicional habían 

sido, hasta ahora, los estados nacionales como entidades 

autónomas e independientes y con diferentes lógicas de acción; 

la creciente importancia de las organizaciones internacionales 

resta validez, sin embargo, a estos estudios centrados 

exclusivamente en la esfera nacional. Los análisis 

comparativos actuales tienden, gradualmente, a combinar las 

esferas nacional e internacional y a dar mayor énfasis a las 

organizaciones internacionales. Estas organizaciones 

relativizan la tradicional importancia del estado-nación como 

entidad independiente y soberana porque: 
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convierten a los estados, cada vez más, en entidades 

interdependientes, como resultado de la creación de escenarios 

políticos y estructuras normativas internacionales comunes a 

distintos países, y 

- promueven la pérdida progresiva de parcelas de soberanía de 

los estados al apropiarse paulatinamente de distintas 

políticas que eran asunto exclusivo de los mismos; esta 

apropiación conlleva una reducción del poder de decisión de 

los estados que experimentan la creciente dificultad, o casi 

imposibilidad, de llevar a cabo sus políticas de forma 

independiente y sin tener en cuenta las obligaciones exigidas 

por las organizaciones internacionales. 

La dificultad que encuentran los estados para emprender, 

de forma autónoma y unilateral, determinadas políticas 

encuentra uno de sus mejores ejemplos en el caso de los países 

comunitarios con respecto al área de la protección 

medioambiental. La CE es el único organismo de carácter 

supranacional que puede imponer a sus estados miembros medidas 

políticas relacionadas con el medio ambiente. Este poder 

implica que sea "casi inconcebible que un alemán, italiano, 

holandés o español intenten seriamente entender sus políticas 

sin [hacer] al menos una referencia a las políticas de sus 

estados vecinos -aunque sólo sea por el alto nivel de 

interdependencia y elaboración política común encarnada en la 

Comunidad Europea" (Schmitter, 1991: pp. 1-2). La pertenencia 

de España y Alemania a la CE, organismo supranacional con una 

política propia de protección del medio ambiente, ejemplifica 
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la internacionalización que caracteriza a este área política y 

proporciona la lógica del análisis comparado de países tan 

diferentes y con políticas medioambientales tan dispares. 

España y Alemania no son solamente países con distinto 

nivel de desarrollo económico y con una situación diferente en 

el contexto internacional4, sino que sus políticas de 

protección del medio ambiente tienen también muy poco en 

común. España, antes de su adhesión a la CE, carecía de una 

política medioambiental específica y avanzada mientras que, 

actualmente, se limita básicamente a transponer la regulación 

comunitaria, pues la protección del medio ambiente no goza de 

una alta prioridad política ni social. Alemania, por el 

contrario, ha tenido desde comienzos de los años 705 una 

política medioambiental específica y avanzada que ha influido, 

en numerosas ocasiones, en la propia política comunitaria, y 

que está establecida como objetivo prioritario de la agenda 

pública. A pesar de estas diferencias, la naturaleza 

comunitaria de estos dos países permite su comparación como 

entidades interdependientes sujetas a la misma política 

medioambiental. 

Esta interdependencia introduce otro de los temas básicos 

de este trabajo: la influencia de las organizaciones 

internacionales en las políticas nacionales. Este tema se 

puede concretar, y conectar con las preguntas formuladas 

anteriormente, de la siguiente forma: ¿cuál es el impacto de 

la CE en las políticas medioambientales de España y Alemania?; 

¿promueve el rasgo comunitario procesos de interdependencia y 
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difusión que modifican -haciéndolas converger- las políticas a 

nivel nacional?. En última instancia, ¿son estas presiones 

internacionales más relevantes, a la hora de entender la 

política medioambiental, que la pauta institucionalizada de 

relación entre los actores de este área política?. 

3.   El   Argumento   de   la   Investigación;   Conceptos   e 

Interrogantes.

3.1. Los Diseños Institucionales: Discusión General.

El diseño institucional incluye dos objetos de estudio: 

la pauta predominante de relación entre los actores públicos y 

privados en una determinada área política, y el conjunto de 

instituciones, o entramado organizativo, que sirve como marco 

de esa relación. Las instituciones y las pautas de relación 

promueven ciertos modos de resolución de problemas y de 

acomodo de intereses, y conducen a quienes elaboran las 

políticas hacia determinados cursos de acción, mientras que 

los desvían de otros (Dyson & Wilks, 1983; Hall, 1986). 

Aunque en este trabajo se da más importancia al modo de 

interacción que predomina entre los actores que al sistema de 

instituciones u organizaciones que enmarca esta interacción, 

estos dos objetos están interrelacionados y no se pueden 

separar: las organizaciones favorecen la aparición de 

regularidades en el comportamiento de los actores, al tiempo 

que las pautas establecidas de relación entre los mismos 

actores necesitan redes institucionales y organizativas que 

sirvan de cauce para su desarrollo6. 
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Los Diseños Institucionales Cooperativo y No Cooperativo.

El diseño institucional es el resultado de desarrollos 

históricos y estructurales dentro de un país7 que configuran 

una tradición en la relación entre el estado y la sociedad, o 

un determinado sistema de intermediación de intereses. Los 

diseños son construcciones teóricas que toman la forma de 

tipos ideales para simplificar una realidad compleja; estas 

construcciones no difieren sustancialmente de los denominados 

modelos de orden social, identificados por una institución 

central y por unos principios rectores (Streeck & Schmitter, 

1985) . Si se comparan los dos tipos básicos de diseño 

institucional con dos de los cuatro modelos de orden social8, 

la semejanza entre ambas construcciones será más visible: el 

diseño institucional cooperativo es equiparable al modelo de 

orden social basado en la asociación, mientras que el diseño 

institucional no cooperativo es equiparable al modelo de orden 

social basado en el estado. 

En el diseño institucional cooperativo, caracterizado por 

el protagonismo de los actores privados en las tareas 

públicas, se concede status oficial a los grupos de interés 

para que éstos participen en el proceso de elaboración de las 

políticas a cambio de colaborar en su ejecución. La línea de 

separación entre el estado y la sociedad está desdibujada ya 

que las asociaciones llevan a cabo funciones políticas y se 

comportan, hasta cierto punto, como agencias públicas que, 

controlando a sus miembros, facilitan la ejecución de las 

políticas. Este diseño es similar al modelo de orden social 

identificado por la asociación como institución central; en 
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este modelo, en el que predomina el gobierno privado de los 

actores, la acción colectiva a través de las asociaciones 

contribuye a la realización de los objetivos públicos (Streeck 

& Schmitter, 1985) . 

En el diseño institucional no cooperativo, caracterizado 

por el protagonismo de los actores públicos en las tareas 

públicas, los funcionarios elaboran y ejecutan las políticas 

sin incorporar, de forma significativa, a los grupos de 

interés en el proceso político. La línea de separación entre 

el estado y la sociedad está aquí claramente delineada, ya que 

las asociaciones y los grupos sociales están excluidos de la 

mayoría de las tareas políticas que son monopolizadas por los 

burócratas. Este diseño es similar al modelo de orden social 

identificado por el estado o la burocracia como institución 

central; en este modelo predomina el control jerárquico de las 

autoridades públicas sobre el desarrollo de las políticas 

(Streeck & Schmitter, 1985). 

Los Diseños Institucionales como Marco de la Elaboración

y Ejecución de las Políticas.

Los diseños institucionales sirven de marco a la 

elaboración y ejecución de las políticas públicas e influyen 

en su desarrollo. La separación entre los procesos de 

elaboración y de ejecución responde a una distinción 

analítica, y no real, pues estos procesos no son discontinuos 

sino que están interrelacionados en la praxis: la ejecución es 

la fase de realización y aplicación de las leyes y programas 

políticos de acción que se han confeccionado durante la fase 

de elaboración (Mayntz, 1980). 
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Aunque distintas investigaciones -como las de Downing y 

Brady, y las de Majone y Wildavsky- han resaltado que no es 

recomendable separar la formulación de los programas de su 

realización, no hay duda sobre que los dos procesos son, hasta 

cierto punto, distintos porque incluyen a actores diferentes y 

se enmarcan en contextos diferentes (Knôpfel & Weidner, en: 

Mayntz, 1980); en el proceso de elaboración puede predominar 

el acuerdo cuasi-unánime mientras que en el proceso de 

ejecución puede predominar el conflicto, o viceversa (Hucke & 

Ullmann, 1980)g. La ejecución puede representar para la 

oposición partidista, y para los intereses sociales olvidados 

en el proceso de elaboración, la continuación, con otros 

medios, de la lucha politica para intentar ganar el juego 

perdido o mejorar las posiciones anteriores (Bohnert & 

Klitzsch, en: Mayntz, 1980). 

Los Diseños Institucionales y el Déficit de Ejecución.

Los diseños institucionales no sólo enmarcan la 

elaboración y ejecución de las políticas sino que influyen, 

muy especialmente, en la solución que se de al déficit de 

ejecución o conjunto de problemas y dificultades que se 

interponen en el cumplimiento de las mismas ("enforcement 

problem"). 

El tema del déficit de ejecución encuentra uno de sus 

antecedentes teóricos en la discusión sobre la creciente falta 

de gobernabilidad de la sociedad y la sobrecarga de tareas del 

gobierno (Crozier & Huntington & Watanuki, 1975). Esta 

discusión planteaba que el principal problema político en los 
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años 60, y parte de los 70, era el del difícil control por 

parte de los gobiernos del aumento de las demandas sociales. 

Este problema condujo a un énfasis en la comparación de los 

sistemas de intermediación de intereses de diferentes países, 

como mecanismos facilitadores o inhibidores del proceso de 

elaboración política (Schmitter & Streeck, 1982; Lehmbruch & 

Schmitter, 1982); dentro de estos sistemas de intermediación 

los análisis se centraron, básicamente, en organizaciones como 

los sindicatos y las asociaciones empresariales prestándose 

especial atención a sus características organizativas -

representatividad, concentración de tareas, control jerárquico 

y centralización de la estructura. E s t o s  a n á l i s i s  

compartían una presunción: la superación del problema de la 

gobernabilidad pasaba por la construcción de un modelo 

cooperativo entre los actores públicos y los privados; en este 

modelo, el gobierno promovía la participación de las 

asociaciones en el proceso político mientras que éstas, 

caracterizadas por determinados rasgos organizativos, 

facilitaban la elaboración política asumiendo determinadas 

tareas públicas 

-hasta entonces en manos del gobierno- y controlando a sus 

miembros. 

Aunque la cooperación entre los actores se refería 

principalmente al proceso de elaboración política, las 

crecientes dificultades en cuanto a la aplicación y 

cumplimiento de lo que resultaba de esta primera fase 

promovieron la aparición de estudios centrados en la ejecución 

política. De esta forma, la discusión sobre la difícil 



gobernabilidad de las sociedades modernas perdió parcialmente 

vitalidad al trasladarse el análisis del lado de la demanda, -

el crecimiento de las exigencias sociales y los problemas para 

su incorporación al proceso de elaboración política-, al lado 

de la oferta -el cumplimiento de la legislación y los 

programas políticos resultado de las demandas sociales. La 

distancia entre los objetivos políticos, aprobados en la fase 

de elaboración, y sus resultados reales, en la fase de 

ejecución, condujo a la identificación de un nuevo problema: 

el déficit de ejecución o el problema del cumplimiento de las 

políticas en la fase de realización. 

El problema del cumplimiento de las políticas abarca las 

dificultades existentes en el proceso de ejecución para 

aplicar correctamente, controlar, y hacer que se cumpla lo que 

resulta del proceso de elaboración política. Este problema 

está extendido, con diversos grados, en todos los países y 

afecta, también con diversos grados, a todas las políticas 

públicas, aunque es más grave en determinados países y 

políticas. Los países que carecen de un sistema de 

intermediación de intereses que facilite la cooperación entre 

los actores públicos y los privados en el proceso político 

tendrán, generalmente, un mayor número de casos de déficit de 

ejecución que los países que favorecen esta cooperación. De 

esta forma, el modelo de relación entre los actores, y la 

construcción institucional que le acompaña, exhibe distintos 

grados de eficacia con respecto a la solución de este déficit. 

Esta eficacia no es, sin embargo, absoluta ya que puede variar 
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en función del área política10, o de la lògica específica de 

los problemas políticos. En este sentido, las políticas 

públicas de reciente aparición, o sometidas a constante 

escrutinio público por la prioridad social que se les concede, 

están más expuestas a problemas de cumplimiento en la fase de 

ejecución; el diseño institucional cooperativo podría, en este 

último caso, exhibir una menor eficacia ya que los problemas 

políticos nuevos no son fácilmente resolubles a través de los 

procedimientos tradicionales de actuación política (Padgett, 

1990) . Además, los diseños institucionales no sólo se adecúan 

mejor a ciertos problemas políticos que a otros, sino que 

contienen repertorios limitados de actuación que condicionan 

su adaptabilidad a nuevas circunstancias. Si el diseño 

cooperativo tuviese un menor éxito en resolver los déficits de 

ejecución en áreas políticas nuevas y con alta prioridad 

social, se podría plantear entonces la posibilidad de que 

determinados problemas políticos puedan alterar las pautas de 

relación establecidas en un determinado país entre el estado y 

la sociedad. 

Una de las políticas públicas en la que esta posibilidad 

adquiriría plena virtualidad, y en la que destaca agudamente 

el déficit de ejecución, es la política medioambiental. 

3.2.   Los ___ Diseños___ Institucionales___ en ___ la __ Política

Medioambiental.

Cuando los diseños institucionales son analizados en el 

contexto de las políticas particulares pierden su abstracción 

pues se refieren a actores concretos y a pautas específicas de 
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relación entre los mismos. De esta forma, en la política 

medioambiental el diseño institucional refleja la pauta de 

relación entre sus dos actores principales, el gobierno y la 

industria", y el entramado institucional delineado para que 

tal relación se lleve a cabo. 

El diseño institucional es analizado básicamente como la 

relación que, establecida entre el qobierno y la industria en 

el nivel de la administración central, sirve como marco a la 

elaboración y ejecución de la política medioambiental. El 

énfasis de esta investigación se pone sobre los elementos 

estructurales que definen esta relación; la relación entre el 

gobierno y la industria de un país se plantea como uniforme, 

diferente a la existente en otros países, pues se resaltan sus 

rasgos más sobresalientes -los que conforman una 

caracterización homogénea y coherente-, relegándose a un 

segundo término las posibles notas discordantes con esta 

caracterización. Las instituciones, entendidas como 

construcciones organizativas y como modelos de relación entre 

los actores, tienen una importancia fundamental pues ayudan a 

explicar las diferencias en las políticas de los distintos 

países, al tiempo que caracterizan formas y procedimientos de 

actuación política propios de cada país: "el entramado 

institucional de cada país define la distribución de poder no 

sólo entre los actores gubernamentales, sino entre los 

intereses gubernamentales y sociales. Estas distribuciones de 

poder explican, a su vez, las chocantes diferencias que se 

observan en los procesos de resolución del conflicto 

regulatorio en [diferentes] países" (Brickmann & Jasanoff & 
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Ilgen, en: Sbragia, 1991: p. 2). 

Los conceptos de gobierno e industria son utilizados como 

abstracciones referidas a actores que no son homogéneos ni 

monolíticos; estas abstracciones funcionan de la misma forma 

que los modelos de orden social al reducir la multiplicidad de 

los actores a unos cuantos tipos ideales a los que se 

adscriben intereses limitados (Streeck & Schmitter, 1985). 

Aunque los conceptos abstractos sobre el gobierno y la 

industria son fundamentales en las comparaciones entre países 

y permiten una mejor comprensión del contexto político 

general, deben ser manejados con precaución pues en el nivel 

en el que se utilizan de agregación de políticas, 

instituciones y relaciones, pueden desdibujar, a menudo, la 

variación existente dentro de las diferentes áreas políticas 

(Wright, 1988). Esta variación podría poner en entredicho la 

validez de las generalizaciones sobre el tipo de relación y 

los intereses de estos dos actores; la adscripción de 

intereses medioambientales limitados a la industria, por 

ejemplo, simplifica una realidad en la que ésta tiene 

distintas necesidades que dependen, en cierta medida, del 

sector y del tamaño de la empresa12. Aunque todavía "permanece 

como cuestión abierta si las relaciones entre el gobierno y la 

industria [varían] más significativamente o más 

consistentemente entre sectores [o áreas políticas] que entre 

países", aquí se adopta una perspectiva "macrosocial" que se 

decanta, por lo tanto, por la segunda posibilidad (Grant & 

Paterson & Whitston, 1988: p. 314). 
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La adopción de una perspectiva macrosocial reduce la 

complejidad del análisis mediante la selección de los actores 

principales y de las instituciones básicas de la política 

medioambiental. Es por ello que este estudio se centra en la 

relación entre el gobierno y la industria en la administración 

central13; de esta forma, no se considera el contexto 

intergubernamental, o la interrelación entre los distintos 

niveles administrativos (central, regional, y local) con 

competencias en la política medioambiental, aunque se analizan 

las políticas de protección del medio ambiente más relevantes, 

independientemente del nivel en el que se producen. La 

exclusión del contexto intergubernamental no obedece solamente 

a razones prácticas -en España, por ejemplo, los órganos de la 

administración central y autonómica relacionados con el medio 

ambiente suman algo más de cien organismos- [Anexo 1] sino, 

principalmente, a los presupuestos teóricos del análisis: este 

trabajo no persigue resaltar especificidades regionales o 

locales, sino aislar las características generales de los 

diseños institucionales en el área de la protección 

medioambiental de un país como modo de actuación política 

distinto al de otro país14. 

Los  Diseños  Institucionales  en  España  y  Alemania:

Diseño Estatista versus Diseño Corporatista.

Los diseños institucionales no cooperativo y cooperativo, 

como rasgo predominante en la relación entre el gobierno y la 

industria, se ajustan al tipo de diseño existente en España y 

en Alemania respectivamente^. En el primer país no existe una 

cooperación institucionalizada entre los dos actores y el 
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estado, o la burocracia, es el principal responsable de la 

política medioambiental; este diseño no cooperativo, 

caracterizado por el protagonismo de los actores públicos, se 

denominará diseño institucional estatista16 o de dirigismo 

administrativo. En el segundo país existe una cooperación 

institucionalizada entre los dos actores y las asociaciones 

industriales juegan un papel básico en la política 

medioambiental; este diseño cooperativo, caracterizado por el 

protagonismo de los actores privados, se denominará diseño 

institucional corporatista17 o de gobierno privado. 

El diseño estatista y el corporatista tienen distintos 

grados de eficacia a la hora de afrontar el déficit de 

ejecución en la política medioambiental; la presunción general 

es, sin embargo, que los diseños corporatistas son más 

eficaces que los estatistas. Los grupos de interés, cuando 

participan en el proceso político, ceden al gobierno 

información y conocimientos que facilitan una mejor 

elaboración de las políticas públicas y, además, se ven 

motivados para cooperar en la ejecución y en el cumplimiento 

de las políticas. Si los grupos de interés, por el contrario, 

no participan en el proceso de elaboración política, no 

pondrán a disposición del gobierno su "expertise" ni se 

mostrarán proclives a cooperar con las autoridades en la 

ejecución de las políticas. Con un diseño corporatista, de 

cooperación entre actores públicos y privados, la realización 

de las políticas, a través del gobierno privado y la auto-

responsabilización de los propios interesados, será 

probablemente más satisfactoria que con un diseño estatista; 
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en este último,  la exclusión de los actores privados del 

1 proceso político se traducirá, con toda probabilidad, en una 

sobrecarga de tareas del gobierno, conducente a una deficiente 

ejecución y cumplimiento de las políticas públicas. 

A pesar de que, en líneas generales, el diseño 

corporatista es preferible al diseño estatista a la hora de 

elaborar y ejecutar la política medioambiental, se deben 

realizar ciertas precisiones sobre la cooperación entre el 

gobierno y la industria que predomina en el primer diseño. El 

diseño corporatista puede conducir a que un grupo de interés 

concreto monopolice los contactos con el gobierno y termine 

capturando la agencia pública encargada de la política en 

cuestión ("agency capture")18. En Alemania, concretamente, las 

asociaciones industriales han sido incorporadas al proceso 

político medioambiental de forma prioritaria mientras que se 

ha relegado a un segundo término a otros grupos como las 

asociaciones ecologistas. El carácter limitado de la 

participación de este diseño puede dañar-el desarrollo de esta 

política al restringir la responsabilidad ("accountability") 

dentro de la misma a un círculo pequeño de expertos, del 

gobierno y de la industria. Además, la participación casi 

exclusiva de la industria en la política medioambiental 

plantea la posibilidad de que que se produzca un fenómeno de 

"agency capture" que resultaría en la apropiación, o 

apresamiento, de agencias públicas por los intereses 

industriales. 

Diversos  hechos  dentro  de  la  política  medioambiental 



22 

podrían estar relacionados con este apresamiento del aparato 

público: organismos públicos, en estrecha relación con la 

industria, que adoptan los puntos de vista de la misma 

desechando otras ideas; autoridades regionales, deseosas de 

apoyar el desarrollo económico en sus territorios, convertidas 

en soporte acritico de las demandas de las empresas en 

detrimento de la protección del medio ambiente; proyectos 

legales suavizados por las demandas de la industria y 

programas reformulados para acomodar las exigencias 

industriales... El corporatismo -y el principio de cooperación 

en él subyacente- que se ha mostrado hasta ahora como 

mecanismo positivo de gobierno en distintas áreas políticas, 

¿seguiría mostrando pues tal rasgo en relación a la política 

medioambiental?. Probablemente no pues la apropiación de 

agencias públicas limita, de forma importante, la eficacia que 

se adscribe al diseño corporatista a la hora de resolver el 

déficit de ejecución existente en distintas áreas políticas y, 

más concretamente, en la política medioambiental: el 

corporatismo sólo funciona si existe un estado fuerte y 

autónomo que no sea susceptible de ser capturado (Atkinson & 

Coleman, en: Cawson, 1985). 

El diseño institucional estatista, por el contrario, no 

es probable que conduzca a un fenómeno de captura de agencia 

ya que no favorece la participación social en el proceso 

político; en este diseño es más difícil que algún grupo de 

interés consiga una situación política privilegiada y, por 

ello, los funcionarios "preparados y bien intencionados" 

pueden ejercer sus tareas políticas libres de presiones 
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externas. El problema de este diseño en el área de la política 

medioambiental es distinto pues se refiere a la sobrecarga de 

tareas del aparato público y a la consiguiente aparición de 

importantes déficits de ejecución. En España, donde predomina 

el diseño estatista, se podría conjeturar entonces que la 

existencia de este déficit promoverá, más pronto o más tarde, 

un cambio en la pauta de relación entre el gobierno y la 

industria que facilite un mejor desarrollo de la política de 

protección del medio ambiente. 

Todos los diseños institucionales tienen, por lo tanto, 

ventajas y desventajas: las instituciones pueden encontrar 

soluciones a algunos problemas, pero dejarán indudablemente 

otros problemas sin resolver o crearán, incluso, algunos 

nuevos. Esta valoración mixta sobre la validez de los diseños 

institucionales no implica, sin embargo, que todos los diseños 

sean iguales a la hora de responder al problema de la 

ejecución y control del cumplimiento de las políticas; en 

líneas generales, el diseño institucional corporatista es más 

eficaz en la resolución del déficit de ejecución que el diseño 

institucional estatista que, al no delegar ciertas tareas 

políticas en los actores privados, se caracteriza por la 

sobrecarga de tareas del estado y por el consiguiente escaso 

cumplimiento de las políticas. 

El Déficit de Ejecución en la Política Medioambiental.

En la política medioambiental el término "déficit de 

ejecución" define una situación en la que, a pesar de la 

existencia de una exigente y detallada legislación, predomina 
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el insatisfactorio cumplimiento de los objetivos políticos. 

El déficit de ejecución en la política medioambiental 

está vinculado básicamente a tres factores19: 

1) la diferencia de intereses de los principales actores, 

gobierno e  industria,  en  las dos  fases de elaboración y 

ejecución de la política, 

2) la superioridad de la industria frente al gobierno con 

respecto al conocimiento técnico sobre el tema medioambiental, 

y el gran número y heterogéneo carácter de las industrias que 

están sujetas a control en esta política, y 

3) el proceso de negociación entre el gobierno y la 

industria en la fase de ejecución política20. 

1) Los intereses de los actores de la política 

medioambiental, gobierno e industria, son distintos 

dependiendo de la fase política porque, entre otras cosas, la 

personificación de estos actores es diferente: en la fase de 

elaboración, los funcionarios de la administración central y 

las asociaciones industriales desarrollan los proyectos 

legislativos y los programas medioambientales mientras que, en 

la fase de ejecución, los funcionarios regionales y locales, -

sustituyendo a los funcionarios de la administración central-, 

y las empresas individuales, -sustituyendo a las asociaciones 

industriales-, llevan a cabo lo que resulta de la anterior 

elaboración política. En el nivel macro de elaboración 

política, los funcionarios están interesados en la 

elaboración de leyes y programas medioambientales cada vez más 

estrictos y completos; estos funcionarios se ven a sí mismos 
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como responsables del progreso de un área política que goza de 

una alta prioridad social. Las asociaciones industriales, por 

su parte, persiguen la incorporación de los intereses 

industriales en las leyes y programas medioambientales; estas 

asociaciones constatan la creciente preocupación de las 

empresas por las posibles consecuencias de un endurecimiento 

de esta política y, por ello, tratan de hacer prevalecer sus 

criterios y moderar los distintos proyectos. Tanto los 

funcionarios de la administración central como las 

asociaciones industriales tienen, sin embargo, un objetivo 

común: alcanzar acuerdos, en términos vagos, sobre documentos 

globales que puedan satisfacer a audiencias amplias y 

heterogéneas. 

En el nivel meso y micro de la ejecución política, los 

funcionarios se ocupan de los problemas de ejecución de una 

legislación complicada, al tiempo que intentan evitar los 

resultados no deseados de una política "excesivamente" 

exigente; estos funcionarios, constreñidos generalmente por 

restricciones presupuestarias, se consideran principalmente 

responsables del bienestar económico de la región21. Las 

industrias, por su parte, intentan encontrar compromisos con 

los funcionarios para suavizar la ejecución de esta política y 

evitar un excesivo control público; las empresas, además, 

buscan beneficiarse al máximo de las ayudas públicas y de las 

concesiones de los funcionarios para invertir lo menos posible 

en medidas de protección medioambiental. La fase de ejecución 

está entonces dominada por una lógica diferente a la que 

prevalece en la fase de elaboración: la ejecución está ligada 



26 

a la lógica de la practicabilidad mientras que la elaboración 

está ligada a la lógica de la perfectibilidad. 

2) La política medioambiental es ejecutada principalmente 

a través de una relación personalizada entre funcionarios y 

empresas individuales. En esta relación existe una situación 

de desequilibrio entre el gobierno y la industria que ha 

conducido a hablar del inmanente poder diferencial de la 

industria (Hucke & Ullmann, 1980). Las empresas poseen el 

"expertise" necesario para ejecutar adecuadamente la política 

medioambiental y dominan los detalles técnicos de este 

proceso; al poseer el conocimiento técnico, y tener además 

fuertes vínculos con los expertos, las industrias pueden 

decidir, en régimen de virtual monopolio, el contenido de 

importantes conceptos de la legislación medioambiental -como 

el estado de la técnica y la justificabilidad económica de las 

medidas de protección del medio ambiente. Las empresas son, 

además, conscientes de su importancia como agentes 

contribuyentes y conocen los costes políticos que trae consigo 

cerrar una industria por razones de protección del medio 

ambiente. Los funcionarios que, por su parte, tienen siempre 

presente el posible impacto económico negativo de un control 

estricto de las obligaciones medioambientales, se ven forzados 

a encontrar compromisos con las industrias. En estos 

compromisos, que adoptan generalmente la forma de acuerdos en 

bloque ("package-deals"), las empresas suelen conseguir la 

mejor parte. 

Junto  al   cuasi  monopolio  por  la  industria  del 
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conocimiento técnico medioambiental, ésta tiene otra ventaja 

debido al gran número y a la heterogeneidad de las empresas 

sujetas a control en esta polìtica. Como el número de empresas 

a las que afecta la legislación medioambiental es cada vez 

mayor, y su naturaleza es absolutamente dispar -diferente 

tamaño, sector, situación económica y técnica-, los 

funcionarios responsables del cumplimiento de esta legislación 

se ven desbordados por la ingente cantidad de sujetos que 

deben vigilar. A esta difícil tarea de control industrial hay 

que añadir la escasez de medios de todo tipo -de personal, 

técnicos...- que suele caracterizar a la administración 

encargada de la protección del medio ambiente. Todo ello 

determina que la actuación de los funcionarios en este área 

política sea generalmente insuficiente y deba estar apoyada en 

la aceptación "acritica" del "expertise" de la industria. 

3) La superioridad del conocimiento medioambiental de la 

industria, junto a una complicada situación en la que 

numerosas y heterogéneas empresas son el objeto de control de 

la política de protección del medio ambiente, conduce a un 

proceso de negociación entre funcionarios y empresas en la 

fase de ejecución política. La negociación se plantea, 

básicamente, como proceso de intercambio de peticiones, 

demandas y favores ("trade-off") que desemboca en acuerdos. 

Estos acuerdos son generalmente favorables para la industria 

ya que, como resultado de los mismos, raramente se aplican la 

legislación y los programas de protección medioambiental 

aprobados en la fase de elaboración de forma sistemática y 
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correcta. La ejecución de la política de medio ambiente es, 

por lo tanto, mucho menos exigente, severa, y completa de lo 

que legalmente sería posible. La distancia entre los 

resultados de los procesos de la elaboración y los de la 

ejecución política está en el origen de la discusión sobre el 

déficit de ejecución en la política medioambiental. De todos 

modos, siempre cabría preguntarse si esta negociación, que 

predomina en el momento inmediatamente anterior a la 

realización de la política medioambiental, es realmente una de 

las causas del déficit de ejecución o es, simplemente, la 

consecuencia inevitable -y positiva- de una deficiente 

elaboración política que, guiada por la lógica de la 

perfectabi1idad, está alejada de la lógica de la 

practicabilidad y, por consiguiente, de los principales 

destinatarios de esta política. 

3.3. Las Dinámicas de Cambio en los Diseños Institucionales.

El diseño institucional, al enfatizar los elementos 

estructurales que configuran un modelo o tradición de relación 

entre el gobierno y la sociedad, simplifica una realidad que 

se caracteriza por su dinamismo. Esta simplificación no 

supone, sin embargo, distorsión de la realidad ya que los 

diseños institucionales, aunque están arraigados en los 

procedimientos políticos de un determinado país, no son 

estáticos ni impermeables al cambio. Todos los diseños 

experimentan distintas tensiones pues ninguno ofrece 

soluciones perfectas a los déficits de ejecución política; las 

características del área política, o la lógica del problema en 
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cuestión, pueden condicionar la eficacia de la pauta de 

relación existente entre los actores y del conjunto de 

instituciones que rodea a la misma. Además, el diseño 

institucional de un determinado pais abarca siempre un 

conjunto limitado de repertorios y procedimientos de actuación 

más allá de los cuales, y cuando se intenta su adaptación a 

nuevos retos y circunstancias, existen generalmente límites. 

Además de las tensiones inherentes al área política que 

experimentan los diseños institucionales existen, en un mundo 

de creciente complejidad e interdependencia, otra serie de 

factores que empujan hacia el cambio y la posible convergencia 

de estos diseños. El origen de esta convergencia se sitúa 

básicamente en las organizaciones internacionales que, al 

imponer obligaciones comunes en distintos contextos 

nacionales, fomentan la adopción de estrategias políticas 

similares en distintos países. 

Las Dinámicas de Cambio en los Diseños Institucionales de

la Política Medioambiental.

El  carácter  cerrado  de  la  política  medioambiental, 

caracterizada por la participación limitada de dos actores -

gobierno e industria- en un proceso político relativamente 

aislado del escrutinio público, ha proporcionado un pacífico 

entorno político a este área.  La tradicional paz de este 

entorno  ha  estado,  sin  embargo,  sujeta  recientemente  a 

presiones de diferente naturaleza. Los diseños institucionales 

de la política medioambiental están sometidos a unas presiones 

o dinámicas de cambio que pueden tener un origen interno o 

externo. 
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El origen interno, o endògeno, se refiere, 

fundamentalmente, a la creciente sensibilización 

medioambiental de la sociedad; la sociedad, descontenta ante 

los que considera resultados insuficientes de la política de 

protección del medio ambiente, demanda cambios tanto en la 

construcción organizativa de la administración medioambiental 

como en la pauta predominante de relación entre los actores de 

esta política. 

La dinámica de cambio de origen externo, o exógeno, se 

refiere a la creciente importancia de las organizaciones 

internacionales en las arenas políticas nacionales. Las 

organizaciones internacionales favorecen la pérdida gradual 

del control de los estados sobre la elaboración y ejecución de 

la política medioambiental, y ejercen una presión sobre los 

diseños institucionales que enmarcan el desarrollo de la 

misma; esta presión es indirecta ya que los gobiernos, ante la 

necesidad de cumplir sus obligaciones internacionales de 

protección del medio ambiente, se ven empujados a adoptar 

nuevos modelos de relación con los grupos de interés que 

faciliten este cumplimiento. 

Las organizaciones internacionales podrían, de esta 

forma, promover una convergencia de los diseños 

institucionales en la política medioambiental. La posible 

aproximación de los diseños institucionales podría también, 

por otro lado, tener su origen en aquellas características de 

la política medioambiental que favorecen la negociación y la 

colaboración entre el gobierno y la industria en la fase de 

ejecución. Si la convergencia institucional se produjera, ¿no 
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se podría plantear que las organizaciones internacionales o 

las características del área política, o la combinación de 

ambos, son factores más importantes a la hora de explicar y 

analizar las políticas de protección del medio ambiente que 

las instituciones nacionales y las tradiciones regulatorias de 

un país?. 

Las Dinámicas de Cambio Externas en el Diseño Estatista.

En el caso de España y de su diseño institucional 

estatista, el origen de las dinámicas de cambio sería externo: 

las organizaciones internacionales y las exigencias 

medioambientales que éstas imponen a los estados nacionales. 

La pertenencia a una organización internacional como la CE 

puede promover cambios institucionales para la mejor 

adaptación de la política medioambiental a las nuevas 

obligaciones y estándares de protección del medio ambiente; 

estas nuevas obligaciones se añaden a las antiguas 

sobrecargando, aún más, a un gobierno intervencionista y poco 

abierto a la participación social en las tareas públicas. La 

comparación entre la política medioambiental nacional y la de 

otros países revela, además, las deficiencias de la primera y 

hace más urgente la disminución de la distancia entre las dos. 

La incorporación al derecho interno de la legislación 

comunitaria sobre protección del medio ambiente podría, de 

esta forma, favorecer determinados cambios en el diseño 

institucional imperante en el proceso político medioambiental. 

Si se produjesen esos cambios habría que interrogarse, 

principalmente, sobre la forma que tomarían y las 

consecuencias que tendrían sobre el área política del medio 
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ambiente. 

Una primera medida del gobierno para encarar este reto 

internacional podría ser la apertura limitada del proceso 

político a la industria, a cambio de la cooperación de ésta en 

la fase de ejecución de la política medioambiental. Esta 

apertura limitada del proceso político puede provocar dos 

reacciones distintas por parte de la industria. Por un lado, 

la industria podría rechazar la posibilidad de participación 

limitada en la política medioambiental pues, consciente de sus 

no siempre fuertes recursos organizativos y de sus problemas 

de control jerárquico sobre sus miembros, no querría aceptar 

responsabilidades públicas; la industria podría preferir, de 

este modo, la antigua situación en la que disfrutaba de un 

cierto margen de maniobra en la ejecución política, gracias a 

una sobrecarga de tareas del gobierno que no permitía un 

control suficiente sobre las empresas. Por otro lado, la 

industria podría también aceptar la oferta del gobierno debido 

a la constatación de que las obligaciones medioambientales 

internacionales afectarán al sector industrial más pronto o 

más tarde; de esta forma, la industria preferiría participar 

en el proceso político medioambiental para que sus intereses 

fueran incorporados ya en la fase de elaboración de esta 

política. 

Las consecuencias de esta posible aproximación y 

cooperación entre el gobierno y la industria son difíciles de 

predecir. En principio se podría conjeturar que esta 

cooperación, resultado de la creciente importancia de la CE 

así como de la imparable relevancia de la política 
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medioambiental, favorecerá una mejor ejecución en este área 

política; la participación de la industria en el proceso 

político introduciría un mayor grado de "expertise" en la fase 

de elaboración y promovería su auto-responsabilidad en la fase 

de realización de la política. Además, tanto el gobierno como 

la industria se verían sujetos a un control externo que, 

aunque limitado, vigilaría que el cumplimiento de la normativa 

medioambiental fuera mínimamente satisfactorio. 

Las   Dinámicas  de  Cambio   Internas  en  el  Diseño

Corporatista.

En el caso de Alemania y de su diseño institucional 

corporatista, el origen de las dinámicas de cambio sería 

interno: la sensibilización social por el estado del medio 

ambiente y la importancia en aumento del movimiento verde han 

conducido a una cierta desconfianza con respecto al modelo 

cooperativo de relación entre el gobierno y la industria; la 

prioridad otorgada a la política de protección del medio 

ambiente, que se refleja en la conciencia medioambiental de la 

ciudadanía y en los buenos resultados electorales de los 

partidos verdes, cuestiona crecientemente el diseño 

institucional en este área política. Se critica, en primer 

lugar, la naturaleza limitada de la participación social en el 

proceso político y se exige la apertura del mismo a intereses 

no exclusivamente industriales; las asociaciones ecologistas, 

en concreto, intentan ser incluidas en este área política para 

que la influencia de la industria pueda ser, hasta cierto 

punto, contrapesada con otro tipo de argumentos. Con vistas a 

conseguir este objetivo las asociaciones medioambientales 
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están adquiriendo el "expertise" necesario para participar en 

las negociaciones y discusiones que se llevan a cabo en la 

fase de elaboración de la política medioambiental y están, 

también, estableciendo contactos con un número creciente de 

expertos en este área. En segundo lugar, y con respecto a la 

ejecución medioambiental, la crítica social reclama también 

una política más exigente y la limitación de la tradicional 

auto-regulación industrial. A la vista de estos desarrollos 

cabe preguntarse si sería posible que el diseño institucional 

corporatista en la política medioambiental, de estrecha 

relación entre el gobierno y la industria, sufriera algún tipo 

de transformación. Y, si se produjera esta transformación, el 

interrogante sería si la pauta de gobierno privado imperante 

en Alemania cambiaría y la forma que adoptaría tal cambio. 

Además, y suponiendo que se introduzcan mayores dosis de 

control público y que se abra el proceso político a otros 

actores sociales no pertenecientes a la industria, ¿cómo se 

verá afectada la política de protección del medio ambiente por 

todos estos nuevos desarrollos?. 

Los resultados de estas presiones, que empujan en 

dirección hacia la apertura y endurecimiento de la política 

medioambiental, son todavía inciertos. La incorporación de las 

asociaciones ecologistas al proceso político medioambiental 

podría compensar el papel predominante jugado hasta ahora por 

la industria y conseguir que esta política fuera más estricta. 

Esta incorporación podría también conducir a una retirada del 

apoyo de la industria al gobierno; esta retirada perjudicaría, 

indudablemente, el desarrollo de la política medioambiental ya 
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que la cooperación industrial es indispensable sobre todo en 

la ejecución de la misma. La entrada de un tercer actor, las 

asociaciones ecologistas, en el tradicionalmente cerrado 

proceso político medioambiental podría, de esta forma, 

distorsionar el cooperativo carácter de la relación que ha 

prevalecido hasta ahora entre el gobierno y la industria y 

dañar prácticas institucionales establecidas como la auto-

regulación industrial. Con este transfondo es difícil 

determinar si esta hipotética nueva situación serviría para 

mejorar o no la política medioambiental. 

3.4. La Política Medioambiental de la Comunidad Europea.

La creciente importancia de las organizaciones 

internacionales, que conduce a procesos de interdependencia 

entre los estados nacionales, ha convertido los enfoques 

basados exclusivamente en el nivel nacional en obsoletos 

instrumentos de análisis. Actualmente es casi imposible 

entender el desarrollo de ciertas políticas públicas en 

determinados países sin tener en cuenta el contexto 

internacional que enmarca tales desarrollos. Uno de los casos 

en los que la comprensión de una política está ligado, 

inevitablemente, a organizaciones internacionales es la 

política de protección del medio ambiente. 

La política medioambiental es uno de los objetivos 

básicos de una organización de carácter supranacional: la CE. 

La Comunidad funciona en este área como un mecanismo de 

homogeneización ya que aplica una política de protección del 
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medio ambiente uniforme en todos sus estados miembros. España 

y Alemania, como países comunitarios, están obligados a 

cumplir la misma política medioambiental comunitaria y han 

sufrido, consecuentemente, una pérdida de soberanía nacional 

en relación con la elaboración y, en menor medida, ejecución 

de forma independiente de la misma. Aunque estos dos países 

tienen diferentes políticas medioambientales y diferentes 

diseños institucionales, favorecedores o no del cumplimiento 

de esta política, su pertenencia a la CE permite la 

comparación de sus políticas y diseños. Cabe entonces 

preguntarse si, debido al influjo comunitario, las políticas 

de protección del medio ambiente de estos dos países, y los 

diseños institucionales que las enmarcan, tenderán a converger 

o a aproximarse de algún modo a medio o largo plazo. 

Las políticas medioambientales de los países comunitarios 

están influidas inevitablemente por la CE, aunque la 

influencia comunitaria tiene distintos grados. La Comunidad ha 

podido jugar, indistintamente, un papel promotor e inhibidor 

en la protección medioambiental pero, en numerosas ocasiones, 

ha introducido planteamientos y problemáticas nuevas en las 

agendas públicas de sus estados miembros. La política 

medioambiental comunitaria ha sido, sin embargo, más 

importante para los países en los que este área no gozaba de 

prioridad (España), que para aquellos países que consideraban 

esta política como uno de sus principales objetivos de 

gobierno (Alemania). 

También  los  diseños  institucionales  de  los  países 

comunitarios,  que  sirven  de  marco  para  la  elaboración  y 
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ejecución de la política medioambiental, podrán verse 

afectados por la CE pues la correcta aplicación de la 

legislación comunitaria pondrá en evidencia, en muchos casos, 

la necesidad de un cambio en el modelo de relación entre el 

gobierno y la industria de un determinado país. La influencia 

comunitaria en este tema está todavía por determinar aunque no 

será, seguramente, tan significativa como en el caso de las 

políticas medioambientales de los estados miembros. 

La CE no funciona solamente como mecanismo homogeneizador 

sino que proporciona, además, un escenario político en el que 

los estados miembros discuten y negocian sus distintos 

intereses y prioridades en la política medioambiental. Este 

escenario se caracterizará por su creciente conflictividad ya 

que la protección del medio ambiente se ha convertido en una 

preocupación política estructural que afecta a las demás áreas 

políticas, entre ellas a la económica y a la comercial, que 

son básicas en la construcción del mercado único europeo. El 

medio ambiente es también un tema en el que se refleja 

claramente la disparidad de criterios existente entre los 

países comunitarios más ricos, del centro y del norte de 

Europa, y los más pobres, del sur de Europa. 

Por otro lado, la CE ha configurado un escenario político 

en el que los estados miembros no son únicamente receptores de 

legislación medioambiental internacional (transmisión 

vertical). Al mismo tiempo, y como la Comunidad funciona 

también como mecanismo de transmisión de los intereses de 

determinados países comunitarios, los estados miembros son 
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receptores de legislación medioambiental nacional procedente 

de otros estados (transmisión horizontal). Como resultado de 

este proceso de transmisión, o difusión, se podría plantear la 

cuestión de la hipotética convergencia de las políticas 

medioambientales y, en menor medida, de los diseños 

institucionales de los países comunitarios. Más concretamente 

sería interesante analizar si, debido a la difusión 

horizontal, la política de protección del medio ambiente en 

España y, en parte, en el resto de la CE tenderá a parecerse o 

a adoptar características de la política de algún estado 

miembro que juegue un papel de liderazgo en este área. 
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NOTAS DEL PRIMER CAPITULO. 

1. La industria es una de las principales fuentes de polución 
en nuestros días. La contaminación industrial es el origen de 
prácticamente la mitad de la demanda biológica de oxígeno 
(DBO) de las aguas continentales, y es responsable también de 
la mayor parte de la contaminación tóxica y peligrosa de las 
aguas costeras. La industria produce, además, la mitad de las 
emisiones atmosféricas de dióxido de azufre, mientras que la 
mayoría de las sustancias contaminantes peligrosas en el aire 
proviene  también  de  procesos   fabriles.   Los  residuos 
industriales no son cuantitativamente importantes (1/5)  con 
respecto a los residuos de otro tipo, pero tienen un impacto 
medioambiental diferente y más grave debido a su carácter 
tóxico (Enseñat, 1977). 
La opinión pública considera de forma generalizada que la 
actividad industrial es la principal causa de la degradación 
medioambiental en nuestros días y la identifica, muchas veces 
de forma equivocada, como la responsable de la mayoría de los 
fenómenos de contaminación. 

2. Consustancial  a  la  política  de  protección  del  medio 
ambiente  es  el  fenómeno  de  desplazamiento  del  problema 
("problem dislocation", o "Problemverschiebung"), que consiste 
en el traslado de un problema medioambiental de un determinado 
medio natural a otro distinto,  o en la creación de nuevos 
problemas,  generalmente en el campo de los residuos,  como 
consecuencia   de    la    introducción   de   medidas   de 
descontaminación;   las  actuaciones  de  corrección  de  la 
contaminación en el medio acuático y atmosférico, por ejemplo, 
al producir desechos sólidos (fangos y cenizas), inciden en la 
gestión de los residuos, haciendo aumentar los problemas de 
tratamiento y eliminación de los mismos. 
El fenómeno de desplazamiento del problema puede clasificarse 
de la siguiente forma: 
- desplazamiento medial (a otro medio natural), 
- desplazamiento espacial (a otras regiones o países), 
- desplazamiento temporal, y 
- desplazamiento  debido  a  la  sustitución  de  productos 
medioambientalmente  nocivos  por  otros  con  consecuencias 
inciertas para el medio ambiente (Weidner, 1986). 
La solución que se de al fenómeno de desplazamiento del 
problema marca, en definitiva, el éxito o el fracaso de la 
política medioambiental; la protección de la naturaleza, como 
sistema unitario, debe abarcar todas y cada una de sus etapas. 
La unidad del ciclo natural es la causa de que se caracterice 
a la política medioambiental como área que trata del control 
de fenómenos desde la cuna hasta la tumba ("from eradle to 
grave"). 

3. El concepto de internacionalización define un proceso por 
el cual se somete "a la autoridad conjunta de varias naciones 
(...) asuntos que dependían de un solo estado" (Espasa-Calpe, 
1988:  p.  695). Otros autores,  refiriéndose también al tema 
medioambiental, hablan de universalización de problemas en vez 
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de internacionalización (Subirats, 1991). 

4. La posición de Alemania en el concierto internacional, como 
país de gran peso econòmico y creciente relevancia política, 
puede ser uno de los principales factores que expliquen su 
liderazgo en la política medioambiental. El reconocimiento de 
este papel de  líder se refleja en diversas publicaciones 
oficiales;  el  Ministerio  de  Medio  Ambiente  señala,  por 
ejemplo, que "de un estado industrial altamente desarrollado 
como Alemania se espera una eliminación segura y avanzada [de 
los residuos] en el propio territorio" (der Bundesminister für 
Umwelt, 1990a: p. 124). 
Junto a su posición internacional habría que considerar 
también, a la hora de explicar el liderazgo alemán en la 
política de protección medioambiental, la grave degradación 
del entorno en este país, aunque esta degradación tiene una 
existencia subjetiva antes que objetiva (Müller, 1986). 

5. El  estudio de  la  política  medioambiental  de  España  y 
Alemania abarca el período que comienza en los primeros años 
70  y  se  extiende  hasta  nuestros  días.  Esta  delimitación 
temporal no es arbitraria ya que el origen de esta política, 
en la mayoría de los países, está en los preparativos para la 
Conferencia  Internacional  de  Medio  Ambiente  celebrada  en 
Estocolmo en 1972. A partir de esta fecha la protección del 
medio ambiente pasa a formar parte,  con distinto grado de 
prioridad, de la agenda pública de un gran número de países. 

6. Entre la organización administrativa y la pauta de relación 
existente entre los actores de una determinada política hay 
una estrecha conexión.  Si,  por ejemplo,  el gobierno y la 
industria    mantienen    una    relación    de    cooperación 
institucionalizada,  es probable que exista una construcción 
organizativa que abarque comités y organismos estables,  de 
composición  pública  y  privada,  donde  se  desarrolle  esta 
relación. Si, por el contrario, el gobierno y la industria no 
cooperan y su relación no está institucionalizada y carece de 
regularidad,  la  construcción  organizativa  se  compondrá  de 
organismos de composición pública pero  no existirán  foros 
específicos que faciliten el contacto entre estos dos actores. 

7. "Una aproximación más sensible a las diferencias en los 
atributos  estructurales,  trayectorias  históricas  y,  quizás 
normas culturales podría resultar más gratificante" que las 
generalizaciones globales, que explican determinados fenómenos 
sociales   como   el   resultado   inevitable  de   tendencias 
universales e inmanentes en sistemas políticos y económicos 
(Schmitter,  en:  Lehmbruch  &  Schmitter,  1982:  p.  265).  La 
discusión sobre los diseños institucionales estaría dentro de 
esta aproximación por su énfasis sobre la importancia de las 
instituciones   como   resultado   de   pautas   de   relación 
establecidas históricamente entre el estado y la sociedad. 

8. Los cuatro modelos de orden social, caracterizados por una 
institución central y un principio guía, son: la comunidad y 
el  principio  de  solidaridad  espontánea,  el  mercado  y  el 
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principio de competencia dispersa, el estado o la burocracia y 
el principio de control jerárquico y, la asociación y el 
principio de concertación organizativa. Estos modelos no 
existen en estado puro en la realidad, sino que se presentan 
como una amalgama en la que predomina una institución con su 
principio rector; de esta forma el mercado está presente, con 
diferentes grados, en los modelos caracterizados por el 
predominio del estado y de la asociación. "La idea de un 
sistema político o social corporativo-asociativo comprehensivo 
es [por lo tanto] engañosa" (Streeck & Schmitter, 1985: p. 
28) . 

9. Tanto en los diseños institucionales cooperativos, como en 
los no cooperativos,  existen distintos grados de conflicto 
entre los actores. En Alemania, por ejemplo, "cuanto más alto 
es el nivel político, menos visible es el conflicto, porque en 
estos niveles la fijación de objetivos es todavía muy general" 
(Randelzhofer & Wilke, 1981: p. 98). 

10. Al igual que la auto-regulación de las asociaciones no es 
a  veces  el  mejor  medio  para  afrontar  ciertos  problemas 
políticos,  un determinado diseño institucional puede no ser 
igualmente válido a la hora de resolver diferentes déficits de 
ejecución  en distintas  áreas políticas.  Que  los distintos 
diseños muestren distintos grados de eficacia según el área 
política en cuestión, no significa que el área los determine. 
Si  se  aceptara  que  el  área  política  determina  el  diseño 
institucional,  se estaría cerca de la formulación de Lowi 
según  la  cual  las   "policies"  condicionan  las  "politics" 
(Lowi,  1964).  Esta  formulación,  llevada  a  sus  extremos, 
significaría el fin del análisis comparativo, ya que en los 
distintos países las mismas áreas políticas serían homogéneas 
y  tenderían  a  converger  porque  desarrollarían  formas  de 
elaboración y ejecución política similares. 

11. Frente al gobierno y la industria, los otros actores de la 
política   medioambiental   juegan   un   papel   relativamente 
irrelevante. 
En el caso de los ecologistas, por ejemplo, su grado de 
participación en esta política varía de un país a otro aunque, 
independientemente de esta variación, estos grupos no tienen 
el mismo poder que los industriales, ni ofrecen un contrapeso 
efectivo con respecto a esos intereses. Incluso en países como 
Alemania en los que el gobierno considera a las asociaciones 
ecologistas como sus socios y apoya sus actividades, éstas 
tienen sólo una importancia relativa en la política 
medioambiental (Hartkopf & Bohne, 1983). 
Este trabajo tampoco incluye a los sindicatos como actores de 
la política medioambiental, aunque por razones distintas a las 
que se asociaban con los grupos ecologistas. En esta política 
los sindicatos han mantenido, hasta hace poco tiempo, una 
postura que se solapaba con la de la industria: el 
endurecimiento de la protección del medio ambiente se 
vinculaba tradicionalmente con el aumento del paro y el 
peligro de recesión económica. Sólo recientemente han 
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comenzado los sindicatos a desviarse de este planteamiento, y 
a reconocer la importancia del medio ambiente como bien en sí 
mismo y como factor generador de empleo. 
Los partidos políticos tampoco son considerados aquí como 
actores relevantes de la política medioambiental, aunque en 
Alemania fue la coalición socialista-liberal del SPD-FDP la 
que en 1971 introdujo de forma definitiva esta política. Los 
partidos tienden a sobrevaluar su actuación y a mostrarse como 
agentes del cambio político cuando, en realidad, difícilmente 
pueden cambiar el diseño institucional existente en los 
distintos países o dejar su impronta particular en las 
distintas áreas políticas. La llegada al poder en 1969 de la 
coalición socialista-liberal en Alemania, por ejemplo, no 
trajo consigo cambios importantes en la política económica 
(Hall, 1986). Asimismo, la vuelta al poder de la coalición 
conservadora-liberal del CDU-FDP en 1982 tampoco produjo 
cambios fundamentales en la política medioambiental (Weidner, 
1989) . 

12. Las  empresas  grandes,   preocupadas  por  su  imagen 
corporativa y que están en una buena situación financiera, dan 
mayor  importancia  a  la  protección  medioambiental  que  las 
empresas pequeñas (Mayntz et al., 1978). 

13. Un estudio centrado en la organización ministerial del 
medio ambiente, y en el papel de los distintos organismos e 
instituciones públicas, es el de Edda Müller (Müller, 1986). 

14. De esta  forma,  el  federalismo sería tratado como una 
propiedad, o característica, de la estructura del estado que 
afecta  al  modo  en  el  que  éste  formula  sus  políticas  en 
interacción o no con la sociedad civil. 

15. Las dos modalidades del diseño institucional, cooperativa 
y no cooperativa, se corresponden, a su vez, con los estilos 
de  regulación  británico  y  norteamericano  en  la  política 
medioambiental; el concepto de diseño institucional es similar 
al  de  estilo  de  regulación  como  regulación  gubernativa 
industrial, con diferentes grados de cooperación, y resultado 
de la evolución histórica de las relaciones entre el gobierno 
y la industria. En la política medioambiental de Gran Bretaña 
la relación del gobierno con la  industria es cooperativa, 
predominan  los procedimientos flexibles e  informales y la 
auto-regulación  industrial,  mientras  que  el  número  de 
sanciones y casos llevados ante los tribunales es bajo. En 
Estados Unidos,  y en esta misma política,  la relación del 
gobierno  con  la  industria  es  conflictiva,  predominan  los 
procedimientos  rígidos  y  orientados  por  reglas,  y  la 
recurrencia a los tribunales suele ser alta (Vogel, 1986). 

16. El estatismo se puede definir como la "tendencia que 
exalta la plenitud del poder y la preeminencia del Estado 
sobre los diferentes órdenes y entidades" (Espasa-Calpe, 1988: 
p. 519) . 
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17. El  término  corporatista  -adjetivo que  caracteriza al 
diseño institucional cooperativo- se extrae de la discusión 
sobre  el  corporatismo que  lo define  como  un  sistema de 
intermediación  de  intereses  y un modo  de  elaboración  y 
ejecución de las políticas públicas (Lehmbruch & Schmitter, 
1982).  El diseño institucional seria ambas cosas, pero se 
distingue del corporatismo por dos razones básicas: 
- El corporatismo tiende a concentrarse en la politica de 
rentas, y en la relación entre el gobierno, los empresarios y 
los sindicatos, mientras que el diseño institucional es un 
concepto más amplio pues abarca otras áreas políticas -como la 
medioambiental-  y  otros  actores  -como  el  gobierno,  la 
industria, y los expertos. 
- El corporatismo se caracteriza por ser un modo cooperativo 
de formación política, mientras que el diseño institucional 
puede también no serlo (Schmidt, en: Lehmbruch & Schmitter, 
1982) . 
Es importante asimismo destacar que el término corporatismo es 
utilizado como sinónimo de neocorporatismo, o corporatismo 
liberal, y que no tiene ninguna relación con el fenómeno del 
corporativismo, que designa regímenes o prácticas políticas no 
democráticas. 

18. El  término  "agency capture"  fue acuñado por Lowi y 
aplicado a un modelo social denominado pluralismo patrocinado 
("sponsored pluralism").  Este modelo se situaría entre el 
pluralismo y el corporatismo, aunque se podría caracterizar 
mejor como un caso desviado del modelo pluralista, ya que es 
consecuencia de la pauta de crecimiento del estado liberal y 
de la tendencia al oligopolio de los grupos de interés que 
rodean a nuevas agencias públicas (Lowi, 1979). 

19. Un  cuarto  factor  sería  la  descoordinación  de  la 
organización   administrativa   ya   que   las   competencias 
medioambientales   dentro   de   esta   administración   están 
generalmente distribuidas entre un gran número de organismos 
públicos. Este hecho dificulta la coordinación política y se 
plasma, entre otras cosas, en la superposición y solapamiento 
de  actividades  políticas  que  conducen  a  un  derroche  de 
recursos  y  tiempo.  Las  fragmentadas  responsabilidades  de 
ejecución y la ausencia de una relación jerárquica entre las 
agencias técnicas y las administrativas conducen, además, a un 
proceso  de  negociación y búsqueda  de  consenso  entre  las 
agencias públicas (Downing & Hanf, 1981). 

20. El desarrollo que posteriormente se realizará de los 
puntos 1 y 3 se basa, principalmente, en literatura referida 
al caso alemán. 

21. Un análisis sobre el papel de los funcionarios de la 
administración local en la política medioambiental alemana se 
encuentra en Axel Müller (Müller, en: Mayntz, 1980). 
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II. LA POLITICA MEDIOAMBIENTAL EN ESPAÑA Y ALEMANIA. 

La política medioambiental en España no ha estado basada 

en unos principios rectores que configuraran una filosofía del 

medio ambiente, sino que se ha desarrollado a partir de leyes 

y reglamentos -elaborados estos últimos con retraso, 

generalmente, con respecto al plazo establecido- que abordaban 

problemáticas específicas sin una estrategia global sobre la 

protección del entorno. En la política de protección del medio 

ambiente ha prevalecido el papel de los actores públicos, en 

detrimento del de los privados, al tiempo que la falta de 

cooperación entre el gobierno y la industria era la nota 

dominante. Esta política se ha guiado, además, por el 

principio regulativo tradicional de ordenar y controlar 

("command and control"), aunque las leyes medioambientales, en 

su mayoría, no han sido consecuentemente aplicadas ni 

cumplidas. La protección medioambiental ha sido, y es todavía, 

básicamente coyuntural y correctiva1 pues se desarrolla a 

través de actuaciones urgentes que persiguen la reparación de 

situaciones de alta degradación medioambiental; tampoco han 

existido en este área política principios de planificación 

global2: solamente en los años 80, cuando las Comunidades 

Autónomas (CC.AA) asumen la gestión de esta política y el 

gobierno central actualiza y transforma la legislación 

medioambiental para adaptarla a la comunitaria, se introducen 

ciertos elementos planificadores. Es en este momento, y como 

consecuencia principalmente de la adhesión de España a la CE, 

cuando la política medioambiental comienza a tener un peso 
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relativo en la arena política; este peso se refleja, entre 

otras cosas, en un aumento de la financiación pública para 

facilitar y acelerar la adaptación de esta política a las 

exigencias comunitarias. 

La política medioambiental en Alemania ha estado basada 

en unos principios rectores configuradores de una filosofía 

del medio ambiente que ha estado presente en la extensa 

legislación existente sobre esta materia. Esta filosofía 

abarca los principios de prevención, de cooperación, y de 

contaminador-pagador, que se han mantenido, y reforzado, en 

los sucesivos programas medioambientales -el Programa Urgente 

de Protección Medioambiental de 1970, el Programa 

Medioambiental de 1971, el Informe sobre el Medio Ambiente de 

1976, el Programa sobre Perspectivas de la Política 

Medioambiental de 1982, y el Balance de la Política 

Medioambiental de 1986 (Hartkopf, 1988). Dentro de estos tres 

principios destaca el de cooperación, que propugna una 

estrecha relación entre los poderes públicos y los actores 

privados para afrontar el reto medioambiental, así como 

defiende un mayor protagonismo de la industria en el 

desarrollo de esta política. La política de protección del 

medio ambiente se ha guiado por una legislación que, sometida 

a un constante proceso de modificación y perfeccionamiento 

(Novellierung), ha sido caracterizada como uno de los sistemas 

legales más comprehensivos y detallados de Europa (Weidner, 

1986) ; a pesar de estas características la formulación de la 

legislación ha sido vaga, -las leyes no tienen objetivos 
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específicos y están repletas de términos imprecisos, como la 

realización de las medidas según su justificabilidad económica 

y su adaptación al estado de la técnica-, al tiempo que el uso 

del amplio espectro de posibilidades y potencialidades que la 

misma ofrece, ha sido insuficiente. Estos dos factores, 

imprecisión y débil aprovechamiento de los recursos legales, 

han limitado la eficacia de la legislación medioambiental como 

instrumento de la gestión política. Esta política tiene, sin 

embargo, un carácter estructural pues, independientemente de 

la existencia de situaciones específicas de grave 

contaminación, está siempre presente en la agenda pública. La 

política medioambiental, que comenzó siendo correctiva, ha 

evolucionado en un momento posterior -que coincide con la 

progresiva implantación del movimiento verde- hacia 

planteamientos preventivos y más efectivos para la protección 

del medio ambiente. 

En la política medioambiental de España y Alemania pueden 

distinguirse, por lo tanto, dos etapas distintas. 

En España estas dos etapas son: 

la que se inicia en la década de los años 70 

prolongándose hasta mediados de los 80, y se caracteriza por 

una primera aproximación a esta política a través de 

actuaciones limitadas y específicas, desvinculadas de un 

planteamiento genérico y global sobre la protección 

medioambiental, y 

- la que se extiende desde mediados de los años 80 hasta 

nuestros días, y se define por una relativa consolidación de 
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este área política. 

En Alemania las dos etapas de la política medioambiental 

son: 

- la que abarca la década de los años 70, y asiste a la 

temprana  introducción  de  esta  política  y  a  su  avanzado 

planteamiento  (en  comparación  con  otros  países  europeos) 

mediante, básicamente,  la aplicación de medidas reactivas y 

sectoriales de corrección de la contaminación, y 

- la que comienza en los años 80 y se extiende hasta 

nuestros días,  y marca la definitiva consolidación de este 

área política, como objeto prioritario en la agenda pública, y 

su más efectiva ejecución a través de medidas que empiezan a 

ser de tipo preventivo. 

En España el factor que permite distinguir dos etapas 

dentro de la política medioambiental tiene un origen externo: 

la adhesión a la CE. En este país la política de protección 

del medio ambiente, a pesar de seguir relegada a un segundo 

plano al carecer de relevancia para la sociedad y el 

gobierno^, ha adquirido recientemente un mayor peso por las 

obligaciones que impone la aplicación de la política 

medioambiental comunitaria. 

En Alemania el factor que marca la distinción entre las 

dos etapas de la política medioambiental tiene un origen 

interno: la sensibilización pública por el medio ambiente y la 

creciente importancia del movimiento verde. La protección 

medioambiental se convierte en objetivo del gobierno alemán en 

1971 consolidándose progresivamente, -al margen de ciertos 

sucesos que, a mediados de los años 70, ralentizan el 
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desarrollo de esta politica-, como elemento de referencia 

constante de los partidos políticos. Los primeros triunfos 

electorales del partido verde a finales de los años 70 no sólo 

corroboran la relevancia de este tema dentro del electorado, 

sino también el relativo desencanto de la sociedad ante los 

escasos éxitos obtenidos en este área política. Tras estos 

triunfos se comienza una etapa más agresiva y efectiva en la 

protección medioambiental. 

Aunque hay autores que consideran otro tipo de 

periodización en la política medioambiental española4 y 

alemana"1, la distinción entre estas dos etapas resalta dos 

hechos: la influencia de la adhesión de España a la CE en la 

mayor atención concedida a la política de protección del medio 

ambiente6, y la relevancia del movimiento verde en Alemania, o 

del cambio socio-cultural que favorece el éxito de los 

partidos alternativos, para el definitivo establecimiento de 

esta política como una de las áreas prioritarias de la agenda 

pública. 

1.   La   Organización   Administrativa   de   la   Política

Medioambiental.

Los elementos básicos de la organización administrativa 

de la política medioambiental son dos: la concentración y la 

coordinación. Esta administración debe concentrar el mayor 

número posible de tareas medioambientales en el organismo 

principal de gestión con el objeto de facilitar la realización 

coherente de esta política; la forma específica que deba 
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adoptar este organismo puede ser asunto de discusión, aunque 

la necesidad de agrupar las funciones de protección del medio 

ambiente en el mismo es requisito imprescindible de una 

ordenada gestión política. Además, la política medioambiental 

debe llevarse a cabo de forma coordinada entre las distintas 

administraciones con competencias en la materia para que no se 

produzcan actuaciones contradictorias ni solapadas, ni se 

dupliquen innecesariamente los gastos de todo tipo. 

Los elementos de concentración y coordinación aparecen, 

de forma desigual, en las distintas administraciones 

medioambientales; la tendencia actual conduce, sin embargo, a 

que estas administraciones se doten de ministerios 

medioambientales y establezcan estructuras de coordinación 

dentro de cada una de las administraciones, -porque el medio 

ambiente sigue, con diversos grados, repartido entre distintos 

organismos-, y entre los distintos niveles de la 

administración central, regional, y local. 

1.1. La Administración Medioambiental en España.

La organización administrativa del medio ambiente en 

España se caracteriza por la dispersión de competencias entre 

distintos organismos de dif-erentes ministerios del nivel 

central. Las medidas que intentan resolver esta dispersión 

competencial se suceden, sin éxito, a lo largo de los años 70, 

al tiempo que este problema se reproduce después, con diversos 

grados, en las administraciones medioambientales creadas por 

las CC.AA. Posteriormente, una vez establecida la nueva 

administración autonómica y tras la adhesión de España a la 
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CE, se producen los primeros intentos de coordinación entre 

las distintas administraciones medioambientales, y se eleva el 

rango de la administración central del medio ambiente. 

La administración medioambiental se ha compuesto 

tradicionalmente de "organismos públicos muy dispersos, fruto 

de preocupaciones, situaciones y épocas diferentes, que 

[podían] ser sólo parcialmente agrupados y analizados como 

conjunto en función de las competencias, los medios y las 

atribuciones que en la gestión o protección (directa o 

indirecta) del medio físico les [había] atribuido nuestra 

legislación" (CIMA, 1978: p. 811). En esta administración han 

predominado, por lo tanto, la descoordinación intersectorial -

desconexión de organismos en diferentes ministerios- y la 

descoordinación intrasectorial -desconexión de organismos 

dentro de un mismo ministerio- de la tareas de protección del 

medio ambiente. Para intentar solucionar esta situación se 

crea en 1971 el Comité Interministerial para el Medio Ambiente 

(CIAMÀ)7 que será sustituido, un año más tarde, por la 

Comisión Interministerial del Medio Ambiente (CIMA). 

La CIMA supone el primer esfuerzo de coordinación de una 

política repartida en multitud de ministerios con objetivos 

diferentes. Esta comisión, integrada por 14 ministerios y 34 

miembros, se organiza como grupo de trabajo de la Comisión 

Delegada del Gobierno para el Medio Ambiente, y funciona en 

dos planos: el sectorial con nueve comités especializados, y 

el general con reuniones del pleno. La eficacia de este nuevo 

organismo se vio pronto limitada por una serie de razones, 
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entre las que cabe destacar: la sobrecarga de tareas de la 

Comisión Delegada del Gobierno; la inoperancia de las 

decisiones de la CIMA, debido a su falta de fuerza vinculante 

y al recelo de los titulares de los distintos ministerios allí 

representados; la realización por la CIMA de informes sobre 

proyectos con repercusiones medioambientales que no vinculaban 

a la administración, y en un contexto en el que no existía una 

definición legal sobre el medio ambiente8; y la carencia de 

fondos económicos de este organismo. Todas estas razones 

impiden que la CIMA, desde su creación en 1972 hasta su 

desaparición en 1987, funcione como organismo de coordinación 

y cumpla las expectativas creadas sobre el desarrollo de una 

rigurosa política del medio ambiente9. Un intento de 

reactivación de este organismo se produce en 1981 cuando el 

Consejo de Ministros encarga a la CIMA la elaboración de un 

Plan de Acciones Prioritarias; el objetivo básico de este plan 

era impulsar una serie de estudios que permitieran recoger los 

datos básicos para la fijación de prioridades en la política 

medioambiental, y para la optimización en la asignación de 

unos dispersos recursos superiores a 42.000 millones de ptas 

(BIMA ns 24, 1982). Este intento es infructuoso y así, en 

1982, se señala que si la comisión no es capaz de llevar a 

cabo las tareas asignadas se deberá plantear una reforma en la 

administración medioambiental aunque, "en un momento de 

simplificación de la estructura administrativa y de contención 

del gasto público consuntivo, no [parecía] prudente abordar 

[esta] reforma" (BIMA n^ 21, 1982: p. 142). 

Durante el "lánguido" desarrollo de la CIMA se producen 
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otros cambios en la administración medioambiental central, que 

se resumen en la importancia que adquiere el Ministerio de 

Obras Públicas y Urbanismo (MOPU) al serle trasvasado la 

titularidad de la política de medio ambiente desde la 

Presidencia del Gobierno; este cambio de titularidad, que se 

mantiene hasta nuestros días, se produce cuando se adscribe la 

Dirección General de Acción Territorial y Medio Ambiente al 

MOPU en 1977. En este mismo año se crea dentro de este 

ministerio la Subsecretaría de Ordenación del Territorio y 

Medio Ambiente, configurada por una Dirección General de Medio 

Ambiente (DGMA) en 1978 y un Centro de Estudios de Ordenación 

del Territorio y Medio Ambiente (CEOTMÀ) en 1979. El RD L 

22/82 de Medidas Urgentes de Reforma Administrativa suprime la 

Subsecretaría de Ordenación del Territorio y Medio Ambiente y 

adscribe la DGMA a la Subsecretaría de Obras Públicas y 

Urbanismo. 

A mediados de los años 80 tiene lugar la construcción de 

la administración autonómica medioambiental. Tras el proceso 

de traspaso de la mayoría de las competencias medioambientales 

entre 1983 y 1984, las CC.AA se dotan de una administración 

propia que ha consolidado, en la mayoría de los casos, la 

dispersión de tareas que ya existía en el nivel central. A 

pesar de que las CC.AA podían haber creado una organización 

medioambiental ex-novo, y aunque la administración central 

alentó la creación de agencias de medio ambiente, como modelo 

de gestión unificada, la mayoría de los entes autonómicos 

eligió otro tipo de organización -en forma de dirección 
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general, consejería o viceconse jería10 (Entrevista A-E-5, 

1990; Aguilar, 1992). Las agencias de medio ambiente de las 

CC.AA tienen características muy distintas tanto por el nivel 

de sus competencias, como por el ámbito administrativo de su 

actuación (Suárez, 1990). Estas distintas características 

agravan una situación de confusa distribución competencial 

entre la administración central y la autonómica gue justifica, 

en muchos casos, el derecho de actuación de ambas 

administraciones". Junto a esta confusión se constata también 

una situación de descoordinación vertical12, entre los 

distintos niveles de la administración medioambiental, gue 

plantea constantes problemas en la política medioambiental 

cotidiana del país". 

La entrada de España en la CE ha promovido la puesta en 

marcha de diversos proyectos gue intentan superar la 

tradicional descoordinación horizontal (entre ministerios con 

competencias medioambientales en la administración central) , y 

la nueva descoordinación vertical (entre organismos 

medioambientales de la administración central y autonómica)14. 

Esta tarea está dirigida por el MOPU, representante del 

gobierno en los Consejos de Ministros de Medio Ambiente de la 

Comunidad, y responsable de la coordinación de la política 

medioambiental a través de la Secretaría de Estado para la CE. 

Los proyectos de coordinación horizontal se encuentran 

ahora, sin embargo, en suspenso debido a la desaparición de la 

CIMA y a la inoperancia de distintas comisiones sectoriales de 

coordinación (Martínez Salcedo, 1989). La deficiente 
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coordinación horizontal se ha visto compensada, hasta cierto 

punto, con una serie de cambios cuyo objetivo era la elevación 

del rango de la administración medioambiental central y la 

consiguiente concentración de tareas en un sólo organismo. El 

primer cambio tuvo lugar en 1990 con la creación de la 

Secretaria General de Medio Ambiente (SGMA) que asumió las 

competencias de la anterior DGMA. La SGMA refleja el triunfo 

del espíritu corporativista de los distintos ministerios con 

competencias medioambientales, pues el temor de los mismos a 

perder poder y autonomía ante un organismo que unificara la 

gestión medioambiental se ha reflejado, entre otras cosas, en 

las restricciones que el Ministerio de Agricultura ha puesto a 

la SGMA, y en la supresión de los términos que otorgaban a 

esta secretaría la facultad de coordinar los temas 

medioambientales con otros organismos1*". En 1991, dentro del 

proceso de transformación del Ministerio de Obras Públicas 

(MOPU) en Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT), 

se creó la Secretaría de Estado para las Políticas de Agua y 

Medio Ambiente, como organismo de máximo rango de la 

organización administrativa medioambiental16, y se suprimió la 

SGMA (Mopu Informa, 1991). 

Los proyectos de coordinación vertical, por su parte, 

comenzaron a finales de 1986 a través de unas reuniones 

informales entre gestores y responsables de las distintas 

administraciones medioambientales. Estas reuniones, convocadas 

por el MOPU, se desarrollaron a dos niveles: de técnicos y de 

directores generales de medio ambiente de las CC.AA. Las 

reuniones de técnicos, que se convocaban trimestralmente por 
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grupos de trabajo y trataban temas específicos, servían de 

marco para el trasvase de información mientras que las 

reuniones de directores generales, que se convocaban 

semestralmente, promovían la coordinación general de la 

política medioambiental. Transcurrido un año de celebración de 

estas reuniones, se decidió congregar a los máximos 

responsables medioambientales de las CC.AA en una Conferencia 

Sectorial de Medio Ambiente. Esta conferencia ha sido 

convocada en tres ocasiones17 por el MOPU, aunque solamente en 

la última reunión (11-2-1991) se ha "redactado un documento en 

el que, por primera vez, se adoptan conjuntamente los 

objetivos comunes e inmediatos de política ambiental en 

España" (Mopu Informa, 1991: p. 1). 

1.2. La Administración Medioambiental en Alemania.

La organización administrativa del medio ambiente en 

Alemania asiste, durante la primera mitad de los años 70, al 

reforzamiento del papel del gobierno federal en la política de 

protección del medio ambiente gracias a un desarrollo doble: 

la asunción de nuevas competencias legislativas -concurrentes 

o marco- en este área política, y la concentración de tareas 

medioambientales en un ministerio federal. Posteriormente, 

cuando el éxito del movimiento verde promueve la 

"ecologización" de los partidos políticos, comienza, en las 

distintas administraciones de la federación y de los Lander, 

un proceso de creación de organismos medioambientales de alto 

rango administrativo que funcionan como modelos de gestión 

unificada de esta política. Este proceso culmina con la 
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instauración de un Ministerio Federal del Medio Ambiente en 

1986. 

En Alemania la Ley Básica ("Grundgesetz") determina las 

competencias del gobierno federal en la política de protección 

medioambiental. Estas competencias han sido tradicionalmente 

consideradas insuficientes por diversos sectores, tanto 

públicos (la federación) como privados (la industria), para 

llevar a cabo una mínima política de gestión unitaria del 

medio ambiente. Es por ello que, en 1970, el gobierno elabora 

un proyecto en el que se plantea la modificación parcial de la 

Ley Básica para conseguir la competencia legislativa 

concurrente medioambiental en los campos atmosférico, del 

agua, del ruido, y de la naturaleza y el paisaje. La discusión 

de este proyecto en el Senado concluye con la concesión de 

esta competencia solamente con respecto a la atmósfera, los 

residuos y el ruido, mientras que para la política de aguas se 

otorga una competencia legislativa marco1* (Müller, 1986). 

Además del reforzamiento de la federación en sus 

competencias legislativas de protección del medio ambiente, en 

el nivel central se produce también una progresiva 

concentración de las tareas medioambientales: en 1969 el 

Ministerio del Interior consigue las competencias de gestión 

de las aguas, protección atmosférica y lucha contra el ruido 

(pertenecientes anteriormente al Ministerio de Sanidad) 

mientras que, en 1972, asume las competencias sobre seguridad 

nuclear y protección radioactiva. En 1980 este mismo 

ministerio solicitará, sin conseguirlo, las competencias sobre 
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protección de los espacios naturales. La concentración de 

importantes competencias medioambientales en la federación no 

implica, sin embargo, una concentración paralela de las tareas 

ejecutivas en este nivel, ya que la realización de la política 

de protección del medio ambiente pertenece básicamente a los 

Lander; en realidad, y en relación a la política de ejecución, 

no existe una administración medioambiental propia de la 

federación (con la excepción de la administración de las vías 

de navegación) (Klòpfer, 1989). 

Además de la concentración de competencias 

medioambientales en el Ministerio del Interior, en el nivel 

federal se constituyen una serie de organismos de 

asesoramiento que, a través de la recogida de datos y de la 

investigación, apoyan la elaboración de esta política; el 

organismo más importante dentro de esta organización es la 

Oficina Federal del Medio Ambiente creada en 1974. El 

asesoramiento en la política medioambiental no se limita al 

establecimiento de organismos públicos que apoyan la 

realización de las tareas de protección del medio ambiente, 

sino que se extiende a la creación de diversos grupos de 

trabajo de composición mixta -administración, industria, 

técnicos, y expertos independientes- para la elaboración y 

discusión de leyes y proyectos medioambientales específicos. 

Además de estos grupos de trabajo, existen dos organismos 

permanentes de gran importancia: el Consejo de Expertos para 

Cuestiones Medioambientales, y el Grupo de Trabajo para el 

Medio Ambiente, ambos de 1971 (Müller, 1986). 

Las actuaciones conducentes al  establecimiento de una 
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administración medioambiental, que se corresponda con la 

prioridad política de la que disfruta la protección del medio 

ambiente, abarcan también el establecimiento de una red de 

organismos de coordinación que conciertan las tareas de este 

área política, tanto dentro de la administración federal -

coordinación horizontal- como entre la administración federal 

y la de los Lander -coordinación vertical. La coordinación 

horizontal se articula a través del Gabinete para Cuestiones 

Medioambientales, creado en 1970 y responsable de la 

preparación de las decisiones del gobierno sobre política 

medioambiental, y del Comité Permanente para Problemas del 

Medio Ambiente (StALA/Federación), creado en 1971 y 

aglutinador de los distintos ministerios con competencias 

medioambientales y de la cancillería. La coordinación vertical 

tiene tres instrumentos básicos: la Conferencia de Ministros 

del Medio Ambiente, reunida por primera vez en 1972 y 

expresión del federalismo cooperativo que impera en Alemania; 

el Comité Permanente para Cuestiones Medioambientales (StALA 

Federación/Lander) ; y los grupos de trabajo para problemas 

específicos del medio ambiente -agua (LAWA), aire (LAI), y 

residuos (LAGA). 

La administración medioambiental a nivel regional es 

multiforme y se caracteriza, en una primera fase, no sólo por 

su fuerte segmentación sino por las diferencias organizativas 

existentes entre los distintos Lander. Aunque estas 

diferencias son muy significativas, la administración 

medioambiental regional suele dividirse en tres niveles: 

el  nivel  superior,  constituido por  los ministerios 
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medioambientales en cuyo ámbito se encuentran los altos 

funcionarios regionales con tareas de protección del medio 

ambiente, (como la Oficina Federal para el Agua y los Residuos 

de Renania del Norte-Westfalia), que son ayudados por 

organismos de carácter técnico-científico (como el Centro 

Regional para el Medio Ambiente de Hesse), 

el nivel intermedio, (inexistente en los Lander de 

Berlín, Hamburgo, Bremen, Sarre y Schleswig-Holstein), que 

abarca tanto la administración general de los gobiernos de 

distrito ("Bezirksregierungen" o "Regierungsprásidenten"), que 

reúnen las competencias regionales en esta materia no 

expresamente asignadas a otros funcionarios, como la 

administración especial de funcionarios de distinto tipo (como 

el director de la Cámara de Agricultura), y 

- el nivel inferior, en el que las agencias de control de 

la  industria  ("Gewerbeaufsichtsámter")  tienen  básicamente 

tareas de protección atmosférica y de lucha contra el ruido 

(Klôpfer, 1989) . 

A finales de los años 70 y principios de los 80 se 

produce un doble desarrollo en la administración 

medioambiental regional: 

por un lado, consideraciones pragmáticas, sobre la 

necesidad de concentrar las tareas crecientemente 

especializadas y técnicas de la protección medioambiental, 

favorecen el establecimiento de funcionarios especiales 

responsables de este área política para el conjunto del Land, 

- por otro lado, la constatación de que la segmentación 

de  competencias  medioambientales,   todavía  existente  en 
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estructuras administrativas antiguas, grava la realización 

efectiva de esta política, promueve la concentración de estas 

tareas dentro de secciones específicas (Hartkopf, en: Hartkopf 

et al., 1986) . 

Como resultado de este doble desarrollo y de los triunfos 

electorales del partido verde en el nivel regional, comienzan 

a crearse ministerios medioambientales en distintos Lander, 

como Hamburgo (1979) y Bremen (1984) (Müller, 1986). 

También a nivel federal se inician los buenos resultados 

de los verdes y así, en 1983, éstos entran por primera^ vez en 

el Bundestag. Junto a la entrada del partido alternativo en la 

arena política medioambiental, las encuestas de esta época 

reflejan una creciente preocupación ecológica del electorado. 

La discusión sobre la conveniencia o no de crear un ministerio 

federal para la protección del medio ambiente alcanza entonces 

su punto álgido. El detonante de la decisión favorable a la 

creación de este ministerio será el accidente de la central 

nuclear de Chernobil, y las críticas que el gobierno federal 

recibe entonces por su lenta reacción ante esta catástrofe. En 

1986 se establece finalmente el Ministerio Federal para el 

Medio Ambiente, la Protección de la Naturaleza y la Seguridad 

Nuclear, como máximo organismo medioambiental de gestión 

unitaria que reúne la mayoría de las competencias 

medioambientales. Algunas tareas públicas con repercusiones 

sobre el medio ambiente siguen estando asignadas, sin embargo, 

a otros organismos; el Ministerio de Economía, por ejemplo, 

mantiene todavía las competencias sobre política estructural, 

sectorial y regional, política energética, y armonización de 
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las medidas medioambientales. 

2. La Política de Control de la Contaminación Atmosférica.

La politica de control de la contaminación atmosférica 

abarca, básicamente, medidas de control de los niveles de 

inmisión en áreas territoriales; medidas de control de los 

niveles de emisión en instalaciones industriales; medidas de 

control de los productos, principalmente combustibles y 

carburantes; medidas de control de las fuentes móviles; y 

medidas de apoyo y suplementarias14. 

Las medidas de control de la inmisión-11, o los objetivos 

de calidad, tienen un origen higiénico-sanitario -de 

protección de la salud de la población-, y predominan en una 

primera etapa, básicamente correctiva, de la política de 

protección atmosférica. El objetivo de estas medidas es el 

mantenimiento o restauración de la calidad del aire en áreas 

territoriales con graves índices de contaminación atmosférica. 

Estas áreas quedan sometidas a un régimen estricto de control 

de la actividad industrial a través de planes de saneamiento-; 

este régimen puede conducir al problema de que se prohiba la 

instalación de industrias nuevas, a pesar de que sus valores 

de emisión sean menores que los de las industrias (antiguas) 

existentes, por temor a un aumento del nivel de inmisión en la 

zona. Este problema ha sido calificado como de discriminación 

del recién llegado ("new-comer discrimination"), en referencia 

a las industrias nuevas, o de privilegio del señor feudal 

("Feudalherrenprivileg"), en referencia a las industrias 

antiguas. Otro problema asociado a estas medidas es la 
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aplicación de la política de chimeneas altas que, aunque 

mantiene los niveles de inmisión del área, traslada la 

contaminación a otros lugares. 

Las medidas de control de la emisión21 se asocian a dos 

concepciones distintas: la concepción de protección de la 

flora y la fauna, que quedan desprotegidas en zonas con 

niveles de inmisión establecidos únicamente para la 

salvaguarda de la salud humana; y la concepción dinámica de la 

técnica, cuyo progreso -plasmado en la evolución terminológica 

de la legislación medioambiental desde las normas generalmente 

reconocidas por la técnica ("allgemein anerkannte Regeln der 

Technik"), hasta el estado de la ciencia y de la técnica 

("Stand von Wissenschaft und Technik"), pasando por el estado 

de la técnica ("Stand der Technik")22-, permite la reducción 

progresiva y continua de las emisiones a la atmósfera. El 

principio de control de las emisiones predomina en una segunda 

etapa, más preventiva, de la política de protección 

atmosférica, y tiene como objetivo la disminución de la 

polución producida por las fuentes contaminantes individuales 

a la salida de la chimenea. Este objetivo se lleva a cabo 

mediante el control de las instalaciones industriales que, 

sujetas a un régimen de autorización, deben ajustarse a un 

nivel de emisión establecido según la antigüedad de la planta 

y el tipo de actividad desarrollada; las industrias nuevas se 

ajustan generalmente a niveles de emisión más estrictos que 

las industrias antiguas. Este enfoque ha estado 

tradicionalmente centrado en el control individual de las 

industrias, sin abarcar la situación global creada por la 
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actividad industrial, y no ha considerado que el aumento del 

número de focos contaminantes podría conducir a un deterioro 

de la calidad del aire en una determinada zona. Este 

inconveniente ha promovido que cada vez se extienda más, en la 

actualidad, la idea de combinar los criterios de emisión con 

los de inmisión para mejorar la protección medioambiental. 

Las medidas de control de los productos regulan el 

contenido en diversas sustancias (azufre, plomo...), y la 

calidad de combustibles y carburantes. Esta actuación está 

cerca del enfoque preventivo y es de gran eficiencia, pues 

disminuye la contaminación homogéneamente sin necesidad de 

incurrir en costes como los aparejados por las medidas de 

elaboración y ejecución de planes de saneamiento, o de control 

y medición de la contaminación. 

Las medidas de control de las fuentes móviles persiguen 

la disminución de las emisiones procedentes de vehículos, 

mediante la introducción de carburantes menos contaminantes y 

la aplicación de técnicas de descontaminación como el 

catalizadorM. 

Las medidas de apoyo y suplementarias, que abarcan 

subvenciones, ayudas crediticias, y reducciones impositivas, 

facilitan y promueven la actuación privada para la mejora de 

la calidad del aire. En un principio, y debido a la 

introducción del principio contaminador-pagador, se pensó en 

limitar el recurso a la financiación pública a casos 

concretos, como los de grave contaminación con necesidad de 

actuación urgente, o los de difícil determinación de la 

responsabilidad por una actuación contaminante. Con el tiempo, 
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sin embargo, esta financiación ha crecido en importancia 

porque el anterior principio ha resultado ser de difícil 

aplicabilidad. 

2.1. La Política de Protección Atmosférica en España.

En España el punto de partida de la política de control 

de la contaminación del aire es la Ley 38/72 de Protección del 

Ambiente Atmosférico24. Esta ley y su principal desarrollo, el 

decreto 833/75, dan prioridad al criterio de fijación de 

niveles de inmisión al introducir en un lugar destacado la 

figura de la zona de atmósfera contaminada (ZAC), como área 

sujeta a un régimen especial de actuaciones para la reducción 

de sus niveles de inmisión. A mediados de los años 70 estas 

actuaciones se aplican a determinadas ciudades a través de 

planes pilotos de urgencia elaborados por el Ministerio de 

Industria (MINER) (CIMA, 1978). Más adelante, en los años 80, 

las CC.ÀÀ comienzan a desarrollar sus propios planes de 

saneamiento atmosférico, y se inicia la transposición de 

directivas comunitarias sobre protección atmosférica al 

derecho interno español. Las directivas introducen nuevos 

problemas medioambientales pues conllevan, en muchos casos, 

endurecimiento de los niveles de inmisión y propuestas de 

reducción de los niveles de emisión a través de planes de 

mejora progresiva de la calidad atmosférica. La situación 

creada por la transposición de la legislación medioambiental 

de la CE está en el origen de un aumento de la financiación 

pública cuyo objetivo es facilitar el cumplimiento de los 

objetivos comunitarios de protección del medio ambiente. 
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La contaminación del aire constituye uno de los primeros 

objetos de estudio y de preocupación social en España: en 1963 

la Escuela Nacional de Sanidad instala aparatos de medición de 

la contaminación atmosférica en Madrid para el estudio de este 

problema, mientras que en 1968 se producen en Erandio (Bilbao) 

las primeras protestas ecologistas motivadas por la mala 

calidad del aire (CIMA, 1978). Sin embargo no será hasta 1972, 

con la aprobación de la ley 38/1972 de Protección del Ambiente 

Atmosférico, cuando realmente se inicie una política de 

control de la polución del aire2-"1. 

La ley 38/72 representa la primera pieza legislativa 

medioambiental moderna en España. En esta ley se combinan 

tanto elementos progresivos como regresivos sobre el medio 

ambiente; los elementos progresivos incluyen la concepción de 

la naturaleza como unidad -necesidad de considerar el problema 

medioambiental en su conjunto, pues la preservación de la 

calidad de la atmósfera puede tener consecuencias negativas 

para la calidad medioambiental del agua y del suelo-, y la 

definición del aire como bien común limitado cuyo disfrute 

debe supeditarse a los superiores intereses de la comunidad. 

Los elementos regresivos de la ley tienen su origen, en parte, 

en una consideración relativamente optimista sobre el nivel de 

deterioro del entorno -en España, por su grado de 

industrialización, "no se han alcanzado aún niveles 

intolerables de degradación del medio ambiente salvo en casos 

muy excepcionales"26 (en Grau, 1988: p. 155); este nivel de 

deterioro permite establecer un compromiso entre exigencias 

higiénico-sanitarias, imperativos económicos, y posibilidades 
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técnicas  de  depuración,  que  limita  las  posibilidades  de 

protección rigurosa del medio ambiente. 

La ley 38/1972 combina el criterio de inmisión y el de 

emisión, y determina que los niveles de ambos serán 

establecidos por el gobierno. La prioridad de las actuaciones 

de protección atmosférica se dirige a las áreas que sobrepasan 

los niveles de inmisión durante cierto número de días (ZAC), o 

notablemente (zona en situación de emergencia). Estas zonas 

quedan sujetas a un régimen especial de actuaciones para la 

progresiva reducción de sus niveles de inmisión; en este 

régimen priman las medidas de tipo correctivo -la mejor 

dispersión de los contaminantes a la salida del foco emisor-, 

y provisional -el uso transitorio de combustibles de menor 

poder contaminante. Las actividades industriales afectadas por 

la declaración de ZAC pueden acogerse a diversos beneficios -

subvenciones, reducciones impositivas, y créditos- que otorga 

el gobierno27. 

El principal desarrollo de la ley 38/1972 lo constituye 

el decreto 833/1975, que se centra en la fijación de los 

niveles de emisión de las principales actividades 

potencialmente contaminadoras. Este decreto no implica un 

cambio con respecto al énfasis de la política atmosférica en 

la fijación de niveles de inmisión pues los valores de emisión 

que incluye, además de regirse por un interés desarrollista, 

no son uniformes para todas las industrias (Enseñat, 1980); en 

la aplicación de estos valores se admiten excepciones según la 

naturaleza de los procesos de fabricación, y la evolución de 

la crisis energética y de abastecimiento de materias primas: 
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-la mención a la naturaleza de los procesos de 

fabricación se refleja en el tratamiento diferencial que 

recibe la industria según se trate de una planta de 

instalación nueva o antigua; la industria antigua puede 

respetar unos niveles de emisión más tolerantes que los de la 

industria nueva, aunque deberá adaptarse progresivamente a los 

nuevos valores de emisión, y 

- la mención a la evolución de la crisis energética se 

refleja en la posibilidad de que determinadas centrales 

térmicas superen los límites de emisión establecidos cuando 

utilicen combustibles de baja calidad para suplir deficiencias 

energéticas. 

Basándose en la ley 38/1972 y en su decreto de 1975 

comienzan, a mediados de la década de los 70, las primeras 

actuaciones de protección atmosférica en ciudades con graves 

problemas de contaminación. El Plan Piloto de Urgencia para 

Bilbao, elaborado en 1975 por el MINER a petición de la CIMA -

como solución alternativa a la declaración de ZAC28, 

constituye uno de los mejores ejemplos de esta actuación. Las 

medidas de este plan se limitaron casi exclusivamente a la 

sustitución del fuel-oil con un contenido en azufre del 3% por 

el fuel-oil con un contenido máximo de 1.5% ya que cualquier 

otra acción, como la desulfurización o el aprovechamiento de 

residuos, hubiera sido mucho más costosa (CIMA, 1978) . A pesar 

de la estrechez de estas medidas, la aplicación del plan fue 

deficiente y sufrió numerosos retrasos24 debido al escaso 

interés de la administración en promover una política rigurosa 

de control de la contaminación atmosferica™. Otro caso de 
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ejecución deficiente en la política de control de la 

contaminación del aire es el Plan de Saneamiento Atmosférico 

de Madrid^1. Además de estos planes, a finales de los años 70 

y principios de los 80, se llevan a cabo actuaciones que 

abarcan: declaraciones de ZAC, planes de medidas urgentes en 

determinadas localidades32, planes de saneamiento atmosférico 

(PSA) , y resolución de expedientes de solicitud de subvención 

para la instalación de medidas correctoras en la industria. 

A mediados de los años 80 se producen dos fenómenos 

importantes en la política de protección atmosférica: la 

asunción de la gestión de esta política por las CC.AA, y la 

transposición de la legislación medioambiental comunitaria al 

derecho interno. 

La gestión de la política de control de la contaminación 

atmosférica por las CC.AA incluye, principalmente, actuaciones 

por áreas territoriales, por sectores industriales y por 

problemas específicos, y se lleva a cabo a través de planes de 

saneamiento atmosférico. Los planes de saneamiento introducen 

una perspectiva global relativa en la corrección de los 

fenómenos de contaminación, pues abarcan tanto la instalación 

de redes de medición, para prevenir situaciones de alarma 

atmosférica, como la introducción de sistemas de eliminación 

de los residuos sólidos provenientes de las actividades de 

descontaminación en otros medios. El Programa de 1987 de 

Vigilancia y Control de la Contaminación Atmosférica en 

Huelva, constituye uno de los mejores ejemplos de esta 

estrategia global y de planificación para la corrección de 
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situaciones de gran degradación medioambiental (Agencia de 

Medio Ambiente de Andalucía, 1990). 

La adopción de las directivas de la CE sobre protección 

del aire ha supuesto, en algunos casos, la aparición de nuevos 

problemas como el aumento del número de ZAC ante los más 

estrictos niveles de inmisión, y la necesidad de instalar 

redes de medición para controlar una mayor cantidad de 

contaminantes (Rodríguez Picazo, 1988). Dentro de este proceso 

de transposición destacan el RD 1613/85 -que modifica 

parcialmente el D 833/75-, estableciendo nuevas normas de 

calidad del aire para el dióxido de azufre y las partículas en 

suspensión; el RD 717/87 que introduce nuevas normas de 

calidad para el óxido de nitrógeno y el plomo; y toda una 

serie de decretos que modifican las características y 

calidades de los combustibles y carburantes. 

La transposición de la política medioambiental 

comunitaria obliga, por lo tanto, a realizar un esfuerzo de 

adaptación a los nuevos estándares de protección del medio 

ambiente. Este esfuerzo queda limitado por la exigencia de la 

CE de reducir progresivamente las ayudas públicas a la 

industria, para no producir distorsiones proteccionistas de 

cara a la consecución del mercado único^. A pesar de esta 

exigencia comunitaria en 1990 se aprueba, con el necesario 

visto bueno de la CE, el más ambicioso plan global de ayuda a 

la industria en la tarea de adaptación a los estándares 

medioambientales comunitarios: el Programa de Creación de una 

Base Energética y Tecnológica Medioambiental del MINER14. 

El programa del MINER abarca el período de 1990 a 1994 y 
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tiene un presupuesto de 38.000 millones de ptas'\ Este 

programa tiene como objetivos básicos la superación del 

déficit medioambiental de la industria española -estimado en 

un nivel de inversión de un billón de ptas. a realizar en los 

cinco años próximos-, y la mejora de la situación del mercado 

nacional de bienes de equipo e ingenierías de descontaminación 

-caracterizado por su bajo desarrollo, modesto volumen de 

negocio, y dependencia de la tecnología extranjera. Este 

programa es uno de los pocos que promueve una política de 

descontaminación preventiva mediante el fomento de tecnologías 

limpias, y la adopción de niveles de contaminación más 

estrictos que los existentes por la legislación vigente: en un 

50% de los casos las actuaciones se dirigen a cumplir límites 

de calidad medioambiental más exigentes que los que están en 

vigor. El porcentaje de solicitudes relacionado con la 

protección atmosférica ha sido del 35%, correspondiendo el 

mayor número de concesiones al sector químico (25%), seguido 

del sector de la construcción (13%), siderúrgico (6.5%), 

producción, transporte y distribución de energía eléctrica 

(5%), y refino del petróleo (4.5%). Las iniciativas de 

asociación empresarial para la solución conjunta de problemas 

medioambientales no han sido muy numerosas, destacando 

únicamente las industrias del Polo de Huelva, el sector del 

curtido en Murcia, y el sector del alabastro en Navarra. 

Dentro del proyecto se ha establecido también un Programa 

Industrial de Adaptación Medioambiental con 27 grandes 

empresas cuyas necesidades de inversión en protección 

medioambiental superan los 1.500 millones de ptas (MINER, 
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1991) . 

2.2. La Política de Protección Atmosférica en Alemania.

El instrumento legal básico de la política alemana de 

protección atmosférica es la Ley Federal para la Protección 

del Aire ( "Bundes-immissionsschutzgesetz" ) de 1974^6. Esta 

ley, junto a su reglamento ("TA-Luft") de 1974, introduce una 

comprehensiva regulación de todos los aspectos relacionados 

con la calidad atmosférica, pero pone el énfasis en el 

principio de inmisión ya que para muchos, -como se constató en 

el fallido proceso de reforma de esta ley iniciado a finales 

de los años 70-, la protección de la flora y la fauna no era 

un objetivo relevante en sí mismo. La importancia que alcanza 

la protección medioambiental, desde finales de los años 70 y 

principios de los 80, marca el inicio de una nueva etapa en 

esta política. Característico de esta nueva etapa es la 

reforma y el endurecimiento del sistema legal, y el predominio 

de elementos novedosos en la práctica política: elementos 

preventivos ligados al principio de emisión, frente a la 

regulación tradicional basada en el control de las inmisiones; 

elementos para la vigilancia de industrias antiguas y de 

pequeñas instalaciones, frente al énfasis en el control de las 

industrias nuevas y de las grandes instalaciones; elementos 

centrados en la ejecución y cumplimiento de la política, 

frente al énfasis en el perfeccionamiento continuo de la 

legislación; e instrumentos flexibles que incentivan la 

reducción de la contaminación, frente al enfoque regulativo 

tradicional de ordenar y controlar ("command and control"). 
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El sistema legal para la protección atmosférica en 

Alemania data del siglo XIX -el Código Industrial de 1869 y su 

Reglamento Técnico de 1895. Este sistema es sustituido por la 

Ley sobre el Mantenimiento de la Pureza del Aire de 1959 y su 

Reglamento Técnico de 1964 que dan paso, a su vez, a la Ley 

Federal del Aire de 1974, como instrumento legal básico de 

esta política. 

La ley de 1974 es, dentro de Europa, uno de los más 

estrictos instrumentos legales para la protección atmosférica, 

y constituye la base de numerosos y diversos decretos que 

contienen una aproximación multifome con respecto al problema 

de la contaminación del aire (Ullmann, 1983). Esta 

aproximación incluye, entre otras cosas, el control 

atmosférico según: a) áreas territoriales, b) actividades 

industriales, y c) productos. 

A) El control atmosférico según áreas territoriales está 

ligado a la fijación de niveles de inmisión, y ha predominado 

en la primera etapa de esta política. Este control se ha 

llevado a cabo básicamente mediante el establecimiento de 

planes de saneamiento por las autoridades regionales. Los 

Lánder pueden planificar el control de la contaminación 

atmosférica en sus territorios mediante dos instrumentos 

principales: los planes de zonas contaminadas y los planes de 

zonas protegidas. 

1) Los planes de zonas contaminadas ("gebietsbezogenen 

Planungen") son de elaboración obligada e incluyen diversas 

medidas, como la exigencia a determinadas industrias de 

funcionamiento limitado en el tiempo y de cumplimiento de 
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ciertos requisitos técnicos, y la sustitución de combustibles 

de alto poder contaminante por otros menos contaminantes. 

Estos planes contienen también otros instrumentos: inventarios 

de las emisiones y de las inmisiones, y de sus efectos sobre 

la región; informes de valoración sobre la situación 

atmosférica de la zona; y previsiones sobre la evolución de 

los niveles de emisión y de inmisión. 

2 )  L o s  p l a n e s  d e  z o n a s  p r o t e g i d a s  

("Schutzgebietsausweisungen") son de elaboración facultativa y 

abarcan los programas especiales de preservación 

medioambiental ("Schongebietsfestsetzung"), y los programas 

para la lucha contra el smog ( "Smoggebietsf estsetzung11) . 

La gestión de la política de control de la contaminación 

del aire por las autoridades regionales ha sido muy 

heterogénea, dependiendo en gran medida del Land en cuestión; 

mientras algunas regiones han hecho un uso insuficiente del 

instrumental existente para la protección atmosférica, otras 

han sido precursoras de esta política influyendo, incluso, en 

la legislación federal; este último es el caso de Renania del 

Norte-Westfalia, que fue la primera región en elaborar una ley 

de control de la inmisión en 1962 y un decreto para el control 

del smog en 1964 (Weidner, 1986). Independientemente de las 

actuaciones específicas de los distintos Lander, los planes 

regionales de saneamiento, en su gran amyoría y a pesar de su 

sofisticación y elevados costes, han sido relativamente 

ineficaces porque, en vez de establecer provisiones orientadas 

a facilitar su aplicación, se han limitado a producir una 

regulación cada vez más detallada y compleja (Knôpfel & 
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Weidner, 1986) . 

B) El control atmosférico según actividades industriales 

se recoge, básicamente, en el reglamento de 1974 de la Ley 

Federal del Aire, que incluye niveles de emisión para más de 

170 contaminantes, junto con el requisito general de aplicar 

la mejor tecnología disponible para el control de la polución. 

Además, en este reglamento se exige una autorización para el 

funcionamiento de todas las actividades potencialmente 

contaminantes; esta autorización se aplica a las industrias 

nuevas, mientras que las antiguas sólo la necesitan si 

introducen modificaciones significativas en sus procesos de 

producción, o si se demuestra que la protección del público 

con respecto a sus emisiones es deficiente; en este último 

caso, los funcionarios pueden aplicar una orden posterior 

("nachtragliche Anordnung") exigiendo a la industria la 

reducción de sus niveles de emisión o la puesta en marcha de 

medidas de saneamiento. Esta posibilidad ha sido aplicada en 

pocas ocasiones porque debía cumplir los requisitos de 

justificabilidad económica, y de realización según el estado 

de la técnica. A pesar de que el reglamento de 1974 tiene un 

extenso apartado relacionado con el control de las emisiones, 

consagra la prioridad del criterio de inmisión dejándose a la 

prevención un papel meramente simbólico; para las centrales de 

combustión, por ejemplo, se menciona la elevación de la altura 

de las chimeneas, y no la instalación de sistemas de 

desulfurización, como medio para respetar los valores de 

inmisión y dispersar mejor las emisiones. La aplicación de la 

política de chimeneas altas representa solamente un caso, de 
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los muchos existentes, en el que determinadas disposiciones 

complementarias debilitan el planteamiento general de la Ley 

Federal de 1974, así como un ejemplo de la gran cantidad de 

excepciones aceptadas y de las posibilidades de elusion de 

esta ley (Fichter, 1988) . 

C) Con respecto al control de la contaminación según 

productos, se elaboran diversos decretos sobre la calidad de 

los combustibles (como el decreto de 1975 sobre el contenido 

en azufre del fuel oil), aunque la actuación más importante en 

este campo es el progresivo avance hacia la consecución de la 

gasolina sin plomo. 

El sistema legal para la protección atmosférica se 

caracteriza, por lo tanto, por abarcar una regulación muy 

extensa y detallada que no establece, sin embargo, objetivos 

específicos o requisitos obligatorios de control. Este sistema 

comienza a tambalearse en 1976 tras el juicio Voerde que 

ordena la paralización de las obras de ampliación de una 

central eléctrica de hulla y pide al gobierno, como 

consecuencia de esta decisión, la reforma de la Ley Federal 

del Aire de 1974 y de su reglamento, con el fin de determinar 

los límites de los niveles de emisión y el estado de la 

técnica a aplicar en las centrales de combustión. A finales de 

los años 70 y principios de los 80 la política de protección 

atmosférica parece entrar en un callejón sin salida, pues 

fracasan los intentos de reforma de la legislación, así como 

las negociaciones del gobierno con el sector energético para 

conseguir un descenso voluntario de la contaminación 

procedente de las centrales eléctricas. 
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La nueva etapa de la política de control de la 

contaminación del aire se inicia transcurridos los primeros 

años de la década de los 80. En esta etapa se adopta un 

enfoque preventivo y selectivo -orientado hacia el control del 

nivel de emisión de grandes instalaciones industriales, 

principalmente plantas de combustión antiguas y nuevas-, y se 

aplican medidas gue tienen en cuenta la evolución de la 

técnica para establecer métodos concretos de descontaminación 

y plazos obligados de ejecución. 

La sensibilización pública ante la degradación 

medioambiental es el principal factor gue explica este cambio 

en la política de protección atmosférica; esta sensibilización 

se refleja, sobre todo, en el problema de la lluvia acida. La 

preocupación que despierta este problema conduce a que en 1983 

un 76% de la población se muestre dispuesto a soportar un 

impuesto sobre la energía que se destine a la protección de 

los bosques (Fichter, 1988). Cuando se constata la importancia 

que se adscribe a la conservación de los bosques, se produce 

un cambio de actitud en el gobierno con respecto a la política 

atmosférica; aunque hasta finales de la década de los 70 se 

había minimizado oficialmente la importancia de la lluvia 

acida -por temor a las demandas de indemnización de países 

como Suecia, que veían en la política alemana de altas 

chimeneas una de las causas principales de esta contaminación 

transíronteriza-, a partir de ese momento el gobierno se 

convierte en el principal adalid de una estricta política para 

el control del problema. Como prueba de este cambio de actitud 

se elabora en 1983 un Programa de Acción llamado "Salvad el 
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Bosque", que incluye diversas medidas de urgencia, tanto a 

nivel nacional como comunitario, para reducir la lluvia acida 

(Waffenschmidt, en: VV.AA, 1984) . Además, y como este problema 

medioambiental tiene su origen en la contaminación 

transfronteriza de dióxido de azufre procedente de centrales 

térmicas, se aprueba en 1983 el Decreto sobre Grandes Plantas 

de Combustión ( "Grossfeuerungsanalagen-verordnung")37. Este 

decreto establece niveles de emisión nuevos y más estrictos, y 

la obligación para las centrales nuevas de alcanzar un cierto 

grado de desulfurización y para las centrales antiguas de 

transformar sus instalaciones en determinados plazos o 

proceder a su clausura^. 

En 1985 con la modificación de la ley Federal del Aire se 

mejoran los instrumentos de control de la contaminación 

atmosférica; de esta forma, se introducen nuevas provisiones 

para reducir el nivel de emisión de las instalaciones 

antiguas, y se facilita la aplicación de las órdenes 

posteriores que no deberán ya basarse en la justificabilidad 

económica de la medida sino en principios más favorables al 

medio ambiente. 

El reglamento de la ley de 1974 ("TA-Luft") experimenta 

también distintas modificaciones en 1983 y 1985. En la 

modificación de 1983 se contempla, por primera vez, la 

protección específica de la flora y la fauna -sensibles a los 

niveles de inmisión hasta entonces existentes; se introducen 

niveles de inmisión para el plomo, el cadmio y el talio; y se 

endurecen los niveles de emisión para determinadas sustancias 

cancerígenas (Salzwedel & Preusker, 1983). La segunda 
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modificación de 1985 introduce valores límite de emisión para 

el dióxido de azufre; ajusta los niveles de emisión al estado 

avanzado de la técnica; e incorpora instrumentos más flexibles 

en esta política (Müller, 1986). Esta flexibilidad se 

concreta, por ejemplo, en la creación de grupos compensatorios 

("Sanierungsgemeinschaften"), que permiten que las industrias 

de una determinada zona puedan agrupar sus emisiones y ofrecer 

créditos de emisión a industrias antiguas, que sólo pueden 

satisfacer niveles de emisión más exigentes incidiendo en 

enormes costes -siempre que con ello resulte un nivel de 

inmisión inferior al que se produciría si cada industria se 

ajustase a los valores de emisión vigentes. Un instrumento que 

introduce también una cierta flexibilidad en la política de 

control de la contaminación atmosférica es la estrategia 

"junctim", que vincula la concesión para la aprobación de 

instalación de una una nueva planta con la introducción de 

mejoras medioambientales en una planta ya existente (Ullmann, 

1983) . 

La aparición de intrumentos flexibles se relaciona con un 

cambio, que se produce en la segunda etapa de esta política, 

hacia la adopción de pactos y acuerdos voluntarios con la 

industria que sustituyan, hasta cierto punto, la aplicación 

del principio regulativo tradicional de ordenar y controlar. 

En la legislación bávara se establece la posibilidad, por 

ejemplo, de que se realicen negociaciones con las empresas 

para la disminución de la contaminación, en vez de imponer 

órdenes de obligado cumplimiento (Kabelitz, en: Schneider & 

Sprenger, 1984). Asimismo, algunos Lander -como los de Renania 
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del Norte-Westalia, Baviera, y Baden-Wütemberg-, han llevado a 

cabo acuerdos con grandes plantas de combustión para reducir 

el nivel de dióxido de azufre y, parcialmente, de óxidos de 

nitrógeno dentro de determinados plazos y hasta valores no 

contemplados por la legislación (Weidner, 1986) . También en 

diversas ciudades como Dusseldorf, se han aplicado acuerdos 

informales para resolver casos particulares de contaminación 

atmosférica (Klemmer, en: VV.AA, 1984). 

La presencia de acuerdos informales no agota, sin 

embargo, las posibilidades de actuación dentro de esta 

política; otras acciones para la protección de la atmósfera 

serían las siguientes: la declaración de zonas en estado de 

atmósfera contaminada realizada por seis Lander con relación a 

21 áreas hasta 1988; la obligatoriedad de realizar inventarios 

de emisiones decidida por seis Lander con relación a seis 

zonas; la aprobación de decretos para la lucha contra el smog 

("Smog-Verordnung") en nueve Lander. Como último desarrollo en 

esta política comienza, a finales de los años 80, una 

discusión sobre la introducción de impuestos ecológicos que 

graven tanto la contaminación producida por las empresas como 

su uso intensivo de energía. 

De todos modos, y a pesar de la variedad de medidas 

adoptadas, el elemento de planificación en la política 

regional de protección del aire sigue estando relativamente 

inf radesarrollado, pues sólo una pequeña parte de las áreas 

contaminadas ha contado tradicionalmente con planes de 

saneamiento atmosférico (Schreiber, en: Simonis, 1988). 
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3. La Política de Control de la Contaminación de las Aguas

Continentales.

Al igual que la política de protección atmosférica, la 

política de saneamiento de las aguas abarca distintos tipos de 

medidas: medidas para el control de los vertidos, directos e 

indirectos, según el principio de emisión; medidas para el 

control de la calidad de las aguas según el principio de 

inmisión; medidas de control de productos; y medidas de apoyo 

y suplementarias. 

Las medidas que controlan los vertidos al medio acuático 

se distinguen según sean éstos directos o indirectos: los 

primeros son los que se efectúan directamente a un cauce 

fluvial, mientras que los segundos se efectúan a una red de 

canalización o sistema público de depuradoras. Aunque todo 

vertido está sujeto a una autorización previa y a una serie de 

requisitos -como los que se derivan del cumplimiento de unos 

niveles de emisión, cada vez más exigentes, según el progreso 

de la técnica-, los vertidos que se realizan directamente han 

estado sometidos, tradicionalmente, a exigencias más estrictas 

que los indirectos. El vertido directo suele estar obligado a 

pagar un impuesto, según el tipo y la cantidad de contaminante 

emitido, cuyo objetivo es el fomento de la instalación de 

depuradoras y la introducción de tecnologías preventivas de la 

contaminación que disminuyan el aporte de polución al río. El 

vertido indirecto está sujeto a una contribución que, 

generalmente, no incentiva la introducción de medidas de 

reducción y prevención de la contaminación, pues su objetivo 

es la financiación del establecimiento y mantenimiento de 
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redes públicas de depuración. La fijación de niveles de 

emisión, al realizarse independientemente del estado 

medioambiental del medio receptor y del número de puntos de 

vertido, puede conducir al aumento de la contaminación de las 

aguas y, por ello, se hace necesario la introducción de 

medidas de saneamiento vinculadas al principio de inmisión. 

Las medidas de control de la inmisión tienen como 

objetivo el mantenimiento y la restauración de la calidad de 

los cauces fluviales en determinadas zonas. Para conseguir 

este objetivo se establecen planes de diverso tipo -planes de 

saneamiento de las aguas, de protección medioambiental 

especial, de aprovechamiento de los recursos hidráulicos-, que 

contienen distintos elementos como: la fijación de metas de 

calidad, el control de los puntos de vertido, la instalación 

de sistemas de depuración, y la aplicación de catálogos de 

medidas con plazos y requisitos de actuación. 

Las medidas de control de productos se aplican a todas 

aquellas sustancias que, contenidas en los mismos y 

susceptibles de ser vertidas a las aguas, tienen una 

incidencia negativa sobre el medio acuático. Estas medidas 

pueden establecer una serie de exigencias que incidan tanto 

sobre los fabricantes como sobre los usuarios de estos 

productos: la sustitución de sustancias nocivas 

medioambientalmente por otras de naturaleza menos perjudicial, 

la reducción del contenido en determinadas sustancias, y la 

obligación de información a las autoridades sobre la 

composición y efectos de las sustancias. 

Las medidas de apoyo y suplementarias son del mismo tipo 
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que las utilizadas en la politica de protección atmosférica, 

aunque en este área alcanzan tal vez una mayor aplicación por 

las enormes necesidades de financiación que demanda la 

infraestructura pública de abastecimiento y saneamiento de las 

aguas. 

3.1. La Política de Saneamiento de las Aguas en España.

La política de control de la contaminación de las aguas 

continentales en España se ha caracterizado tradicionalmente 

por la falta de planificación, el énfasis en el tema del 

abastecimiento, y el grave déficit en infraestructuras de 

saneamiento. A finales de los años 70 se realizan actuaciones 

específicas de corrección de la contaminación en áreas muy 

degradadas, mientras que algunas CC.AA comienzan a elaborar 

leyes y planes de saneamiento de cuencas fluviales, 

anticipándose a la administración central en la gestión global 

del control de la contaminación de los ríos. A mediados de la 

década de los 80 la introducción y el desarrollo de un nuevo 

sistema legal para la protección del medio acuático marca el 

comienzo de una nueva fase en este campo de la política 

medioambiental. El máximo exponente de este sistema legal es 

la Ley de Aguas de 1985 que, además de sustituir a la Ley de 

Aguas de 1879, crea una nueva administración hidráulica e 

introduce una política integral de saneamiento a través de 

instrumentos nuevos de gestión y planificación. Asimismo, 

durante esta segunda fase, se realiza la transposición de las 

directivas comunitarias sobre protección del medio acuático, y 

comienza a aplicarse el Programa del MINER para la adaptación 
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de la industria española a los objetivos medioambientales de 

la CE. 

En España la política con respecto a la depuración de las 

aguas residuales ha sido, hasta fechas relativamente 

recientes, casi inexistente porque la infraestructura 

hidráulica sanitaria carecía tanto de un plan directivo a 

nivel nacional como de planes territoriales de menor rango. La 

elaboración en 1966 del Plan Nacional de Abastecimiento y 

Saneamiento, con vigencia hasta 1986 y estructurado en planes 

de acción provinciales, comarcales, y de emergencia, no ayudó 

a solventar esta situación; aunque la elaboración técnica del 

plan era correcta y suponía un esfuerzo importante de 

coherencia y documentación, su planteamiento no era realista 

pues no abordaba la reordenación administrativa y jurídica del 

tema y carecía, además, de coordinación con el Plan Nacional 

de Ordenación del Territorio y del Medio Ambiente. Estas 

deficiencias favorecieron la escasa implantación de la 

política de saneamiento de las aguas así como su ineficaz 

ejecución (Estevan & Siso, 1984). Los municipios que, al 

principio, tenían competencia exclusiva sobre la política de 

saneamiento de las aguas, carecían de recursos económicos y 

técnicos para gestionar la red de infraestructura hidráulica 

y, además, no consideraban este tema como objeto de prioridad 

política; esta situación propició que los entes locales 

acudieran a la subvención estatal para solventar los problemas 

de contaminación (Ríos & Benito, 1979). 

Dentro de esta primera fase, una de las actuaciones más 
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importantes dentro de la política de saneamiento de las aguas 

es el conjunto de medidas, iniciado en 1981, para corregir el 

problema de la contaminación por alpechines en la cuenca del 

río Guadalquivir^. Al margen de medidas como éstas, cuyo 

objetivo es la resolución de graves problemas de contaminación 

causados por sectores industriales en determinadas zonas, esta 

política conoce un avance fundamental con la elaboración por 

las CC.AA y los entes locales de planes de abastecimiento y de 

saneamiento como el Plan de Saneamiento Integral de Madrid de 

1980, el Plan Hidrológico Vasco de 1982, el Plan de 

Saneamiento de Cataluña de 1982, y el Plan de Saneamiento 

Integral del Bajo Nervión-Ibaizábal de 1984. El objetivo de 

los planes de saneamiento responde, de forma genérica, a la 

urgente necesidad de controlar los vertidos, principalmente 

industriales, para asegurar el abastecimiento de agua potable 

a la población, y restaurar o mantener la calidad ambiental 

del medio hídrico. 

El Plan de Saneamiento de Cataluña constituye un ejemplo 

paradigmático dentro de estos planes pues marcó, en cierto 

modo, la pauta de lo que serían los futuros planes de otras 

regiones. Las líneas básicas de este plan son: la realización 

de un análisis global de las cuencas fluviales, estableciendo 

objetivos de calidad medioambiental según un plan general y 

distintos planes zonales; la división de las cuencas fluviales 

en zonas, según un criterio de prioridad de las actuaciones 

que depende de la gravedad de los problemas de contaminación; 

la elaboración en cada zona fluvial de un plan de saneamiento 

particular, que analiza los vertidos municipales e 
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industriales y procede a su regularización40; y la imposición 

sobre cada vertido de un impuesto, o canon de saneamiento, 

como mecanismo básico de financiación de los programas de 

control de la contaminación (Junta de Saneamiento de Aguas, 

1990) . 

Con la aprobación de la Ley de Aguas de 1985 se 

introducen dos principios básicos en la política de control de 

la contaminación del medio acuático: a) la planificación 

global en la gestión41, y b) la regulación sistemática y 

urgente de los vertidos industriales4- para conseguir un mejor 

rendimiento de la infraestructura hidráulica y la adaptación a 

los objetivos comunitarios de calidad de las aguas. Aunque 

existen grandes diferencias dentro de España con respecto a la 

aplicación de estos principios, se puede señalar que, en 

líneas generales, la política de protección de las aguas, en 

lo que se refiere a planificación global y a incentivación 

económica para la reducción de la contaminación, se encuentra 

todavía en un estado embrionario; esta situación se ha 

reflejado en el reconocimiento oficial de la necesidad de 

impulsar los planes de saneamiento integral en todas las CC.AA 

-realizado en la última Conferencia Sectorial de Medio 

Ambiente de 1991-, y de aplicar el canon de vertido para 

financiar estos planes -en unas Jornadas sobre el "Ciclo 

Integral del Agua" en 1990 (Mopu Informa, 1991). 

A) El instrumento básico en la planificación de esta 

política es el Plan Hidrológico Nacional, que funciona como 

marco de los distintos planes hidrológicos de cuenca. Estos 
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planes son gestionados por los Organismos de Cuenca y 

comprenden, entre otras cosas: la asignación y reserva de 

recursos para la conservación o recuperación del medio 

natural, la fijación de las características básicas de calidad 

de las aguas, la ordenación de los vertidos de aguas 

residuales, y diversas medidas para la recuperación del 

recurso y entorno afectados por la contaminación. 

B) Con respecto al control de la contaminación industrial 

las actuaciones persiguen, prioritariamente, la identificación 

de todos los puntos de vertido, el inicio de trámites para su 

legalización y control, y la imposición sobre los mismos de un 

canon de vertido4' (Orden de 21-12-1986) . La Ley de Aguas de 

1985 prohibe de forma genérica efectuar vertidos, directos o 

indirectos, aunque esta prohibición44 se precisa 

posteriormente quedando el vertido sujeto a una autorización 

administrativa que debe reflejar las instalaciones de 

depuración necesarias, los límites de la composición de los 

efluentes y el importe del canon de vertido. Los límites 

cuantitativos y cualitativos del vertido, que se concretan en 

su autorización, se ajustan a dos listas de sustancias4"1. La 

primera lista incluye sustancias según su toxicidad- y 

persistencia, y la segunda lista incluye sustancias nocivas 

que se regulan según el tipo y características del medio 

receptor; las autorizaciones de vertido limitan rigurosamente 

las concentraciones de las sustancias de la lista I, mientras 

que las sustancias de la lista II quedan sujetas a previsiones 

de reducción de la contaminación contenidas en planes 

hidrológicos. En el RD 849/86, que aprueba el Reglamento del 
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Dominio Público Hidráulico, se establece el principio de 

gradualidad para la progresiva adecuación de las 

características de los vertidos a los límites que se fijen. 

Con respecto al canon de vertido, la ley distingue entre el 

canon de utilización de bienes del dominio público 

hidráulico -gestionado por los Organismos de Cuenca para la 

protección y mejora de dicho dominio-, y el canon de vertido -

gestionado por los mismos organismos y destinado a las 

actuaciones de protección de la calidad de las aguas previstas 

en los planes hidrológicos de cuenca40. Además de introducir 

un impuesto sobre el vertido, la ley considera la posibilidad 

de otorgar ayudas para la modificación de tecnologías, 

instalaciones o equipos, que impliquen una disminución del 

consumo de agua o una menor aportación de contaminación. Hasta 

ahora no se ha hecho nada, sin embargo, para llevar a la 

práctica estas incentivaciones que supondrían la introducción 

de un elemento preventivo en la política de saneamiento de las 

aguas (Martín Mateo, 1989). 

La Ley de Aguas crea también una nueva administración 

hidráulica que se vincula a la organización administrativa del 

mismo tipo existente ya a nivel autonómico. Las unidades de 

gestión de esta nueva administración son los Organismos de 

Cuenca; estos organismos forman parte del Consejo Nacional del 

Agua -junto con el Estado, las CC.AÀ, y determinadas 

organizaciones profesionales y económicas- y su ámbito 

territorial queda definido en ocho confederaciones 

hidrográficas47. 

Al  lado  del  nuevo  marco  legislativo  y  de  la  nueva 
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administración hidráulica, en esta segunda fase de la política 

de control de la contaminación en el medio acuático se 

desarrollan diversas actuaciones de corrección de la 

contaminación en zonas de alta degradación medioambiental. 

Estas actuaciones toman generalmente la forma de planes 

específicos de saneamiento -referidos a una industria-, o 

planes globales -referidos a un conjunto de industrias 

ubicadas en la misma zona. Un ejemplo del primer caso es el 

Plan de Reducción de Efluentes de la empresa Tioxide España, 

mientras que el segundo caso sería el del Plan de Corrección 

de los Vertidos Industriales en Huelva4*. El plan de Huelva, 

que comienza en 1986 abarcando el período 1987-1990, 

representa la primera actuación global para reducir la 

contaminación industrial de esta zona y tiene un coste total 

superior a los 10.000 millones de ptas. La reducción de la 

contaminación abarca dos tipos de medidas: medidas internas, a 

financiar por las empresas con ayuda del gobierno mediante la 

concesión de líneas blandas de crédito oficial, y medidas 

generales de carácter común, a financiar por la administración 

(Agencia de Medio Ambiente de Andalucía, 1990). 

Para salvar la situación de déficit y retraso en la 

política de control de la contaminación de las aguas -

reflejada en diversos estudios iniciados a finales de 1985 

que señalan el deterioro gradual de la calidad de muchos ríos 

españoles (MOPU, 1986)-, y facilitar su adecuación a la 

política comunitaria^, se aprueba el Programa de Creación de 

una Base Energética y Tecnológica Medioambiental del MINER. 

Este programa representa, como ya se ha indicado 
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anteriormente, el primer intento de abordar una política 

rigurosa de descontaminación adaptada a los estándares 

medioambientales de la CE. Las peticiones referidas a medidas 

de protección del medio hídrico han sido las más numerosas 

dentro del programa y han alcanzado el 61% del total (frente 

al 35% de peticiones referidas a la protección atmosférica). 

3.2. La Política de Saneamiento de las Aguas en Alemania.

La política de saneamiento de las aguas en Alemania ha 

estado condicionada por la ausencia de una gestión central del 

gobierno federal, y la consiguiente heterogeneidad de las 

políticas de los Lander. Esta situación se modifica, 

parcialmente, a principios de los años 70 cuando el gobierno 

federal consigue la competencia legislativa marco en esta 

materia. En este momento, se aprueban las bases legales de una 

nueva política de control de la contaminación de las aguas 

basada en la planificación -modificación en 1976 de la Ley 

para la Gestión del Agua ("Wasserhaushaltsgesetz") de 1957-, 

la incentivación económica para la reducción de la polución -

aprobación en 1976 de la Ley sobre el Impuesto de Aguas 

("Abwasserabgabengesetz")-, y el control de la contaminación 

por sustancias concretas -la Ley de Detergentes de 1976 

("Waschmittelgesetz"), y el decreto sobre el contenido máximo 

de fosfatos de 1980 ("Phosphathochstmengenverordnung11). A 

mediados de los años 80, el aumento de la conciencia ecológica 

de la población junto a una serie de vertidos accidentales en 

diferentes ríos, promueven la reforma de la legislación y el 

endurecimiento de la política de protección de las aguas. 
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Algunos resultados de esta retorma son: la elaboración de 

disposiciones de aplicación nacional sobre los requisitos 

mínimos que deben cumplir los vertidos; el fomento de la 

competencia planificadora de los Lánder; y la realización de 

acuerdos voluntarios con la industria para controlar, 

principalmente, el uso de sustancias nocivas para el medio 

ambiente. 

En Alemania el saneamiento del medio hídrico tiene, desde 

el siglo XIX, una gran importancia política y representa una 

de las tareas medioambientales más antiguas (Wey, 1982). En el 

campo del abastecimiento y saneamiento de las aguas, las 

asociaciones de usuarios -corporaciones de derecho público en 

número aproximado de 10.000 que en algunos Lander, como el de 

Renania del Norte-Westfalia, se rigen por leyes especiales-, 

junto a las regiones (Lander) y los entes locales ("Gemeinden" 

y "Kreisen"), han sido tradicionalmente los principales 

actores. Aunque el gobierno central sólo tiene competencia 

marco en esta materia y sus leyes deben ser desarrolladas por 

las de los Lander, su papel en esta política no ha dejado de 

cecer en importancia desde los años 70. Dentro de esta 

competencia marco se aprueban, a mediados de los años 70, la 

Ley para la Gestión del Agua y la Ley sobre el Impuesto de 

Aguas. A diferencia de estas leyes que forman parte de una 

legislación marco que debe ser completada por los Lander, la 

Ley de Detergentes de 1975 se basa en la competencia 

legislativa concurrente del gobierno central para definir una 

regulación uniforme en todo el país. 
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Las leyes para la Gestión del Agua y sobre el Impuesto de 

Aguas, arabas de 1976, dan prioridad al criterio de emisión al 

incluir la fijación de una serie de niveles de emisión, y 

gravar con un impuesto la concentración del vertido a la 

salida del foco emisor, sin tener en cuenta el grado de 

contaminación del cauce fluvial; la consecución de objetivos 

de calidad queda, por lo tanto, en manos de los Lander. Con 

estas leyes se introduce, por primera vez: a) una 

estandarización de los criterios por los que se rige la 

autorización de los vertidos; b) una ampliación del componente 

de planificación de la política de saneamiento de las aguas y; 

c) un elemento de incentivación económica para reducir la 

contaminación. 

A) El control de los vertidos, así como de todo uso que 

se hace del agua, se lleva a cabo a través de la concesión de 

una autorización. En el caso de los vertidos, la autorización 

toma la forma de permiso -sujeto a revocabilidad y limitación-

mientras que, en el caso de otros usos del agua, la 

autorización toma la forma de concesión"10 -cuya limitación y 

anulación se produce bajo determinadas premisas. El permiso se 

concede cuando el nivel de contaminante vertido se puede 

mantener tan bajo como si se cumplieran los requisitos mínimos 

de emisión de vertidos según las normas generalmente 

reconocidas por la técnica"1'; si la sustancia que se vierte 

está dentro de la Lista I, que recoge los vertidos tóxicos y 

peligrosos, el valor de la emisión deberá ajustarse al estado 

de la técnica (Salzwedel & Preusker, 1982 )i2. Este permiso 

puede quedar sujeto a una orden posterior que puede exigir del 
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responsable de los vertidos que tome medidas, siempre que sean 

económicamente justificables, para el ahorro en el uso de agua 

y para el control y vigilancia de la contaminación vertida. 

Junto a la estandarización del sistema de control de los 

vertidos, la elaboración de disposiciones administrativas 

generales sobre el cumplimiento de requisitos mínimos para 

ciertos vertidos supone otro avance en la dirección de una 

gestión homogénea del medio acuático. Estas disposiciones, 

elaboradas por el gobierno federal con la aprobación del 

Senado ("Bundesrat"), son de aplicación general y no admiten 

excepciones regionales ni sectoriales; de esta forma, los 

vertidos objeto de estas disposiciones deben ajustarse a los 

mismos estándares generales mientras que, en algunos casos, se 

pueden exigir requisitos más estrictos para sustancias 

contaminantes específicas. 

B) La planificación de la política de protección de las 

aguas es una tarea de los Lander, que disponen para ello de 

cuatro intrumentos básicos: los planes marco de gestión 

( "Wasserwirtschaftliche Rahmenplane" ) , los planes de 

administración ("Bewirtschaftungspláne" ) , los planes de 

eliminación de aguas residuales ("Abwasserbeseitigungsplàne"), 

y las órdenes de saneamiento "(Reinhalteordnungen"). 

Los planes marco de gestión forman parte de un esquema de 

planificación global, para el conjunto de las cuencas 

fluviales, que comienza en 1957; aunque a finales de 1980 sólo 

el 18% de los ríos estaba sujeto a estos planes, se ha 

previsto que entre el año 1985 y el 2000 la totalidad de las 

aguas fluviales será abarcada por los mismos. Los planes de 
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administración, que tienen su inicio en 1976 aunque no 

comienzan a desarrollarse hasta principios de los años 80, 

abarcan distintos aspectos como los incentivos económicos, los 

acuerdos entre las autoridades y las industrias, y los 

criterios que combinan el principio de emisión con los 

objetivos regionales de calidad. Los planes de eliminación de 

las aguas residuales, que incluyen una ordenación de los 

lugares de instalación de las plantas de depuración y 

orientaciones sobre la gestión de las aguas residuales, han 

sido escasamente aplicados, aunque este tema es de obligado 

cumplimiento para los Lander. Las órdenes de saneamiento 

sirven, finalmente, para hacer cumplir los planes de 

saneamiento, y pueden establecer exigencias adicionales en las 

condiciones de gestión de los vertidos (Salzwedel & Preusker, 

1982); las órdenes de saneamiento, a diferencia de los 

requisitos mínimos establecidos por el gobierno, pueden 

aplicarse en zonas concretas dando lugar a una regionalización 

de la política medioambiental. De esta forma, quedaría 

establecido un principio de mínima y homogénea protección de 

las aguas a través de la aplicación universal de exigencias 

mínimas, permitiéndose a las autoridades regionales que 

elevaran el nivel de protección del medio ambiente de diversas 

formas: aplicación de exigencias medioambientales más 

estrictas en zonas de protección, limitación de la cantidad de 

usos del agua que no requieren autorización, y fijación de 

límites temporales reducidos para la ejecución de determinadas 

medidas. 

En líneas generales los Lander no han desarrollado, sin 
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embargo, su capacidad de elaboración y ejecución de planes ni 

han aprovechado, tampoco, la posibilidad de realizar una 

política medioambiental más estricta: en 1989, por ejemplo, 

las autoridades regionales no habían establecido aún 

requisitos adicionales para ningún tipo de vertido. 

C) La introducción de elementos económicos en la política 

de saneamiento del medio acuático se produce en 1976 con la 

aprobación de la Ley sobre el Impuesto de Aguas. Este 

impuesto, que no comienza a aplicarse hasta 1981 para dar un 

plazo que permita la construcción de depuradoras, persigue 

mejorar la tecnología de depuración y promover el desarrollo 

de procesos de producción poco contaminantes que ahorren, 

además, la utilización de agua. La cuantía del impuesto, que 

se aplica al conjunto de vertidos realizado durante un año, se 

determina según la nocividad del vertido que queda definida 

por una serie de parámetros (Ronde, 1984); en 1981 la cuantía 

del impuesto se fija en 12 marcos por unidad de contaminación, 

a Iso que se añaden anualmente seis marcos hasta 1985, 

alcanzándose en 1986 una tasa impositiva de 40 marcos. Este 

impuesto se aplica a aquellos vertidos que no cumplen los 

requisitos mínimos de emisión ya que el responsable del 

vertido que, además de instalar una depuradora introduce un 

cambio en el sistema de producción para disminuir la cantidad 

de contaminación, se beneficia de una reducción en el mismo53. 

Los efectos incentivadores de este impuesto quedaron, sin 

embargo, minimizados en los sucesivos borradores de la ley que 

redujeron la cuantía del mismo hasta quedar por debajo de los 

costes de prevención de la contaminación'14. Además, el ámbito 
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de aplicación de este impuesto es muy reducido porque, al 

afectar únicamente a los vertidos directos, sólo tiene en 

cuenta el 10% de los vertidos industriales. A pesar de estos 

inconvenientes, el primer informe realizado en 1983 sobre la 

aplicación de este instrumento económicos señalaba que el 

impuesto sobre las aguas residuales había favorecido la 

planificación en este campo, la construcción de depuradoras y 

el mejor funcionamiento de las instalaciones de depuración, y 

había conducido al* saneamiento de numerosos usos del agua 

(Bundesminister des Innern, 1983). 

La Ley de Detergentes de 1975 es la tercera pieza legal 

básica de la política de saneamiento de las aguas en esta 

primera fase. Esta ley prescribe que a través de decretos se 

podrán introducir determinadas exigencias con respecto a 

ciertas sustancias que contienen los detergentes, así como 

prohibirse o limitarse el contenido de sustancias 

perjudiciales para el medio acuático. La producción y 

comercialización de ciertos detergentes y productos de 

limpieza queda también sujeta al cumplimiento de determinados 

requisitos de información al consumidor sobre la composición 

del producto y su correcta dosificación. Esta ley se completa 

con una serie de decretos, como el decreto de 1980 sobre el 

contenido máximo de fosfatos que trata del procedimiento para 

la determinación del contenido de estas sustancias en los 

detergentes. 

A principios de los años 80 se comprueba que el sistema 

legal diseñado para la protección de las aguas en Alemania ha 
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sido insuficientemente aplicado. El desarrollo de los diversos 

planes sobre el medio hídrico, así como la aplicación del 

impuesto sobre los vertidos, ha sido lento y desigual. En 

Renania del Norte-Westfalia, por ejemplo, de 4.150 puntos de 

vertido que debían pagar impuesto, sólo 400 cumplían con este 

requisito en 1982 (Hartkopf & Bohne, 1983)35. La constatación 

de esta insatisfactoria situación, unida a la creciente 

preocupación de la sociedad ante el estado medioambiental de 

los ríos tras una sucesión de vertidos accidentales, empuja al 

gobierno a endurecer la política de saneamiento de las aguas a 

mitad de los años 80. En 1986 se presenta así un catálogo de 

medidas que, entre otras cosas, incluye: una ampliación de la 

lista de contaminantes, la elaboración de disposiciones 

administrativas para la concreción de los requisitos de 

seguridad en las instalaciones industriales, y la modificación 

de una serie de leyes. Durante esta segunda etapa se produce 

también un gran avance con respecto a la elaboración de 

disposiciones administrativas que obligan a determinados 

vertidos a cumplir ciertos requisitos mínimos; en 1988 existen 

ya 46 disposiciones de este tipo que afectan a determinados 

sectores de la producción. Dentro del proceso de modificación 

del sistema legal se reforman las siguientes leyes: la Ley 

para la Gestión del Agua, la Ley sobre el Impuesto de Aguas, y 

la Ley de Detergentes. 

La reforma de la Ley para la Gestión del Agua se realiza 

en 1986, siendo sus principales objetivos la reformulación de 

la ley, para hacerla más estricta y exigente, y el énfasis en 

la aplicación del instrumental existente para el saneamiento 
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de las aguas. Con vistas a conseguir estos objetivos se 

refuerza el poder de las autoridades regionales para que 

aseguren la ejecución de las medidas obligatorias que se deben 

cumplir antes del vertido indirecto de sustancias peligrosas, 

y se amplían sus competencias con el fin de establecer nuevas 

zonas de protección y endurecer las condiciones para la 

concesión de autorizaciones (der Bundesminister für Umwelt, 

1990). Además, esta ley obliga a que los procesos de 

depuración de las aguas y también los vertidos indirectos se 

ajusten al estado de la técnica, y no a las normas 

generalmente reconocidas por la técnica como antes se 

prescibía; distingue las sustancias peligrosas, cuyos niveles 

quedan sujetos al más moderno estado de la técnica, del resto 

de las sustancias; e introduce un control y limitación sobre 

ciertas actividades agrícolas, prohibiendo el uso de algunos 

pesticidas (Grüner, 1989)'ft. 

La nueva formulación que en 1986 se hace de la Ley sobre 

el Impuesto de Aguas, introduce una clausula de compensación 

que remunera las inversiones en medidas de protección de las 

aguas que van más alia de las normas generalmente reconocidas 

por la técnica, pero no incorpora una propuesta que recoja la 

elevación linear o progresiva de la cuantía del impuesto a 

partir de ese momento"17. 

Un desarrollo fundamental en la política de protección de 

las aguas se produce con la reforma de la Ley de Detergentes 

en 1986. En esta reforma se fortalece la posición del gobierno 

para elaborar decretos de aplicación nacional, al tiempo que 

se introduce un elemento de flexibilidad -a través del énfasis 
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puesto en la práctica de los acuerdos voluntarios entre el 

gobierno y la industria-, con el fin de conseguir los 

objetivos medioambientales sin necesidad de recurrir a la 

aplicación de normas de cumplimiento obligatorio. Los acuerdos 

voluntarios persiguen, básicamente, el cumplimiento de 

compromisos libremente aceptados por la industria, referidos 

generalmente a la limitación en el uso de ciertas sustancias 

contenidas en productos de limpieza; la sustitución de 

determinadas sustancias nocivas para el medio ambiente por 

otras; y la información a las autoridades federales y al 

consumidor sobre la composición y cantidad de dichas 

sustancias en ciertos productos. A finales de 1989 y comienzos 

de 1990, y como resultado de la aplicación de compromisos 

voluntarios, la Oficina Federal del Medio Ambiente ha 

recibido, por ejemplo, informaciones detalladas sobre la 

tolerancia medioambiental de determinadas sustancias 

utilizadas en detergentes y productos de limpieza (der 

Bundesminister für Umwelt, 1990). 

Al igual que en la política de protección atmosférica, en 

el área del saneamiento de las aguas se está produciendo una 

discusión sobre la posibilidad de introducir instrumentos 

económicos y fiscales o, más concretamente, un sistema de 

licencias; la legitimidad de un posible reparto de derechos de 

contaminación es, sin embargo, una cuestión todavía no 

resuelta que queda para la legislación medioambiental del 

futuro. 
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4 - La Politica de Control de la Contaminación de los Residuos

Industriales.

Los residuos industriales se generan, en numerosas 

ocasiones, como resultado de las políticas de protección 

atmosférica y de saneamiento de las aguas, y son el mejor 

ejemplo del fenómeno de traslación de problemas que 

caracteriza a la política medioambiental. La política de 

gestión de los residuos industriales abarca, básicamente, 

medidas para la eliminación, reutilización, y evitación de los 

desechos; medidas para la supresión de los vertederos 

incontrolados; medidas de fomento de la sensibilización social 

medioambiental para la recogida selectiva de residuos y compra 

de determinados productos no nocivos con el entorno; y medidas 

de apoyo y suplementarias. 

Las medidas para la eliminación de los desechos 

constituyen la tarea principal en una primera etapa correctiva 

de la política de gestión de los residuos. Esta eliminación 

debe realizarse de forma controlada en instalaciones que, 

siendo de diverso tipo -incineradoras, plantas de tratamiento 

físico-químico, depósitos de seguridad-, tienen que reunir una 

serie de requisitos. Las campañas de recogida de residuos -

aceites usados, pilas, PCBs- son, muchas veces, un paso 

previo a su eliminación ordenada. Las medidas para la 

reutilización y el reciclaje de los residuos forman parte de 

una etapa posterior de esta política. Las campañas para la 

recogida, y posterior reciclaje, de vidrio, papel, y aluminio, 

y la organización de bolsas de intercambio de subproductos 

industriales, son dos ejemplos de medidas que fomentan la 
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reutilización de los desechos. Las medidas para la evitación, 

o disminución, de desechos forman parte del estadio más 

avanzado de una politica de gestión de los residuos, que ya es 

preventiva. Este objetivo se consigue de diversas formas: 

cambios en los sistemas y técnicas de producción, aplicación 

de impuestos sobre envases de un sólo uso, y sustitución y 

prohibición de ciertos productos y sustancias. 

Las medidas para la erradicación de los vertederos 

incontrolados persiguen la reparación de situaciones de 

degradación medioambiental a las que, en la mayoría de los 

casos, no se puede adscribir un responsable porque son 

resultado de prácticas colectivas practicadas durante largo 

tiempo. Estas medidas abarcan tanto el sellado como la 

restauración de los puntos incontrolados de vertido. 

El fomento de la sensibilización medioambiental de la 

ciudadanía es una de las principales medidas en la política de 

gestión de los residuos industriales. Los ciudadanos no sólo 

contribuyen al éxito o al fracaso de las campañas de recogida 

de ciertos residuos sino que, en su papel de compradores, 

pueden también orientar el mercado hacia el aumento en la 

oferta de productos medioambientalmente inocuos. 

Las medidas de apoyo y suplementarias contribuyen a los 

objetivos de la política de gestión de los residuos 

industriales a través de ayudas públicas de todo tipo: 

subvención, financiación, apoyo a la investigación, etc. 

4.1. La Política de Gestión de los Residuos en España.

La política de gestión de los residuos industriales en 
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España se ha caracterizado por su comienzo tardío y falta de 

planificación: las primeras actuaciones dentro de esta 

política datan de los años 80 y suelen estar vinculadas a la 

política de gestión de los residuos sólidos urbanos (RSU), 

realizada por los ayuntamientos en colaboración con las CC.AA. 

En este primer momento algunas CC.AA elaboran una legislación 

sobre desechos industriales al tiempo que comienzan el diseño 

de planes directores de gestión de residuos; estos planes 

consolidan estrategias heterogéneas, carentes de una 

perspectiva uniforme y global para el conjunto del territorio. 

Posteriormente, a mediados de los años 80, el gobierno diseña 

una política de residuos que abarca, principalmente, un 

instrumento legal -la Ley 20/86 de Residuos Tóxicos y 

Peligrosos- y uno de gestión -el Plan Nacional de Residuos 

Industriales. Este plan funciona como mecanismo de 

coordinación de los distintos planes directores de gestión de 

residuos aprobados por determinadas CC.AA e introduce, en este 

campo político, un elemento de planificación a nivel nacional. 

Durante los años 70 la eliminación ordenada de los 

residuos industriales era prácticamente inexistente; los 

residuos, en su gran mayoría, eran acumulados en vertederos 

incontrolados mientras que las escasas incineradoras 

existentes funcionaban de forma deficiente. En 1978 no se 

conocía todavía ningún sistema central de eliminación de 

residuos industriales dentro de una región industrial (CIMA, 

1978). Los primeros ejemplos de esta política se relacionan 
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con actuaciones promovidas para la gestión de desechos de 

origen no industrial que terminan encargándose también de 

aquellos industriales, o con actuaciones que deben, 

inevitablemente, hacer frente a los efectos no deseados de 

medidas anteriores de corrección de la contaminación en los 

medios atmosférico y acuático. El Plan para el Tratamiento de 

RSU en Asturias de 1982 es un ejemplo del primer caso pues, 

aunque en principio abarcaba solamente la gestión de los 

desechos de origen no industrial, acoge posteriormente el 

problema del tratamiento de los residuos industriales 

(Fernández, 1990). Como ejemplo del segundo caso están las 

actuaciones que se desarrollaron en Huelva a mediados de los 

años 70 para eliminar de forma controlada los residuos 

generados por medidas ya aplicadas de corrección de la 

contaminación en distintos medios naturales^. 

Al lado de estas actuaciones, algunas CC.AA comienzan 

también una estrategia global con la elaboración de planes 

directores de gestión de residuos. Estos planes se realizan, 

generalmente, a partir de cuestionarios enviados a las 

industrias en los que se recoge una primera estimación sobre 

la cantidad y el tipo de residuos producidos en la zona. Con 

esta información se realiza un inventario que sirve de apoyo a 

un anteproyecto en el que se incluyen las necesidades en 

infraestructura para la gestión de los residuos; para impulsar 

la construcción de esta infraestructura, algunos gobiernos 

autonómicos han creado sociedades públicas -como COGERSA en 

Asturias, e IHOBE en el País Vasco. 
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A mediados de los años 80 se produce un doble desarrollo 

en la política de gestión de los residuos industriales: la 

aprobación en 1986'4 del instrumento legal básico de esta 

política, la Ley 20/86 Básica de Residuos Tóxicos y 

Peligrosos, y la introducción de una gestión planificada y 

global a través de distintos planes que se agrupan en el Plan 

Nacional de Residuos Industriales de 1989. 

La ley 20/86 tiene como objetivo básico la adaptación a 

la legislación comunitaria sobre residuos industriales, así 

como el cumplimiento de la recomendación de la CE sobre la 

necesidad de elaborar planes de gestión de los mismos. La Ley 

establece el principio de que el residuo tóxico y peligroso 

debe tener siempre un titular, productor o gestor, que sea 

responsable del mismo. Las actividades que se regulan son las 

de producción y gestión de residuos, aunque la parte más 

amplia es la que se dedica a esta última. 

En relación con la producción de residuos las industrias 

quedan obligadas a garantizar la protección de la salud 

humana, la defensa del medio ambiente, y la preservación de 

los recursos naturales. Asimismo, se somete a las industrias 

productoras de residuos a un régimen de autorización 

administrativa previa y se las impone una serie de 

obligaciones: separar y no mezclar los residuos peligrosos; 

envasar y etiquetar los recipientes que los contengan; llevar 

un registro de los residuos; suministrar la información 

necesaria a las empresas autorizadas para su gestión; 

presentar un informe anual a la administración, e informarla 

en caso de desaparición, pérdida o escape de los residuos. 
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Las actividades de gestión también quedan sometidas al 

régimen de autorización administrativa previa, así como a una 

serie de obligaciones: asegurar que el destino final de los 

residuos no suponga un peligro para la salud humana, los 

recursos naturales y el medio ambiente; evitar la traslación 

de la contaminación a otro medio receptor; constituir un 

seguro de responsabilidad civil; llevar un registro de las 

operaciones realizadas; y establecer medidas de seguridad 

interna para prevenir riesgos y controlar casos de alarma. 

La mayoría de las medidas que contempla esta ley son de 

tipo correctivo pues se persigue la eliminación controlada del 

residuo y no su disminución, aunque también hay medidas para 

el fomento de bolsas de gestión de residuos cuyo objetivo es 

su reutilización. Como resultado de esta última medida, las 

Cámaras de Comercio e Industria aprueban en 1988 un Plan 

Cameral de Medio Ambiente que prevé la creación de una bolsa 

de subproductos industriales en colaboración con la DGMA. 

Aunque actualmente sólo existen cinco bolsas de este tipo en 

España: Andalucía -integrada por 7 cámaras-, Aragón -3 

cámaras-, la zona centro -15 cámaras-, la zona norte -6 

cámaras- y Valencia -1 cámara-, se tiene la intención de crear 

una bolsa central, que unifique a todas las demás, en el 

Consejo de las Cámaras (El País, 8-12-1991; Entrevista V-E-10, 

1990). Al margen de este sistema, hay bolsas de residuos 

gestionadas por asociaciones empresariales como FEIQUE 

(Federación de Industrias Químicas Españolas) y FEDEQUIM 

(Federación Empresarial del Sector Químico en Cataluña)60. 

La  gestión  planificada  de  la  política  de  residuos 
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industriales tiene un antecedente en 1988 cuando la DGMA 

comienza, en coordinación con las CC.ÀÀ, a desarrollar planes 

directores y previsiones de inversión para su tratamiento 

controlado. Estos planes eran inexistentes en algunas CC.AA -

lo que obligaba a realizar estimaciones sobre la cantidad y 

el tipo de residuos producidos en esas regiones- y no podían 

aportar todavía una estrategia global de gestión pues reunían 

actuaciones sectoriales desvinculadas de un plan general 

(Entrevista A-E-3, 1990). Para paliar la carencia de un 

elemento de planificación central se aprueba en 1989 el Plan 

Nacional de Residuos Industriales, que responde a un apartado 

de la ley sobre residuos según el cual el Estado, de acuerdo 

con las previsiones de las CC.AA, formularía un plan nacional 

para racionalizar, coordinar y optimizar la gestión de los 

residuos. 

El Plan Nacional de Residuos Industriales de 1989 intenta 

impulsar los instrumentos que garanticen, en todo momento, el 

control y tratamiento correcto de los residuos industriales61. 

Dentro de este plan se pueden distinguir los siguientes 

elementos: a) principios rectores, que introducen rasgos 

preventivos en esta política; b) inversión y programas de 

actuación; y c) órganos de gestión. 

A) Los principios rectores del plan son: la unión entre 

la protección medioambiental y una adecuada gestión económica, 

que promueva las economías de escala para la gestión e 

inversión en plantas de tratamiento; la promoción de procesos 

industriales que permitan la reducción y recuperación de 

residuos; el fomento de la proximidad entre los generadores de 
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residuos y los centros para su tratamiento; y el uso flexible 

del plan en consonancia con la adecuación del sector 

productivo a esta normativa. El Plan tiene un carácter 

voluntario pues las industrias pueden acogerse libremente al 

mismo, gestionar por su cuenta los residuos, o encargar esta 

tarea a terceros. 

B) Este Plan tiene una inversión de 62.104 millones de 

ptas -de los cuales 22.694 millones son aportación estatal, y 

el resto aportación autonómica y privada-, y abarca nueve 

programas: programa de inversiones en infraestructura de 

servicios, programa de fomento y tratamiento in situ y de 

actividades de recuperación, programa de fomento de 

tecnologías limpias, programa de fomento del desarrollo de 

planes de I + D, programa de apoyo a la gestión de los 

residuos mediante iniciativa privada, programa de recuperación 

de espacios contaminados6-, programa de gestión de aceites 

usados, programa de gestión de policlorobifenilos (PCBs), y 

programa de estímulo de la concienciación social sobre la 

necesidad de reducir y tratar adecuadamente los residuosA\ De 

los programas contenidos en el Plan Nacional de Residuos 

Industriales pueden destacarse dos: el programa de gestión de 

aceites usados y el de PCBs. 

El primer programa, que se rige por una Orden de 1989 -

transposición de la directiva 87/101 que modificó la 75/439-, 

se basa en la recogida centralizada de los aceites para su 

posterior regeneración o incineración con aprovechamiento de 

energía. El principal problema de este programa es la baja 

rentabilidad del sector del reciclado del aceite que ha 
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provocado que una de las dos empresas encargadas de este 

cometido (Martorell) tuviera que clausurar sus actividades, 

quedando solamente un centro de estas características en 

Madrid. Para solucionar este problema se prevé crear un fondo 

de retorno mediante un impuesto sobre los aceites, que se 

estima en 5.000 millones de ptas. El programa sobre PCB's 

(policlorobifenilos o aceites refrigerantes muy tóxicos de 

grandes transformadores), que aparece en una Orden de 1989 -

que transpone la Directiva 76/403-, se centra en la recogida 

de estos aceites y de los transformadores que los contienen 

para su posterior incineración en Francia o en Inglaterra, ya 

que en España no hay ninguna instalación apropiada para este 

cometido (Entrevista A-E-3, 1990). 

C) Los órganos de gestión del Plan son tres: el Consejo 

Rector, la Comisión de Seguimiento, y la Sociedad Estatal. El 

órgano de gestión más importante es el último, la sociedad 

estatal Emgrisa (Empresa para la Gestión de Residuos 

Industriales) creada en 1990 con una dotación de 3 a 4.000 

millones de ptas -dentro del presupuesto del MOPU-, y una 

previsión de autosuficiencia económica para 1992 (Martínez 

Orgado, 1990) . EMGRISA promueve, junto a las CC.AA y en 

ocasiones el sector privado, la construcción de las 

instalaciones necesarias para el tratamiento y eliminación de 

los residuos^, y desarrolla actividades de consultoría e 

ingeniería. 

A pesar de que la política de gestión de los residuos 

industriales en España cuenta, a finales de 1990, con todos 

los instrumentos necesarios para su desarrollo -el instrumento 
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normativo de la legislación, el instrumento de gestión del 

plan, y el instrumento operativo de la sociedad pública-, su 

nivel está muy por debajo de la media de los países 

comunitarios. Esta situación se explica no sólo por el tardío 

comienzo de la política, sino por la ausencia de una serie de 

premisas básicas que configuren el punto de partida de la 

misma: conocimiento sobre la problemática de los residuos, 

mínima infraestructura de tratamiento, y cooperación de los 

sectores implicados. Por otro lado, en el programa del MINER 

para la adaptación de la industria española a las exigencias 

medioambientales de la CE, el porcentaje de solicitudes 

relacionado con la gestión de residuos ha sido el más bajo del 

conjunto: sólo un 4%, frente al 61% para el saneamiento de 

aguas y al 35% para la protección atmosférica (MINER, 1991). 

Esta cifra es indicativa no sólo de la fase incipiente en que 

se encuentra esta política, sino también del generalizado 

desinterés que existe con respecto a la correcta gestión de 

los residuos industriales. 

2.3.2. La Política de Gestión de los Residuos en Alemania.

La política de gestión de los residuos industriales en 

Alemania comienza a principios de los años 70 en Alemania con 

la aprobación de la Ley Federal para la Eliminación de 

Residuos ( "Bundes-Abf allbeseitigungsgesetz11 ) en 1972, y del 

Programa Federal para la Gestión de los Residuos 

( "Abfallwirtschaftsprogramm" ) en 1975. Este programa, que 

representa a nivel internacional uno de los intrumentos más 

avanzados en la gestión de los residuos, consolida el 
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principio preventivo -preferencia por la evitación de los 

desechos antes de su reutilización, y por la reutilización 

antes de su eliminación-; el programa da también contenido al 

principio de cooperación -preferencia por la iniciativa 

privada, antes que por la reglamentación obligatoria, para el 

cumplimiento de objetivos medioambientales- como uno de los 

tres elementos rectores, junto al principio de prevención y al 

de contaminador-pagador, de la política de protección del 

medio ambiente de este país. A pesar de contar con este 

diseño, el desarrollo de esta política, durante los años 70 y 

primera mitad de los 80, es lento e insatisfactorio porque 

faltan las bases legales que promuevan la implantación del 

principio de la prevención. Para suplir esta carencia se 

modifica en 1986 la Ley de Eliminación de Residuos y su 

Reglamento ("TA-Abfall"). El principal resultado de este 

proceso de reforma legal es la autorización, o habilitación 

concedida al gobierno, para que elabore decretos cuyo objetivo 

sea la reducción de los residuos, así como el mayor papel que 

se concede a la industria para que libremente asuma los 

objetivos medioambientales propuestos por las autoridades. 

En Alemania la eliminación de los residuos -con la 

excepción de los residuos industriales- había sido hasta 1972 

una tarea, primordialmente, de los entes locales. A partir de 

este momento, y una vez que el gobierno consigue la 

competencia legislativa concurrente en este tema, se elabora 

la Ley de Eliminación de Residuos y la política de tratamiento 

de los desechos pasa a ser básicamente determinada por la 
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federación6'; un ejemplo de esta nueva situación es el apoyo 

del gobierno a la competencia de los Lander sobre eliminación 

de los residuos, a través de una serie de requisitos uniformes 

que establecen un alto nivel de exigencia en esta política. 

La Ley de Eliminación de' Residuos de 1972 abarca una 

serie de principios que han conservado su validez hasta 

nuestros días. Algunos de estos principios son: el 

reconocimiento de que la planificación de la eliminación de 

los residuos es una tarea de los Lander; la obligación para 

las instalaciones de eliminación y depósito de desechos de 

seguir un procedimiento de autorización; y la exigencia de 

cesión del residuo a las corporaciones públicas encargadas de 

su tratamiento, aunque si las mismas no pueden hacerse cargo 

de éste por sus especiales características, el productor 

deberá responsabilizarse de su gestión a través de terceros o 

de sus propias instalaciones. Esta ley establece también el 

tratamiento y la eliminación bajo control de los desechos 

industriales, aunque la necesidad de proceder a su reducción 

sólo se menciona con respecto a los envases y no tiene la 

importancia que adquirirá posteriormente con el Programa para 

la Gestión de los Residuos (Hartkopf & Bohne, 1983) . 

El tipo y el grado de planificación en la gestión de los 

residuos varía según el Land del que se trate; en líneas 

generales puede señalarse, sin embargo, que pocos Lander 

tienen planes comprehensivos y que la mayoría han elaborado 

solamente planes parciales para el tratamiento de los desechos 

industriales. Los Lander han seguido dos modelo básicos para 

la gestión de los residuos industriales: un modelo 
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descentralizado y un modelo centralizado. El primer modelo se 

ha implantado en seis Lander y se basa en el monopolio por el 

sector público de las tareas de eliminación de los residuos 

(Hohmann, 1989)66. El segundo modelo, que funciona mediante la 

colaboración entre el sector público y el privado en la 

creación de sociedades mixtas de eliminación de residuos, es 

el existente por ejemplo en Renania del Norte-Westfalia, 

Hamburgo y Bremen (Hartkopf & Bonne, 1983). Por otro lado, y 

dentro de la gestión privada de esta política, 21 empresas de 

la Asociación Federal de Gestores Privados de Residuos (BPS, 

"Bundesverband Private Sonderabfallbeseitiger und 

Rückstandsverwerter") fundada en 1977, se encargan de la 

eliminación de más del 50% de los residuos industriales 

producidos en todo el territorio (Envitec, 1980). La 

organización de las bolsas de intercambio de residuos, por 

otro lado, está en manos de la Asociación de Industrias 

Químicas y de las Cámaras de Comercio e Industria. 

Un ámbito en el que las autoridades regionales han 

combinado modelos de gestión pública y privada es el del 

sellado y saneamiento de puntos incontrolados de vertido67. 

Esta política se lleva a cabo mediante medidas de seguridad y 

medidas de saneamiento: el primer tipo de medidas persigue 

disminuir o evitar la entrada de nuevas sustancias tóxicas 

para mantener inalterado el potencial nocivo del vertedero, 

mientras que el segundo tipo de medidas intenta disminuir o 

eliminar este potencial nocivo. 

El Programa Federal para la Gestión de los Residuos de 

1975 consagra como objetivo prioritario la evitación y 
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redución de la cantidad de residuos, antes de su posible 

^recuperación o, en última instancia, eliminación. Este 

programa fomenta la iniciativa privada en este campo político 

e introduce, por primera vez en la política medioambiental 

alemana, la práctica de los acuerdos voluntarios. Esta 

práctica fomenta una cierta disminución del grado de 

intervención pública -reflejada en un retraimiento del 

gobierno con respecto al uso de sus competencias para la 

elaboración de decretos y disposiciones de obligado 

cumplimiento-, y un aumento del grado de participación privada 

-reflejado en la posibilidad que tiene la industria de asumir 

voluntariamente las metas fijadas por el gobierno-, en el 

cumplimiento de las tareas de protección del medio ambiente. 

Estos acuerdos tienen su origen en la publicidad que el 

gobierno hace de sus objetivos medioambientales, para que la 

industria pueda comprometerse libremente a su realización, sin 

necesidad de que se elabore una norma legal que la obligue a 

ello. Uno de los primeros ejemplos de este tipo de acuerdos es 

el que se alcanza en 1977, entre el gobierno y la industria, 

con respecto al mantenimiento del sistema de envases 

reciclables (Hartkopf & Bohne, 1983). 

En 1982 la reforma de la Ley de Eliminación de Residuos 

no consigue introducir cambios básicos en la política de 

gestión de los residuos. Los escasos éxitos en la prevención 

de los desechos, reflejados en el aumento constante de 

determinado tipo de basuras, así como el fracaso de los 

acuerdos voluntarios que perseguían el mantenimiento de 
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sistemas de envasado reutilizables, promueven un proceso de 

reforma de este sistema legal en la segunda década de los años 

80. En 1986 se modifica nuevamente la Ley de Eliminación de 

Residuos y su reglamento ("TA-Abfall"); con el objetivo de 

fomentar el principio preventivo y hacer más estricta esta 

política. 

La Ley de Eliminación de Residuos de 1986 es el 

instrumento básico de una moderna politica de gestión basada 

en la disminución de los desechos. Esta ley consolida el 

principio de prevención que enfatiza la prioridad de la 

reducción de los residuos; esta reducción es planteada de 

forma más exigente que en la Ley Federal del Aire de 1985 

porque no se ve limitada, como en ésta, por el principio de 

proporcionalidad, o por la exigencia de que las medidas a 

adoptar sean técnicamente realizables o económicamente 

justificables. La promoción de la prevención en esta política 

se realiza a través de una autorización, o habilitación, del 

gobierno para elaborar decretos que se apliquen a residuos que 

suponen un problema, tanto por su cantidad (aspecto 

cuantitativo) como por su naturaleza tóxica o peligrosa 

(aspecto cualitativo); estos decretos pueden establecer la 

obligación de reducir determinados residuos e incluir medidas 

relacionadas con determinados productos que, posteriormente, 

se convierten en residuos: medidas de información a las 

autoridades y al consumidor, medidas para su recogida y pago 

de depósito, y medidas para la limitación en su 

comercialización. Uno de los apartados más importantes de la 

Ley de Eliminación de Residuos de 1986 es el que se dedica al 
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desarrollo del principio de cooperación plasmado en los 

acuerdos voluntarios. Según este principio, el gobierno 

publicará en la Gaceta Federal ("Bundesanzeiger"), siempre que 

sea posible, declaraciones que contengan objetivos 

medioambientales para permitir, de esta forma, que la 

industria los adopte voluntariamente según un plan interno 

ajustado a determinados plazos. Si no se produce este 

compromiso de forma voluntaria, el gobierno podrá recurrir a 

los instrumentos legales necesarios para obligar a la 

industria a cumplir tales metas. La posibilidad de realización 

privada de objetivos medioambientales, establecidos por las 

autoridades, ha sido posible gracias a la publicación de una 

serie de declaraciones del gobierno -determinación por ejemplo 

de objetivos sobre envases para bebidas en 1989, y sobre 

envases de plástico en 1990- y se ha plasmado ya en un número 

importante de acuerdos voluntarios -como el compromiso de 1988 

sobre recuperación y eliminación de pilas usadas. Por otro 

lado, y dentro de la estrategia clásica de ordenar y 

controlar, el gobierno puede también elaborar decretos para la 

consecución de sus fines de protección del medio ambiente; los 

decretos para la reutilización y eliminación de residuos 

incluyen, entre otros, a los aceites usados (1987)68, 

disolventes (1989), y envases de plástico de bebidas. Este 

último decreto impone un depósito de 50 céntimos (unas 30 

ptas) para promover la reducción del uso de los envases de 

plástico; este depósito recoge todas las etapas de la 

comercialización de la bebida hasta llegar al consumidor, que 

podrá solicitar el retorno del depósito una vez que devuelva 
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al comerciante el envase vacío mientras que el comerciante, a 

su vez, podrá hacer lo mismo con respecto al productor o 

importador. Actualmente se prepara un decreto sobre 

señalización de envases^4, tras los intentos fracasados de 

llegar a un acuerdo voluntario con la industria sobre este 

tema (Der Bundesminister für Umwelt, 1990a). 

La reforma del Reglamento de la Ley de Eliminación de 

Residuos ("TA-Abfall") unifica los estándares técnicos para la 

eliminación de los residuos mediante la habilitación concedida 

al gobierno para elaborar -tras escuchar a los sectores 

afectados, y con la aprobación del Senado-, disposiciones 

administrativas generales que establezcan el estado de la 

técnica como requisito de esta eliminación. En el reglamento 

también se uniformizan los criterios de concesión para la 

autorización de instalación de plantas de tratamiento de los 

residuos. 

En 1989 se aprueba la primera parte del Reglamento sobre 

Residuos Industriales ("TA-Sonderabfail") que transforma la 

disposición administrativa sobre exigencias con respecto al 

depósito, tratamiento físico-químico y biológico, e 

incineración de residuos. La segunda parte de este reglamento, 

que está todavía en proceso de elaboración, se aplica a 

aquellos residuos que requieren de un control especial ("TA 

Besonders überwachungsbedürftige Abfà'lle"); en este reglamento 

se formulan las exigencias que debe cumplir un sistema de 

eliminación de los residuos industriales moderno y respetuoso 

con el medio ambiente, con el principal objetivo de vencer la 

oposición social al emplazamiento de tales instalaciones (Der 
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Bundesminister für Umwelt, 1990). 

Las líneas futuras de esta política, además de proseguir 

con el énfasis en la prevención y exigir requisitos cada vez 

más estrictos para las instalaciones y los sistemas de 

tratamiento de los residuos, siguen reconociendo la 

importancia de la iniciativa propia de la industria a la hora 

de cumplir los objetivos medioambientales determinados por el 

gobierno. 

5. Evaluación sobre las Políticas Medioambientales.

Después de esta exposición sobre la administración 

medioambiental y las políticas de protección atmosférica, 

saneamiento de las aguas, y gestión de los residuos 

industriales, se evaluará, de forma tentativa, las políticas 

de protección del medio ambiente en España y Alemania70. Si la 

valoración de toda política pública es de por sí un tema 

difícil, esta dificultad se acrecienta en el caso de la 

política medioambiental por una serie de razones: 

- el estado del conocimiento sobre el medio ambiente es, 

en la mayor parte de los casos, muy deficiente pues los datos 

son discontinuos y heterogéneos (elaborados con metodologías 

diferentes y por fuentes distintas); el análisis sobre el 

grado de deterioro medioambiental ha comenzado recientemente 

y, además de ser muy costoso, está sujeto a un considerable 

nivel de incertidumbre por la novedad del objeto de estudio y 

los muchos factores intervinientes (por ejemplo, las 

cambiantes condiciones metereológicas)7| ; 

el  nivel  de  conocimiento  sobre  el  medio  ambiente 
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depende, en gran parte, de la existencia de una 

infraestructura de redes de medición que debe funcionar de 

forma satisfactoria para no distorsionar los resultados 

obtenidos72, 

- la información sobre el estado del medio ambiente está 

casi siempre en manos de las autoridades públicas que,  en 

numerosos casos, pueden denegar el acceso a la misma; muchos 

datos sobre el medio ambiente están sujetos a clausulas de 

confidencialidad para proteger la identidad de la industria, 

- el estado del medio ambiente puede verse afectado por 

factores  ajenos  a  la  política  medioambiental;  la  crisis 

económica, por ejemplo, caracterizada por una reducción de la 

actividad  industrial  y  por  la  implantación de medidas  de 

ahorro energético,  puede tener efectos  positivos  sobre  el 

medio  ambiente.  Estos  efectos,  positivos  o  gratuitos,  se 

producen cuando  la tasa de utilización de  los factores de 

producción, que tienen un fuerte impacto negativo en el medio 

ambiente, permanece por debajo de la tasa de crecimiento del 

PIB (Simonis, 1990). 

A pesar de la dificultad que conlleva la evaluación de 

esta política, las actuaciones en el campo de la protección 

del medio ambiente pueden ser analizadas y comparadas para 

distinguir, entre otras cosas, los países que conceden 

prioridad a esta política de aquellos otros que la consideran 

un asunto secundario. 
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5.1. Evaluación sobre la Política de Protección Atmosférica en

España y en Alemania.

La contaminación atmosférica en España es un problema 

básicamente puntual, de focos contaminantes concretos (las 

centrales térmicas de Teruel y La Coruña, por ejemplo) y de 

zonas con alta concentración industrial y demográfica. El 

juicio sobre la política de protección atmosférica tiene que 

ser mixto: aunque las graves situaciones de degradación del 

aire, que se producían en ciertas ciudades en los años 70 y 

comienzos de los 80, han ido remitiendo paulatinamente como 

resultado de distintos planes de saneamiento, los episodios de 

alta contaminación atmosférica no son todavía un asunto 

resuelto ni siquiera con respecto a los contaminantes 

convencionales. El control de estos contaminantes 

(principalmente el dióxido de azufre) está, en ciertos casos, 

en vías de resolución, pero este limitado éxito se ve, sin 

embargo, más que compensado por la aparición de fenómenos 

recientes de polución (indicios de lluvia acida) y de nuevos 

problemas, que surgen por las más rigurosas exigencias 

comunitarias de protección del medio ambiente -obligación de 

controlar sustancias nuevas que, como el plomo, han aumentado 

en los últimos años. Por otro lado España, basándose en el 

argumento de su menor grado de desarrollo económico con 

respecto a los países comunitarios, ha conseguido el permiso 

de la CE para aumentar sus emisiones de dióxido de carbono en 

un 40% (El País, 26-9-1991). 

Las actuaciones de los años 70 relativas a la declaración 

de ZAC no tuvieron un gran éxito; la falta de interés de la 
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administración por llevar a cabo las medidas elaboradas así 

como la desidia de la industria por cumplirlas, condujeron a 

un aumento de la recurrencia de los episodios de grave 

contaminación atmosférica hasta finales de los años 707\ Una 

prueba del insuficiente interés de la industria por la 

protección medioambiental es la escasa observancia de la Orden 

del MINER de 1976 sobre Prevención y Corrección de la 

Contaminación Atmosférica por la Industria; en un estudio 

publicado en 1989, un 45% de las empresas usaban combustibles 

sin regular por el Decreto 833/75, emitían contaminantes que 

no estaban regulados por la normativa vigente, y carecían de 

las instalaciones necesarias para la toma de muestras y 

análisis de la contaminación (García Bueno, en: VV.AA, 1989c). 

A comienzos de los años 80 se inicia en ciertas ciudades 

un descenso de los niveles de una serie de contaminantes 

convencionales, como el dióxido de azufre y el óxido de 

carbono -en Madrid, por ejemplo, el primero desciende por 

Tn/año de 37.979 en 1980 a 25.000 en 1986, y el segundo de 

193.865 en 1980 a 180.000 en 1986-, aungue aumentan los 

niveles de contaminantes nuevos -en Madrid, para seguir con el 

anterior ejemplo, el plomo aumenta de 188 Tn/año en 1980 a 200 

Tn/año en 198674. También se siguen produciendo, aungue no con 

la misma frecuencia, episodios de grave contaminación 

atmosférica en diversos puntos de la geografía como Huelva, 

Cartagena, Gijón, y Madrid, y se detectan nuevos problemas 

fruto de la legislación medioambiental comunitaria: la 

necesidad de medir contaminantes que antes no se consideraban, 
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como los óxidos de nitrógeno y el plomo, y la obligación de 

considerar límites más estrictos tanto de emisión como de 

inmisión. Al mismo tiempo se puede observar la aparición de 

fenómenos medioambientales de naturaleza reciente, como la 

contaminación transfronteriza en forma de lluvia acida cuya 

importancia es, sin embargo, relativizada por las 

autoridades7'. Comparativamente hablando, España es un país 

cuya contribución a la polución es muy dispar ya que varía 

según la sustancia en cuestión y la metodología que se emplea 

en su estimación: España es el segundo país de la CE en 

emisiones de dióxido de azufre por kg/hab [Cuadro B]; el 

cuarto, empezando por atrás, en emisión de óxidos de nitrógeno 

por kg/hab [Cuadro C]; y con respecto a los óxidos de carbono, 

sus emisiones han aumentado en un 61% desde 1971 a 1988 

[Cuadro D] . Si se considera, sin embargo, su contribución por 

unidad de producto o PIB, el resultado es siempre 

desfavorable: el conjunto de las emisiones de óxidos de 

carbono, metano, y CFCs por unidad de PIB, es muy superior al 

de países de la CE con un mayor nivel de desarrollo económico 

como Alemania, Dinamarca o Francia [Cuadro E], Este hecho 

indica que España contamina más, con respecto a su grado de 

desarrollo económico, que otros países más avanzados que 

producen de forma más eficiente y respetuosa con el medio 

ambiente. 

La contaminación atmosférica en Alemania está básicamente 

relacionada con las centrales de combustión y con zonas 

densamente industrializadas como el Ruhr. Desde comienzos de 
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los años 80 los niveles de casi todos los contaminantes están 

bajo control y han experimentado, en algunos casos, 

reducciones muy significativas. El problema que subsistía 

respecto a los óxidos de nitrógeno ha comenzado a resolverse, 

ya entrada la segunda mitad de la década de los 80, como 

consecuencia de una política de protección atmosférica más 

rigurosa y preventiva. Alemania, además, se ha comprometido 

ante la CE a reducir voluntariamente sus emisiones 

contaminantes entre un 20 y un 25% (El País, 26-9-1991). 

Desde mediados de los años 70 se ha reconocido gue la 

dramática degradación medioambiental del país, en los 

diferentes medios naturales, se ha frenado entrándose en una 

fase de estabilización (der Rat, 1978) . Esta situación es 

visible, sobre todo, en la política de la protección del aire 

en la cual, desde comienzos de los años 70, se observan 

descensos generales en los niveles de emisión del dióxido de 

azufre, monóxido de carbono, y polvo o partículas en 

suspensión [Cuadro F] . Durante esa década, sin embargo, se 

produce un incremento de la concentración en metales pesados y 

de los niveles de emisión de los óxidos de nitrógeno [Cuadro 

F] . En los años 70 se asiste también a un descenso en los 

niveles de inmisión del polvo, plomo, y carbono. Las mejoras 

conseguidas con respecto a la protección atmosférica no son 

obstáculo para que, ya entrados los años 80, se registren 

todavía fracasos con respecto a la consecución de los 

objetivos de calidad en dióxido de azufre, óxidos de nitrógeno 

y carbono; estos fracasos se localizan sobre todo en las zonas 

densamente industrializadas donde el nivel de contaminación 
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sigue siendo un problema  (Hartkopf  & Bonne,  1983;  Müller, 

1986) . 

Durante los años 80 la protección de la calidad del aire 

mejora considerablemente pues continúan los descensos 

generales de los niveles de emisión en todos los 

contaminantes, excepto en los óxidos de nitrógeno. El avance 

más espectacular en este campo se produce con respecto al 

dióxido de azufre que desciende en un 34 % entre 1980 y 1987 

(Umweltbundesamt, 1989). El nivel de óxidos de nitrógeno sigue 

aumentando hasta 1986, aunque se prevé que descenderá para 

1988 [Cuadro G] ; este descenso será debido, sobre todo, a la 

reducción de los niveles de emisión provenientes de las 

centrales de combustión, después de la entrada en vigor del 

Decreto sobre Grandes Plantas de Combustión de 1983 [Cuadro 

F] . La reforma del reglamento de la Ley Federal del Aire en 

1983 afectará también a los niveles de inmisión de metales 

pesados como el plomo y el cadmio propiciando su progresiva 

reducción (Müller, 1986). 

5.2. Evaluación sobre la Política de Saneamiento de las Aguas

en España y en Alemania.

La contaminación hídrica en España tiene un carácter 

mucho más generalizado que la contaminación atmosférica y 

representa, por lo tanto, un grave problema. La situación 

medioambiental de la mayoría de los ríos no ha mejorado en los 

últimos años, mientras que los casos de vertido incontrolado 

de sustancias contaminantes siguen produciéndose con relativa 

frecuencia. El problemático estado de las aguas continentales 



123 

se ve, además, agravado por la insuficiente  infraestructura 

de saneamiento. 

En la política de control de la contaminación de las 

aguas existe todavía un importante déficit tanto en el control 

de la multitud de vertidos que se producen -que, en gran 

parte, no gozan de la autorización necesaria-, como en la 

recaudación del canon de saneamiento. En la mayoría de los 

casos, el número de situaciones graves de contaminación por 

cuencas hidrográficas no ha descendido desde 1980, mientras 

que en otros casos este número ha aumentado76: de 1980/1 a 

1982/3 las situaciones graves en la cuenca del Guadiana han 

pasado de ser del 35% al 46.5%; en la cuenca del Duero del 10% 

al 15%; en la cuenca del Segura del 7% al 29%; y en la cuenca 

del Ebro del 12% al 26% [Cuadro H] . Un estudio de 1990 

titulado Ríos Vivos constataba, además, la grave contaminación 

de los ríos de Castilla y León, mientras que el estado de las 

principales cuencas fluviales de Euskadi se calificaba como de 

completa degradación según otro estudio del mismo año (El 

País, 10-3-1990). Ejemplos del grave deterioro de la calidad 

de las aguas de los ríos españoles serían: el descenso 

alarmante del índice de calidad general (ICG) del río Tajo, 

sobre todo en la zona baja de los ríos Manzanares y Jarama (El 

País, 13-10-1989); la situación de contaminación del río 

Besos, que ha motivado una denuncia ante la CE (el País, 3-12-

1990) ; los innumerables expedientes sancionadores abiertos a 

industrias que vierten sin permiso en la ría de Mundaka, así 

como los desastres ecológicos que se han producido en la misma 

(El País 5-6-1990 y 31-3-1990) ; el descenso de la diversidad 
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piscícola y la rápida desaparición de los salmones (El País, 

6-5-1990) . La mala calidad de las aguas no se limita a los 

ríos; el 70% de los embalses tiene sus aguas contaminadas y 

padece un alto índice de eutrofización, mientras que una gran 

parte de las aguas subterráneas tienen altos niveles de 

nitrato según la CE (El País, 6-11-1989 y 29-12-1989). 

La problemática situación de las aguas continentales se 

ve agravada por la insuficiente infraestructura y el 

deficiente funcionamiento' del sistema público de depuradoras 

para el saneamiento de las aguas: en 1980 el porcentaje de 

población que disponía del servicio de una red de saneamiento 

era del 18% (DGMA, 1985) y, aunque a finales de los años 80 

este porcentaje había ascendido al 48%, sólo un 1% de los 

habitantes disfrutaba de un tratamiento terciario de las aguas 

(o tratamiento biológico que se corresponde con el estado de 

la técnica) [Cuadro I]. 

En Alemania, desde los años 70, la contaminación de las 

aguas con respecto a ciertas sustancias ha descendido 

considerablemente mientras que ha aumentado con respecto a 

otras compuestas, básicamente, por metales pesados. En los 

años 80 la situación medioambiental de los ríos ha mejorado en 

general, y el tratamiento de los metales pesados ha 

experimentado ciertos avances, aunque todavía quedan muchos 

problemas por resolver. El gran éxito de esta política ha sido 

el casi total cumplimiento de los objetivos del Programa 

Medioambiental de 1971 con respecto a la mejora de la 

infraestructura de saneamiento de las aguas. 
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En los años 70 la situación de la mayoría de los ríos 

alemanes es de alta degradación, a,unque a partir de la segunda 

mitad de la década se comienzan a apreciar mejorías en ciertos 

tramos de los mismos: en el Rin entre 1975 y 1980, por 

ejemplo, se produce una mejora de la calidad biológica de las 

aguas, mientras que se agrava el problema de la concentración 

de metales pesados (Hartkopf & Bohne, 1983). Este desarrollo 

se produce de forma generalizada en todas las aguas 

continentales: el grado de contaminación por sustancias 

orgánicas biodégradables disminuye, (como en el caso de los 

fosfatos) , desde comienzos de los años 70 y finales de esa 

década, pero la polución por metales pesados de difícil 

biodegradabilidad no cesa de aumentar. 

Durante los años 80 se realiza un enorme esfuerzo de 

inversión para la mejora del sistema público de saneamiento de 

las aguas: en 1982 un 88% de la población está unida a un 

sistema de canalización y un 73% cuenta con tratamiento 

biológico para el saneamiento de las aguas mientras que, en 

1985, casi se consigue el objetivo de llegar a un 90% de la 

población servido con instalaciones de tratamiento de las 

aguas residuales (Müller, 1986) [Cuadro I]. 

En la década de los 80 se asiste a una mejoria 

medioambiental con respecto al nivel de oxígeno de las aguas, 

y se produce un descenso del grado de eutrof ización y de la 

concentración de metales como el cadmio [Cuadro K] y el 

mercurio, este último debido a progresos de la técnica en la 

industria química. La presencia de otros metales pesados como 

el cloruro [Cuadro J], el amonio [Cuadro K] , el cromo, y los 
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hidrocarburos, sigue, sin embargo, aumentando en las aguas. 

5.3  Evaluación sobre la Política de Gestión de los Residuos

en España y Alemania.

La política de gestión de los residuos industriales acaba 

de comenzar en España por lo que su retraso temporal con 

respecto a los países del entorno comunitario es de 

aproximadamente quince años. Si en la CE la gestión de los 

residuos es uno de los campos de la protección del medio 

ambiente que más dificultades plantea y cuya situación es más 

insatisfactoria, en España esta gestión ha sido hasta ahora 

prácticamente inexistente. Este tema puede que no haya 

alcanzado todavía, sin embargo, las cotas de gravedad que 

tiene en otros países debido a la menor producción de residuos 

industriales del país/s; esta menor producción sería el 

resultado de un grado de industrialización inferior y del 

retraso de las políticas de control de la contaminación que 

producen, como efecto no deseado, un aumento de los desechos. 

En España, los responsables medioambientales se han 

declarado incapaces de aplicar el Plan Nacional de Residuos 

Industriales por la falta de colaboración de la industria que, 

además de no realizar las correspondientes declaraciones, 

oculta su producción de residuos''4. En 1989, y como resultado 

del Real Decreto 833/88 que establecía la obligación de 

presentar las primeras declaraciones y memorias de residuos, 

el MINER elabora un censo de 250.000 empresas del que se 

escogen 35.000 empresas para que declaren su producción de 

residuos, recibiéndose solamente 5.000 respuestas (Clemente, 
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1990). A nivel autonómico, el mayor número de declaraciones se 

ha producido en Cataluña (4.461)*°, seguida a gran distancia 

por el País Vasco (198) y Madrid (62) (El País, 1-6-1990). 

Este número de declaraciones es insuficiente a la hora de 

realizar una estimación sobre las necesidades de 

infraestructura para el tratamiento de residuos. Por otro 

lado, el número de memorias anuales de gestores es también 

claramente inapropiado para controlar el desarrollo de esta 

política: en 1987 sólo se recibieron 5 memorias y 13 en 1983 

(SGMÀ, 1990). A pesar de que existe, de forma constatada, una 

insuficiente capacidad de tratamiento de los residuos, se 

siguen importando desechos^' y se han producido diversos 

traslados ilegales de residuos tóxicos dentro del país. 

También se ha admitido que en España pueden existir hasta 

100.000 vertederos incontrolados (El País, 18-9-1990 y 12-11-

1990) ; este país es el lugar con mayor cantidad de vertederos 

de este tipo dentro de la CE (SGMA, 1990). 

En Alemania la política de gestión de los residuos en los 

años 70 alcanzó éxitos significativos en los ámbitos de 

eliminación y reutilización de los mismos. La situación de los 

residuos industriales y la aplicación del principio 

preventivo, con respecto a la disminución de la cantidad de 

desechos, continúo siendo, sin embargo, insatisfactoria aunque 

en los años 80 se produjeron algunas mejoras en esta política. 

En Alemania la gestión de los residuos industriales se 

realiza, en líneas generales, de forma controlada:  la mitad 



128 

de los residuos son almacenados, sin pretratamiento, en 

plantas de depósito, mientras que la otra mitad se reparte 

entre un 35% que tiene tratamiento físico-químico, y un 15%, 

que es incinerado (Hartkopf & Bohne, 1983). Los escándalos 

relacionados con la eliminación incontrolada de residuos son 

cada vez más escasos, y los esfuerzos por corregir situaciones 

previas de degradación medioambiental -consecuencia de un 

comportamiento irresponsable ejercido colectivamente durante 

el pasado- están comenzando a dar sus frutos. La realización 

en todo el país de inventarios de lugares que puedan haber 

sido vertederos incontrolados ha dado un resultado de más de 

48.000 enclaves de estas características, aunque los 

pronósticos los estiman en más de 70.000 (Umweltbundesamt, 

1989) . A pesar de este enorme número de puntos de vertido, la 

situación parece estar en vías de solución pues entre 1972 y 

1976 se sellaron 40.000 vertederos incontrolados (Der 

Bundesminister für Umwelt, 1990a). 

En los años 80 se han producido también avances en la 

aplicación del principio preventivo con respecto a ciertos 

residuos, y en el perfeccionamiento de las técnicas de 

eliminación de los mismos. El esperado aumento de los residuos 

tóxicos, como resultado básicamente de las exigentes medidas 

de control de la contaminación atmosférica -el descenso, por 

ejemplo, de los niveles de emisión en un 18% desde 1984 a 1989 

ha tenido como resultado el aumento de cenizas y yesos- y del 

agua -con producción de lodos-, exigirá, sin embargo, 

actuaciones más enérgicas en este campo (Umweltbundesamt, 

1989) . 
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Tras esta breve evaluación de las políticas de protección 

atmosférica, de saneamiento de las aguas, y de gestión de los 

residuos industriales en España y Alemania, se puede concluir 

que en el segundo país el medio ambiente disfruta de una alta 

prioridad en la agenda pública mientras que, en el primer 

país, este tema o problema despierta un insuficiente grado de 

interés. La prioridad que se concede a la protección 

medioambiental en Alemania se refleja en una política rigurosa 

y avanzada, tanto en su aspecto de organización 

administrativa, como con relación al conjunto de medidas, 

instrumentos y prácticas, elaborado y ejecutado para la 

conservación y restauración del entorno. 

De todas formas, una cosa es concluir que la política 

medioambiental sea más exigente en un determinado país y otra 

muy distinta afirmar que el estado del medio ambiente en el 

mismo sea mejor. A este respecto sólo se puede señalar, de 

forma tentativa, que a pesar de que la degradación 

medioambiental en Alemania Haya alcanzado cotas no conocidas 

todavía en España, parece que este deterioro se ha frenado ya 

y que se inicia una lenta mejora, con indudables retrocesos 

coyunturales, en el proceso de recuperación de la perdida 

calidad del entorno. Desgraciadamente, el caso español parece 

ser distinto pues la degradación medioambiental continúa 

avanzando mientras que el punto de inflexión, a partir del 

cual comienzan a producirse avances en la protección del medio 

ambiente, no se vislumbra todavía. 

Por otro lado, la evolución más positiva, en líneas 

generales, de la política medioambiental en Alemania se 
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relaciona no sólo con los aspectos organizativos y 

legislativos de esta polìtica sino, principalmente, con los 

diseños institucionales imperantes en la misma que serán 

objeto de análisis en el siguiente capitulo. 
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NOTAS DEL CAPITULO SEGUNDO 

1. El énfasis de la política medioambiental en la corrección, 
y no en la prevención, se ha reconocido en diversos informes 
oficiales: "en ausencia de una política medioambiental 
preventiva y planificadora, las partidas presupuestarias se 
transformaban en un vano intento de corregir los efectos 
causados por la degradación" (DGMA, 1985: p. 285). El análisis 
presupuestario de la política medioambiental permitiría 
corroborar este aspecto correctivo: la mayor parte de las 
partidas presupuestarias para la protección del medio ambiente 
se dirigen hacia medidas de corrección de la contaminación, 
subvencionando instalaciones de depuración de efluentes 
líquidos y gaseosos. La ausencia de este análisis se explica 
por la complejidad que plantea ante la existencia de normas 
recientes sobre estructura presupuestaria que, aunque 
homologan presupuestos, dificultan la consideración de 
determinados costes que quedan englobados en programas 
generales (DGMA, 1987). 

2. En  1985  una  publicación  oficial  señalaba:  "durante  la 
pasada década, la políticct medioambiental ha sido subsidiaria 
de otras estrategias y actuaciones. En consecuencia, el medio 
ambiente  ha  soportado  los  resultados  de  una  carencia  de 
planificación en la utilización de recursos y del desinterés 
por la calidad del medio" (DGMA, 1985: p. 285). 

3. Algunos autores han explicado la escasa relevancia de la 
política  medioambiental  en  España  mediante  el  sistema 
axiológico de los grupos rectores (García de la Torre & de 
Linos & Martínez  & Uriel,  1980) .  Por otro lado,  la débil 
sensibilización medioambiental de la sociedad es conocida por 
estos mismos grupos rectores que encuentran, de esta forma, 
una coartada para su limitada preocupación por la protección 
del  medio  ambiente.  Un  asesor  del  MOPU  señalaba  en  este 
sentido:  "no hay más Administración medioambiental porque el 
pueblo no la reclama. El pueblo tiene la Administración que se 
merece" (El País, 12-11-1990). 

4. Para   Diez   Nicolás,   por   ejemplo,   la   organización 
administrativa del medio ambiente en España pasa por tres 
etapas : 
 

- etapa anterior a 1960 en la que no existe política ambiental 
con propósito global, ni aún siquiera órganos con competencias 
sobre la materia, y predominan las actuaciones marginales en 
sectores concretos, 
- década expansionista de los años 60, sin política ni órganos 
predominantemente ambientales, en la que se inicia un proceso 
de coordinación de actuaciones sectoriales bajo la forma de 
comités y comisiones, 
- década de los años 70 en la que se siente la necesidad, 
percibida a todos los niveles, de abordar globalmente el medio 
ambiente (Diez Nicolás, 1980). 
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Esta periodización resalta lo que son diferencias de matiz 
dentro de una administración básicamente indiferente ante los 
temas de protección medioambiental. Además, el hecho de que 
este análisis haya sido realizado en 1980 impide que el autor 
tenga la perspectiva temporal ahora disponible. 

5. La  periodización  más  extendida  sobre  la  política 
medioambiental alemana distingue tres etapas: 
- la primera (1969-1974) es ofensiva, autónoma con respecto a 
las presiones económico-industriales, y se caracteriza por el 
importante  peso  que  la  administración  federal  del  medio 
ambiente tiene en las realizaciones de esta política, 
- la segunda (1974-1978) es defensiva, debido a la importancia 
que  los  intereses  económico-industriales  juegan  en  ella 
(reunión de Gymnich),  y conlleva un cierto retraso de esta 
política, y 

la tercera (1978-1982) recupera la importancia del medio 
ambiente, en parte por los éxitos electorales verdes en 
Hamburgo y Niedersachsen en 1978 (Müller, 1986 y 1989) . A 
partir de 1982 el nuevo gobierno (CDU-FDP) retoma, 
inalterados, los principios y objetivos medioambientales del 
anterior gobierno (SPD-FDP, 1969-1982) reforzando, en algunos 
casos, sus contenidos y su aplicación (Weidner, 1989). 

6. La distinción entre dos etapas,  según el criterio de la 
entrada de España en la CE,  fue corroborada en una de las 
entrevistas; en esta entrevista se afirmó que ni con UCD ni 
con el PSOE había habido una auténtica política de protección 
del medio ambiente, y que sólo se podía hablar de etapas en 
esta política en términos de antes y después de la adhesión a 
la CE (Entrevista V-E-4, 1990). 
La importancia del ingreso de España en la CE se reconoce 
también en el informe oficial "Medio Ambiente en España 1986", 
que señala que de no haberse producido este ingreso nuestra 
situación de prevención y protección del medio ambiente 
hubiera exigido un espacio temporal más dilatado (DGMA, 1987). 

7. El CIAMA se encuadra en la ponencia de desarrollo regional 
del  Tercer  Plan  de  Desarrollo.  Este  Plan  fue  el  primer 
documento político que  reconoció  la  importancia del  medio 
ambiente,  aunque este reconocimiento sólo se tradujo en la 
introducción  de  partidas  simbólicas  de  inversión  en  medio 
ambiente  y  en  el  cambio  de  nomenclatura  de  apartados 
presupuestarios. En el Cuarto Plan de Desarrollo (nonato) se 
configuró una Ponencia y Comisión del Medio Ambiente en la que 
se señalaba la necesidad de invertir para la protección del 
patrimonio natural e histórico-artístico, la salud pública y 
bienestar social, y el buen nombre de la actividad industrial 
(CIMA, 1978) . 

8. La primera definición de medio ambiente aparecerá en el 
reglamento de  la CIMA de  1977,  cinco años después de la 
creación de esta comisión. 
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9. Estas expectativas no eran unánimemente compartidas pues, 
para algunos, la CIMA "[parecía] una reagrupación de intereses 
antiambientales y un foro de defensa contra posibles medidas 
de protección ambiental al estar incluidas representaciones de 
significados organismos y órganos de responsabilidad en el 
fomento  de  actividades  y  productos  enfrentados  a  la 
integración y conservación del entorno"  (Sierra,  1982:  p. 
377) . 

10. Entre  1985 y  1988  solamente seis CC.AA adoptarían el 
modelo de agencia, aunque Galicia sustituiría posteriormente 
su agencia  por  una  dirección general.  Por otro  lado,  el 
gobierno vasco,  formado tras las elecciones autonómicas de 
1990, quiere crear una Agencia de Medio Ambiente, mientras que 
el   gobierno   catalán   ha   establecido   recientemente   un 
departamento  de  medio  ambiente  (El  País,  25-1-1991;  El 
Independiente, 13-2-1991). 

11. Según la Constitución Española,  las CC.AA pueden asumir 
competencias en un gran numero de materias relacionadas con el 
medio  ambiente:  ordenación  del  territorio,  urbanismo  y 
vivienda  (art.  148.1.32);  obras  públicas  (art.  148.1.42); 
agricultura   y   ganadería   (art.   148.1.72);   montes   y 
aprovechamientos   forestales   (art.   148.1.82);   proyectos 
hidráulicos,  canales y regadíos,  aguas minerales y termales 
(art.148.1.102);  caza y pesca  (art.  148.1.112)...  Al  nivel 
autonómico  le corresponde también la gestión en materia de 
protección del medio ambiente  (art.  148.1.92),  además de la 
posibilidad  de  establecer  normas  adicionales de  protección 
(art. 149.1.232). El estado tiene competencia exclusiva en la 
legislación básica sobre protección medioambiental y en la 
coordinación y representación internacional de la política del 
medio ambiente. 

12. La descoordinación vertical es, en parte, producto de una 
organización en la que los intercambios de información, entre 
las distintas administraciones, se realizan sobre una base de 
cooperación voluntaria y están sujetos a las disponibilidades 
presupuestarias y técnicas del momento (Aguilar, 1992). 

13. Un problema que ejemplifica la dificultad de la gestión 
medioambiental debido al nuevo reparto competencial, sería el 
de la fábrica de Inquinosa en Huesca.  El Gobierno aragonés 
autorizó, a principios de 1990, una prueba para la instalación 
de una planta de reciclaje de residuos en esta empresa, siendo 
esta prueba vigilada por una entidad colaboradora de la SGMA 
del MOPU; este ministerio recomendó, posteriormente, el cierre 
definitivo de Inquinosa por sus efectos nocivos sobre el medio 
ambiente. La resolución sobre este tema está todavía pendiente 
de  la  decisión  del  gobierno  aragonés,  a  pesar  de  las 
declaraciones de responsables de la SGMA a favor de que la 
fábrica no vuelva a abrirse (El País, 12-3-90 y 12-9-90). 

14. Según un asesor de la CE,  "causa preocupación en medios 
europeos la dispersión de las competencias medioambientales 
españolas al menos entre 17 diferentes organismos,  renglón 
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aparte de las competencias autonómicas" (El País, 25 y 26-12-
90) . 

15. Las  diferencias  surgidas  entre  el  Ministerio  de 
Agricultura y el MOPU retrasaron la aprobación de la SGMA; 
este organismo ha sido criticado tanto por los ecologistas, 
como  por  ciertos  sectores  de  la  administración  central 
(Ministerios de Exteriores y de Sanidad) que señalaban que la 
nueva organización no tenía el rango suficiente para dirigir 
la política medioambiental (El País, 16-2-90). 

16. A pesar de la creación de esta Secretaría de Estado, 
España  es  uno  de  los  países  europeos  que  tiene  una 
organización   medioambiental   con   el   más   bajo   rango 
administrativo.  Recientemente el ministro de obras públicas 
opinaba que no era imprescindible la creación de un ministerio 
de medio ambiente  (El  País,  4-5-1991),  aunque éste  es el 
modelo elegido por la mayoría de los países europeos, si no 
por la totalidad de los países comunitarios. Portugal ha sido, 
en  este  sentido,  el  último  país  de  la  CE  en  crear  un 
ministerio de este tipo. 

17. La  Conferencia  Sectorial  de  Medio Ambiente  no  tiene 
todavía   soporte   legal-institucional.   Esta   falta   de 
formalización estaría motivada, en parte, por el recuerdo del 
mal funcionamiento de la CIMA que se institucionalizó como 
reunión de responsables medioambientales  (Entrevista A-E-1, 
1990) . 
 

18. En 1973 se produce, sin ningún éxito, un nuevo intento del 
gobierno federal por ampliar sus competencias en la política 
de protección del medio ambiente. 

19. Las medidas de tipo económico, que fomentan e inhiben de 
forma flexible e individualizada ciertos comportamientos con 
repercusión  medioambiental,  también  forman  parte  de  esta 
política.  Estas medidas se encuentran todavía en un estado 
embrionario,  y  están  sujetas  actualmente  a  un proceso de 
discusión;  la  mayoría de  los  países  siguen  utilizando  el 
tradicional enfoque regulativo basado en ordenar y controlar 
("command and control"), y sólo utilizan medidas económicas de 
forma subsidiaria. 
En la política de protección atmosférica los instrumentos 
económicos más conocidos son las prácticas asociadas a la 
política de burbuja ("bubble policy"), y los certificados de 
emisión; estos instrumentos permiten que las industrias 
nuevas, que reducen sus niveles de emisión más allá de los 
valores establecidos, puedan vender a las industrias antiguas 
derechos para que aumenten sus emisiones, siempre que el nivel 
de contaminación en la zona sea inferior al que resultaría si 
todas las instalaciones industriales cumplieran con los 
valores atmosféricos vigentes. 
En la política de saneamiento de las aguas el instrumento 
económico más conocido es el impuesto sobre el vertido; este 
impuesto incentiva la disminución del vertido mediante la 
imposición de cargas contributivas que pueden reducirse, e 
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incluso anularse, si se demuestra que disminuye la carga 
contaminante. 
En la política de gestión de los residuos industriales se 
están comenzando a aplicar diversos impuestos a envases no 
retornables y de determinada naturaleza, mientras que se 
incentiva el uso de envases reutilizables y de productos 
elaborados de forma no perjudicial para el medio ambiente. 

20. La inmisión se define como los "límites máximos tolerables 
de presencia en la atmósfera de cada contaminante, aislado o 
asociado con otros en su caso" (en: Grau, 1988: p. 159). 

21. La emisión es la "cuantía de cada contaminante vertida 
sistemáticamente a la atmósfera en un período determinado, 
medida en las unidades de aplicación que corresponda a cada 
uno de ellos" (en Grau, 1988: p. 159). 

22. Cada uno de estos conceptos implica estados distintos, 
cada vez más perfeccionados, del conocimiento técnico. 
Las normas generalmente reconocidas por la técnica aluden a 
procedimientos que, una vez comprobados en la praxis y según 
la opinión mayoritaria de los expertos, se corresponden con el 
desarrollo técnico del momento. 
El estado de la técnica agrupa procedimientos, instalaciones, 
y modos de producción avanzados, cuya idoneidad práctica está 
asegurada. 
El estado de la ciencia y de la técnica se refiere a los 
últimos conocimientos científicos que todavía no son de 
aplicación general (Kloepfer, 1989). 
Estas nociones, que parecen vagas e imprecisas, se plasman en 
la praxis en procedimientos y técnicas concretas; en la 
política de saneamiento de las aguas, por ejemplo, se admite 
generalmente que el más avanzado estado de la técnica con 
respecto a los métodos de depuración es el biológico, frente a 
los métodos técnicos o incompletamente biológicos que reflejan 
un estado de la técnica más retrasado. 

23. Las medidas de control de las fuentes móviles, así como 
las  que  se  aplican  a  las  calderas  domésticas,  no  son 
analizadas porque introducen un tercer actor -los individuos, 
en su vertiente de conductores o de consumidores de energia- 
en un estudio que se circunscribe a las relaciones entre el 
gobierno y la industria. 

24. El  estudio  de  la  legislación  medioambiental  se  basa 
principalmente en la compilación realizada por Salvador Grau 
(Grau,  1989) .  El análisis de la política de control de la 
contaminación  de  origen  industrial  en  los  campos  de  la 
protección atmosférica, de las aguas continentales, y de la 
gestión  de  los  residuos,  se  centrará  básicamente  en  los 
aspectos que afectan a la industria como actor dentro de este 
área  política,   al  lado  del  gobierno,   y  como  agente 
contaminante.  Este  análisis  se  refiere,  asimismo,  a  los 
principios  rectores  de  la  legislación  y  reglamentación 
medioambiental   y   a   las   actuaciones   que   abarcan, 
principalmente, la implantación de medidas de corrección de la 
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contaminación, la elaboración y ejecución de planes 
medioambientales, y la aprobación de ayuda pública. El aspecto 
sancionador de la legislación, asi como todo lo referente a la 
instalación de redes y equipos de medida de la contaminación, 
no es objeto de consideración en este trabajo. 

25. Antes de que se aprobase la ley de Protección del Ambiente 
Atmosférico, el instrumento legal básico para el control de 
las  actividades  industriales  desde  un  punto  de  vista 
medioambiental era el Reglamento de 1961 sobre Actividades 
Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas. 

26. Esta  caracterización  relativamente  optimista  sobre  el 
estado  del  medio  ambiente  en  España  contrasta  con  las 
apreciaciones de otros autores que resaltan el alto grado de 
degradación del mismo ("nuestra calidad ambiental media es muy 
baja, sensiblemente inferior, en algunos casos, a la de países 
con  índices  de  industrialización  equiparables  al  nuestro" 
(Martínez Martín, 1976: pp. 129-30), y el tipo de desarrollo 
económico contaminante que ha tenido lugar en este país ("el 
modelo de desarrollo económico adoptado se ha basado en una 
tecnología intermedia, más contaminadora que la utilizada en 
los países más industrializados" (Enseñat, 1977: p. 43). 

27. Estas  ayudas,   establecidas  por  la  ley  38/72  y 
desarrolladas en el decreto 795/1975,  fueron absolutamente 
ineficaces  pues  el  decreto  sometía  "a  tan  rigurosos 
condicionamientos la concesión de los auxilios y alicientes 
económicos  en  cuestión que,  en  la  práctica,  los  recursos 
públicos  anualmente  presupuestados  con  dicha  finalidad  no 
[pudieron]  ser  objeto de  aplicación  a  los  diversos  casos 
concretos" (en Grau, 1988: p. 166). Desde la entrada en vigor 
del decreto  795 hasta abril de  1977  se presentaron siete 
solicitudes,  de  las  cuales  sólo  cuatro  fueron  resueltas 
favorablemente  en  lo  relativo  a  beneficios  fiscales.  Para 
corregir esta situación se aprueba el RD 2512/1978, que recoge 
subvenciones  de  hasta  un  máximo  del  30%,  bonificaciones 
tributarias de distinto tipo, y acceso al crédito oficial para 
inversiones  en corrección de  la contaminación atmosférica. 
Este RD dispone también que la declaración de ZAC implicará 
una  obligación  de  transferencias  de  capital  a  la  zona 
afectada,  y una tramitación urgente de  las solicitudes de 
ayuda por parte de las industrias allí localizadas. 

28. La declaración de ZAC puede tener consecuencias económicas 
negativas y por ello Bilbao, que debería haber sido declarada 
ZAC en 1975 y 1976 por su nivel de dióxido de azufre, no es 
declarada ZAC hasta 1977 (CIMA, 1978). 

29. La  explicación  del  gobierno  sobre  el  retraso  en  la 
aplicación de la Ley de Protección del Ambiente Atmosférico de 
1972 se haría en los siguientes términos: "la concienciación 
en España de este problema ha surgido en un momento totalmente 
inoportuno" (CIMA, 1978: p. 634). 
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30. "La administración pública española (...) relacionada con 
el tema, aparte de honrosas excepciones, ha mostrado y muestra 
aún una actitud de desidia,  falta de control y vigilancia 
efectivos, falta de interés y, a veces, hasta de vergonzosa 
complicidad con las actividades atentatorias contra el medio 
ambiente, en especial las de carácter industrial" (Pérez de 
Gregorio, 1988: p. 3). 

31. El Plan de Saneamiento Atmosférico de Madrid se estructura 
en tres fases según las acciones sean a corto, medio y largo 
plazo; dentro de la primera fase las actuaciones se referían a 
tres  sectores  -doméstico  de  servicios,  industrial,  y  de 
transportes-,  pero  sólo  fueron  aplicadas,  y  de  forma 
defectuosa, con respecto al sector de servicios. Esta primera 
fase,  que  tenía  que  concluir  en  1983,  debería  haberse 
continuado con una segunda (hasta 1988) y tercera fase (hasta 
1993),  aunque los programas de estas dos fases no se han 
introducido todavía (Estevan & Siso, 1984). 
 

32. En  1979  comienza  el  Plan  de  Medidas  Urgentes  en  el 
polígono de Huelva cuyo fin principal era hacer descender el 
nivel de inmisión de dióxido de azufre (La Industria Química y 
Básica en Huelva, 1989). 

33. La CE ha  limitado,  progresivamente,  la cuantía de las 
ayudas  públicas  que  los  estados  miembros  destinaban  a  la 
política medioambiental: 
- para el período de 1974 a 1980 la cuantía de las ayudas 
disminuyó  desde  el  45%  de  la  inversión  (en  términos  de 
subvención neta equivalente) en 1975 y 1976, hasta el 30% en 
1977 y 1978, y el 15% en 1979 y 1980, 
- en 1980 se prorrogaron estas ayudas hasta 1986, y 
- en 1987,  ante la constatación de que el progreso en la 
mejora del medio ambiente era lento y costoso, se volvieron a 
prorrogar las ayudas hasta 1992, con un límite del 15% de la 
inversión (Huidobro, 1990) . 
Esta continua reducción del recurso a la financiación pública 
supone una desventaja comparativa para España, que parte de 
una situación de déficit más grave en la protección 
medioambiental que la de la mayoría de los países 
comunitarios. Además, la disminución de las ayudas se produce 
en el momento en el que este país más las necesita, en la 
etapa de transposición de la legislación comunitaria y de 
adaptación de la industria al reto del mercado único. 

34. La importancia y amplitud de este programa ha llevado a 
algunos expertos a afirmar que sólo en el MINER existe una 
cierta inquietud ante la política medioambiental de la CE 
(Entrevista 
V-E-4, 1990). 

35. Este  presupuesto  es  compatible  con  las  líneas  de 
subvención de las CC.AÀ siempre que la cuantía total de la 
ayuda pública no supere los topes máximos establecidos por la 
CE. La cuantía de las subvenciones comunitarias, dentro de los 
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programas de adaptación de la industria a la política 
medioambiental, ha ido gradualmente descendiendo y actualmente 
se piensa incluso en su supresión. Excepto España, Portugal, 
Grecia e Irlanda, todos los países comunitarios han completado 
sus políticas de adaptación medioambiental con la ayuda de 
estos programas (de Andrés, 1990). 

36. El análisis de la legislación medioambiental alemana se 
basa  principalmente  en  el  libro  de  Michael  Kloepfer, 
Umweltrecht, de 1989. De esta forma, si no se hace referencia 
a otros autores, la base del estudio es el libro de Kloepfer. 
La traducción de los términos legales del alemán al español 
es: 

"Rechtsverordnung" = decreto, puede ser elaborado por el 
gobierno federal, por los ministerios federales, y por los 
gobiernos de los Lander; su objetivo es la puesta en práctica 
de las leyes y reguiere la aprobación del Senado; debe ser 
publicado en el Boletín de Leyes de la Federación. 
- "Verwaltungsverordnung11   o   "Verwaltungsvorschrif t"   = 
disposición administrativa, sirve para la puesta en práctica 
de las leyes y para su ejecución por la administración; muchas 
disposiciones requieren la aprobación del Senado; es de uso 
interno -sólo vinculante para los funcionarios. 
- "(Technische)  Anleitung"  =  reglamento,  es  un  tipo  de 
disposición  administrativa  de  carácter  general  y  de  uso 
interno. - "Anordnung11 = orden, es un acto administrativo para 
la  ejecución  de  disposiciones,  y  es  de  uso  interno  (Ley 
Fundamental  de  la  República  Federal  de  Alemania,  1983; 
Conversación con Walter Oertel, 1990). 

37. Este decreto había comenzado a elaborarse en 1977 pero 
había   experimentado   numerosos   retrasos   debido   a   las 
resistencias del sector energético (Müller, 1986). 

38. Más adelante,  las centrales de energía de menor tamaño 
quedan    también    sujetas    a    exigentes    obligaciones 
medioambientales mediante el decreto de 1988 sobre pequeñas 
plantas de combustión ("Kleinfeuerungsanlagen-Verordnung"). 

39. 39. El instrumento para la corrección de la contaminación 
por   alpechines   (restos   orgánicos   de   la   industria 
agroalimentaria del aceite) es el Real Decreto 3499/81. Este 
decreto  concede  unas  ayudas  estatales  de  un  30%  (457 
millones), como subvención del IRYDÀ, más una subvención de la 
DGMA de hasta un 70% (1.067 millones), siendo el total de la 
inversión de 1.524 millones de ptas. La DGMÀ distribuyó estas 
subvenciones  a  través  de  convenios  con  asociaciones  de 
empresas  (821,7 millones),  o a través de los ayuntamientos 
(245,3 millones) (DGMA, 1985). 

40. Los vertidos industriales, tanto si son indirectos 
-cuya depuración se financia con el plan de saneamiento-, como 
si son directos -cuya depuración corresponde a los titulares, 
que tienen derecho a una ayuda pública-, son regularizados 
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administrativamente   procediéndose   a   su   autorización   o 
prohibición. 

41. En la legislación anterior a 1985 no había habido ningún 
intento  de  ordenación global  de  la  política de  aguas  ni 
tampoco una base para la realización de planes integrales en 
el medio hídrico. La necesidad de llevar a cabo esta tarea de 
ordenación es lo que motiva, en 1988,  la sentencia 227 del 
Tribunal Constitucional, que salvaguarda "el ejercicio de las 
competencias  estatales  sobre  ordenación  del  territorio  y 
protección ambiental" (Martín Mateo, 1989: p. 207). 

42. Se ha calculado que en el año 2.070 se alcanzaría el 
límite máximo de capacidad de absorción de la contaminación 
por  los  ríos  españoles,  siempre  y  cuando  se produjera  un 
reciclado  de  las  aguas  del  60%  y  un  rendimiento  de  los 
sistemas  de  depuración  del  90%   (Enseñat,   1979).  Estos 
supuestos no se cumplen actualmente. 

43. La recaudación del canon de vertido parece ser el aspecto 
menos desarrollado de la nueva política de saneamiento de las 
aguas.  Prueba  de  este  insuficiente  desarrollo  sería  el 
principio de acuerdo,  alcanzado a  finales de  1990 en  las 
Primeras Jornadas sobre el "Ciclo Integral del Agua", entre 
representantes   municipales,    administración   central   y 
administraciones autonómicas; el acuerdo recalca la necesidad 
de  financiar  los  planes  de  saneamiento  con  los  recursos 
obtenidos, en parte, de la recaudación del canon de vertido, 
por lo que se hace necesario incentivar su aplicación (MOPU 
Informa,  1990).    La  CC.AA  con  mayor  experiencia  en  la 
aplicación del canon es probablemente Cataluña: la cuantía de 
la recaudación del canon de saneamiento, que grava el vertido 
de contaminantes,  no ha cesado de crecer desde  1983:  1983 
(98.276.225  ptas.)/  1984  (286.925.305),  1985  (662.790.769), 
1986 (844.271.178),  1987  (1.013.871.149),  1988 (1.207.741.580) 
(Junta de Saneamiento de Aguas, 1990: p. 97). 

44. La legislación española ha contemplado tradicionalmente la 
prohibición  de  efectuar  vertidos  y  la  exigencia  de  su 
autorización previa. Estos principios eran positivos "aunque 
su influencia, la inadecuación de las medidas administrativas 
disuasorias  y  penalizadoras  y  una  cierta  permisividad 
administrativa, han dado lugar a la consolidación táctica de 
situaciones  negativas  hoy  difíciles  de  corregir"  (Martín 
Mateo, 1989: p. 236). 

45. Estas relaciones de sustancias tienen su origen en la 
transposición  al  derecho  interno  del  sistema  de  listas 
imperante en la CE. La CE ha diseñado dos listas: una Lista I, 
que reúne contaminantes muy nocivos que deben ser limitados 
estrictamente y prohibidos cuando puedan afectar al medio 
receptor, y una Lista II, que reúne contaminantes que deberán 
ser  reducidos  y  controlados  según  las  previsiones  de  los 
planes hidrológicos que contienen objetivos de calidad de las 
aguas. 
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46. La Comisaria de Aguas, dependiente del presidente de los 
Organismos de Cuenca según el RD 984/89, tiene un papel 
fundamental en la política de saneamiento de las aguas y, más 
concretamente, en la gestión del canon pues dentro de sus 
funciones se encuentra: proponer el otorgamiento de 
concesiones y autorizaciones de vertidos, controlar el censo 
de vertidos de aguas residuales, ejercer las propuestas de 
resolución en materia de policía de aguas, inspeccionar y 
vigilar las obras derivadas de las autorizaciones, estudiar y 
proponer los cañones, y analizar y controlar la calidad de las 
aguas. 

47. El  RD  650/87  define  el  ámbito  territorial  de  las 
Confederaciones   Hidrográficas   del   Norte,   Duero,   Tajo, 
Guadiana, Guadalquivir, Segura, Júcar y Ebro. La Confederación 
Hidrográfica del Sur está adscrita al MOPU y tiene un plan 
hidrológico único aunque la CC.AÀ de Andalucía, como las demás 
CC. AA en  sus  correspondientes  organismos de cuenca,  puede 
incorporarse  a  su  Junta  de  Gobierno.  Las  Confederaciones 
Hidrográficas cuentan con un presidente del que dependen la 
Comisaría  de  Aguas,  la  Dirección  Técnica,  la  Secretaría 
General,  y  la  Oficina  de  Planificación  Hidrológica  (RD 
984/89). 

48. Otras actuaciones que persiguen corregir la contaminación 
industrial  en  las  aguas  continentales  serían  el  Plan  de 
Acciones de Mejora de Efluentes Líquidos y Gases de la Empresa 
Nacional de Celulosa (ENCE) de 1988 (Conselleria de Ordenación 
do Territorio de Galicia,  1990) , y el Plan de Corrección de 
Nertidos Industriales en Algeciras de 1990 (Agencia de Medio 
Ambiente de Andalucía, 1990). 

49. La incorporación a la CE obliga a definir una serie de 
nuevas estaciones de control de la calidad de las aguas de 
interés especial, y a facilitar datos regulares a la Comisión 
sobre el estado medioambiental de las aguas (MOPU, 1986) . 

50. La revocación de una concesión, que puede producirse para 
paliar un aumento de la degradación medioambiental del medio 
acuático, se acompaña de una indemnización del particular que 
repare el perjuicio ocasionado al bien común. La distinción 
entre permiso y concesión queda atemperada, de todos modos, 
por  la  posibilidad  de  aplicar  órdenes  posteriores  que 
restrinjan,  o anulen,  los derechos a  los que da  lugar el 
otorgamiento de la autorización. 

51. Antes de 1976 no existían estándares de emisión para los 
vertidos, sino que se estipulaban plazos transitorios para la 
reducción progresiva de los niveles de emisión de los mismos 
(Salzwedel & Preusker, 1982). 

52. De todos modos,  la  ley para  la Gestión del Agua no 
prescribe, de forma obligatoria, la adopción del estado de la 
técnica para el vertido de sustancias peligrosas,  sino que 
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señala la obligación del ejecutivo de elaborar disposiciones 
administrativas sobre este tema. 

53. La cuantía del impuesto se reduce a la mitad cuando los 
vertidos se ajustan a las normas generalmente reconocidas por 
la técnica, mientras que la reducción es del 80% cuando el 
ajuste es al estado de la técnica (Bundesminister des Innern, 
1983) . 

54. Además de su baja cuantía, el problema del impuesto sobre 
las aguas es que su reducción o exención se aplica solamente 
cuando  se  cumplen  los  requisitos  establecidos  por  las 
autoridades,   y  no  cuando  libremente  se  disminuye  la 
contaminación. A pesar de que el impuesto sobre el vertido no 
representa  un  incentivo  económico  óptimo  para  reducir  la 
contaminación,  la crítica sobre su insuficiente cuantía no 
toma en consideración que los vertidos ya están sujetos a otra 
serie de obligaciones contributivas, como las que provienen de 
las asociaciones de usuarios de aguas. 

55. A pesar de  la  insuficiente contribución privada a  la 
política de saneamiento del medio hídrico, las estimaciones de 
1981-1985  sobre  el  impuesto  de  aguas  se  refieren  a  unas 
contribuciones  anuales  por  encima  de  los  300 millones  de 
marcos. 

56. La creciente preocupación por las consecuencias negativas 
de  la  agricultura  intensiva  sobre  el  medio  ambiente,  ha 
conducido al establecimiento de nuevas medidas en la política 
de protección de las aguas. En Baden-Wurtemberg se ha creado 
un  impuesto  ("Wasserpfennig")  cuyo  objetivo es  reducir  la 
cantidad  de  fertilizantes  existentes  en  las  aguas.  Este 
impuesto no funciona como incentivo económico que favorezca 
prácticas agrícolas más favorables al medio ambiente,  sino 
como mecanismo de financiación de las medidas de reparación de 
la  contaminación.   Además,   este   impuesto  contempla  una 
compensación para aquellas actividades agrícolas que sufran 
desventajas  económicas  por  estar  situadas  en  zonas  de 
protección  con  requisitos  medioambientales  más  estrictos 
(Donner  &  Fischer,  en:  Donner  & Magoulas  &  Simon  & Wolf 
(eds.) , 1989) . 

57. En 1989 el gobierno elabora un borrador para una nueva 
modificación de la Ley sobre el Impuesto de Aguas. En este 
borrador se contemplan el aumento de la cuantía del impuesto - 
de 40 marcos a 50 marcos a partir de 1991, y a 60 marcos a 
partir de 1993-, y la ampliación de la lista de vertidos que 
quedan sujetos al mismo (Der Bundesminister für Umwelt, 1990). 

58. Para eliminar los desechos de Huelva se plantea, en un 
primer momento,  la construcción de un vertedero de residuos 
industriales en Gibraleón que, posteriormente, será sustituido 
por una planta de tratamiento de residuos  industriales en 
Palos de la Frontera  (Consejo Asesor de Medio Ambiente de 
Andalucía, 1988). 
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59. España  lleva  catorce  años  de  retraso con  respecto  a 
Alemania,   país  pionero  en   legislación  sobre  residuos 
industriales. 

60. La preocupación de la industria química por establecer 
bolsas  de  intercambio  de  residuos  se  debe,  entre  otras 
razones, a la gran cantidad de desechos que genera: el sector 
químico produce el 30% de los residuos industriales, mientras 
que sólo un conjunto de industrias -transformados metálicos, 
metalurgia básica, papeleras, industria textil y de curtidos-, 
lo  sigue  en  esta  producción  con  un  23%  de  los  residuos 
(Clemente, 1990). 

61. En España se producen anualmente 1.700.00 Tn de residuos 
industriales tóxicos y peligrosos, de los que 400.000 Tn son 
eliminados de forma controlada.  Basándose en la experiencia 
europea,  los cinco años de duración del plan servirán para 
realizar  la  gestión  de  solamente  un  60%  de  los  residuos 
existentes (Lucio, 1989) . 

62. Desde 1987 y con anterioridad a la aprobación de este 
plan, existe un programa de sellado de vertederos en algunas 
CC.AA (MOPU, 1988) . 

63. El  Plan Nacional de Residuos  Industriales no contiene 
ningún programa sobre las pilas. Este residuo es el objeto de 
un plan del MOPU, que persigue la recogida y almacenamiento de 
las pilas botón (con un 30% de mercurio) a nivel nacional a 
partir de 1991; este plan contempla el depósito de las pilas 
en envases estandarizados en las oficinas de correos,  como 
paso previo a su eliminación y/o reciclaje (El País, 23-10- 
1990 y 29-11-1990) . Con anterioridad a este plan, existieron 
diversas campañas de recogida de pilas en ayuntamientos y 
CC.AA, a través de una colaboración con Cruz Roja (El País 30- 
5-1990 y 17-10-1990). 

64. A la difícil decisión sobre el tamaño y el número óptimo 
de plantas, hay que añadir el problema del rechazo social a su 
localización. Este rechazo fue, por ejemplo, la causa de la 
retirada del Plan Director para la Gestión de los Residuos 
Industriales de Cataluña de 1990. 

65. La  tendencia  hacia  la  limitación  de  las  tareas 
medioambientales  de  los  entes  locales  no  es  exclusiva  de 
Alemania. 
En Alemania esta tendencia se ha basado en dos principios: el 
principio de centralidad, que traslada las tareas desde 
unidades inferiores ( "Gemeinde", o municipios) a unidades 
superiores ("Kreis", o conjunto de municipios), y el principio 
de subsidiariedad, que propugna la búsqueda del nivel 
administrativo más adecuado para la realización de las tareas 
públicas (Hohmann, 1989). 
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66. El monopolio público en la política de eliminación de los 
residuos se ha seguido, sobre todo, en las regiones del sur. 
Este monopolio habría  sido el  resultado,  según el  sector 
privado,  de  una  actuación equivocada de  la  industria que 
habría permitido que las autoridades públicas asumieran la 
gestión de los residuos  (Envitec, 1980). 

67. El modelo de financiación seguido para el Saneamiento de 
vertederos incontrolados en Renania-Palatinado es un ejemplo 
de colaboración entre el sector público y el privado: los dos 
sectores han firmado un contrato para  la creación de una 
sociedad, encargada no sólo del saneamiento de vertederos sino 
también  de  la  eliminación  de  los  residuos  industriales, 
financiada en un 75% por la industria y en un 25% por el Land. 

68. Las medidas para el tratamiento de los aceites usados se 
inician en 1979 e incluyen la implantación de un impuesto 
sobre determinados productos, para la formación posterior de 
un fondo que se utiliza como subvención para los encargados de 
la eliminación de los aceites. 

69. Esta señalización obligaría a indicar si los envases son 
de un sólo uso o, por el contrario, de más usos. Este tipo de 
indicación está dirigido al público que, en su comportamiento 
como consumidor, puede orientar el mercado hacia la promoción 
de productos respetuosos con el medio ambiente. La protección 
medioambiental,  a través del aumento de  la sensibilización 
social, es la base del sistema de etiquetado ecológico ("der 
blaue Engel") existente en Alemania desde 1978. Este sistema, 
a pesar de su enorme interés  para la política medioambiental, 
no  será  analizado  porque  incide,  básicamente,  sobre  la 
sociedad, o sobre los individuos que la componen, y no sobre 
los actores de este estudio: el gobierno y la industria. 

70. La evaluación sobre la política medioambiental se basará 
en  material  secundario  y  sólo,  subsidiariamente,  en  el 
análisis de datos primarios. 

71. En España el nivel de conocimiento sobre el estado del 
medio  ambiente  dista  de  ser   satisfactorio  porque   la 
información medioambiental se publica en informes que carecen, 
en  la  mayoría  de  los  casos,  de  una  base  regular  y  de 
naturaleza comprehensiva. El intercambio de información entre 
las distintas administraciones es también deficiente por su 
falta de fluidez y por la heterogeneidad de las medotologías 
que  se  utilizan  para  recoger  los  datos  medioambientales 
(Aguilar, 1992) . 
En Alemania no existen tampoco descripciones completas sobre 
la situación del medio ambiente porque no hay ningún organismo 
a nivel federal encargado de recoger datos para todos los 
ámbitos, y sólo existen informes parciales, de calidad 
desigual, en los distintos Lánder. En este país las 
probabilidades de mejora de la situación informativa son 
pequeñas ya que, según la ley de estadística medioambiental, 
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sólo existe obligación legal de distribución de datos en 
determinados campos de esta política (Hartkopf & Bohne, 1983). 
Esta deficiente situación ha sido reconocida por el Consejo de 
Expertos para Cuestiones Medioambientales gue, en su Dictamen 
de 1978, señalaba gue un balance global medioambiental, según 
el actual estado del conocimiento, no tenía sentido (der Rat, 
1978) . 

72. En España, por ejemplo, la calidad de las redes de control 
de la contaminación no es óptima. En la red de control de la 
contaminación   atmosférica   se   han   detectado   numerosas 
anomalías: ausencia de mediciones regulares, pegueño número de 
contaminantes medidos,  e inadecuación de los sensores para 
medir determinadas sustancias. La red automática de control de 
la contaminación de Madrid, por ejemplo, no da la señal de 
alerta cuando la concentración de óxidos de nitrógeno excede 
los límites establecidos por la regulación, y mide en exceso 
el dióxido de azufre procedente de los coches y no de las 
calderas (en: Aguilar, 1992). Tampoco las redes de control de 
la  contaminación  de  las  centrales  eléctricas,  principales 
responsables de la contaminación por dióxido de azufre con un 
60.2% del total,  funcionan de forma satisfactoria  (INYPSA, 
1986). La red de control de la contaminación hídrica tiene 393 
estaciones de control, aungue no todas miden los 44 parámetros 
establecidos en la legislación (García Berrío et al., 1988). 

73. La  administración  tenía  dificultades  constantes  para 
conseguir la más mínima actuación de protección medioambiental 
por parte de la industria, y así "el esfuerzo por reducir o 
prevenir [las averías en las instalaciones era] muy escaso" 
(Estevan, 1979: p. 29). 

74. Todas estas cifras deben ser tomadas con mucha precaución 
pues pertenecen a estudios distintos (las cifras sobre 1980 
son del libro Medio Ambiente en España 1984, y las de 1986 
pertenecen a Rodríguez Porras,  1989).  Los valores sobre la 
contaminación atmosférica son meramente indicativos pues no 
suelen permitir una comparación diacrònica al estar estimados 
de distinta forma: Tn/año,  ug/m3,  kg/km2, kg/habitante, por 
medias mensuales... 

75. Diversas  asociaciones  ecologistas  consideran  gue  la 
administración esconde información sobre el fenómeno de la 
lluvia  acida.  Aungue  se  afirma  que  este  problema  es 
prácticamente  inexistente  -el  ministro  de  Obras  Públicas 
señaló en 1987 que en España no había lluvias acidas-, algunas 
fuentes señalan que el 30% de los bosques está seriamente 
dañado  (El  País,  16-12-1990) .  Un  estudio  de  Greenpeace, 
realizado entre 1988 y 1989, concluía que la concentración de 
azufre en la provincia de Teruel era anormalmente alta,  y 
culpaba de este fenómeno a la central térmica de ENDESA. En 
1989,  21  municipios de Castellón presentaron  una querella 
criminal contra ENDESA al considerarla causante del progresivo 
deterioro de  la masa  forestal de  la  zona.  El  Consejo de 
Administración de  la empresa reconoció,  posteriormente,  no 
haber  tratado  de  forma  específica  el  problema  de  la 
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contaminación atmosférica en los dos últimos años (El País, 
12-11-1990). 

76. La información básica sobre la calidad de las aguas en 
España se refleja en el estudio anual de la Dirección General 
de Obras Hidráulicas del MOPU. Este estudio, como todos los 
que se refieren a la situación del medio ambiente, debe ser 
tomado con precaución pues tanto los instrumentos de medición 
de la contaminación fluvial como la policía de aguas, resultan 
insuficientes para controlar la totalidad de los puntos de 
vertido. Hay, además, una serie de metales como el mercurio, 
cadmio,   arsénico   y   plomo,   que   no   son   analizados 
sistemáticamente (El País, 3-12-1990). 

77. En  un  informe  oficial  se  señalaba que  el  nivel  de 
rendimiento  de   las   1.480   depuradoras municipales  era 
insatisfactorio,   y  se  atribuía   esta situación  a   la 
desequilibrada distribución  presupuestaria de las inversiones 
de capital  en detrimento de  los gastos de  funcionamiento 
(CIMA, 1983) . 

78. A  finales  de  los  años  80  la  cantidad  de  residuos 
industriales producidos en España era de 5.110 Tn frente a los 
61.400 Tn de Alemania [Cuadro L]. 

79. El Subdirector de Calidad Ambiental del MOPU señalaba en 
1990:  "aún  no  hemos  recibido  garantías  por parte de  los 
productores de que la ley sobre residuos tóxicos y peligrosos 
vaya a cumplirse" (El País, 29-5-1990). 

80. En  Cataluña  se  realizó  un  censo  de  10.000  empresas 
productoras de residuos industriales a las que, en 1985, se 
pidió  una  declaración  sobre  los  mismos.  El  número  de 
declaraciones contestadas ha aumentado con el paso del tiempo 
y sólo 150 empresas no presentaron declaración el año pasado 
(Entrevista 
À-E-11, 1990). 

81. La empresa Minas de Almadén importó, entre 1981 y 1987, 
11.700  Tn  de  residuos  tóxicos.  El  problema  fue  que  las 
instalaciones  de  la  empresa  eran  incapaces  de  tratar  ese 
volumen de residuos, y esto condujo a almacenar al aire libre 
8.800 Tn de residuos a la espera de posterior tratamiento (El 
País, 5-7-1990). 
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III. DISEÑOS INSTITUCIONALES Y POLÍTICAS MEDIOAMBIENTALES EN 

ESPAÑA Y ALEMANIA: DISEÑO ESTATISTA VERSUS DISEÑO 

CORPORATISTA. 

El diseño institucional, que abarca la pauta predominante 

de relación entre los actores públicos y privados y el 

conjunto de instituciones y organizaciones en las que se 

desenvuelve esta relación, es el resultado de desarrollos 

históricos y estructurales dentro de un país. 

En España la tradición de intervencionismo estatal y la 

debilidad de los grupos de interés han conducido, a lo largo 

del tiempo, a un diseño institucional estatista caracterizado 

por la escasa cooperación entre los actores públicos y 

privados, en el que el aparato público elabora y ejecuta las 

distintas políticas sin incorporar de forma significativa a 

las organizaciones sociales. Este diseño institucional se 

refleja también en la política medioambiental, aunque este 

área política, debido a su rasgo de complejidad técnica y a su 

relativa novedad, ha tenido una cierta influencia en un modo 

de ejecución política relativamente cooperativo. 

En Alemania el abandono de la tradición intervencionista 

estatal tras 1949, -plasmado en la adopción del principio de 

economía social de mercado-, y la importancia de las 

asociaciones, han conducido a un diseño institucional 

corporatista en el que la elaboración y la ejecución de las 

políticas se realiza, de forma conjunta, entre los actores 

públicos y los privados. Este diseño institucional se refleja 

en una política medioambiental desarrollada mediante la 
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cooperación  institucionalizada  entre  el  gobierno  y  la 

industria. 

1 - Los Diseños Institucionales en España y Alemania.

1.1- El Diseño Estatista: Intervencionismo Estatal v Debilidad

del Sistema de Intereses en España.

El diseño institucional en España está enmarcado por dos 

factores principales: la tradición de un estado 

intervencionista y poco abierto a la participación social, y 

la escasa relevancia de los grupos sociales, débilmente 

articulados, en el proceso político. Estos dos factores han 

influido no sólo en la pauta de relación entre el gobierno y 

la industria, sino también en la propia imagen de la industria 

sobre sí misma y en la imagen que la sociedad tiene sobre el 

estado, la industria y el sistema capitalista. 

En España el fracaso de la revolución industrial 

contribuyó, en parte, a la implantación de un sistema 

capitalista autóctono de características poco conformes con 

los principios del nuevo orden económico (Nadal, 1986). Desde 

finales del siglo XIX hasta mediados del siglo XX, el sistema 

capitalista se basa en un elevado proteccionismo estatal, y en 

el predominio de las actividades especulativas y financieras 

sobre las actividades ligadas al desarrollo industrial. Si 

bien en ese momento la predisposición proteccionista era un 

fenómeno generalizado en casi toda Europa, el proteccionismo 

en España reunía una serie de notas diferenciales: 
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en Europa el proteccionismo tenía un carácter 

educativo, que servía de adaptador de ias economías nacionales 

a las nuevas condiciones del mercado internacional, mientras 

que en España el proteccionismo aparecía revestido de 

legitimación doctrinaria, y era considerado no un medio sino 

una meta y un objetivo histórico, 

- en Europa el proteccionismo presentaba una estructura 

selectiva subordinada a los intereses estratégicos de la 

industria, mientras que en España el proteccionismo era de 

tipo integral, sintomático de la correlación de fuerzas en el 

bloque dominante, y resultado de la debilidad de la burguesía 

industrial (Carballo & Temprano & Moral, en: Carballo et al., 

1981). 

La diferencia cuantitativa y cualitativa del 

proteccionismo español frente al europeo así como su dilatada 

permanencia temporal, han conducido a hablar de "la 

predisposición estructural del capitalismo español al 

proteccionismo" (Carballo & Temprano & Moral, en: Carballo et 

al., 1981: p. 30). Esta predisposición habría favorecido que 

"el empresario [hubiera] interiorizado históricamente una 

actitud de desconfianza hacia el mercado" (Pinilla, 1967: p. 

143); se puede afirmar incluso que la burguesía industrial, 

cuando defiende el sistema de libre mercado, se comporta como 

un líder tradicional en el sentido de "un individuo 

políticamente conservador, que percibe amenazas derivadas de 

modelos competitivos del capitalismo y que, en términos 

asociativos, tiende a apoyar (...) una participación política 

de las asociaciones, no para asumir el rol de agente 
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negociador dentro de un sistema plural, flexible y cambiante, 

'sino  con  vistas  a  la  defensa  del  statu  quo  jurídico  y 

económico" (Martinez & Avellaneda, 1985: p. 104). 

En el capitalismo español ha predominado 

tradicionalmente, al lado del proteccionismo, la actividad 

financiera sobre la industrial; la burguesía industrial no 

sólo estuvo en un primer momento subordinada a los 

terratenientes sino que, principalmente a partir de los años 

50, se vio desplazada en importancia por una burguesía 

financiera vinculada a negocios especulativos. 

La disociación entre la banca y la industria -dos 

sectores que funcionan en estrecha relación en otros países-

explicaría, en parte, la debilidad del tejido industrial 

español así como la carencia de una sólida base para su 

desarrollo. Este hecho parece confirmar la teoría de 

Gerschenkron según la cual, cuanto más tarde se industrializa 

un país no sólo es más grande e importante el papel del estado 

en la esfera económica, sino que también es más probable que 

las industrias dependan de los bancos o del estado como fuente 

de capital (Gerschenkron, en: Vogel, 1986). Incluso durante el 

boom económico de los años 60, sólo puede hablarse de 

movimiento industrial capitalista en ciertas regiones 

caracterizadas por su alta concentración industrial y mayor 

tradición burguesa1, aunque ni siquiera estas zonas escapan a 

prácticas poco acordes con el espíritu capitalista de la 

época2: recurrencia al poder público para la defensa de 

situaciones de privilegio, falta de horizonte planificador a 



150 

medio y largo plazo y atracción por los negocios a corto 

plazo, y escaso interés por la inversión en investigación 

(Pérez Díaz, 1985). De esta forma, el capitalismo se ha 

desarrollado en España mediatizado por circunstancias 

autóctonas que han producido una mezcla curiosa e 

inconsistente de defensa ideológica del libre mercado junto a 

una constante práctica, muchas veces solicitada por los 

actores privados, de injerencia estatal. 

El intervencionismo estatal en España no se ha producido 

únicamente en la esfera económica ya que el gobierno se ha 

caracterizado, tradicionalmente, por su alto grado de 

injerencia y "reglamentismo" en la mayoría de los ámbitos 

sociales'. El carácter interventor del estado ha sido, además, 

históricamente favorecido por la tradición centralista 

imperante en España. En este país "los cuerpos de funcionarios 

siempre han monopolizado (...) un poder considerable, y en 

mayor o menor medida han escapado al control político y de los 

ciudadanos" (Linz, en: Linz et al., 1984: p. 74). Los procesos 

de elaboración y decisión política han estado generalmente 

alejados del escrutinio público, y de la posible participación 

de los sectores sociales afectados. El aparato público ha 

inhibido la capacidad de autoorganización de la sociedad al no 

favorecer el gobierno privado en las tareas políticas. Los 

grupos sociales, a la vista de esta situación y ante la falta 

de tradición de un movimiento asociativo enmarcado en 

regímenes políticos abiertos y economías libres de mercado, 

tampoco se preocuparon por desarrollar un sistema de intereses 
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fuerte y estructurado a nivel nacional: "la clase política 

podía ganar elecciones sin asumir efectivamente la 

representación de los intereses mediante el uso del aparato 

del estado y de los favores que podía garantizar a sus redes 

clientelistas. Aquellos que necesitaban defender sus intereses 

podían siempre (...) alcanzar un acuerdo en el nivel local sin 

tener que crear organizaciones nacionales para negociar con 

los políticos" (Linz, en: Berger, 1981: p. 375)4. La ausencia 

de este sistema de intereses ha contribuido a crear un 

sentimiento de impotencia y una inhibición en la sociedad con 

respecto a la participación política. Además, la 

generalización del gobierno por decreto ha provocado un 

alejamiento, y separación, entre el estado y los ciudadanos 

del que no ha sido excluida la burguesía industrial. 

La burguesía industrial, como grupo de interés, se ha 

encontrado tan alejada de las esferas de decisión política 

como otros sectores sociales y no ha podido, por lo tanto, 

influir significativamente en la elaboración y el desarrollo 

de la política económica general. El mecanismo preferido por 

la burguesía industrial para actuar en la esfera pública ha 

sido, tradicionalmente, a través de individuos 

(preferentemente ex políticos) que mantuvieran una relación 

privilegiada con la administración. Este mecanismo creó un 

complejo entramado de influencias recíprocas y favores mutuos 

que favoreció una configuración de empresarios "privilegiados 

impotentes" (Linz & de Miguel, 1966); aunque los empresarios, 

de forma individual, podían tener acceso directo a las más 
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altas instancias de poder, de forma colectiva y como grupo, 

sólo poseían recursos limitados para formular una política 

general^. El predominio de la influencia personal y de la 

presión política individualizada no fueron los únicos factores 

que limitaron la formación de asociaciones empresariales 

poderosas y representativas a nivel nacional, la falta de una 

opinión favorable sobre la actuación colectiva también 

obstaculizó este desarrollo6: todavía en 1984, un 72% de los 

empresarios señalaba que, para resolver problemas importantes 

que requirieran la intervención de la administración, acudiría 

directamente al ministerio u organización en cuestión, 

mientras que sólo un 26% lo haría a través de organizaciones 

empresariales (Pérez Díaz, 1985). 

El intervencionismo estatal, la orientación tradicional 

de la burguesía industrial hacia mercados intervenidos7 y su 

debilidad como actor colectivo, han favorecido la aparición de 

dos fenómenos : 

1) la  estatolatría,  caracterizada  por  la  recurrencia 

constante  de  los  actores  privados  al  estado,  y  por  la 

atribución generalizada al poder público tanto de los logros 

como de los fracasos políticos,  como si se tratara de un 

agente omnipotente (Pérez Díaz, en: Linz et al., 1984), y 

2) la incierta imagen de la clase empresarial sobre sí 

misma, y su negativa valoración por una sociedad en la que 

predomina un difuso sentimiento anticapitalista. 

La estatolatría se refleja en una creencia, ampliamente 

compartida, que sobrevalora el poder del estado para  
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transformar y modificar el orden socio-político; de esta 

forma, al estado se le adscribe lo bueno y lo malo, los logros 

y los fracasos que tienen lugar en la esfera pública, sin 

relacionar los mismos con las actuaciones de los actores 

privados. El énfasis sobre el poder del agente estatal conduce 

también a una constante demanda social de actuación pública, 

en muy diversos ámbitos, y a una dilución de las 

responsabilidades individuales y privadas en la gestión de los 

asuntos personales*. 

La burguesía industrial ha participado también de esta 

sobrevaloración del Estado infravalorando, así, sus 

posibilidades de actuación e influencia como grupo 

organizado4: "no se encuentra en el empresariado ni una 

conciencia clara de grupo ni, mucho menos, la idea de que 

tengan en sus manos resortes para influir claramente en las 

decisiones políticas que puedan afectarles" (Murillo, en: Linz 

& de Miguel, 1966: p. XIX). La clase empresarial ha 

experimentado durante mucho tiempo un sentimiento de 

impotencia colectiva y de falta de confianza en su función 

como grupo económico dirigente111. La dificultad de la 

burguesía para asumir el rol de líder económico tiene su 

origen, en parte, en el intento del régimen franquista por 

apropiarse de los logros del crecimiento material de los años 

60 y 70 para así legitimar el sistema político autoritario; 

este intento provocó no sólo el recelo social hacia la clase 

empresarial, sino la generalización de un difuso sentimiento 

anticapitalista en diferentes sectores sociales". El boom 

económico condujo a una identificación de los factores 
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económicos y, sobre todo, financieros con un sistema político 

ilegítimo (Linz, en: Linz et al., 1984). Los empresarios, por 

su parte, no se esforzaron en contrarrestar su mala imagen 

pública, ni tampoco en explicar y justificar su papel en la 

sociedad como "creadores de riqueza colectiva". Como 

consecuencia de todo esto, la presentación de los empresarios 

en los medios de comunicación ha sido y es, con frecuencia, 

ambivalente en España, al tiempo que expresa una relativa 

desconfianza hacia los mismos (Pérez Díaz, 1985)l2. 

La vulnerabilidad de los empresarios parece empezar a 

cambiar a principios de la década de los 80, en un momento de 

consolidación democrática y de desarrollo de un sistema de 

representación de intereses. Este sistema se asemejaría al 

modelo pluralista en el que los grupos de interés están 

fragmentados -compitiendo entre sí-, débilmente organizados a 

nivel nacional, y carecen de una estructura jerárquica y 

poderosa que garantice el control sobre sus miembros. Por otro 

lado, y de forma sincrónica, se producen ciertas 

modificaciones en el modo de actuar de la administración que 

comienza a buscar el compromiso y la acción concertada13 con 

los grupos sociales en una serie de temas fundamentales. Las 

perspectivas de acercamiento entre el Estado y los ciudadanos 

no son sin embargo excesivamente halagüeñas, ni parece tampoco 

que vayan a institucionalizarse a corto plazo14 (Martín 

Rebollo, en: García de Enterría et al, 1984). La búsqueda de 

acuerdos entre la administración y los grupos sociales, aunque 

supone una cambio de actitud y de mentalidad de los actores 
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públicos y privados, está aún lejos de haber consolidado una 

nueva pauta de relación entre los mismos; la administración 

conserva todavía hábitos intervencionistas y cierta reticencia 

a la participación social en las tareas públicas, mientras que 

los grupos de interés carecen de fuertes organizaciones y son 

renuentes, en muchas ocasiones, a institucionalizar una 

relación con la administración por la responsabilidad política 

que esto conlleva. 

1.2. El Diseño Corporatista: Economía Social de Mercado y 

Relevancia de las Asociaciones en Alemania.

En Alemania hay tres factores que definen básicamente el 

diseño institucional corporatista: el limitado papel del 

sector público dentro de la economía social de mercado, la 

importancia de las asociaciones y del gobierno privado en la 

formulación y ejecución de las políticas, y la tradicional 

relevancia de los científicos y expertos en la arena pública. 

Estos tres factores se han combinado para producir una pauta 

de relación entre los actores públicos y los privados en la 

que predomina la cooperación basada en el "expertise". 

A pesar de la tradición intervencionista del estado 

durante gran parte de la primera mitad del siglo XX, los 

trágicos acontecimientos del período nazi conducen después de 

la segunda guerra mundial al rechazo unánime hacia un aparato 

público excesivamente poderoso e injerencial. Como 

consecuencia de este rechazo, el gobierno toma la decisión 

política de implantar en el país el principio de economía 
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social de mercado, como sistema económico-político en el que 

la coordinación de las decisiones se realiza a través de los 

mecanismos del mercado, reservándose al estado el papel de 

organizador y garante de ese marco legal (Hartkopf & Bonne, 

1983) 15. El principio de la economía social de mercado no 

implica un retorno al "laissez-faire" ya que, junto a los 

elementos de mercado, existe un estado con funciones de 

c o n f i g u r a c i ó n  y  a s e g u r a m i e n t o  d e l  o r d e n  g e n e r a l  

("Ordnungsrahmen"), dirección global del proceso económico, y 

también protección social (Duwendag, 1976). 

La economía social de mercado, como pilar básico de la 

política alemana en la segunda mitad del siglo XX, abarca dos 

cosas diferentes: 

- la prioridad del mercado sobre la actividad estatal y 

la preferencia  por  la  iniciativa  privada  (sólo donde esta 

iniciativa no basta se admite el papel del gobierno) y 

- la obligación del estado de garantizar a la población 

un nivel de existencia aceptable (Krautzberger, 1971). 

La importancia de la iniciativa privada en la esfera 

pública responde a una tradición histórica, ya existente en el 

siglo XIX, que establecía la participación de las asociaciones 

y los grupos sociales en diversas tareas públicas como, por 

ejemplo, los procedimientos de aprobación de determinados 

planes y proyectos en ciertas áreas políticas (Schrader, 

1990). Las asociaciones funcionan, al igual que el estado, 

como instituciones garantes de la economía social de mercado 

mientras que el estado, a su vez, establece el marco de 

coordinación y desarrollo entre las fuerzas del mercado y el 
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gobierno privado de las asociaciones (Alemann, 1983; Bulmer, 

1989) . 

El ejercicio del poder estatal, limitado a crear el marco 

de actuación de las fuerzas libres del mercado y del gobierno 

privado de las asociaciones, se justifica claramente con 

respecto al objetivo de garantizar un nivel de existencia 

aceptable a los ciudadanos. La actividad del estado, definido 

en este respecto como estado social, debe estar presidida, sin 

embargo, por los principios de previsibilidad, calculabilidad, 

y subsidiariedad; según estos principios toda actuación 

pública debe ser ofrecida de forma objetiva y mesurada, y debe 

ser proporcional con respecto a la pérdida de libertad que 

conlleva. El estado social no es, de esta forma, un poder en 

blanco que permita cualquier tipo de intervención pública 

masiva, pues la responsabilidad social del estado es siempre 

subsidiaria con respecto a la responsabilidad de la sociedad y 

de los individuos que la componen (Grüter, 1990) . La 

aceptación de la responsabilidad social del estado está, de 

todos modos, generalizada y ha podido contribuir a conformar 

la positiva imagen que la sociedad tiene sobre el mismo 

(Herbert, 1989) lf). 

La reacción en contra del estado interventor ha traído 

consigo una exagerada devoción por las ideas liberales, y ha 

convertido el principio de la economía social de mercado en 

una retórica para-constitucional, o religión con sus profetas 

y predicadores (von Beyme, 1985). Las medidas de política 

económica son juzgadas primeramente no por su efectividad, 
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sino por su conformidad con los principios del mercado; esto 

ha resultado en un menor impacto del sector público en la 

economía, y en una planificación económica infradesarrollada 

en comparación con la de otros países de Europa occidental 

(von Beyme, 1986). Además de que los controles gubernativos en 

determinadas áreas políticas no están legitimados, la 

autoridad del gobierno está definida de forma muy estrecha 

debiendo el estado, por lo tanto, utilizar como principal 

instrumento de dirección la persuasión moral y el 

corporatismo, o la participación de las asociaciones en la 

esfera pública. 

El limitado papel del estado tiene su correlato en la 

organización federal del mismo. La auto-administración 

territorial emergió entre los siglos XVII y XIX, y se concretó 

en un federalismo cooperativo en la segunda mitad del siglo XX 

(Katzenstein, 1987). El estado federal se caracteriza por la 

existencia de una red de diferentes niveles de gobierno 

políticamente interdependientes. Aunque la influencia del 

gobierno federal, con respecto a los gobiernos regionales o de 

los Lander, no ha cesado de aumentar durante las últimas 

décadas, el poder público es disperso y el estado se 

caracteriza por su descentralización, frente a una 

centralizada sociedad civil. La búsqueda de consenso entre una 

gran diversidad de agencias públicas junto a los restringidos 

poderes del gobierno federal para hacer cumplir sus leyes y 

regulaciones, han conducido a que el acuerdo a nivel político-

administrativo sea una tarea difícil que conduce, en muchos 
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casos, a decisiones subóptimas y a bloqueos políticos (Hanf & 

Scharpf, 1978) 17. Los problemas para conseguir acuerdos entre 

los distintos niveles político-administrativos del estado 

federal han abocado a que "la coordinación de la política 

federal, regional y local [sea] de hecho más difícil que la 

creación de un consenso entre el gobierno, el mundo 

empresarial y el laboral" (Katzenstein, 1987: ps. 31-2). 

Frente a un estado descentralizado, limitado en su 

actividad económica y política, y con una organización 

territorial que dificulta la existencia de un centro político 

dominante, la sociedad se caracteriza por su centralización. 

Los individuos se organizan en asociaciones que, desde el 

siglo XIX, juegan un papel central en la vida política 

(Katzenstein, 1987). La importancia del asociacionismo en 

Alemania se resume en una conocida expresión -donde se reúnen 

tres alemanes, se forma una asociación-, y se refleja en que 

más de la mitad de la población pertenezca a alguna 

organización de afiliación voluntaria (Alemann, 1989) . Las 

asociaciones disfrutan de status oficial y participan en la 

elaboración de las políticas a cambio de cooperar en su 

ejecución; las asociaciones llevan a cabo funciones públicas y 

se comportan, hasta cierto punto, como agencias estatales que 

facilitan la realización de las políticas mediante el control 

de sus afiliados. El importante papel político de las 

organizaciones sociales responde no sólo a una tradición de 

gobierno privado y limitada intervención pública, sino que ha 

sido además favorecido para superar la fuerte fragmentación 
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horizontal y vertical de las estructuras de decisión (Ulrich, 

1986) . Legalmente, los ministerios y el Congreso tienen la 

obligación de incorporar a los representantes de los grupos de 

interés en la preparación de los borradores legislativos 

(Simón, 1976); la relevancia de estos grupos es reconocida por 

los altos burócratas que los señalan como sus principales 

socios (41.7%), por encima de la autoridad federal (18.1%), 

las autoridades regionales (12%), y los partidos o el 

parlamento (3.5%) (von Beyme, 1986). Este proceso de 

interacción entre actores públicos y privados ha conducido a 

un desdibu jamiento de la línea que separa al estado de la 

sociedad (Katzenstein, 1987). 

Dentro de este sistema de intermediación de intereses, 

las asociaciones empresariales han disfrutado tradicionalmente 

de una posición privilegiada. Este privilegio se demuestra en 

el hecho de que los ministerios alemanes sugieran a las 

empresas que contacten con el aparato público a través de sus 

asociaciones, y no de forma individual (Grant & Streeck; 

1985) . En respuesta a esta ventajosa situación "las 

asociaciones empresariales alemanas hace mucho tiempo que han 

optado estructuralmente por estar más próximas al estado que 

al mercado" (Streeck, 1983: p. 281); un ejemplo de esta 

proximidad es la Asociación Federal de la Industria Alemana 

(BDI, "Bundesverband der deutschen Industrie"), que mantiene 

una relación de cooperación institucionalizada con el gobierno 

en muy diferentes campos. Las asociaciones empresariales 

alemanas, en comparación con otras organizaciones europeas, se 



161 

caracterizan, además, por su mayor peso político18, unidad, 

sistematicidad y complejidad organizativas, y por su mayor 

enraizamiento en la sociedad. Estas asociaciones proporcionan 

al gobierno información y consejo técnico y reciben, a cambio, 

apoyo organizativo que se concreta, entre otras cosas, en la 

concesión de status político y de poderes de sanción; las 

organizaciones de empresarios tienen también un papel 

fundamental en la ejecución política a través de su auto-

regulación y cooperación con el gobierno en muy diferentes 

áreas. Junto a la importancia de sus organizaciones, la clase 

empresarial ha sido reconocida en la sociedad como la 

principal artífice del milagro económico de los años 50 y ha 

conseguido, por ello, un penetrante mito de legitimación19 

(Katzenstein, 1987). El reconocimiento de los empresarios como 

artífices de la recuperación económica debe mucho, sin duda, a 

la simbiosis entre banca e industria, paradigmática en el caso 

alemán (Hall, 1986); la estrecha relación entre el capital 

industrial y el financiero ha favorecido que los bancos se 

interesen en la actuación a largo plazo de las empresas, y que 

mantengan una fuerte vinculación con las mismas (Hall, 1984). 

Además de la existencia de un estado caracterizado por su 

limitado intervencionismo y del poder de las asociaciones en 

el proceso político, el corporatismo enfatiza también los 

principios de objetividad, consejo técnico y "expertise" 

(Dyson, en: Richardson, 1982). 

En Alemania "los intentos por establecer organismos que 

pudieran proporcionar a la burocracia consejo experto en 
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asuntos políticos específicos se retrotraen a comienzos del 

siglo XIX" (Mayntz & Scharpf, 1975: p. 135) . La necesidad de 

asesoramiento por parte del gobierno y la administración no ha 

cesado de crecer: en 1969 el gobierno contabilizaba 264 

comités consultivos mientras que en 1977 este número había 

ascendido ya a 358 (von Beyme, 1985). La relevancia del 

"expertise" se refleja en el importante papel que se adscribe 

a los científicos y a los expertos en la elaboración de las 

políticas. 

El papel político del experto está perfectamente 

legitimado; en 1974, por ejemplo, el grupo al que se concedía 

mayor credibilidad en la política medioambiental era al de los 

científicos (64%) por encima, incluso, de los 

conservacionistas (14%) (der Rat, 1974). Esta legitimidad 

favorece a las asociaciones empresariales y a la industria que 

mantienen una estrecha relación con los expertos; de esta 

forma, entre los expertos del gobierno y los de la industria 

predomina el principio de unanimidad (Sieber, en: VCI, 1976). 

Los partidos juegan aquí un papel insignificante pues los 

burócratas especialistas mantienen una gran estabilidad dentro 

de la administración pública y raramente son sustituidos con 

los cambios de gobierno (Ulrich, 1986). Por otro lado, la 

cultura alemana no distingue nítidamente entre el experto como 

profesional y el experto como empresario, tendiéndose así a no 

cuestionar la actividad pública de ninguno de los dos. 

En Alemania existe también una importante pauta de 

cooperación científica que se plasma en la creación, con 

recursos públicos, de instituciones privadas sobre las que no 
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se ejerce pleno control o influencia política. Estas 

instituciones privadas tienen, en su mayoría, tareas políticas 

y se remontan en algunos casos al siglo XIX y principios del 

XX20; organismos como el Centro de Vigilancia Técnica (TÜV, 

"Technische Überwachung Verein"), la Asociación de Ingenieros 

Alemanes (VDI, "Verein der deutschen Ingenieure"), o el 

Instituto Alemán para la Estandarización (DIN, "Deutsches 

Institut für Normierung" ) son cada vez más importantes en la 

vida pública y representan, además, el pragmatismo de la 

cultura alemana. Estos organismos funcionan como instrumentos 

de defensa con respecto al control estatal, y de apoyo con 

respecto al gobierno privado de los actores sociales y son 

ejemplo, una vez más, del fundamental papel de los expertos en 

la vida pública. 

2. Los Diseños Institucionales en la Política Medioambiental

de España v Alemania.

En España el intervencionismo estatal y el cerrado 

carácter de la administración con respecto a la participación 

social en las tareas públicas, junto a la debilidad del 

sistema de representación de intereses y, en concreto, de las 

organizaciones empresariales, son los factores que conducen a 

un diseño institucional estatista. 

Este diseño enmarca la elaboración y la ejecución de la 

política medioambiental de distinta forma: 

- la elaboración ha sido básicamente llevada a cabo por 

los actores públicos, y no se ha establecido una relación 

institucionalizada, ni una cooperación formal, entre el 
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gobierno y la industria, y 

- la ejecución, a pesar de que la industria no ha sido 

incorporada en el proceso de elaboración de la política 

medioambiental, se ha caracterizado por una relativa 

cooperación entre los funcionarios regionales y locales y las 

empresas individuales. Esta cooperación se explica por dos 

razones principales: la baja prioridad política de este área 

que no ha estimulado, hasta hace poco, un cumplimiento 

riguroso de la misma que pudiera conducir a una situación 

conflictiva entre los actores públicos y privados; y las 

características de este área política en la que predomina, 

entre otras cosas, una actuación empresa por empresa que 

favorece la consolidación de una relación de dependencia 

recíproca entre el gobierno y la industria. 

En Alemania la economía social de mercado, que inhibe el 

intervencionismo estatal detallado, y la importancia de las 

asociaciones y, por ende, de las organizaciones empresariales 

en el proceso de elaboración y ejecución de las políticas, son 

los factores que conducen a un diseño institucional 

corporatista. Este diseño enmarca la política medioambiental 

de la siguiente forma: 

la elaboración es realizada entre el gobierno y la 

industria de forma conjunta estableciéndose, entre estos 

actores, una cooperación institucionalizada que se desarrolla 

dentro de una red de instituciones (comisiones, grupos de 

expertos, comités asesores), y 

- la industria participa en la ejecución, como resultado de 

una  tradición  de  auto-regulación  o gobierno privado  y,  a 
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cambio de sa incorporación en la elaboración de la politica 

medioambiental, facilita el cumplimiento de la polìtica 

mediante el control de sus miembros. 

2.1. La Política Medioambiental en España: la Ausencia de un 

Diseño Institucional de Cooperación entre el Gobierno y 

la Industria.

2.1.1.  La  Elaboración  de  la  Politica  Medioambiental:  el

Protagonismo de los Actores Públicos.

En España la elaboración de la política medioambiental ha 

sido básicamente, y hasta hace poco, una tarea del gobierno 

central. En esta elaboración no ha habido una participación 

institucional de la industria, ni se han constituido tampoco 

comités de expertos independientes: la participación de 

especialistas en distintas materias en órganos consultivos no 

es "una práctica habitual de nuestra administración, que pocas 

veces constituye comisiones o comités de expertos pero 

contrata individualmente en ocasiones parcelas significativas 

de su quehacer habitual" (Martín Rebollo, en: García de 

Enterría et al., 1984: p. 291). 

En la administración central han existido diversos 

proyectos que preveían la creación de instituciones 

medioambientales con participación social. Estos proyectos no 

llegaron a aprobarse, mientras que los escasos organismos de 

participación creados funcionaron deficientemente hasta su 

definitiva supresión. La Ley General del Medio Ambiente 

(LGMA)21 que recogía, en uno de sus últimos borradores de 
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1984, la constitución de una Comisión Nacional del Medio 

Ambiente como órgano de participación y consulta con presencia 

de CC.AA, instituciones del estado, y grupos sociales, ha 

caído actualmente en el olvido (Costa, 1985). El Anteproyecto 

de Ley de Criterios Básicos para la Protección del Medio 

Ambiente, que proponía la creación de un Consejo Superior del 

Medio Ambiente integrado por la administración, parlamentarios 

de las comisiones correspondientes, asociaciones ecologistas, 

ciudadanas, económicas, y profesionales, tampoco fue llevado a 

cabo (BIMA, n^ 14, 1980). El único organismo con participación 

social en la política medioambiental ha sido, hasta ahora, el 

Comité de Participación Pública creado en 1983 a propuesta de 

la CIMA y suprimido en 1986; este organismo, aunque surgió 

para institucionalizar la participación de los ecologistas en 

la administración, no jugó un papel destacado en esta política 

ya que sus propuestas no se incluían en los plenos de la 

CIMA22 (Información Ambiental n^ 9, 1986). 

En la nueva administración autonómica del medio ambiente 

la situación, con respecto a la participación social en esta 

política, es similar a la que se encuentra en la 

administración central (Aguilar, 1992). La mayoría de los 

consejos rectores de las agencias de medio ambiente o de otros 

organismos cuentan con representantes de las más diversas 

áreas administrativas, pero no incluyen a los grupos sociales 

(Suárez, 1990); la Comisión Ambiental del País Vasco, por 

ejemplo, funciona como instrumento de relación y participación 

de las distintas administraciones que actúan en el área 
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medioambiental (SGMA, 1990) . Básicamente las únicas 

instituciones con participación social son los consejos 

regionales del medio ambiente, órganos colegiados compuestos 

generalmente por asociaciones ecologistas y de ciudadanos, que 

se encargan de temas relacionados con la conservación de la 

naturaleza. Existen también, en fase de elaboración, órganos 

de participación social que no se limitan a la gestión de 

áreas naturales, como es el caso del Consejo Social del Medio 

Ambiente en el País Vasco; en otros casos, organismos ya 

establecidos como el Consejo Asesor de Medio Ambiente en 

Andalucía, -que se ha reunido una sola vez desde su creación-

han tenido un desarrollo insatisfactorio. 

En la política medioambiental no existe, por lo tanto, un 

órgano específico y permanente para la participación de la 

industria, ni tampoco una comisión paritaria de actores 

públicos y privados en la que pueda debatirse globalmente la 

protección del medio ambiente-'. 

La   relación   entre   estos   dos   actores   no   está 

institucionalizada,  es  informal,  discontinua,  y se lleva a 

cabo generalmente a través de contactos personales y no de 

asociaciones24.  Esta  relación  es  principalmente  de  tipo 

consultivo e informativo por parte de la administración -

reuniones  con  la  industria  para  recabar,  y  proporcionar 

información sobre legislación, proyectos y transposiciones de 

directivas, y para concertar inversiones y ayudas-, y de tipo 

reivindicativo y recomendatorio por parte de la industria -

discusión  de  legislación  y  proyectos,  planteamiento  de 
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demandas y problemas, y propuesta de soluciones. 

En la fase de elaboración de la política medioambiental, 

las relaciones entre el gobierno y la industria son 

canalizadas a través de tres mecanismos, que dependen 

básicamente del tamaño de la empresa: 

- las  multinacionales  y  las  empresas  grandes  tienen 

contacto directo con los responsables públicos de las tareas 

de protección del medio ambiente, 

- las empresas de tamaño medio se relacionan con  la 

administración a través de  asociaciones empresariales,  que 

mantienen reuniones  informales con  la administración sobre 

temas específicos, 

- las   empresas   pequeñas   se   comunican   con   la 

administración  a  través  de  las  Cámaras  de  Comercio  e 

Industria. 

La ausencia de un diseño institucional que permita la 

participación industrial en la política medioambiental, así 

como el predominio de una relación informal e irregular entre 

los actores públicos y privados de esta política, no implica 

que la administración sea un bloque monolítico; la 

administración mantiene actitudes distintas con respecto a la 

industria, siempre dentro de la pauta de relación descrita, 

según se trate del responsable medioambiental propiamente 

dicho (la SGMA dentro del MOPU2S) , o de ministerios con 

atribuciones sectoriales relacionadas con el medio ambiente 

(el MINER). Entre estos dos ministerios se produce una especie 

de división del trabajo pues la SGMA se relaciona básicamente 

con las Cámaras de Comercio, mientras que el MINER se vincula 
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más a la CEOE y al mundo industrial. 

La SGMA, que es el principal organismo público dentro de 

la política de protección del medio ambiente, define su papel 

como garante de un pacto medioambiental que vincule a la 

administración y a todos los sectores sociales26. Esta 

secretaría se considera instrumento de canalización, así como 

de acomodo, de los diversos, y muchas veces contrapuestos, 

grupos de interés que operan dentro del área medioambiental; 

por esta razón, no sería necesario ni tampoco legítimo, que 

dentro de este ministerio se institucionalizara una relación 

con la industria, ya que ésta no es el único actor con 

intereses medioambientales y, se argumenta, tiene además como 

interlocutor principal al MINER (Entrevista 

A-E-5, 1990). La SGMA mantiene, sin embargo, una relación 

privilegiada con las Cámaras de Comercio como órganos 

consultivos de la administración. La relación con las Cámaras 

tiene dos vertientes principales: la colaboración en el 

establecimiento de bolsas de subproductos industriales, y la 

realización de una tarea formativa con la organización de 

jornadas y cursos para los empresarios27. Esta relación entre 

la SGMA y las Cámaras ha sido, hasta ahora, de carácter 

informal ya que se ha basado principalmente en el intercambio 

de información; la cooperación entre los dos organismos ha 

sido, por lo tanto, bastante superficial, prueba de ello es 

que todavía no se haya discutido con la industria la filosofía 

glogal de la política medioambiental (Entrevista V-E-5, 1990). 

Por esta razón, las Cámaras de Comercio intentan ahora 
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institucionalizar la cooperación con los gestores públicos del 

medio ambiente a través de la creación de un equipo de trabajo 

Administración-Cámaras2*. 

Dentro del MINER la actitud hacia la industria en el tema 

medioambiental es distinta. El MINER, a pesar de realizar 

importantes tareas dentro de la política de protección del 

medio ambiente, no es, ni se considera, la principal autoridad 

dentro de este área ya que el MOPU, como "Ministerio del Medio 

Ambiente" en los Consejos de Ministros en la CE, representaría 

este papel. El MINER reconoce, sin embargo, su preocupación 

por la protección medioambiental como reto básico de la 

industria española ante el mercado único europeo. Esta 

preocupación se ha plasmado en la existencia de contactos 

estables entre este ministerio y empresas individuales (u 

organizaciones empresariales) y, principalmente, en la 

aprobación del Programa de Creación de una Base Industrial, 

Energética y Tecnológica Medioambiental. Este programa 

constituye el más ambicioso proyecto de ayuda pública, 

existente hasta ahora, para la adaptación de la industria a 

las exigencias medioambientales comunitarias, y fue realizado 

conjuntamente por la DGMA y el MINER, aunque se decidió que su 

presupuesto y ejecución fueran asumidos por este último 

(Entrevista A-E-5, 1990): este programa parecía adecuarse 

mejor a una serie de planes elaborados por el MINER -como el 

de fomento de nuevas tecnologías- dirigidos a la preparación 

de la industria ante el desafío europeo de 1993. 

A pesar de que en el MINER existe una relación más fluida 
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con la industria en la política medioambiental, la 

institucionalización de esta relación no se ha producido 

todavía y los contactos entre los dos actores carecen de base 

formal y de regularidad; por ello, el ministerio tiene 

actualmente la intención de establecer reuniones regulares con 

la industria para discutir de forma conjunta el problema 

medioambiental (Entrevista A-E-16, 1990). 

La ausencia de cooperación entre el gobierno y la 

industria y la débil estructuración de los contactos entre los 

dos actores principales de este área política, definen pues un 

diseño institucional de política medioambiental en el que 

predomina el protagonismo de los actores públicos. 

2.1.2. La Ejecución de la Política Medioambiental: el Pacto

Medioambiental y  la Aproximación entre  los Actores de

esta Política.

El diseño institucional de la política medioambiental 

caracterizado por una elaboración que está en manos del 

gobierno y no se fundamenta en una cooperación o, al menos, 

relación institucionalizada con la industria, se refleja 

también en la ejecución de esta política en dos hechos 

fundamentales : 

la  reticencia  del  gobierno  a  la  auto-regulación 

industrial (Entrevista I-E-1, 1990), y 

- el escaso uso que se hace en este área política de las 

medidas voluntarias, entendidas como objetivos 

medioambientales que, planteados por el gobierno, pueden ser 

llevados a cabo con los medios y procedimientos que la 
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que ésta los asuma voluntariamente. 

A pesar de la existencia de un diseño institucional de 

dirigismo administrativo que restringe la participación 

privada en las tareas públicas, en la práctica cotidiana de la 

política de protección del medio ambiente se constata una 

relativa cooperación -no exenta de cierto grado de 

conflicto-Kj- entre los funcionarios regionales y las empresas 

individuales. Esta cooperación se explica básicamente por las 

características y contingencias de esta política; las 

características de este área -como su novedad, complejidad y 

especialización técnica- así como su objeto de regulación -

constituido por un gran número de empresas heterogéneas-, 

influyen en el tipo de relación que se establece entre el 

gobierno y la industria a la hora de aplicar las medidas 

elaboradas, de forma bastante unilateral, por el primero. En 

la ejecución se revela una dependencia recíproca entre las 

autoridades públicas y las empresas y una cierta necesidad de 

cooperación para poder llevar a cabo y cumplir, de alguna 

forma, esta política. Tras la entrada de España en la CE esta 

dependencia y necesidad de cooperación se han visto 

acentuadas, además, por la necesidad de realizar los 

imperativos medioambientales comunitarios y por el reto del 

mercado único. 

La ejecución de la política medioambiental se realiza de 

forma casuística"1, principalmente entre funcionarios 

regionales y locales -que no han participado en la elaboración 

de la política- y empresas individuales. Dentro de este 
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proceso de ejecución se puede afirmar, en líneas generales, 

que los funcionarios carecen del "expertise" necesario para 

hacer cumplir esta política y que tienen un déficit de 

información sobre las situaciones particulares de las 

múltiples empresas que tienen que controlar; al mismo tiempo, 

las empresas desconocen la legislación medioambiental vigente, 

y necesitan el apoyo público para financiar las medidas que 

esta política exige. Esta dependencia recíproca, de los 

actores públicos frente a los privados y viceversa, se refleja 

en lo siguiente: 

la necesidad, por parte de los actores públicos, de 

aplicar cuestionarios y encuestas a la industria antes de la 

elaboración y aplicación de planes medioambientales (como en 

el caso del PSA de Bilbao, y del Plan Nacional de Residuos 

Industriales) u, 

la necesidad, también por parte de los actores 

públicos, de delegar en la industria ciertas tareas 

medioambientales importantes (como la medición y el análisis 

de las emisiones) en una práctica que se asemeja a la auto-

regulación^', y 

la necesidad, por parte de los actores privados, de 

financiación para la aplicación de las medidas de protección 

medioambiental. 

Las autoridades públicas reconocen que el cumplimiento de 

la política de protección del medio ambiente debe descansar en 

un cierto grado de cooperación con las empresas -responsables 

de la aplicación última de la política- y son, asimismo, 

reticentes a una estricta ejecución de la legislación que 
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pudiera poner en peligro la situación económica de la 

industria". Las empresas, por otro lado, necesitan de la 

financiación pública para llevar a cabo esta política y, 

aunque son conscientes de su poder como "agentes creadores de 

riqueza y de empleo", comienzan a percibir que el control 

medioambiental será cada vez más exigente al tiempo que su 

incumplimiento conllevará además perjuicios económicos'4. Esta 

interdependencia entre actores públicos y privados favorece, 

como paso previo a la ejecución de esta política, un proceso 

de negociación^ entre técnicos de la administración y de la 

industria. Algunos resultados de esta negociación, que se 

mantiene alejada del discurso político y del escrutinio 

público, son: la consecución de acuerdos sobre planes 

graduales de adaptación a la legislación medioambiental con 

industrias que incumplen esta legislación^6; la subvención 

pública a la inversión industrial destinada a medidas de 

corrección de la contaminación; la notificación previa a las 

industrias de las visitas administrativas de control; y el 

escaso uso de medidas sancionadoras. 

En líneas generales, las medidas que se adoptan en el 

proceso de negociación previo a la ejecución de la política 

medioambiental pueden distinguirse según dos criterios: el 

criterio de sectorialidacl frente al de globalidad, y el 

criterio de obligatoriedad frente al de voluntariedad. 

El primer criterio define el alcance de las medidas: 

sectoriales si están circunscritas a actuaciones específicas 

de descontaminación, y globales si afectan al conjunto del 
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proceso industrial ("from eradle to grave"); las medidas 

sectoriales abarcan básicamente actuaciones de corrección de 

la contaminación y concesión de subvenciones públicas a las 

mismas, mientras que las medidas globales incluyen tanto 

proyectos integrales de descontaminación, como pactos de 

actuación general que van más allá de la mera financiación 

pública. El segundo criterio define la naturaleza, vinculante 

o no, de las medidas: obligatorias si su incumplimiento 

conduce a un expediente sancionador, y voluntarias si se basan 

en compromisos, asumidos libremente y sin vinculación legal, 

cuya falta de observancia no apareja sanción. 

Los dos criterios que distinguen las medidas adoptadas en 

el proceso de negociación de la política medioambiental pueden 

ser combinados de la siguiente forma: 

ALCANCE DE LAS 
MEDIDAS 

NATURALEZA DE LAS MEDIDAS 

OBLIGATORIA VOLUNTARIA
  

SECTORIAL 

GLOBAL 

 
Acuerdo 

Medioambiental 
Acuerdo 

Voluntaria 

Pacto 
Medioambiental 

Convenio 
Voluntario 

(Fuente: Elaboración Propia) 

En España estas medidas son, generalmente, de tipo 

sectorial y obligatorio y, aunque representan actuaciones 

específicas que toman la forma de acciones de corrección de la 

contaminación con financiación pública, suelen ser denominadas 
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acuerdos. También existen medidas de tipo general y 

obligatorio, o pactos medioambientales, mientras que las 

medidas de carácter voluntario, tanto si son sectoriales como 

globales, representan la excepción. Los acuerdos y los pactos 

medioambientales se distinguen, además, por el número y tipo 

de actores que incluyen: en los acuerdos generalmente 

participan, de una forma u otra, los tres niveles 

administrativos -central, autonómico, y local- y empresas 

individuales mientras que, en los pactos, los actores suelen 

ser la administración autonómica y un grupo de empresas. 

Las medidas medioambientales existentes en España pueden 

ser clasificadas -siempre que se entienda la clasificación 

como un intento de sistematizar actuaciones específicas sobre 

las cuales no existe información escrita sino, meramente, un 

registro no sujeto a escrutinio público37- de la siguiente 

forma: 

12) Acuerdos medioambientales, como actuación de 

corrección de la contaminación con subvención pública, que se 

llevan a cabo entre una CC.AA o ayuntamiento y una industria 

(acuerdos a dos bandas), o entre estos tres actores (acuerdos 

a tres bandas) . Un ejemplo de acuerdo a ,dos bandas es el 

realizado entre la CC.AA de Galicia y la Empresa Nacional de 

Celulosas (ENCE), mientras que en Cartagena y Valladolid se 

han formado comisiones ad hoc interadministrativas a tres 

bandas (SGMA del MOPU, CC.AA, ayuntamiento, e industria)38. 

Existen también ejemplos de focos puntuales de contaminación 

(como el caso de la central térmica de Andorra en Teruel) en 

los que, desde hace tiempo, se han constituido comisiones de 
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trabajo más amplias que las anteriores  (Entrevista A-E-18, 

1990) . 

2^) Compromisos, para la construcción de infraestructuras 

de tratamiento de los residuos, entre una CC.AA y distintas 

empresas de ' un mismo sector industrial. Este compromiso no 

está muy generalizado en España porque la agrupación de 

industrias para la solución conjunta de problemas no es una 

práctica frecuente en la política medioambiental, debido al 

individualismo del empresario y a su desconfianza hacia las 

otras empresas como fuente de competencia'4. Este tipo de 

acuerdo suele producirse tras una etapa de aviso 

administrativo, e incluso de imposición de sanciones, motivado 

por la mala gestión de los residuos; este aviso, y las 

sanciones que suelen seguirle, lavorece la posterior creación 

de asociaciones industriales que persiguen discutir los 

problemas de los desechos con la administración: este sería el 

caso de una nueva asociación de empresas de recubrimientos 

metálicos, creada después de que se impusieran sanciones a 

varias industrias del ramo por la Agencia de Medio Ambiente de 

Madrid (Entrevista A-E-15, 1990). Otro ejemplo de compromiso 

entre la administración y una asociación de industrias es el 

de la constitución de la empresa mixta Reclorisa, que agrupa 

al Consorcio de Aguas de Bilbao y a nueve industrias, y cuyo 

objetivo es la regeneración del ácido clorhídrico en el País 

Vasco411. 

32) Acuerdos voluntarios entre el gobierno y las empresas 

de un sector industrial sobre la reducción, o sustitución, de 

sustancias o productos perjudiciales para el medio ambiente. 
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Estos acuerdos, que son poco frecuentes en España, suelen 

buscar por la vía del compromiso voluntario la adaptación de 

la industria a las exigencias medioambientales de la CE. Los 

principales acuerdos de este tipo se han referido a los CFCs y 

a las pilas botón (con un 30% de contenido en mercurio). En el 

primer caso se llegó a la firma en 1989 de un compromiso entre 

el MOPU y la Asociación Española de Aerosoles para que, entre 

otras cosas, se redujera el contenido de CFCs en la 

fabricación de envases de aerosoles en un 90% con respecto a 

1976, a la vista de la exigencia comunitaria para que en 1992 

el 90% de los aerosoles comercializados estuviera libre de 

estas sustancias41 (Entrevista A-E-5, 1990). En el segundo 

caso, el gobierno ha promovido acuerdos con las industrias del 

sector para reducir, y sustituir, el contenido en mercurio de 

las pilas alcalinas ya que la CE prohibirá, a partir de enero 

de 1993, la comercialización de las que tengan un contenido en 

esta sustancia superior al 0.025%''. 

42) Pactos medioambientales entre una CC.AA y una gran 

empresa, o varias empresas situadas en la misma zona, sobre la 

adopción de planes globales de corrección de la contaminación 

para la recuperación de áreas gravemente degradadas desde el 

punto de vista medioambiental; estos planes tienen a veces 

como objetivo la consecución de estándares de protección del 

medio ambiente más exigentes de los vigentes en la 

legislación. 

La distinción entre los acuerdos y los pactos 

medioambientales se basa tanto en una razón "de iure" -el 

carácter global, y no sectorial, de las medidas que incluyen- 
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como en una razón "de facto" -el hecho de que los actores de 

la política medioambiental se refieran a sus actuaciones como 

pacto o acuerdo. 

La aparición de los pactos medioambientales ha producido 

un cambio cualitativo no sólo en la práctica de la política 

medioambiental -centrada generalmente en actividades 

específicas de corrección de la contaminación-, sino también 

en el diseño institucional de la misma pues los pactos 

conllevan el establecimiento de un diálogo regular, y más o 

menos institucionalizado, entre el gobierno y la industria. En 

este sentido, los pactos representarían un indicio, entre 

otros que se discuten en el próximo capítulo, de un posible 

cambio en la tradicional pauta de relación entre los actores 

públicos y los privados. 

2.2. La Política Medioambiental en Alemania: la Tradición de 

un Diseño Institucional de Cooperación entre el Gobierno 

y la Industria.

2.2.1.  La  Elaboración  de  la  Política  Medioambiental:  los

Acuerdos Voluntarios y el Protagonismo Industrial.

En Alemania la elaboración de la política medioambiental 

se ha basado en dos pilares fundamentales:  la tradición de 

cooperación  entre  el  gobierno  y  la  industria,   y  la 

participación del mundo científico y de los expertos en la 

formulación de las políticas.   La tradición de cooperación 

entre el gobierno y la industria abarca distintos campos de la 



180 

política de protección del medio ambiente -protección 

atmosférica, saneamiento de las aguas, y gestión de los 

residuos industriales-, en los que existen comisiones, 

comités, y grupos de trabajo, donde funcionarios, industria, y 

técnicos, se reúnen para discutir los principios y las líneas 

rectoras de este área; en algunos casos no hay ninguna 

prescripción legal con respecto a la participación de grupos 

que no sean de la administración, pero la presencia de la 

industria es requerida siguiendo una pauta establecida de 

cooperación entre ésta y el gobierno4*. 

La industria ha estado presente en la elaboración de la 

política medioambiental a través, principalmente, de la 

Asociación Federal de la Industria Alemana (BDI)4"4, y ha 

mantenido una presencia constante en la formación de esta 

política desde el momento de la redacción de borradores y 

proyectos en departamentos ministeriales y grupos de expertos, 

hasta el de la aprobación de los mismos en el Parlamento 

("Bundestag"), la Cámara Territorial o Senado ("Bundesrat"), y 

otros organismos o comités. La actividad industrial ha 

abarcado conversaciones y reuniones informales con las 

autoridades públicas de los distintos niveles administrativos; 

dictámenes sobre propuestas oficiales; presentación de 

sugerencias en la etapa de redacción de borradores; debates en 

el seno de grupos de expertos; vistas públicas en los comités 

del Bundestag ("Anhôrungen"); tomas de postura por escrito en 

la preparación de proyectos legales; el perfeccionamiento y la 

aprobación definitiva de leyes, reglamentos y programas, así 
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como diferentes procedimientos de participación anclados en 

las leyes medioambientales (Adam, 1979; Müller, 1986). La 

influencia de la industria en la política medioambiental se ha 

plasmado, entre otras cosas, en la elaboración (la Ley Federal 

para la Eliminación de Residuos de 1972), modificación (la Ley 

Federal para la Protección del Aire de 1974) , y retraso en la 

aprobación (Decreto sobre Grandes Plantas de Combustión de 

1983) de una serie de leyes y reglamentos. 

La participación institucional de la industria en este 

área política, así como su influencia en el desarrollo de la 

misma, no significa sin embargo que la administración o, más 

concretamente, el gobierno federal se relacione con el sector 

industrial de igual forma: el Ministerio de Economía ha sido 

generalmente más receptivo a las demandas industriales que el 

Ministerio de Interior -responsable de la política 

medioambiental hasta 1986- y, en ocasiones, el Ministerio de 

Agricultura. Estos dos últimos ministerios, por ejemplo, han 

intentado, con escaso éxito, incorporar a grupos de interés no 

exclusivamente industriales en la elaboración de esta política 

(Müller, 1986). 

La pauta de estrecha relación enere el gobierno y la 

industria en la política medioambiental se intensificó desde 

comienzos de los años 70. En 1969 la coalición socialista-

liberal del SPD-FDP llegaba al poder con un ambicioso programa 

medioambiental que enfatizaba la necesidad de cooperar con los 

grupos sociales para la realización de esta política. Como 

parte de este programa el gobierno estableció una nueva 
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organización medioambiental compuesta por una multitud de 

grupos de expertos, comités con participación social, y 

secciones de coordinación administrativa. Ejemplos de esta 

nueva organización del medio ambiente son: el Gabinete de 

Medio Ambiente de 1970, el Consejo de Expertos para Cuestiones 

Medioambientales de 1971, el Grupo para Temas Medioambientales 

de 1971, la Conferencia de Ministros del Medio Ambiente de 

1972, y la Oficina Federal del Medio Ambiente de 1974. 

Este diseño organizativo no sólo perseguía la mejora de 

la política medioambiental a través de la concentración de 

tareas en una serie de agencias públicas, -el Ministerio de 

Interior reunió en 1969 las funciones de planificación 

hidrológica, protección atmosférica y contaminación acústica, 

y en 1972 las de seguridad de los reactores nucleares y 

protección de las radiaciones-, y la coordinación de los 

diferentes ministerios con competencias medioambientales. La 

nueva organización de la política de protección del medio 

ambiente perseguía, de forma prioritaria, el fomento de la 

cooperación con los grupos sociales o, más concretamente, con 

la industria y el mundo científico. En este sentido, el 

principio de cooperación que es, junto al principio del que 

contamina paga y al principio preventivo, uno de los tres 

pilares básicos de la política medioambiental se define de 

forma doble y, hasta cierto punto, contradictoria: 

- como cooperación amplia entre el gobierno y el 

ciudadano, y las asociaciones conservacionistas, en la 

realización de la tarea de la protección del medio ambiente 

para lo cual el primero debe despertar la conciencia 
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medioambiental de la población e incorporar a las asociaciones 

ciudadanas al proceso político, y 

como cooperación limitada entre el gobierno y la 

industria ante la ineludible necesidad de trabajar con la 

misma, no sin ella o contra ella (Grüter, 1990). 

De estas dos definiciones, el principio de cooperación se 

ha aplicado principalmente en su segunda versión; de esta 

forma, la industria intensificó su ya institucionalizada 

relación con el gobierno en la política de protección del 

medio ambiente. 

El principio de cooperación en la política medioambiental 

no implica un mandato de consenso, ni tampoco la consolidación 

de una posición de veto de las asociaciones, pues si la 

cooperación entre los actores públicos y privados fracasa, y 

no se produce ningún acuerdo entre los mismos, el gobierno 

puede y debe adoptar decisiones de forma unilateral (Hartkopf 

& Bohne, 1983). Esta posibilidad se refleja claramente en la 

práctica de los acuerdos voluntarios ("freiwillige 

Vereinbarungen"), también llamados compromisos o medidas 

voluntarias ("freiwillige Verpflichtungen, Massnahmen"), que 

se realizan entre el gobierno y la industria y se incluyen 

bajo el rótulo genérico de actuaciones administrativas 

informales y negociadas ("informane Verwaltungshandeln" ) . 

Los acuerdos voluntarios y las actuaciones negociadas 

responden al principio de cooperación pero deben ser 

distinguidos entre sí: los acuerdos voluntarios son un 

elemento específico de la elaboración de la política 
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medioambiental, mientras que las actuaciones negociadas son un 

elemento genérico que forma parte estructural de la actividad 

pública ya que predominan en la ejecución de esta politica y 

de otras muchas. Los acuerdos voluntarios, a pesar de carecer 

de definición unívoca y de regulación jurídica, han sido 

objeto de diversas clasificaciones4"1 que, en su mayoría, 

incluyen prácticas que están cercanas a las actuaciones 

administrativas informales. La clasificación más extendida es 

la siguiente: 

Acuerdos que representan o sustituyen normas 

("normvertretende Absprachen"). Estos acuerdos suelen ser 

escritos y funcionan como alternativa a la elaboración de 

instrumentos legales, pudiendo sustituir leyes 

("Gesetzesvertretende" ) -como en el caso del control de las 

aguas superficiales en Baden-Würtenberg-, o decretos 

("Verordnungsvertretende") -como en el campo del control de 

los productos químicos. Los participantes en estos acuerdos 

son el estado (gobiernos y ministerios federales y 

regionales), y la industria (asociaciones industriales o 

grandes empresas), aunque el primero puede tener simplemente 

una participación indirecta. Esta práctica se ha llevado a 

cabo en los campos de la protección atmosférica, del 

saneamiento de las aguas y de la gestión de los residuos, 

aunque está más extendida en este último ámbito 

-renuncia,  por ejemplo,  al uso y a la comercialización de 

determinadas sustancias y productos46. 

- Acuerdos para la ejecución de normas ("normvollziehende 

Absprachen"). Estos acuerdos pueden ser escritos u orales, y 
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sustituyen a actos y procedimientos administrativos. Los 

acuerdos que sirven para la ejecución de normas abarcan 

distintos aspectos: la prenegociación que conduce a la 

concesión de autorización para la instalación de plantas 

industriales; la notificación previa de proyectos 

industriales; los acuerdos de saneamiento (como alternativa a 

la imposición de órdenes posteriores); y el consentimiento 

activo (como alternativa a la denegación de autorizaciones y 

al uso de prohibiciones). Los participantes en los acuerdos de 

ejecución son los funcionarios regionales y locales y los 

empresas individuales. 

- Acuerdos mixtos, de sustitución y ejecución de normas 

("normvertretende  und  normvollziehende  Absprachen").  Estos 

acuerdos, que suelen ser escritos, se emplean sobre todo en la 

política  de  protección  atmosférica  como  alternativa  a  la 

declaración   de   zona   contaminada   que   establece   la 

obligatoriedad de realizar declaraciones de emisiones (Bonne, 

1982; Hartkopf y Bohne, 1983; Bohne, 1984; Bohne, 1988)47. 

Los acuerdos voluntarios, como elemento específico de la 

elaboración política medioambiental, son los del primer tipo 

que representan o sustituyen normas, mientras que los otros 

dos tipos de acuerdos forman parte de la actuación cooperativa 

y negociada que predomina en la ejecución de esta política y 

de otras áreas políticas. 

En la praxis los acuerdos voluntarios se desarrollan, en 

términos generales, a través de tres etapas: 

- en una primera etapa, el gobierno establece una serie 

de  objetivos  medioambientales  ("Zielfestlegung")  y  se  los 
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comunica a la industria mediante su publicación en la Gaceta 

Federal ( "Bundesanzeiger" )4îv, 

en una segunda etapa la industria, conociendo los 

objetivos medioambientales del gobierno, tiene dos opciones: 

adoptar voluntariamente las medidas gue conduzcan al 

cumplimiento de los mismos, o no considerar la oferta de las 

autoridades y esperar a que éstas impongan la realización de 

los objetivos a través del enfogue regulatorio tradicional de 

ordenar y controlar, 

- en una tercera y última etapa, el gobierno inicia 

conversaciones y reuniones con la industria gue acepta 

emprender medidas voluntarias. Estos contactos desembocan en 

un compromiso de la industria gue puede ser oral o escrito, 

pero siempre no vinculante, para la realización de los 

objetivos medioambientales. Este compromiso se da a conocer a 

la opinión pública gue actuará como garante del mismo mediante 

la presión gue pueda ejercer sobre la industria. La 

elaboración del plan, así como su ejecución, gueda básicamente 

en manos de la industria aunque se producen continuos 

contactos bilaterales entre ésta y el gobierno para vigilar su 

cumplimiento (Bohne, 1982). 

El gobierno, en el caso gue la industria no muestre su 

disposición a cumplir voluntariamente los objetivos 

medioambientales establecidos, hace uso de su poder de 

autorización ("Ermachtigung") -recogido en diversas leyes 

medioambientales-, para elaborar una ley o decreto gue imponga 

sobre la misma estos objetivos, sin permitirla adaptarse a los 

mismos mediante una estrategia flexible y de auto- 
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responsabilización. 

La primera vez que se habla de los acuerdos voluntarios 

es en el Programa Medioambiental de 1971, aunque su plasmación 

concreta se producirá cuatro años más tarde en el Programa 

Federal para la Gestión de los Residuos (Müller, 1989) . Desde 

1977, fecha del primer acuerdo voluntario entre el gobierno y 

la industria del refresco, y a pesar del deficiente 

cumplimiento de algunos de estos acuerdos, el número de 

compromisos de este tipo no ha dejado de crecer44. A partir de 

1979 el Ministerio de Interior recurre con más fuerza a este 

tipo de medidas como forma de compensar las dificultades que 

tiene para imponerse en el nivel legislativo y, en 1980, esta 

estrategia se fortalece nuevamente extendiéndose a casi todos 

los campos de la política medioambiental: protección 

atmosférica, saneamiento de las aguas, control de productos 

químicos... (Müller, 1986; Hartkopf & Bohne, 1983). Además, en 

los sucesivos procesos de reforma y enmienda de las leyes 

medioambientales, el gobierno se ha reafirmado en la práctica 

de los acuerdos voluntarios, reforzando su poder de 

autorización para los casos en los que la industria no adopte 

voluntariamente los objetivos medioambientales. 

El número de acuerdos voluntarios concluido hasta 

nuestros días es aproximadamente de cuarenta, siendo 

especialmente relevantes los siguientes'0: 
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Motivo del Acuerdo Tipo de 
Acuerdo 

 

Participantes Nivel Año

Compromiso Tratamiento y Eliminación de 
Pilas Usadas 

M° Medio Ambiente, 
Sector Industrial y 
Comercio 

Central 1988 

Convenio Limitación de Envases de un sólo 
Uso para Bebidas 

M° Interior, UBA, 
Sector Industrial y 
Comercio 

Central 1977 

Convenio Reciclaje de Vidrio M°Interior, Sector 
Industrial y Cámara de 
Comercio 

Central 1977 

Compromiso Mantenimiento del Sistema de 
envases Retornables para Bebidas 

M° Interior, Sector 
Industrial y Comercio 

Central 1982 

Convenio Reducción de CFCs como 
Propelente 

M° Interior y VCI Central 1976 
1977 

Promesa Reducción de CFCs en Aerosoles Sector Industrial Central 1987 

Compromiso Supresión Gradual de la 
Producción de CFCs 

Sector Industrial Central 1989 

Compromiso Sustitución Parcial del Asbesto M° Interior y Sector 
Industrial 

Central 1982 

Promesa Renuncia al Uso del Asbesto en 
ciertos Productos 

M° Interior y Sector 
Industrial 

Central 1984 
1989 

Promesa Renuncia al Uso de ciertas 
Sustancias Ignífugas 

M° Medio Ambiente y 
VCI 

Central  

Acuerdo Análisis de Productos Químicos 
en el Mercado 

M° Interior y VCI Central 1982 

Promesa Reducción Consumo Energético 
en la Industria del Automóvil 

M° Interior y Sector 
Industrial 

Central 1979 
1982 

Promesa Reducción Voluntaria de 
Emisiones de Vehículos en la 
Industria del Automóvil 

M° Interior, M° de 
Economía y Sector 
Industrial 

Central 1982 

Acuerdo Reciclaje de Vidrio, Hojalata y 
Mercurio 

M° Interior, Sector 
Industrial y Cámara de 
Comercio 

Central 1981 

Convenio Limitación del Contenido de 
Fosfatos en Detergentes 

M° Interior y Sector 
Industrial 

Central 1979 

Acuerdo Renuncia al Uso del Sustitutivo de 
Fosfatos y Análisis de la 
Incompatibilidad Medioambiental 
del mismo 

M° Interior y Sector 
Industrial 

Central 1981 
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Convenio Reducción del Uso de Cadmio en 
ciertos Productos 

M° Interior y Sector 
Industrial 

Central 1981 

Acuerdo Reducción de Emisiones de SO2 
en el Sector Energético 

M° Interior y Sector 
Industrial 

Central 1981 

Acuerdo Renuncia al Uso de 
Hidrocarburos Clorados 

M° Medio Ambiente y 
Sector Industrial 

Central 1987 

Compromiso Reducción del Contenido de 
Disolventes y Metales Pesados en 
Barnices y Pinturas 

M° Interior y Sector 
Industrial 

Central 1984 

Promesa Sustitución de APEO M° Interior y Sector 
Industrial 

Central 1986 

Compromiso Información para el Análisis de la 
Compatibilidad Medioambiental de 
Sustancias en Detergentes 

M° Medio Ambiente y 
Sector Industrial 

Central 1988 
1990 

(Fuente: Elaboración Propia a partir de: Bonne, 1982; 
Rengeling, 1988; VCI, 1990; Lautenbach et al., 1991; BMU, 
1990; Müller, 1986; Westheide, 1984). 

La prioridad que el gobierno concede a las medidas 

voluntarias, frente al enfoque regulatorio tradicional que 

apareja obligación jurídica, se explica no sólo por razones 

estructurales -de cooperación entre el aparato público y los 

grupos sociales, y de renuencia a un intervencionismo estatal 

detallado-, sino por razones inherentes a la politica 

medioambiental; los acuerdos voluntarios reducen la 

complejidad que caracteriza a este área política por varios 

motivos: promueven un intercambio de información entre los 

actores que facilita la resolución de los problemas de 

ejecución; disminuyen el conflicto politico y los gastos 

administrativos ligados al control del cumplimiento de esta 

politica; aumentan la flexibilidad de las estrategias de la 
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legalmente y lo que realmente debe exigirse (Bohne, 1982; 

Bulling, 1985; Rengeling, 1988). Estas ventajas tienen su 

contrapartida en una serie de inconvenientes: desdibujamiento 

de las responsabilidades de protección del medio ambiente; 

faSfca de sistematización de las prácticas de cooperación; 

posibilidad de que la colaboración se convierta en 

Cfolaboracionismo; debilitamiento de la posición de las 

autoridades y relativización del sistema de normas; 

dificultad para realizar las tareas públicas de control y 

Limitación de la efectividad de la actividad administrativa; 

discriminación con respecto a los grupos sociales no 

participantes en los acuerdos voluntarios; disminución del 

nivel de exigencias en la protección medioambiental y 

consiguiente relajación de los actores que buscan la 

consecución de compromisos fáciles; problemas de distorsión de 

la competencia y dudosa aceptabilidad de los acuerdos por la 

CE (Hartkopf & Bohne, 1983; Westheide, 1984; Bulling, 1989; 

Schrader, 1990). 

Junto a la industria, el otro grupo social de mayor 

importancia en la elaboración de la política medioambiental es 

el compuesto por los científicos, expertos o técnicos. En la 

política de protección del medio ambiente la comunidad 

científica se encuentra, de muy diversas formas, estrechamente 

relacionada con la comunidad industrial; la industria ha 

establecido, desde hace tiempo, grupos de trabajo de expertos 

en problemas medioambientales dentro y fuera de las empresas, 

y ha invertido una gran cantidad de dinero en I + DS1 en este 
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campo. Un ejemplo de la cooperación que prevalece entre la 

industria y los expertos es la iniciativa llamada Sustancias 

de Relevancia Medioambiental, fundada en 1988 por la industria 

química para apoyar el trabajo de los comités independientes 

de expertos sobre este tema (VCI, 1990). Esta situación, de 

fuertes vínculos entre el mundo industrial y el científico, 

puede ser muy beneficiosa para la industria cuando surge la 

necesidad de defender sus argumentos sobre una base 

científica. 

La incorporación de los científicos al proceso político 

no es un fenómeno relacionado exclusivamente con la política 

medioambiental, aunque sí suele tener una presencia más 

destacada en este área política. En este sentido, el principio 

de cooperación, incluido en distintos programas 

medioambientales, no sólo refleja la naturaleza acomodaticia 

del estilo político alemán, sino también las características 

peculiares de la política de protección del medio ambiente; el 

principio de cooperación en esta política implica no sólo un 

modo de intermediación de intereses basado en el diálogo y en 

la negociación para la evitación de conflictos, sino también 

un modo de elaboración política basado en la discusión 

"objetiva" y científica para la resolución de los problemas 

presentes en los distintos campos de este área política. 

La estrecha relación entre el gobierno y la industria, y 

los expertos vinculados a esta última, definen pues un diseño 

institucional de política medioambiental en el que predominan 

la cooperación institucionalizada entre los actores públicos y 
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privados,  y la preponderancia de ciertos grupos de interés 

(industria) en detrimento de otros (asociaciones ecologistas). 

2.2.2.  La  Ejecución  de  la  Política  Medioambiental:  la

Negociación y el Déficit de Ejecución.

El diseño institucional de la política medioambiental 

caracterizado por la cooperación entre el gobierno y la 

industria abarca no solamente la fase de elaboración sino 

también la de ejecución; a cambio de la incorporación en la 

formación de esta política, el gobierno requiere el apoyo de 

la industria en su ejecución y cumplimiento, así como su 

cooperación en el control de sus asociados para evitar 

cualquier posible comportamiento desviado. 

La cooperación entre el gobierno y la industria en la 

ejecución de la política medioambiental responde a una larga 

tradición histórica que ha sido importante, sobre todo, en el 

campo de la descontaminación de las cuencas fluviales; en este 

campo, y desde el último cuarto del siglo XIX, las 

asociaciones de usuarios de aguas ("Wasserverbande") junto a 

los municipios han llevado a cabo funciones de limpieza de las 

cuencas de los ríos, mientras que la industria y los 

ayuntamientos han resuelto conjuntamente problemas como el de 

la instalación de infraestructuras comunes de saneamiento 

(Wey, 1982; Rengeling, 1988). 

El hecho de que la ejecución política esté básicamente en 

manos de las asociaciones corresponde a una tradición de 

gobierno privado o auto-regulación en Alemania. Esta práctica 
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de auto-regulación ha sido particularmente relevante en la 

política medioambiental; la ejecución de esta política 

descansa principalmente en las empresas, como responsables de 

los procedimientos de control, medición y análisis, de las 

emisiones y vertidos, así como de la provisión de información 

al gobierno sobre nuevos procesos productivos y problemas 

técnicos dentro de las instalaciones industriales. Incluso en 

campos como el del control de las emisiones atmosféricas, en 

el que la industria está sujeta a una extensa regulación, "el 

dominio de la etapa de ejecución por los expertos del gobierno 

y de las empresas se ha aproximado a menudo en la práctica a 

la auto-regulación" (Paterson, 1989: p. 88). Además, la 

industria ha promovido esta auto-regulación mediante la 

elaboración de directrices o principios guía ("Leitlinien") 

que enmarcan el cumplimiento medioambiental de sus miembros, y 

el asesoramiento y consejo a las autoridades públicas a través 

de diversos institutos y organizaciones -como el Instituto 

para la Gestión Industrial del Agua y la Protección 

Atmosférica ("Institut für gewerbliche Wasserwirtschaft und 

Luftreinhaltung"), y la Oficina de Negociación de la Industria 

para el Asesoramiento sobre el Saneamiento de los Vertederos 

( " V e r m i t t l u n g s s t e l l e  d e r  W i r t s c h a f t  für 

Altlastensanierungsberatung"). 

El gobierno privado de la industria en la fase de 

ejecución se plasma, por ejemplo, en la figura de los 

r e s p o n s a b l e s  m e d i o a m b i e n t a l e s  d e  l a  e m p r e s a  

("Betriebsbeauftragter" ). Esta figura, que se encuentra en los 

campos de la protección atmosférica -en la Ley Federal para la 
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Protección del Aire-, del saneamiento de las aguas -en la Ley 

para la Gestión del Agua-, y de la gestion de los residuos 

industriales -en la Ley Federal para la Eliminación de 

Residuos-, debe estar presente en las empresas que, 

respectivamente, necesitan de autorización para su 

funcionamiento, tienen vertidos superiores a los 750 m3 por 

día, y en las instalaciones de tratamiento de residuos 

industriales. El responsable medioambiental no tiene 

competencias públicas sino privadas pues su compromiso 

profesional solamente le vincula al empresario, al que debe 

informar sobre la situación medioambiental de la industria 

para ahorrarle dificultades y problemas con las autoridades 

(Rengeling, 1988). Con independencia del campo en el que 

actúen los responsables tienen tareas prácticamente idénticas, 

que se resumen en la vigilancia del cumplimiento de la 

legislación medioambiental, la adopción de medidas para 

reducir los impactos sobre el medio ambiente, la promoción de 

procedimientos y procesos respetuosos con el medio ambiente, y 

el análisis de las inversiones para la protección 

medioambiental (Ullmann, 1981) . Otra forma de gobierno privado 

es la que predomina en ciertas asociaciones de usuarios de 

aguas -esencialmente en Renania del Norte-Westfalia- que se 

rigen de forma autónoma (Klopfer, 1989). 

Además de la existencia de una tradición de auto-

regulación industrial, las características de la política 

medioambiental han favorecido que la ejecución de esta 

política se lleve a cabo a través de un continuo proceso de 
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negociación entre los funcionarios regionales y locales y las 

empresas individuales; la complejidad técnica de esta política 

y el cuasi-monopolio de la información y del "expertise" por 

la industria, así como el gran número de empresas sujetas a 

control -más de 50.000-, promueven un diálogo constante entre 

los actores públicos y los privados a la hora de aplicar y 

hacer cumplir la política de protección del medio ambiente 

(Tôpfer, en: Hartkopf et al., 1986). La negociación está 

presente en las cuatro fases en que puede dividirse la 

ejecución de esta política: la concesión de la autorización, 

el control y la vigilancia, el saneamiento, y el uso de 

sanciones. 

En todas estas fases, y a pesar de las diferentes 

posibilidades de actuación que tienen las autoridades, suelen 

predominar las mismas estrategias: las prenegociaciones a la 

concesión de autorización para la puesta en funcionamiento de 

la instalación industrial; la escasa frecuencia de las 

actuaciones de control y vigilancia; la realización de 

acuerdos informales para fomentar el saneamiento de las 

industrias y evitar la imposición de órdenes posteriores; y el 

escaso uso que se hace de las sanciones" (Mayntz et al., 

1978) . 

Algunos ejemplos del proceso negociador en la ejecución 

de la política medioambiental son los siguientes: 
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La imperfecta ejecución de la politica medioambiental 

está en el origen del término déficit de ejecución 

("Vollzugsdefizit"), acuñado por el Consejo de Expertos para 

Cuestiones Medioambientales en su Dictamen de 1974 para 

referirse a los pobres resultados y escasos éxitos de la 

política medioambiental. Vinculado a esta problemática, el 

Dictamen de 1074 abrió una discusión sobre los límites de la 

regulación pública y del gobierno privado de la industria en 

este área política. Esta discusión/ junto a otros factores que 

se discuten en el próximo capítulo, representaría uno de los 

primeros indicios de un posible cambio en el diseño 

institucional de la política medioambiental. De todos modos, y 

a pesar del frecuentemente lamentado déficit de ejecución, la 

política de protección del medio ambiente en Alemania es 

llevada a cabo de forma más estricta que en la mayoría de los 

países (Schneider, 1984); en este país, la "ejecución efectiva 

representa una de las más altas prioridades de la política 

medioambiental contemporánea" (Bennet & von Moltke, en: 

Sbragia, 1991: p. 48). A pesar de esta prioridad, y aunque 

esta política se ejecuta de forma estricta, los resultados 

medioambientales no son siempre muy favorables y, en 

ocasiones, se asiste a retrocesos que justifican la discusión 

sobre el déficit de ejecución. Estos desfavorables resultados, 

y los posibles retrocesos, se explican a partir de factores 

externos a la propia política medioambiental que se sigue en 

Alemania: por ejemplo, a pesar de las rigurosas medidas 

tomadas para la protección del medio acuático, la degradación 

medioambiental de los ríos sigue siendo un problema 
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importante, principalmente por la contaminación importada de 

los países vecinos, que no han emprendido una politica 

medioambiental de la misma intensidad que la alemana (Mayntz, 

et al., 1978) . 

NOTAS DEL CAPITULO TERCERO. 

1. Cataluña, el País Vasco y Madrid, concentraban el 53% del 
valor añadido industrial en 1975 (Auricles y Cuadrado, 1989). 

2. En un estudio sobre los empresarios industriales catalanes, 
realizado entre 1964 y 1965, se señalaba: "los cambios en el 
empresariado catalán son todavía poco profundos y demasiado 
lentos" (Pinilla, 1967, p. 9). 

3. A finales del siglo XIX y principios del XX, se crean una 
serie  de  instituciones  de  distinta  naturaleza  (Cámaras, 
Instituto de Reformas Sociales...) que, al estar excesivamente 
controladas por el estado, sólo ocasionalmente llegaron a ser 
el  centro  de  una  representación  de  intereses  dinámica  y 
agresiva, y no cuerpos que cooperaban con la administración 
(Linz, en: Berger, 1981). 

4. La escasa participación social en las tareas públicas se 
relaciona  en  España  con  la  tradicional  separación de  los 
políticos de sus bases sociales de apoyo y de los grupos de 
interés; durante la restauración, "el carácter no partidista 
de gran parte de las políticas de interés, combinado con la 
carencia de una mobilización de masas real (...) previene el 
tipo de vínculo entre  intereses y partidos"  encontrado en 
otras monarquías europeas en el mismo período; aunque durante 
la dictadura de Primo de Rivera se produce una creciente 
articulación  de  intereses,  en  la  segunda  república  "la 
integración   de   intereses   socioeconómicos   reales   en 
organizaciones de miembros efectivas  (...)  fue un fenómeno 
secundario". Por último,  el franquismo,  a pesar de su idea 
corporatista de representación de intereses, tampoco concedió 
a los mismos los medios "para su organización colectiva y 
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representación autónomas"  (Linz,  en:  Berger,  1981: ps:  375, 
385, y 391). 

5. La  debilidad  de  la  clase  empresarial,  como  grupo 
organizado, se corresponde con una debilidad generalizada de 
los grupos de interés a nivel nacional. La fragmentación del 
sistema asociativo en España ha sido explicada como resultado 
de los conflictos ideológicos, del problema religioso, y de 
los nacionalismos periféricos (Linz, 1981). 

6. La prioridad concedida a la relación individualizada entre 
el gobierno y la industria influyó en que "la comunicación 
entre las instituciones normadoras de la vida económica y 
social, y las empresas privadas, [fuera] una comunicación muy 
imperfecta" (Pinilla, 1967: p. 253). 

7. Los empresarios españoles son partidarios moderados de la 
intervención del estado: el 54%, por ejemplo, piensa que el 
gobierno debe  fijar  prioridades  en  la política  industrial 
(Pérez Díaz, 1985) . 

8. Esta dilución de las responsabilidades privadas se ha 
constatado  en  un  estudio  sobre  las  actitudes  de  los 
empresarios en España; en este estudio se señala la inmadura 
percepción de los empresarios sobre determinados problemas al 
considerarlos asunto de los otros, o asunto cuya solución sólo 
puede venir de terceros (Marzal, 1985). 

9. La peculiar situación de la burguesía industrial española 
ha  llevado  a  afirmar  que  la  abstracción  conceptual  del 
empresariado no existe efectivamente como realidad política, y 
que si existe lo es en menor grado que en otros países (Linz, 
y de Miguel, 1966) . 

10. En una encuesta de 1958 sobre el empresario y la industria 
en Cataluña,  el profesor Estapé señalaba que el factor que 
suele limitar decisivamente las posibilidades de progreso es 
el empresario: "la necesidad más urgente de nuestra industria 
viene  determinada  por  la  escasez  absoluta  y  relativa  de 
empresarios preparados técnica y económicamente,  dotados de 
visión amplia, que crean en su propia misión" (Pinilla, 1967: 
p. 161). 

11. El sentimiento anticapitalista mantiene todavía un cierto 
arraigo popular y, por ello, la economía de mercado no acaba 
de  imponerse  sobre  sectores  económicos  acostumbrados  a  la 
tutela estatal,  ni sobre amplias capas de la población con 
actitudes críticas hacia el capitalismo.  En un estudio de 
valores  de  1981,  realizado  a  nivel  europeo,  la  sociedad 
española se situaba   bastante a la izquierda -frente a la 
media europea- en el espectro político, y sólo un 21% de los 
españoles -la proporción más baja en Europa detrás de Francia- 
optaba por la pura propiedad privada. En otro estudio sobre 
mentalidades  económicas  en  España,  realizado  en  1983,  se 
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aprecia que, "incluso para los españoles conservadores, la 
economía capitalista aparece en proporciones significativas 
asociada a valores negativos frente a una economía socialista" 
(Linz, en: Linz et al., 1984: p. 89). 

12. En una encuesta de 1984 realizada a 610 empresarios, el 
80% afirmaba que la clase empresarial estaba infravalorada y 
no era tratada de forma justa: "entre la clase empresarial y 
la  sociedad  española  se  interpone,  o  una  necesidad  de 
disculpa,  o un sentimiento de inadecuación,  o quizá ambas 
cosas a la vez" (Pérez Díaz, 1985: p. 31). 

13. Tanto en los primeros años del franquismo como en los años 
que  siguen  a  la  transición,  el  diseño  y  desarrollo  de 
estrategias  corporatistas  obedeció  a  imperativos  políticos 
(Foweraker, 1985). 

14. Los  pactos,  sobre  todo  en  la  política  de  rentas, 
promovidos  por  los  gobiernos  de  la  transición  carecen 
completamente de institucionalización; estos pactos,  que no 
tienen una existencia constitucional legal y surgen sobre una 
base ad hoc,  no constituyen una forma de representación de 
intereses distinta y especializada (Foweraker, 1985). 

15. En algunas ocasiones se han producido desviaciones de este 
principio y así, por ejemplo,  la intervención pública en el 
sector del metal ha ido mucho más lejos de lo que una simple 
lectura  del  modelo  de  economía  social  de  mercado  podría 
sugerir (Grant & Paterson & Whitston, 1988). 

16. El porcentaje de encuestados que opina que las condiciones 
económicas son justas en Alemania ha pasado del 42% en 1964 al 
50% en 1979 (Noelle-Neumann, 1981). 

17. Como el gobierno federal carece de agencias públicas que 
vigilen la ejecución y el cumplimiento de las políticas, el 
instrumento preferido del mismo para influir en el desarrollo 
político es la elaboración de una legislación caracterizada 
por su detallismo y precisión (Katzenstein, 1987) . Desde 1950 
hasta hoy el número de leyes ha aumentado en un 3.75% mientras 
que,  en  el  último  período  legislativo,  hay  más  leyes  y 
decretos que en la legislatura de 1982-1986. Solamente en el 
área de la protección atmosférica existen más de 1.350 piezas 
legales,  entre leyes,  decretos y reglamentos  (Nosler,  1985; 
BDI,   1990).   Esta   inflación   legislativa   o   detallismo 
reglamentario,  que forma parte de la cultura administrativa 
alemana, puede convertise en un problema, como lo reconoció el 
gobierno en 1983 al hablar de hiperlegislación. Para abordar 
este  problema  se  elaboraron  una  serie  de  medidas,  cuyo 
objetivo  era  la  desburocratización  y  la  simplificación 
jurídica, que no parecen haber modificado el rasgo legalista 
alemán ya que el crecimiento de la legislación, al menos en el 
campo medioambiental, ha continuado (Nosler, 1985). 
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18. El peso de los empresarios en la sociedad alemana se 
refleja en su importante presencia en instituciones como el 
Congreso:  en la formación del  séptimo Congreso había,  por 
ejemplo, 130 diputados, de un total de 518, que pertenecían al 
bloque empresarial (Simón, 1976). 

19. Las personas que piensan que los empresarios industriales 
han tenido un importante papel en la recuperación económica 
tras la guerra mundial pasaron de representar el 48% en 1965 
al  58%  en  1977.  La  positiva  imagen  de  los  empresarios 
industriales en la sociedad alemana no ha dejado de crecer 
como se constata en una serie de estudios: desde 1950 a 1980 
el porcentaje de encuestados que creía que la mayoría de las 
industrias sólo pensaba en la ganancia descendió del 60% al 
39%, mientras que los que opinaban que las industrias tenían 
también una conciencia social aumentó del 16% al 40% (Noelle- 
Neumann, 1981). 

20. Desde 1911, por ejemplo, existen en el área política de la 
salud  y  seguridad  laboral  unas  asociaciones  profesionales 
privadas ( "Berufsgenossenschaften") , de carácter para-estatal, 
que tienen en su campo poder para elaborar reglas vinculantes 
e imponer sanciones; la regulación vinculante tiene que ser, 
sin embargo,  aprobada por el Ministerio de Trabajo y ahora 
también por la CE (Grant & Paterson & Whitston, 1988) . 

21. El punto de arranque de esta  ley  es el  IV Plan de 
Desarrollo, que señala que el gobierno elaborara un proyecto 
de LGMA. En 1979 el ministro de obras públicas, Sancho Rof, 
promete que antes de finales de ese año el proyecto de ley 
estará en las Cámaras. A principios de 1980 se contabilizan ya 
cuatro borradores sucesivos sobre el proyecto. Las elecciones 
de 1982 sorprenden a la LGMA en su décimo borrador y, aunque 
esta  ley  es  definida  como  una  de  las  prioridades  de  la 
legislatura, todavía hoy no ha sido aprobada (Costa, 1985). A 
finales  de  1986  el  director  general  de  medio  ambiente, 
Martínez Salcedo, señalaba que no habría, al menos de forma 
inmediata,   una  LGMA  ya  que  la  normativa  comunitaria 
medioambiental la hacía innecesaria  (Información Ambiental n^ 
11, 1986) . 
La polémica sobre la LGMA estuvo presente, dentro de la misma 
administración, en unas jornadas celebradas en 1987 sobre el 
medio ambiente; mientras el ministro de obras públicas, Sáenz 
Cosculluela, señalaba que el cuadro normativo existente hacía 
innecesario una LGMA ya que ésta representaba un nivel de 
compromiso mucho menor que las medidas específicas sobre medio 
ambiente, un representante del Ministerio de Administraciones 
Públicas, Javier Velazquez, resaltaba la conveniencia de 
promulgar una ley Básica del Medio Ambiente (VV.AÀ.: Hacia una 
Política Integral del Medio Ambiente, 1989).- En unas 
declaraciones recientes el secretario general de medio 
ambiente, Domingo Ferreiro, ha vuelto a repetir que España no 
necesita una LGMA (El País, 28-3-1990). 
La conveniencia o no de esta ley es un tema muy discutido; 
para algunos autores, una LGMA supone un apoyo normativo para 
la política medioambiental pues toda acción política de fondo 
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precisa una legislación básica (García de la Torre et al., 
1980). Para otros autores, estas leyes generales pecan de 
oportunismo pues sacrifican "la posibilidad de normas 
parciales más minuciosas o incluso eficaces en el cuadro del 
ordenamiento jurídico-público nacional en aras de la 
popularidad y el eco propagandístico que la cuestión suscita" 
(Martínez Martín, en: VV.AA, 1981: p. 53). 

22. El único logro del Comité de Participación Pública fue la 
organización en 1984 de unas Jornadas con el ICONA en las que, 
por  primera  vez,  se  dicutió  la  política  forestal  entre 
responsables de la administración, científicos y ecologistas 
(Información Ambiental n^ 9, 1986). 

23. La carencia de organismos en los que la industria pueda 
debatir  junto  al  gobierno  la  política  medioambiental  ha 
llevado a la patronal vasca Confebask, dentro de su Programa 
de Actuación Ambiental de 1992, a pedir la constitución de una 
mesa  permanente  entre   la  administración   y   la  misma 
organización  en  la  que  se  trate  la  normativa  ambiental. 
Asimismo,  y dentro de  los objetivos de este programa,  se 
intentará potenciar a medio y largo plazo "la presencia del 
empresariado en la creación, desarrollo y aplicación de la 
normativa ambiental" (Confebask, 1992: p. 7). 

24. La preferencia de la industria por la relación personal 
con  la  administración,  en  detrimento  del  papel  de  las 
asociaciones,  es compartida incluso por los líderes de las 
organizaciones empresariales;  en un estudio realizado entre 
1981  y  1982,  el  61%  de  estos  líderes  afirmaba  que ellos 
contactarían directamente  con  los ministerios para  obtener 
información sobre proyectos legales de su interés (Martínez & 
Pardo, 1985) . 

25. En España la organización medioambiental ha experimentado 
recientemente   una   elevación   de   rango   administrativo. 
Primeramente se creó la Secretaría General de Medio Ambiente 
(SGMA), sustituyendo a la anterior Dirección General del Medio 
Ambiente (DGMA)  y, hace poco,  se ha constituido -dentro del 
proceso de transformación del Ministerio de Obras Públicas 
(MOPU) en Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT), 
con el RD 576/1991 de 21 de abril- la Secretaría de Estado 
para las Políticas del Agua y el Medio Ambiente, que suprime 
la SGMA en septiembre de 1991 (MOPU Informa, 1991) . Aunque la 
SGMA y la DGMA ya no existen, el trabajo de campo en España se 
realizó cuando éstos eran, cada uno en períodos distintos, los 
máximos  organismos  de  la  política  medioambiental  a  nivel 
central. Por ello, el texto se refiere a la SGMA o a la DGMA, 
pero no a la Secretaría de Estado que acaba de ponerse en 
funcionamiento. 

26. Según   un   representante   del   MINER,   los   pactos 
medioambientales no podían tener su origen en este ministerio 
porque  no  era  el  principal  responsable  político  en  esta 
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materia (Entrevista 
À-E-16, 1990). Un entrevistado del MOPU señalaba, sin embargo, 
que no había diferencias entre los dos ministerios con 
respecto a los acuerdos con empresas pues éstos formarían 
parte de la misma filosofía del pacto medioambiental 
(Entrevista A-E-5, 1990). 

27. La relación entre las Cámaras de Comercio -instituciones 
públicas con tareas consultivas y de afiliación obligatoria-, 
y la CEOE -confederación privada de asociaciones empresariales 
y de afiliación voluntaria-, no ha sido generalmente óptima y 
se ha resentido,  además,  por la reciente demanda de esta 
última  para  que  el  gobierno  suprimiera  la  afiliación 
obligatoria a las cámaras. Esta difícil relación, así como la 
ausencia de cooperación entre el gobierno y la industria en la 
política medioambiental, se refleja en que un miembro de la 
CEOE señalara que era falsa una noticia (El Sol, 4-10-1990) 
según la cual el MOPU afirmaba que sus campañas de información 
para los empresarios sobre la legislación medioambiental se 
realizaban a través de la CEOE y de las Cámaras, ya que el 
MOPU, en realidad, sólo contaba con estas últimas (Entrevista 
I-E-1,  1990). 

28. Existe un proyecto de creación de un equipo de trabajo 
con miembros de las Cámaras de Comercio y de la administración 
dentro del Plan Cameral de Medio Ambiente de 1988 (Entrevista 
V-E-5,  1990).  Este equipo, compuesto por dos representantes 
elegidos por el Consejo Superior de las Cámaras y por dos 
representantes del  MOPU,  tendría  las siguientes  funciones: 
intervenir en la creación y adaptación legislativas; conocer 
el coste de la aplicación de la ley; procurar la igualdad de 
competencia con la industria europea;  proponer,  ampliar,  y 
aplicar   fondos  para   la  adaptación  a   la   legislación 
comunitaria; y vigilar, a través del diálogo permanente con la 
administración, la adecuación de la legislación con respecto a 
las  premisas  del  mercado  único  (Plan  Cameral  de  Medio 
Ambiente, 1988). 

29. La gestión de los residuos industriales parece ser el 
campo más conflictivo dentro del área política medioambiental. 
A pesar del inicial talante cooperador de la administración, 
reflejado  en  la  no  adopción  de  medidas  que  obligaran 
taxativamente  a  las  industrias  censadas  a  realizar  su 
declaración  de  residuos,  la  mayor  "visibilidad"  de  los 
residuos  -frente  a  otras  formas  de  contaminación-  y  la 
sensibilización de la población ante este problema,  pueden 
haber  conducido  a  que  el  número  de  sanciones  por  el 
incumplimiento de esta política sea mayor, comparativamente, 
que el número de sanciones en otros campos medioambientales. 
La  oposición  social  a  la  ubicación  de  plantas  para  el 
tratamiento  de   los  residuos  acentuaría,   además,   esta 
conflietividad. 

30. La definición de casuística es la "consideración de los 
diversos  casos  particulares  que  se  pueden  prever  en 
determinada materia" (Espasa-Calpe, 1988: p. 271). En relación 
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a la política medioambiental se puede afirmar que su ejecución 
es casuística ya que se lleva a cabo empresa por empresa y no 
globalmente. 

31. La ejecución de la política medioambiental se desarrolla 
generalmente de la siguiente forma: las autoridades realizan 
cuestionarios  o encuestas  a  las  empresas para  conocer  su 
situación administrativa y regularizarla a través básicamente 
de dos vías, informes que exponen la obligatoriedad de adoptar 
determinadas  medidas  en  un plazo dado,  o  expedientes de 
sanción.  La  industria  suele,  después  de  conocer  dichos 
informes, elaborar planes que recogen tales medidas y que son 
evaluados  por  una  comisión  de  la  administración;  esta 
evaluación   es   discutida,   posteriormente,   en   reuniones 
conjuntas en las que se exige a la industria que presente 
proyectos definitivos con especificación de objetivos, plazos, 
e inversiones.  Este es el esquema que se ha seguido,  por 
ejemplo,  en Asturias donde la Agencia de Medio Ambiente se 
puso en contacto con una serie de empresas para que, en el 
plazo de cuatro meses, se estudiaran conjuntamente medidas que 
redujeran  la  contaminación  atmosférica.  Al  final  de  este 
período,  cada  empresa  debía  presentar  un plan de medidas 
correctoras indicando plazos de ejecución, y estimación de las 
inversiones necesarias (Ferrón, 1988). 

32. En la política medioambiental española la auto-regulación 
industrial  se  limita,  básicamente,  al  control  de  las 
emisiones:  la  industria  debe  comunicar  a  la  autoridad 
pertinente los resultados de las mediciones,  así como las 
medidas adoptadas en caso de un nivel anormal de emisiones. La 
auto-regulación,  entendida aquí en sentido restringido como 
cesión de tareas públicas específicas a los actores privados, 
sería  el  resultado  de  las  características  de  la  política 
medioambiental -cuyo objetivo de regulación abarca multitud de 
empresas  que difícilmente  pueden  ser  controladas de  forma 
satisfactoria por las autoridades- y, principalmente, de la 
baja relevancia política de este área. 

33. La necesidad de cooperar con la industria en la política 
medioambiental,  y  de  no  poner  en  peligro  su  situación 
económica, se reconoce explícitamente por la Agencia del Medio 
Ambiente  de  Asturias  que,  en  su  política  de  protección 
atmosférica,  trata de crear un clima de diálogo para que 
administración  y  empresas  trabajen  teniendo  en  cuenta  la 
realidad  socioeconómica  de  la  industria,  sector  o  zona 
(Ferrón, 1988) . 

34. La industria española está obligada,  a corto plazo,  a 
cumplir la  legislación medioambiental si no quiere que se 
utilice en su contra el argumento de competencia desleal con 
respecto a las empresas europeas, que ya han interiorizado los 
costes que implica la protección del medio ambiente. Además -y 
aún  cuando  este  campo  está  todavía  infradesarrollado  en 
España- el etiquetaje ecológico, como forma de premiar los 
productos que respetan el medio ambiente y de sancionar a los 
que no lo son, se impone cada vez con más fuerza en los países 
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occidentales. 

35. La negociación abarca, incluso, la fijación de la cuantía 
del canon de saneamiento, ya que la legislación no determina 
su exacto monto pues se indica meramente que es función del 
caudal  del  río,  las  características  del  vertido,  y  los 
objetivos del plan hidrológico (Entrevista A-E-4, 1990). 

36. Este apoyo a industrias que no cumplen las exigencias 
medioambientales vigentes se practica,  casi únicamente,  con 
las   instalaciones   antiguas   pues   las   nuevas   deben, 
teóricamente, respetar la legislación medioambiental desde el 
primer momento; si la industria es antigua, y demuestra su 
disposición a cumplir la política medioambiental presentando 
un plan gradual de mejoras, se intenta legalizar su situación 
administrativa mediante  la concesión de un plazo  largo y 
flexible de adaptación a la legislación; si la industria es 
nueva también puede beneficiarse de plazos, que deberán ser 
justificados,   para  adaptarse  a  la  legislación  vigente 
(Entrevista A-E-17,  1990). En Cataluña existen, por ejemplo, 
planes de descontaminación gradual con empresas, anteriores al 
plan de saneamiento integral,  que incumplen la legislación 
sobre vertidos; estas industrias pueden recibir una subvención 
de hasta el  30%  para  la construcción de  instalaciones de 
depuración  (Entrevista  A-E-10,  1990).El  caso  de  ayuda  a 
industrias  incumplidoras  de  la  legislación  medioambiental 
puede dar lugar a una atipica situación que combine apoyo 
público y sanción administrativa o penal; la conclusión de un 
acuerdo que establezca un ajuste gradual a la política, no 
impide que, mientras dure este ajuste, las industrias puedan 
ser sancionadas  a partir de denuncias efectuadas ante la CE o 
ante la Fiscalía del Estado (Choy, 1990). 

37. En España se carece de tipologías,  o de intentos de 
sistematización,  sobre  las  prácticas  cooperativas  que  se 
establecen entre el gobierno y la industria para la ejecución 
de la política medioambiental. En otros países, con una mayor 
tradición de colaboración entre los actores públicos y los 
privados,  y con una  experiencia más dilatada en el área 
política que aquí se trata, estas prácticas han sido frecuente 
objeto de estudio y analizadas, principalmente, por juristas 
especializados en legislación medioambiental. 

38. En Galicia se realizó en 1989 un convenio base entre la 
Consejería de Ordenación del Territorio y Obras Públicas y 
ENCE. Este convenio abarcaba distintas medidas, y mecanismos 
de   financiación,   para   la  mejora  del  medio  hídrico: 
construcción de un colector y de estaciones depuradoras,  a 
financiar por la CC.AA; instalación de un emisario submarino, 
a financiar entre la CC.AA (33%) y la empresa (77%)-; e inicio 
de una serie de obras para la adecuación de los vertidos a la 
legislación vigente, a financiar por la empresa (Conselleria 
de Ordenación do Territorio e Obras Públicas, 1990). 
Cartagena ha tenido, tradicionalmente, uno de los más altos 
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niveles de contaminación atmosférica dentro de España. A 
finales de 1990 la preocupante situación atmosférica de la 
ciudad, junto al incumplimiento industrial de una serie de 
medidas destinadas a la corrección de la polución, motivó el 
cierre temporal de tres empresas: Santa Lucía de Peñarroya, 
Española del Zinc, y Fertilizantes Españoles (FESA) (El País, 
14-12-1990). Las protestas de sindicatos, partidos y 
empresarios, por esta decisión, y motivaciones de tipo 
económico -la "importancia económica estratégica" de las 
industrias-, tuvieron como resultado la reapertura de Santa 
Lucía a principios de 1991. La situación de las dos empresas 
restantes está siendo discutida entre la Agencia de Medio 
Ambiente de Murcia, distintos organismos públicos y las mismas 
empresas, que ya han presentado nuevas medidas de 
descontaminación (El País 15-12-1990, 20-12-1990, y 4-1-1991). 
Valladolid ha sufrido también una grave contaminación 
atmosférica debido, principalmente, a las emisiones de 
nitrógeno de la empresa Nitratos de Castilla (Nicas) que, 
recientemente, ha visto procesados a sus dos últimos 
presidentes por "no adoptar las medidas de seguridad que de 
forma reiterada les fueron exigidas por la Administración, 
permitiendo con ello la realización de un delito" (El País, 
18-10-1991). Para resolver este problema se ha creado una 
comisión de composición mixta, pública y privada. 

39. A pesar de que diversos programas del gobierno -como el 
anteriormente comentado del MINER- promueven la cooperación 
industrial para  la resolución de problemas medioambientales 
comunes,  los casos de asociación de industrias en este área 
han sido muy escasos. 

40. Este compromiso fue denominado pacto medioambiental en una 
entrevista (Entrevista A-E-13, 1990). En este trabajo no se le 
da  tal  denominación  debido  a  su  carácter  sectorial: 
reutilización de un efluente contaminante sin vertido tóxico. 
El caso de la empresa Reclorisa podría ser considerado, si 
acaso, como una variante del pacto medioambiental. 

41. Según fuentes de la SGMAX la reducción de los CFCs habría 
llegado ya al 98% (Entrevista, A-E-5, 1990); los ecologistas 
señalan, sin embargo, que su producción se ha duplicado en 
España con respecto a 1982 (El País, 10-1-1991) . 

42. En España las previsiones señalan que, en breve plazo, las 
pilas salinas estarán exentas de mercurio y que las alcalinas 
contendrán un máximo del 0.10% (El País, 23-19-1990). 

43. Uno de los primeros comités con participación industrial, 
establecido  por  el  gobierno,  fue  el  Comité  Asesor  para 
Detergentes   y   Sustancias   de   Relevancia   Medioambiental 
("Hauptausschuss   Detergentien   und   Beratergremium   für 
umweltrelevante Altstoffe"), creado en 1961 para alcanzar una 
cooperación formal entre diversos actores:  el gobierno,  la 
industria  y,  también,  el  mundo científico  y  las  regiones 
(Lander). 
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44. La Asociación Federal de la Industria Alemana reúne a 547 
organizaciones  y  agrupa  a  un  95%  de  los  empresarios 
industriales (Alemann, 1989). Esta asociación no es el único 
grupo  industrial  que  participa  en  la  elaboración  de  la 
política medioambiental, ni es siempre el más importante -la 
Asociación de la Industria Química  (VCI,  "der Verband der 
chemischen  Industrie"),  juega  un  papel  más  relevante  en 
ciertos temas-, pero representa a la industria en su conjunto 
y, por ello, es el actor al que este trabajo da más peso 
siguiendo  la  simplificación analítica de  considerar a  la 
industria como actor homogéneo. 

45. Otras clasificaciones dan una denominación diferente a 
estas medidas voluntarias: 

compromisos sobre las características de determinados 
productos, acuerdos de cooperación sobre investigación de 
sustancias químicas en el mercado, y códigos de comportamiento 
(Westheide, 1984); 
- cooperación, en forma de acuerdos y compromisos, para evitar 
la regulación unilateral del estado (Rengeling, 1988); 

acuerdos, en forma de convenios escritos, cuyo 
incumplimiento se da a conocer a la opinión pública que actúa 
como medio de presión y garante de los mismos (Bulling, 1989); 

- soluciones a través de las asociaciones que se dividen en: 
acuerdos  que  trascienden  sectores  ("branchenübergreifende 
Absprachen") , en los que los miembros de las asociaciones se 
comprometen  a  realizar,  o  renuncian  a,  un  determinado 
comportamiento, y 

acuerdos cooperativos para la resolución de un 
determinado problema, como es el caso de los compromisos de 
información en los que la industria promete proporcionar 
información de relevancia medioambiental a las autoridades 
(Wicke en: Lautenbach & Steger & Weihrauch, 1991). 

46. Los acuerdos de sustitución de normas, también llamados de 
función  regulativa,  incluirían  a  los  acuerdos  de  auto- 
limitación ("Selbstbeschrankungsabsprachen") y a los acuerdos 
de  sector  ("Branchenabkommen"),  y  su  objetivo  sería  la 
prevención de perjuicios medioambientales y la introducción de 
medidas respetuosas con el medio ambiente (Klòpfer, 1989). 

47. En las tipologías sobre las actuaciones administrativas 
cooperativas se incluye, además, el contrato con vinculación 
jurídica que adopta, principalmente, dos formas: el que tiene 
sanción y el que carece de ella (Bulling, 1989). 
Otros autores se refieren a estos contratos con el nombre de 
acuerdos de sector, y señalan su escasa aplicación por su 
posible conflicto con la legislación sobre libertad de 
competencia y cartels (Wicke en: Lautenbach & Steger & 
Weihrauch, 1991). 
Ejemplos de estos acuerdos serían los siguientes contratos 
públicos llevados a cabo en Stuttgart entre el gobierno 
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regional y distintas empresas: 
- contrato  con  empresas  de  la  firma  Esso  para  el 
establecimiento  de  valores  limite  para  el  benceno  y  los 
hidrocarburos, 
- contrato con la empresa Technische Werke Stuttgart para el 
saneamiento de centrales térmicas e incineradoras, y 

- contrato con la empresa Papierfabrik Palm para establecer 
un sistema de depuración y control de sustancias tóxicas. 

48.   Los   últimos   casos   de   fijación   de   objetivos 
medioambientales persiguen: 
- la disminución y el reciclaje de los envases de bebidas de 
un sólo uso en 1989, y 
- la disminución y el reciclaje de envases de plástico de 
productos  alimenticios  y  bienes  de  consumo  en  1990  (der 
Bundesminister für Umwelt, 1990a). 
 

49. La  explicación  del  fracaso  de  determinados  acuerdos 
voluntarios combina su carácter voluntario -no son acuerdos 
vinculantes  jurídicamente  y  sólo  tienen  el  efecto  de  un 
compromiso político-,  con razones referidas a la estructura 
interna  del  poder  en  la  administración  -el  Ministerio de 
Interior estaba a favor de los mismos y el Ministerio de 
Economía en contra. Existen, además, una serie de premisas que 
facilitan el cumplimiento de estas medidas voluntarias:  los 
acuerdos no deben amenazar el status-quo y sí mantener la 
correlación  de  fuerzas,   al  tiempo  que  el  número  de 
participantes debe ser abarcable y no muy grande (Bonne, 1982; 
1984; y 1988). 

50. La  información  sobre  los  acuerdos  voluntarios  se 
caracteriza  por  ser  dispersa,  incompleta  y,  en  algunas 
ocasiones, por carecer de publicidad; las deficiencias de esta 
información explican la ausencia de ciertos datos en el cuadro 
que  sigue.   Las  medidas  voluntarias  han  sido,   además, 
analizadas con poca sistematicidad y por ello existe, a veces, 
una cierta discrepancia entre distintos autores que utilizan 
rótulos  diversos  para  designar  los  mismos  acuerdos.  La 
traducción  que  aquí  se  realiza  de  estos  rótulos  es  la 
siguiente: 
 

- "Zusage": promesa, 
- "Verpflichtung": compromiso, 
- "Abkommen" y "Vereinbarung": acuerdo, 
- "Absprache": convenio. 

51. El mejor ejemplo de un sector industrial interesado en la 
investigación medioambiental es el de la industria química. En 
1985 las tres industrias líder del sector químico gastaron el 
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4.4 % de sus ventas en I + D. "La industria química alemana 
cree que la inversión más importante en el sector de la 
investigación es el investigador en sí mismo. Esta creencia se 
jrefleja en la existencia de los Fondos de la Industria Química 
("Fonds der Chemischen Industrie") que apoyan a los 
investigadores dedicados al estudio de la química básica en 
instituciones de educación superior. Los doce millones de 
marcos alemanes recogidos cada año como contribuciones de la 
industria para apoyar la investigación científica ayudan a 
mantener un fondo de buena voluntad entre los científicos" 
(Grant, Paterson y Whitston, 1988: p. 311). 

52. La negociación abarca también el establecimiento de 
contactos entre funcionarios y empresarios para debatir el 
contenido y alcance de distintos proyectos. De esta forma, se 
puede llegar a convenios o acuerdos orales cuyo incumplimiento 
no se sanciona; a soluciones cooperativas que toman la forma 
de compromisos 
-declaraciones unilaterales de la industria para realizar 
medidas de saneamiento-; y a acuerdos en temas financieros y 
de know-how (Rengeling, 1988; Bulling, 1989; Wicke en: 
Lautenbach & Steger & Weihrauch, 1991). Los acuerdos sobre 
temas financieros pueden incluir la aprobación de ayudas 
económicas para el cumplimiento de estándares medioambientales 
más exigentes (Klòpfer, 1989). 
Hay otro tipo de negociación que no incluye a las autoridades 
-soluciones privadas, o acuerdos contractuales entre los 
actores privados-, en la que el estado se limita a apoyar el 
proceso. Un ejemplo de solución privada fue la alcanzada en 
1984 entre la central eléctrica de Merck (Darmstadt, en la 
región de Resse) y los denunciantes de la misma, por la cual 
estos últimos conseguían el derecho a tener un conocimiento 
continuo sobre los valores de emisión de la central (Weidner, 
1989) . 



Diseños institucionales 

Hay otro tipo de negociación que no incluye a las autoridades -
soluciones privadas, o acuerdos contractuales entre los actores 
privados-, en el que el estado se limita a apoyar el proceso. Un 
ejemplo de solución privada fue la alcanzada en 1984 entre la central 
eléctrica de Merck (Darmstadt, en la región de Hesse) y los denunciantes 
de la misma, por la cual estos últimos conseguían el derecho a tener un 
conocimiento continuo sobre los valores de emisión de la central 
(Weidner, 1989). 



Capítulo 4. 

DINÁMICAS DE CAMBIO EN LOS DISEÑOS 
INSTITUCIONALES: PRESIONES NACIONALES 
E INTERNACIONALES EN LA POLÍTICA ME-
DIOAMBIENTAL. 

Los diseños institucionales son el resultado de desarrollos 
históricos y estructurales referidos, básicamente, al modelo de 
intermediación entre el estado y la sociedad. Estos diseños están 
arraigados en las tradiciones y hábitos de conducta de la 
sociedad pero, no por ello, son impermeables al cambio. En un 
mundo de creciente complejidad e interdependencia aparecen 
cada vez más factores que presionan para la transformación de 
estos diseños. Estas presiones podrán tener distintos grados de 
éxito aunque favorecerán, con toda probabilidad, más el ajuste 
de los diseños a las nuevas y cambiantes circunstancias que el 
cambio radical de los mismos; este ajuste se explica no solo por 
la estabilidad y perdurabilidad que acompaña a las instituciones, 
sino porque los actores dentro de los diseños institucionales 
pueden concebir estrategias nuevas que contrarresten la presión 
a la que se ven sometidos. 

1. Dinámicas de Cambio en los Diseños Institucionales. 

1.1. El Diseño Estatista y las Presiones Internacionales: la 
Comunidad Europea. 

En España el diseño institucional que excluye a la industria 
de una participación formal y estable en la política medioam-
biental ejemplifica, hasta cierto punto, el desarrollo del sistema 
de representación de intereses o, de forma más concreta, la 
evolución histórica de las relaciones entre el gobierno y la 
industria. 



industria. 

La relación limitada e informal entre el gobierno y la 

industria en el proceso político de protección del medio ambiente 

podría ser explicada por la combinación de dos factores 

estructurales: el carácter tradicionalmente cerrado del estado 

con respecto a la participación social en tareas públicas, y la 

debilidad de los grupos de interés generalmente dependientes de 

las prebendas y favores estatales (Linz, en: Berger, 1981). 

Hasta ahora el gobierno, basándose en tradiciones de poder 

burocrático e intervención pública, había elaborado y llevado a 

cabo la política medioambiental sin incorporar a los actores 

privados de modo significativo en el proceso político. La 

industria por su parte, y a pesar de haber exigido su 

participación en la elaboración de esta política, tampoco había 

intentado incorporarse a este proceso de forma resoluta; puesto 

que la política medioambiental no disfrutaba de una prioridad 

alta en la agenda pública, las empresas no se veían excesivamente 

presionadas para cumplir sus obligaciones de protección del medio 

ambiente en la fase de ejecución (Estevan, 1979). Además, la 

industria se resistía a institucionalizar su relación con el 

gobierno, entre otras cosas, por un cierto temor con respecto al 

compromiso político que esta situación implicaría; si la 

industria participa en el proceso de elaboración política, el 

gobierno puede exigir su co-responsabilización en la ejecución 

y en el cumplimiento de las leyes y programas medioambientales. 

Este compromiso podría poner al descubierto la no siempre fuerte 

estructura organizativa del asociacionismo empresarial, así como 
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sus escasos recursos de distinto tipo: recursos de autoridad, 

financieros, de personal, etc1. La debilidad del sistema 

asociativo industrial, junto a la escasa relevancia política de 

la protección medioambiental, podría entonces explicar la 

reticencia de este grupo a convertirse en socio del gobierno en 

la elaboración de esta política. 

A pesar de la perdurabilidad e inercia de esta pauta de 

relación entre el gobierno y la industria, los diseños 

institucionales están sujetos a presiones que los empujan al 

cambio. Dentro de estas presiones hay que destacar la creciente 

relevancia de las organizaciones internacionales en la política 

de protección del medio ambiente. En este sentido la CE, que 

juega un papel cada vez más importante en la política 

medioambiental de sus estados miembros -entre otras cosas, por 

el gran número de regulaciones comunitarias de obligado 

cumplimiento en esta materia-, podría modificar el diseño 

institucional de esta política en España2. 

La CE está actuando como elemento de presión sobre el 

gobierno español para que éste adopte una postura más activa que 

disminuya la distancia existente entre la política medioambiental 

del país y aquellas otras políticas más avanzadas de los países 

comunitarios. Asimismo, la organización comunitaria ha 

contribuido a que la industria empiece a reconocer la importancia 

de la política medioambiental como actividad que no puede ser 

relegada a segundo término por más tiempo y que terminará, de 

un modo u otro, imponiéndose en la agenda pública. A partir de 

mediados de los años 80 y tras la incorporación de España a la 
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CE, la influencia comunitaria ha favorecido la aparición de dos 

nuevos fenómenos: una relativa aproximación entre el gobierno y 

la industria, y un cierto grado de cooperación entre los mismos 

actores en la elaboración de la política de protección del medio 

ambiente'. 

El acercamiento entre el gobierno y la industria en la 

política medioambiental se constata en el inicio de contactos 

entre la administración central y regional y las asociaciones 

empresariales. En 1988 se produce, por ejemplo, la primera 

reunión entre el gobierno vasco y la Confederación de Empresarios 

Vascos (Confebask) para tratar temas medioambientales (Entrevista 

I-E-4, 1990); en 1990, cuando se crea la SGMA en la 

administración central, su responsable, Domingo Ferreiro, escribe 

una circular a las industrias en la que solicita su colaboración 

para el buen funcionamiento de esta política (Entrevista I-E-2, 

1990). 

En este proceso de lento y gradual acercamiento entre 

actores públicos y privados existen, lógicamente, intentos 

fallidos. Uno de estos intentos se produce en 1986 cuando, como 

respuesta a una carta de FEIQUE en la gue se planteaban dudas 

acerca de la aplicación de la directiva sobre evaluación de 

impacto medioambiental, el director general de medio ambiente del 

MOPU, Martínez Salcedo, propone a esta federación el 

establecimiento de un comité paritario administración-industria 

como foro de discusión de los problemas medioambientales; esta 

propuesta no recibió, sin embargo, la esperada buena acogida por 

parte del sector industrial (Entrevista I-E-2, 1990). 
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La pertenencia a la CE ha conducido también a una 

reflexión política sobre las ventajas que, para el 

cumplimiento de las obligaciones comunitarias de protección 

medioambiental, se podrían deducir de un cierto grado de 

cooperación entre los dos actores principales de esta 

política; esta reflexión se ha reflejado tanto en una 

disminución gradual de la renuencia del gobierno con respecto 

a la participación social en la política medioambiental, como 

en la mayor receptividad de la industria ante las ofertas 

recibidas sobre su posible implicación en la elaboración de la 

misma. En la CC.AA de Andalucía, por ejemplo, se está elaborando 

actualmente un convenio marco de colaboración entre la Agencia 

de Medio Ambiente y la Confederación de Empresarios Andaluces 

que fundamente unas bases de cooperación para la consecución de 

posteriores acuerdos específicos sobre la protección 

medioambiental (Cuestionario, 1991)4. 

El inicio de un cierto grado de cooperación entre el 

gobierno y la industria se refleja, sobre todo, en dos hechos: 

-las reuniones que se realizan entre el gobierno central y 

grandes empresas para elaborar programas de adaptación 

medioambiental que sirvan de base para futuros acuerdos de 

colaboración entre los dos actores, y 

- los pactos medioambientales, elaborados y llevados a cabo 

por gobiernos regionales e industrias ubicadas en zonas de 

degradación medioambiental alta (Bilbao, Huelva, Cartagena...), 

Las reuniones del gobierno central con grandes empresas son 

promovidas por el MINER dentro de su Programa de Creación de una 

Base Industrial, Energética, y Tecnológica Medioambiental. Estas 

reuniones se dirigen a las empresas que, necesitando realizar una 
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inversión en la protección del medio ambiente superior a los 

1.500 millones de ptas, presentan proyectos plurianuales5. En 

estos casos se organizan contactos entre el gabinete técnico del 

MINER, las subdirecciones competentes, y las empresas, para 

"definir los términos de colaboración dentro del Programa" 

(MINER, 1991: p. 21). El objetivo de las reuniones es que la 

empresa elabore un Programa Industrial de Adaptación 

Medioambiental que sirva como soporte de un posible acuerdo de 

colaboración con el MINER. Este programa debería, entre otras 

cosas, incluir lo siguiente: la realización de auditorías 

medioambientales, la elaboración de un programa global de 

inversiones -con reparto por bienes de equipo, ingeniería, 

electrónica, obra civil, y especificación de los límites de las 

emisiones-, la enumeración de las empresas suministradoras de los 

bienes de equipo y de la tecnología utilizada, y el seguimiento 

de las inversiones6. 

Los pactos medioambientales, que se consolidan como una 

nueva práctica en la política de protección del medio ambiente, 

han sido principalmente llevados a cabo en el País Vasco (del 

Val, 1990: Otamendi, 1989); aunque en otras CC.AA como la 

andaluza, se han realizado planes correctores de la contaminación 

de características similares a los pactos medioambientales, estos 

planes no han recibido tal denominación (Cuestionario, 1991)7. 

El pacto medioambiental forma parte de una política de control 

de la contaminación que, ante una situación de grave deterioro 

del medio ambiente y de restricción presupuestaria, debe fijar 

prioridades de actuación pues no puede abordar todos los 

problemas al mismo tiempo. Este instrumento de la política 
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medioambiental no ha sido aún objeto de análisis y carece, por 

lo tanto, de una definición homogénea y comúnmente aceptada a 

nivel político*. Aunque las acepciones existentes sobre el pacto 

son variadas y de distinta naturaleza, la definición que aquí se 

utiliza es de tipo restringido pues se refiere a los pactos que 

se realizan entre el gobierno y la industria sin incluir a otros 

actores sociales9. Esta definición se puede sistematizar a través 

de una serie de puntos: 

- El pacto medioambiental se realiza en zonas de alta 

densidad industrial y con graves problemas de contaminación10, 

y suele afectar a industrias de tamaño grande que contribuyen 

significativamente a la degradación medioambiental de la zona. 

- El pacto medioambiental puede tener su origen en el 

intento del gobierno de racionalizar las subvenciones que ha 

concedido a empresas para la puesta en marcha de medidas de 

corrección de la contaminación (del Val, 1990). Además, el pacto 

se inicia, generalmente, con la regularización administrativa de 

las industrias para el posterior establecimiento de acuerdos con 

las mismas". 

- El pacto medioambiental suele promover el ajuste entre las 

actuaciones de los actores públicos y las de los actores privados 

o, expresado en otros términos, la aceleración de la articulación 

de las medidas de corrección de la contaminación de la industria 

con en el desarrollo de planes de descontaminación del gobierno; 

a las industrias de una zona concreta se les pide, por lo tanto, 

que ejecuten determinadas acciones dentro de un plazo dado de 

tiempo como premisa para el correcto funcionamiento de los planes 

previstos12. 
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- El pacto medioambiental tiende a promover la colaboración 

interempresarial   ya   que   la   resolución   de   problemas 

medioambientales colectivos, y comunes a distintas industrias 

dentro de una misma zona, favorece la realización de acuerdos 

entre  empresas  para  la  ejecución  conjunta  de  medidas  de 

descontaminación1'. 

- El pacto medioambiental tiene un carácter global, porque 

recoge un conjunto de medidas que inciden no sólo sobre la 

corrección de la contaminación atmosférica y de las aguas, sino 

también  sobre  la  gestión  de  los  residuos  generados  por 

actuaciones de descontaminación en los otros medios. El pacto 

puede incorporar también un enfoque preventivo que favorezca la 

reducción de la contaminación desde su origen. 

- El pacto medioambiental persigue, en último término, la 

adaptación más rápida y correcta posible de las industrias a las 

obligaciones  medioambientales  comunitarias,  así  como  la 

consecución de estándares medioambientales más estrictos de los 

exigidos por la legislación vigente. 

El resultado de esta política de pactos medioambientales, 

impulsada por la administración, es todavía incierto ya que la 

juventud de los mismos no permite disponer todavía de la 

perspectiva temporal necesaria para realizar análisis sobre su 

ejecución y cumplimiento. De todos modos, la opinión más 

generalizada señala que los pactos, en su mayoría, se están 

desarrollando bien y que su grado de ejecución es satisfactorio 

(Entrevista A-E-13, 1990; Cuestionario, 1991); existen, sin 

embargo, y a pesar de este positivo desarrollo global, casos de 
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incumplimiento o cumplimiento parcial", así como casos en los 

que la aparición imprevista de problemas dificulta la ejecución 

del pacto13. 

Aunque la eficacia de los pactos como instrumento de la 

política medioambiental esta todavía por determinar, éstos 

parecen imponerse gradualmente ante la necesidad de acometer la 

protección del medio ambiente de forma global y mediante la 

cooperación de los sujetos implicados. Como prueba de esta 

gradual imposición se puede señalar lo siguiente: 

- La favorable disposición de la industria respecto a la 

realización de pactos medioambientales. En la cumbre que la CEOE 

celebró en Zaragoza en 1990 se aprobó -en la mesa G referida a 

medio ambiente- una propuesta que pedía la promoción de los 

pactos medioambientales con las grandes empresas individuales, 

así como con las asociaciones territoriales o sectoriales, y con 

las pequeñas y medianas empresas16 (CEOE, 1990)l7. 

La petición del PSOE, realizada en las V Jornadas 

Parlamentarias sobre Naturaleza y Medio Ambiente de 1991, de 

participación de empresarios y ecologistas en un pacto social 

ambiental. En estas jornadas se planteó que la resolución de los 

déficits medioambientales pasaba por la creación de planes 

nacionales a largo plazo que fueran aceptados por el conjunto de 

las fuerzas políticas (El País, 31-1-1991). 

1.1.1. Resistencias al Cambio del Diseño Estatista.

A pesar de que los pactos medioambientales, que representan 

hasta el momento el instrumento más avanzado para la resolución 

de problemas de grave degradación medioambiental, tienden a 
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imponerse, no puede deducirse todavía que vayan a consolidarse 

como elemento básico de la política de protección del medio 

ambiente. Tampoco puede deducirse del nuevo clima de acercamiento 

entre el gobierno y la industria, promovido de alguna forma por 

las obligaciones que impone la política medioambiental 

comunitaria, que se haya producido un cambio en el diseño 

institucional imperante en este área política. El diseño 

estatista en España, aunque está sujeto a presiones y pueden 

experimentar modificaciones como resultado de las mismas, no es 

probable que cambie drásticamente a corto o a medio plazo; no hay 

que olvidar que este diseño caracteriza hábitos arraigados de 

comportamiento político que no son fáciles de erradicar, a pesar 

de la presión que ciertos factores internacionales ejerzan en esa 

dirección. La tradición intervencionista y la cerrada naturaleza 

del aparato público, así como la separación entre el estado y la 

sociedad y la debilidad del sistema de asociaciones, son rasgos 

estructurales de la vida política española que se reflejan, con 

diversos grados, en el área política medioambiental. El 

intervencionismo estatal y la renuencia al gobierno privado 

persisten, por ejemplo, en dos hechos recientes de esta política: 

- la composición de los órganos que desarrollan el Plan 

Nacional de Residuos, y 

- el intento de la administración de monopolizar la gestión 

de los residuos industriales en detrimento de la iniciativa 

privada. 

El Plan Nacional de Residuos establece dos órganos para 

garantizar su desarrollo y buen funcionamiento: el Consejo Rector 
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y la Comisión de Seguimiento. Ninguno de estos dos órganos 

contempla algún tipo de representación social, siendo su 

composición exclusivamente administrativa. El Consejo, que se 

encarga de racionalizar la concesión de las ayudas previstas en 

el plan, está constituido por dos representantes del MOPU -que 

ocupan la presidencia y la vicepresidencia primera-, un 

representante del MINER -que ocupa la vicepresidencia segunda-, 

y ocho vocales de diferentes ministerios; dentro de este consejo 

se pueden constituir, además, comisiones de trabajo con cada 

CC.AA para armonizar el plan. La Comisión, encargada de la 

coordinación y armonización de la gestión, se compone de miembros 

de la administración central y de un representante de cada una 

de las CC.AAs. 

La gestión de los residuos industriales abarca, dentro de 

uno de sus principales apartados, la formación de empresas 

encargadas de la ubicación y construcción de plantas de 

tratamiento para los desechos. Hasta ahora esta tarea ha sido 

básicamente llevada a cabo por las distintas administraciones, 

central y autonómicas, mediante la creación de empresas públicas 

y con el argumento de que la asunción de esta actividad se 

producía para suplir la falta de iniciativa privada en este campo 

(Martínez Orgado, 1990; Clemente, 1990). La industria señala, sin 

embargo, que el gobierno está entorpeciendo los intentos de 

establecer modelos privados de gestión de los residuos a pesar 

de que éstos son los que predominan en Europa; en Barcelona, por 

ejemplo, la decisión sobre una solicitud de gestión privada en 

esta materia estaría paralizada, mientras que en Andalucía la 

Agencia de Medio Ambiente señaló a una industria, que pretendía 
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encargarse de este tema, que tal actividad era competencia de los 

poderes públicos. Además, y según estas mismas fuentes 

industriales, no sería cierto que los empresarios se hayan 

inhibido con respecto a su participación en la creación de 

sociedades para la gestión de los residuos: en Asturias y 

Castilla se han contabilizado cinco y tres solicitudes, 

respectivamente, para crear empresas privadas de gestión de 

desechos (Entrevista I-E-2, 1990). 

Además de la persistencia del intervencionismo estatal en 

la política medioambiental, este área reproduce la tradicional 

separación entre los actores públicos y privados reflejada en una 

desconfianza recíproca que no siempre es fácil de superar. De 

esta forma, dentro del mundo empresarial se constata en algunas 

ocasiones una cierta incredulidad ante la veracidad de los 

intentos de aproximación del gobierno a la industria; después de 

un largo período de tiempo en el que el gobierno habría ejecutado 

la política medioambiental de espaldas a la industria, ciertos 

empresarios señalan que no hay necesidad de establecer comités 

que institucionalicen los contactos con la administración en esta 

materia (Entrevista I-E-4, 1990). Por otra parte, tampoco el 

gobierno otorgaría una confianza total a la industria con 

respecto a sus intenciones de realizar una política 

medioambiental seria. 

Junto a la injerencia pública y a la desconfianza entre 

actores públicos y privados, hay un tercer factor que favorece 

la perdurabilidad del diseño institucional estatista en la 

política medioambiental: la debilidad de los grupos de interés. 
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En España, las organizaciones empresariales no gozan todavía 

de una consolidación plena porque, entre otras razones, el 

empresario aún no cree en las asociaciones (Entrevista I-E-2, 

1990) . Incluso los empresarios que piensan que es necesario 

disponer de estas organizaciones, prefieren que éstas tengan una 

estructura laxa, poco centralizada y jerarquizada, y con una 

capacidad limitada para influir en la administración (Pérez Díaz, 

1985) . 

Por todo lo anteriormente expuesto se puede afirmar que los 

elementos que permitirían hablar de un cambio en el diseño 

institucional estatista no están, todavía, arraigados en la 

política medioambiental. Estos elementos que pueden resumirse en 

dos, apoyo institucional al gobierno privado de los asuntos 

públicos y presencia de un sistema de asociaciones fuertes, están 

presentes, sin embargo, en el diseño institucional alemán. De 

todos modos, la presencia de la CE en el escenario de la política 

de protección del medio ambiente (objeto del siguiente capítulo) 

no debe ser desdeñada como posible factor de transformación del 

diseño institucional estatista. 

1 • 2.  El Diseño Corporatista y las Presiones Nacionales:  la

Sensibilización Medioambiental y el Movimiento Verde.

El diseño institucional de estrecha cooperación entre el 

gobierno y la industria en la elaboración y ejecución de la 

política  medioambiental  es  un  reflejo  de  la  naturaleza 

corporatista del sistema político alemán. El corporatismo es el 

resultado del arraigo del principio de economía social de 
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mercado, que limita la intervención estatal haciéndola 

subsidiaria de la iniciativa privada, y del desarrollo histórico 

del sistema de representación de intereses, que otorga un papel 

relevante a las asociaciones en las tareas públicas. 

A pesar de la larga tradición de cooperación entre el 

gobierno y la industria en la política medioambiental, y de la 

auto-regulación industrial en este área, esta pauta institucional 

es objeto de una erosión creciente desde comienzos de los años 

80. El origen de esta erosión se puede situar en la discusión 

sobre el déficit de ejecución, que se vincula a los escasos 

éxitos y pobres resultados conseguidos en este área política. 

En 1974 el Consejo de Expertos para Cuestiones 

Medioambientales introducía un nuevo término en su Dictamen 

Medioambiental: el déficit de ejecución ("Vollzugsdefizit") en 

la política de protección del medio ambiente. Este déficit de 

ejecución caracterizaba una situación de discontinuidad entre la 

política medioambiental realizable -como conjunto de instrumentos 

legales y programas, elaborados y aprobados, susceptible de 

aplicación- y la política realizada en la práctica -como conjunto 

de instrumentos legales y programas aplicados. Esta 

discontinuidad había conducido a que, "a pesar de los esfuerzos 

legislativos, la degradación medioambiental no [hubiera sido] sin 

embargo reducida en la medida esperada" (Hucke & Ullmann, 1980: 

p. 105). 

El origen del déficit de ejecución se atribuyó, en un 

principio, al proceso de negociación entre funcionarios 

regionales y locales y empresarios que predominaba en la fase 

previa a la ejecución de la política de protección del medio 
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ambiente (Mayntz et al., 1978) llS; este proceso de negociación 

'favorecía una realización a la baja de la politica 

medioambiental, y consolidaba el "inmanente poder diferencial" 

de la industria en este área (Hucke & Ullmann, 1980) . 

Posteriormente, la importancia del déficit en esta política fue 

relativizada y el fenómeno comenzó a ser interpretado de distinta 

forma. El déficit, para algunos autores, no aludiría solamente 

a una auténtica deficiencia en el proceso de ejecución sino, 

básicamente, a una sobreinterpretación de las leyes y a una 

ausencia de premisas objetivas en el proceso de elaboración de 

la política (Salzwedel, en: Hartkopf et al., 1986); de esta 

forma, el déficit no significaría tanto una ausencia o 

insuficiente ejecución como la existencia de leyes inadecuadas, 

y excesivamente estrictas, para ser cumplidas (Randelzhofer & 

Wilke, 1981) . Otros autores vinculaban el déficit a la carencia 

de recursos -de personal, de equipamiento, y de información- de 

los funcionarios y, marginalmente, a problemas de organización 

interna de la administración, como los relativos a la separación 

entre las tareas generales o legales y las específicas o 

técnicas, mientras que en otros casos, el déficit se localizaba 

en la estructura misma de los programas medioambientales (Mayntz 

et al., 1978; Knòpfel & Weidner, 1986). También había autores que 

relacionaban el déficit con el papel de los Lander, cuyos 

intereses financieros -reducción de los gastos administrativos-

y económicos -preocupación por la situación industrial de su 

región- les empujaban, en numerosas ocasiones, a ser socios de 

los intereses de la industria (Ulrich, 1986) |4. Por último, se 

llegó a interpretar de forma positiva el déficit de ejecución al 
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admitirse que podía significar la corrección de los fallos de una 

política elaborada erróneamente, así como la inclusión de 

intereses olvidados durante la formulación de los programas 

(Mayntz, 1980). 

Lo que importa de esta discusión, independientemente de las 

razones que puedan explicar el déficit, es que el tema de las 

deficiencias en la ejecución de la política medioambiental, así 

como de las dificultades para asegurar su control y cumplimiento, 

habría abierto un debate público sobre los límites del gobierno 

para dirigir con éxito ciertos temas políticos; los límites de 

la intervención estatal así como del enfoque regulatorio 

tradicional de ordenar y controlar ("command and control"), 

deberían ser superados mediante una aplicación más intensa del 

gobierno privado de la industria, y del papel de los expertos, 

en esta política21'. 

A partir de 1978, la industria toma parte en el debate sobre 

los principios e instrumentos a aplicar en la política 

medioambiental para superar el déficit de ejecución, 

pronunciándose a favor de la extensión de la auto-responsabilidad 

industrial y de la utilización de instrumentos económicos, y en 

contra del crecimiento de la administración medioambiental 

(Müller, 1986). La mayor recurrericia al gobierno privado de la 

industria, así como la limitación en el uso del reglamentismo 

obligatorio en favor de la voluntariedad de las actuaciones 

privadas reflejadas en los acuerdos voluntarios no han conducido, 

sin embargo, a una mejora sustancial de la política 

medioambiental: no hay ningún indicio, por ejemplo, de que el 

saneamiento de las aguas haya mejorado a través de la gestión 
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privada de las asociaciones, mientras que el grado de 

cumplimiento por la industria de numerosos acuerdos voluntarios 

es objeto de juicios encontrados (Mayntz, 1978). 

Sin entrar a analizar el porqué del relativo fracaso del 

gobierno de los actores privados en la política medioambiental21 

a pesar de su tradición histórica y éxito en otras áreas 

políticas, sí cabe señalar que este fracaso, junto a otros 

factores, facilitó la aparición de dudas sobre la pauta de 

participación y consulta de los intereses privados industriales 

en la arena pública. Para muchos analistas, esta pauta aparejaría 

dos riesgos: el de la selectividad (discriminante) de ciertos 

grupos sociales en detrimento de otros, y el de la potencial 

pérdida de autonomía de ciertos departamentos públicos (Mayntz 

& Scharpf, 1975). 

El primer riesgo de selectividad discriminante condujo a una 

cierta desconfianza con respecto al importante, y casi exclusivo, 

papel de la industria, y a la estrecha pauta de cooperación entre 

la misma y el gobierno en la política medioambiental. En relación 

a la posible pérdida de autonomía de las agencias públicas no se 

ha utilizado todavía, de forma generalizada, el argumento acerca 

del control del gobierno por los intereses industriales ("agency 

capture")-2, aunque sí se señala que la influencia de la 

industria en la política medioambiental es excesiva y debe ser 

contrarrestada de algún modo. 

Las dudas surgidas ante la efectividad del gobierno privado 

de la industria así como el creciente recelo ante el grado de 

influencia de la misma en la política medioambiental, se combinan 
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con el descontento social ante el desarrollo de esta política. 

Este descontento y la preocupación en aumento por los problemas 

de la contaminación industrial, se han visto reflejados no sólo 

en el comportamiento verbal (encuestas) sino también en el 

comportamiento político (voto) del electorado: en 1983 los verdes 

entran en el Parlamento (Bundestag) después de una serie de 

resultados favorables en distintas elecciones regionales y 

locales. 

Durante su primera legislatura en el Congreso (1983-1987) 

el Partido Verde (die Gruñen), así como el movimiento ecologista 

en general, estaba principalmente dedicado a asuntos no 

estrictamente relacionados con la política medioambiental de 

control de la polución; la oposición a las centrales nucleares 

y al despliegue de misiles absorbía la mayor parte de las 

energías del movimiento alternativo2'. En los años 80 una serie 

de vertidos químicos accidentales al Rín y de escándalos 

relacionados con el transporte de residuos industriales24, 

llamaron la atención de la población y de los verdes sobre la 

importancia de los problemas de la contaminación de origen 

industrial. La atención que se ha concedido a estos problemas 

desde entonces se refleja en los sucesivos intentos de estos 

grupos, ajenos al gobierno y a la industria, por introducirse en 

el cerrado proceso político medioambiental; así, el movimiento 

verde dedica cada vez mayores recursos al estudio de los temas 

relacionados con la contaminación para adquirir el "expertise" 

necesario que permita su participación en los grupos de expertos 

que elaboran la política de protección del medio ambiente25. 
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Junto al intento de los grupos ecologistas por participar 

en el proceso político medioambiental, otro de los factores que 

"amenaza" al diseño institucional corporatista es el reciente 

cuestionamiento del papel de los expertos y científicos en este 

área política. La estrecha relación entre la industria y los 

científicos se ha convertido, sobre todo, en el objeto principal 

de discusión: un ejemplo de la vinculación entre estos dos grupos 

se encuentra en el polémico caso del amianto26, en el que el 

Partido Verde interrogó al gobierno sobre las conexiones entre 

la Oficina Federal de la Salud ("Bundesgesundheitsamt") -agencia 

pública responsable del caso-, y la Asociación para la Higiene 

del Agua, Suelo y Aire ("Verein für Wasser, Boden und 

Lufthygiene") -asociación apoyada por la industria y encargada 

oficialmente de la realización de informes científicos 

relacionados con este caso (Bundestag Drucksache 11/5365). Por 

otro lado, los grupos ecologistas están atrayendo a sus filas a 

un número creciente de expertos independientes que se sienten 

frustrados por la lentitud con la que la política medioambiental 

se está llevando a cabo. 

Aunque todas las dinámicas de cambio que ejercen una presión 

sobre el diseño institucional corporatista en la política 

medioambiental tienen un origen interno -vinculado a la arraigada 

conciencia ecológica de la población y a la importancia del 

movimiento verde-, la CE influirá también de algún modo sobre la 

cerrada cooperación existente entre el gobierno y la industria. 

La creciente importancia de la CE así como la realización del 

mercado único, pueden modificar preceptos básicos de la política 
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medioambiental -como el principio de cooperación27-, y prácticas 

establecidas dentro de la misma -como los acuerdos voluntarios. 

El principio de cooperación, plasmado básicamente en una 

tradición de colaboración entre el gobierno y la industria que 

excluye otro tipo de participación social, podría ser 

transformado mediante la apertura de esta cerrada arena política 

con el objeto de dar entrada a un tercer socio: la Comunidad 

Europea o, más concretamente, la Comisión. La consecución del 

mercado único podría, por otro lado, poner trabas al desarrollo 

de todos aquellos acuerdos voluntarios medioambientales28 de los 

que se sospechara que representan un obstáculo a los principios 

de la libertad de competencia y del libre intercambio de bienes. 

1.2.1. Resistencias al Cambio del Diseño Corporatista.

Todas estas presiones sobre el diseño institucional 

corporatista han causado, y causan, una gran inquietud dentro del 

sector industrial. La industria no sólo se siente amenazada ante 

la posibilidad de tener que abrir el proceso de elaboración y de 

negociación medioambiental al escrutinio público, sino que 

también está preocupada por las constantes demandas que exigen 

la restricción de su auto-regulación en esta política. En 

principio no parece, sin embargo, que estas presiones vayan a 

afectar sustancialmente al diseño institucional de la política 

medioambiental, porque la pauta de cooperación entre actores 

públicos y privados está fuertemente enraizada en el proceso 

político, y porque las características de este área política 

hacen prácticamente impensable el planteamiento de una ejecución 

no cooperativa. De esta forma, y a pesar de que existe una 
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tendencia hacia la restricción de la auto-regulación industrial 

a través de un endurecimiento progresivo de la legislación 

medioambiental -por el cual no sólo se vuelven más exigentes las 

leyes sino que crece el control del gobierno en detrimento del 

de la industria-, la ejecución privada de la política 

medioambiental continúa siendo la pauta dominante; la mayor 

intervención pública en esta política parece apuntar así a la 

consolidación del principio de auto-responsabilidad industrial 

controlada desde fuera-4. Además, y al tiempo que la legislación 

medioambiental se reafirma en, y refuerza de diversas formas, el 

principio de cooperación a través del fomento de las medidas y 

compromisos voluntarios y del gobierno privado de la industria, 

diversas declaraciones políticas desarrollan la idea de promover 

aún más la auto-responsabilidad de la industria en el futuro 

(Tôpfer, en: Chemie, 1988). Todos estos desarrollos hacen muy 

improbable, por lo tanto, que la relación entre el gobierno y la 

industria se redefina de una forma más amplia para dar cabida a 

nuevos actores (Paterson, en: Bulmer (éd.), 1989). 

Tampoco la CE ha tenido, hasta ahora, una gran influencia 

sobre el diseño institucional imperante en la política 

medioambiental pues Alemania ha sido capaz de preservar los 

estrechos y, sobre todo, exclusivos y excluyentes vínculos 

existentes entre el gobierno y la industria. El relativamente 

escaso influjo de la organización comunitaria se explicaría, 

además de por la perdurabilidad de los diseños institucionales, 

por la similitud entre la CE y Alemania en los siguientes temas: 

las estructuras políticas de decisión, los acuerdos 
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institucionales, y los estilos políticos (Sbragia, 1991). 

Las estructuras políticas de decisión son similares en ambos 

niveles pues tanto Bruselas como Bonn (o ahora Berlín) tienen una 

capacidad limitada para hacer cumplir su legislación a los 

agentes encargados de la ejecución que son, respectivamente, los 

doce países comunitarios y los once Lander -que, después de la 

reunificación alemana, han pasado a ser dieciséis-; la semejanza 

de los acuerdos institucionales se refleja, entre otras cosas, 

en la relación cooperativa y formal entre las autoridades y la 

industria que predomina en la CE y en Alemania; finalmente, los 

estilos políticos comunitario y alemán comparten una preferencia 

por la discusión política "objetiva", basada en el "expertise", 

y alejada de las turbulencias de los contextos nacionales. 

Las dinámicas de cambio de origen nacional, y también 

internacional, no sólo han tenido hasta ahora una influencia 

limitada en el diseño institucional imperante en la política 

medioambiental, sino que los actores de este área han 

desarrollado nuevas acciones para reducir su importancia. La 

industria, por ejemplo, consciente de la preferencia comunitaria 

por la discusión política "objetiva", ha comenzado a poner en 

marcha una nueva estrategia para contrarrestar las presiones 

nacionales en el nivel más "despolitizado y técnico" de la CE; 

en este sentido, algunas industrias alemanas han establecido ya 

contactos individuales con las autoridades comunitarias30. El 

cambio hacia la representación individual no implica la 

incorporación de rasgos pluralistas en el sistema alemán de 

intermediación de intereses ya que éste sigue caracterizándose 
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por el predominio de la acción colectiva a través de las 

asociaciones; de todos modos, lo que si señala este cambio es que 

los actores, en este caso la industria, en momentos de cambio, 

pueden desviarse de sus pautas tradicionales de actuación para 

conseguir sus objetivos (Grant & Martinelli & Paterson, 1989). 

En el nivel comunitario, por ejemplo, las empresas promueven el 

establecimiento de sus propias capacidades políticas porque 

piensan que la CE se convertirá en un organismo cada vez más 

importante" en un doble sentido: 

- como mecanismo de defensa contra las presiones nacionales, 

básicamente de los ecologistas, que empujan en la dirección de 

un cambio en el diseño institucional de la política 

medioambiental52, y 

como mecanismo de cambio político para la uniforme 

aplicación y extensión de la política medioambiental, y 

plataforma para negociar una postura europea común con respecto, 

principalmente, a Estados Unidos y Japónu. 

De esta forma, y a pesar de las dinámicas de cambio 

fundamentalmente de origen endógeno anteriormente expuestas, las 

nuevas estrategias de los actores junto a las limitadas 

posibilidades de cambio radical en la pauta de cooperación entre 

gobierno e industria, han salvaguardado el diseño institucional 

corporatista en la política medioambiental. La influencia de la 

creciente concienciación social por la degradación del medio 

ambiente no debe, sin embargo, ser relativizada a la hora de 

explicar posibles cambios en el diseño institucional alemán. 
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1.3. Los Diseños Institucionales y las Presiones Nacionales: 

Aproximación al Tema de la Conciencia Medioambiental y del 

Movimiento Verde en España y Alemania.

La relación entre el grado de sensibilización social por el 

medio ambiente y la fuerza y el nivel de implantación de las 

asociaciones ecologistas, está todavía por determinar. De todos 

modos, que la conciencia medioambiental preceda al movimiento 

verde, o que éste origine la preocupación pública por el medio 

ambiente, no tiene gran importancia ya que ambos fenómenos se 

refuerzan recíprocamente: la conciencia medioambiental de la 

población tenderá a reflejarse en apoyo de diverso tipo al 

movimiento ecologista, mientras que éste extenderá probablemente 

la sensibilización por el medio ambiente en la sociedad. En 

última instancia, la conjunción de estos dos fenómenos conduciría 

a un mismo resultado: el endurecimiento de la política de 

protección medioambiental así como su definición prioritaria en 

la agenda pública. 

En el caso alemán, el diseño institucional de la política 

medioambiental podría ser modificado por la arraigada conciencia 

medioambiental de la población, y la importancia del movimiento 

verde34: "muchas cosas en la política medioambiental han sido 

realizadas a través de la presión de la opinión pública" (der 

Rat, 1987). En el caso español, ninguno de estos dos factores ha 

tenido una gran relevancia en la política medioambiental: la 

conciencia medioambiental de la sociedad es inferior a la de la 

mayoría de los europeos'", y el movimiento verde está 

desorganizado y no goza de gran implantación social^6. 
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La comparación de estos dos fenómenos en España y Alemania 

señala su importancia diferencial en cuanto a la influencia que 

ejercen sobre el desarrollo de la política medioambiental y sobre 

el cambio de los diseños institucionales en la misma. 

1.3.1.  La Preocupación por el Medio Ambiente en España y

Alemania.

Para determinar el grado de conciencia medioambiental de una 

sociedad se pueden analizar una serie de temas en las encuestas 

de opinión'7: el nivel de conocimiento sobre asuntos referidos 

al medio ambiente, la preocupación y la prioridad otorgadas a la 

política medioambiental, la disposición a asumir sacrificios de 

distinto tipo -mayores impuestos, colaboración ciudadana, etc.-

que favorezcan el desarrollo de esta política, y el grado de 

optimismo o pesimismo sobre el estado y la evolución del medio 

ambiente. 

Dentro del tema del nivel de conocimiento sobre asuntos 

medioambientales, destaca el bajo nivel de información que la 

población española tiene sobre los mismos; en el informe de la 

CE de 1986 "Los Europeos y su Medio Ambiente", España, junto con 

Grecia y Portugal, era el país con un mayor índice de preguntas 

no contestadas (Braun, 1989). El conocimiento de los españoles 

sobre la política medioambiental es muy deficiente: en 1986 sólo 

un 1.3% de los encuestados sabía que el MOPU era el ministerio 

encargado de esta política, mientras que meramente un 17.5% 

conocía la introducción del delito ecológico en el código penal 

(RIMA ne 16, 1980). 
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En Alemania el grado de conocimiento sobre el medio ambiente 

es relativamente alto: en el transcurso de un año (de 1970 a 

1971) el número de encuestados que podía definir el concepto de 

medio ambiente aumentó del 41% al 92% (der Rat, 1978) . Este 

conocimiento se basa en unos medios de comunicación, que 

informan, cada vez de manera más extensiva e intensiva, sobre el 

problema de la degradación del entorno™; la preocupación 

medioambiental de la sociedad procede no tanto de observaciones 

o de vivencias personales, como de una disposición a aceptar la 

información de los medios y a elaborarla con posterioridad en 

reflexión. Aunque al principio la sensibilización sobre este tema 

era difusa y estaba cargada de emociones, ésta se ha beneficiado 

progresivamente de una cierta profesionalización y 

especialización (der Rat, 1987). 

Con respecto a la preocupación por el medio ambiente y a la 

prioridad que se otorga a la política para su protección, la 

sociedad española ha ido concienciándose con el paso del tiempo 

del problema de la degradación medioambiental aunque, aún hoy, 

se sitúa por debajo de la media europea, y no concede todavía una 

gran relevancia a esta política. En unos estudios realizados a 

mediados de los años 70, el índice de urgencia del problema de 

la contaminación era relativamente bajo pues sólo lo señalaba 

aproximadamente un 25% de los encuestados (Emopública, 1977). En 

1980 la preocupación por la polución era todavía escasa, aunque 

en 1986 ésta había aumentado considerablemente pues la mayoría 

de los encuestados consideraba importante este problema -a 

bastante distancia, sin embargo, del paro, y por detrás de la 
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educación, la cultura, la sanidad, las pensiones y la vivienda 

(DGMA, 1988). La importancia concedida al medio ambiente no ha 

dejado sin embargo de crecer en España: entre 1987 y 1989 había 

un 16% más de gente que pensaba que la protección medioambiental 

era muy importante (Hofrichter & Karlheinz, 1990). 

En Alemania, la prioridad concedida a la política 

medioambiental ha sido siempre muy acusada; en todas las 

encuestas más del 90% de la población considera que la protección 

del medio ambiente es una tarea urgente, sobre todo en los campos 

de la protección atmosférica y del saneamiento de las aguas (der 

Rat, 1987); la protección medioambiental y el desarrollo de las 

energías preceden en importancia a temas como la salud, las 

escuelas, y la seguridad pública (der Rat, 1987). En 1974, 

incluso en plena situación de crisis energética y económica, el 

80% de los encuestados señalaba el medio ambiente como objetivo 

prioritario; en 1976, el 70% creía que no se debería ahorrar en 

esta política (porcentaje superior al 63% que pensaba lo mismo 

con respecto a las medidas sociales) mientras que, en 1977, esta 

proporción había aumentado ya al 88% (der Rat, 1978). Además de 

considerarse que la defensa del medio ambiente es una de las 

tareas políticas más relevantes de los años 70 y 80, se constata 

una cada vez mayor disposición a aceptar paro si es por razones 

de protección medioambiental: en 1974 y 1977 menos de una cuarta 

parte de los entrevistados rechazaba esta posibilidad y, en 1983, 

la mayoría de los ciudadanos alemanes no veía como objetivos 

opuestos la protección medioambiental y la seguridad en el empleo 

pues a través de la primera se podían conseguir más puestos de 

trabajo (der Rat, 1978; 1987). 



238 

La disposición a asumir comportamientos coherentes con la 

importancia verbal que se concede al problema medioambiental, así 

como a realizar sacrificios por el mismo, es relativamente baja 

en España^; el grado de sensibilidad social medioambiental "no 

va acompañado del correspondiente grado de responsabilidad ante 

los problemas medioambientales" (Sáenz, en: VV.AA, 1989a: p. 81). 

En 1986, del 89.1% que opinaba que el estado debería destinar más 

recursos para la protección del medio ambiente, sólo el 5.2% era 

favorable a la imposición de nuevos impuestos con este fin 

(Información Ambiental n^ 9, 1986); en 1990 un 51% de los 

españoles se oponía a aceptar mayores impuestos sobre los coches 

y la gasolina para hacer frente a los problemas de contaminación 

(El País, 4-10-1990). El pequeño porcentaje de población que se 

muestra dispuesto a contribuir individualmente a la solución del 

problema medioambiental se reproduce, incluso, dentro de uno de 

los colectivos con mayor conciencia en este tema: los jóvenes40. 

En un análisis de 1988 sobre la participación juvenil en la 

recuperación selectiva de basuras domésticas se comprobaba que, 

frente a un 80% de entrevistados que declaraba su interés por el 

medio ambiente, sólo el 45% tenía en cuenta el envase en la 

adquisición de un producto mientras el resto aducía razones de 

comodidad para la compra de envases no retornables (Fernández 

Serrano, 1988). 

Al contrario que en España, la disposición a aceptar 

inconvenientes en favor de la protección medioambiental es, en 

Alemania, relativamente alta; muchos ciudadanos se declaran 

partidarios de pagar más por la adquisición de productos 

ecológicos, y la proporción de población dispuesta a realizar 



239 

sacrificios personales en favor del medio ambiente ha aumentado 

del 44% en 1970 al 73% en 1977. En 1972, por ejemplo, el 67% de 

los encuestados se mostraba dispuesto a comprar detergentes 

ecológicos, aunque fueran más caros que los normales mientras 

que, en 1984, el 88% aceptaría pagar más para que estos mismos 

productos no llevasen blanqueantes; en 1972, el 53% era favorable 

al aumento del precio del agua como contribución a la depuración 

de las cuencas fluviales; en 1975, el 61% se declaraba a favor 

de una reducción voluntaria en el uso de energía para la 

protección medioambiental; y, en 1977, el 82% no se opondría a 

pagar un depósito por los envases de un sólo uso (der Rat, 1978; 

1987). Con respecto al comportamiento medioambientalmente 

respetuoso se ha comprobado en Alemania que, cuando se 

proporcionan suficientes incentivos e infraestructuras, la 

expresión verbal a favor de la conservación del medio ambiente 

se traduce también en actuación consecuente con la misma41. El 

ámbito en el que este comportamiento ha tenido más éxito es el 

de recogida selectiva de residuos domésticos: de 1970 a 1981 la 

reutilización de vidrio se ha multiplicado por doce, la de 

aluminio ha pasado de 80.000 tn. por año a 200.000, y la de 

plástico ha aumentado de 150.000 tn. a 400.000; en 1969 se 

recogía el 77% del aceite usado, mientras que en 1981 se ha 

llegado al 94%; en 1980 el 40% de las pilas con plomo usadas 

estaba ya bajo control (der Rat, 1987). 

El optimismo con respecto al estado presente y futuro del 

medio ambiente ha sido, hasta hace poco, predominante en España; 

aunque en los años 70 la contaminación del aire en las grandes 
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ciudades habría empeorado para un 60% de los ciudadanos, en 1980 

más del 80% de los encuestados se declaraba optimista en cuanto 

a la resolución de esta polución. Más adelante, en 1986, el 40.8% 

pensaba, sin embargo, que durante los últimos años el problema 

de la contaminación no había mejorado nada, o había empeorado, 

frente al 8.3% que afirmaba que había mejorado mucho o bastante; 

en esta línea de creciente preocupación por la degradación 

medioambiental, el 89.1% de los encuestados afirmaba que el 

estado debería dar más importancia a la prevención de la 

contaminación y a la regeneración del medio ambiente, otorgando 

a esta política más recursos económicos (Información Ambiental 

ne 9, 1986). En 1990, el 86% afirmaba que en España el problema 

de la contaminación era grave o muy grave; además, el 59% pensaba 

que el estado no se ocupaba eficazmente del problema42, aunque 

esta situación cambiaría probablemente en el futuro pues un 45% 

de los ciudadanos asignaba al mundo del año 2000 una mayor 

sensibilidad por la protección del medio ambiente (El País, 4-10-

1990, y 28-12-1990). 

En Alemania la negativa valoración sobre el estado del medio 

ambiente y las pesimistas consideraciones sobre su futura 

evolución, se reflejan en todas las encuestas. La mayoría de los 

entrevistados ve las perspectivas del medio ambiente con 

escepticismo, mientras que los que consideran que su degradación 

supone una amenaza para la vida misma se han duplicado desde 1970 

hasta 1980 (der Rat, 1987) . También predomina una extendida 

insatisfacción con la política medioambiental del gobierno; en 

relación con los campos que abarca esta política, en 1986, el 42% 

señalaba que las medidas más eficaces habían sido las 



241 

relacionadas con las emisiones de los automóviles, mientras que 

el mayor fracaso se vincula a la gestión de los residuos tóxicos 

industriales (der Rat, 1987). En 1984, muchos encuestados 

pensaban que las mejores estrategias dentro de la política 

conservacionista eran el desarrollo tecnológico, y los cambios 

de los estilos de vida y de las estructuras sociales; mientras 

los miembros de las asociaciones ecologistas pedían cambios 

estructurales, los políticos y los empresarios mencionaban el 

progreso técnico y el económico como los mejores medios para 

conseguir una buena protección medioambiental. En Alemania 

existe, a pesar de esta mención al progreso técnico como 

mecanismo de solución de los problemas de polución, una creciente 

ambivalencia con respecto a la técnica aunque no hay, todavía, 

un escepticismo o rechazo generalizado hacia la misma; este 

recelo afectaría solamente a un 10-20% de los encuestados (der 

Rat, 1987) . 

Si dejamos a un lado la comparación entre España y uno de 

los países con más alto nivel de sensibilización medioambiental, 

Alemania, y analizamos en el contexto de la CE el indudable 

aumento de la conciencia conservacionista en la sociedad 

española, este aumento debe ser relativizado; actualmente la 

conciencia medioambiental de los países del sur de Europa -

España, Portugal y Grecia- sigue estando por debajo de la media 

europea4*. En unos estudios realizados en 1988 y 1989, los 

españoles colocaban, dentro de una lista de prioridades, a la 

protección del medio ambiente en cuarto lugar frente al segundo 

lugar que ocupaba para la media europea; en 1986, el 24% de los 
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españoles, frente al 35% de los europeos, consideraba la 

protección del medio ambiente como uno de los tres problemas más 

importantes del momento (Comisión, 1989b) . En 1989, el 74% de los 

encuestados en España opinaba que la protección medioambiental 

era una tarea muy importante, porcentaje que era todavía bastante 

inferior al 89% que se registraba, por ejemplo, en Dinamarca 

(Hofrichter & Karlheinz, 1990). 

1.3.2. El Movimiento Verde en España y Alemania.

El movimiento verde abarca una amplia gama de organizaciones 

que tienen en común el objetivo de la protección del medio 

ambiente: iniciativas ciudadanas ("Bürgerinitiativen") como parte 

de los "single-issue movements", organizaciones de vecinos, 

asociaciones conservacionistas y ecologistas, y partidos verdes. 

En España el movimiento verde será analizado a través de la 

descripción de las asociaciones ecologistas -historia, 

organización, implantación y relación con la sociedad-, y de la 

evolución de los partidos verdes. En Alemania se realizará el 

mismo análisis pero se añadirá una mención a las iniciativas 

ciudadanas. 

En España las asociaciones ecologistas surgieron como parte 

del movimiento anti-franquista en los últimos años del régimen. 

Estas asociaciones estuvieron, en un primer momento, 

fundamentalmente centradas en la oposición a la energía nuclear 

y en la protesta contra los problemas de contaminación urbana 

(Woischnik, 1988). A pesar de esta primera dedicación a la 

ecología política, los objetivos de las asociaciones 
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medioambientales han sido, básicamente, los de conservación de 

espacios naturales y de protección de la flora y la fauna; las 

cuestiones relacionadas con la contaminación industrial, que han 

predominado en los grupos europeos, fueron relegadas a un segundo 

término hasta muy recientemente44 (Varillas: en Aguilar, 1992). 

A nivel comparado las asociaciones ecologistas en España son 

débiles4"*, pues carecen de una mínima estructura organizativa y 

de unos elementales apoyos sociales que les permitan jugar un 

cierto papel en la arena política. A diferencia de Europa no hay 

en el país grupos ecologistas de ámbito nacional y, aunque su 

número es importante -se calcula que existen entre 300 y 600-, 

sólo unos 50 están relativamente consolidados en su ámbito 

territorial y de actuación, mientras que los intentos de 

coordinación sólo han prosperado en alrededor de 70 (Pastor, 

1989); el 80-85% de los pertenecientes a estas asociaciones se 

concentra en dos organizaciones de ámbito nacional (ADENA y 

Federación de Amigos de la Tierra) , y en los más importantes 

grupos regionales. Las organizaciones conservacionistas son, 

además, relativamente jóvenes: solamente el 28.4% de estos grupos 

ha sido fundado con anterioridad a 1980 mientras que la mayoría, 

el 46.3%, se crea entre 19BU y I9o5, perteneciendo un 22.4% de 

estos últimos al período de 1986-1989 (Educación Ambiental, 

1990) . 

Junto a su juventud, las asociaciones ecologistas han 

experimentado un relativo estancamiento en los últimos tiempos, 

ya que el círculo de personas con actividad continua en la 

protección medioambiental es esencialmente el mismo que hace ocho 

años; un indicio de este estancamiento podría ser que el número 
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de solicitudes para subvenciones de actividades medioambientales, 

planteadas por grupos conservacionistas ante la anterior DGMA del-

MOPU, haya disminuido de 111 en el año 1987 a 86 en 1988 (DGMA, 

1989) . 

La baja relevancia del conservacionismo en la sociedad 

española se refleja en su escaso éxito a la hora de sensibilizar 

a la ciudadanía sobre la importancia del problema medioambiental; 

el crecimiento numérico de estos grupos no ha sido así paralelo 

al aumento del interés social por estos temas (DGMA, 1985) . Por 

otro lado, el grado de aceptación social de los movimientos 

ecologistas se puede calificar como de indiferencia estable, 

aunque a partir de 1983 el sentimiento de cercanía con respecto 

a los mismos disminuye o, lo que es lo mismo, la lejanía aumenta 

(DGMA, 1985) . Junto a la baja implantación social de este 

movimiento se puede destacar también su deficiente relación con 

la administración pues, aunque un 13.9% de los miembros de los 

grupos verdes considera que ésta ha mejorado últimamente, el 

11.9% señala que no existe, y la mayoría, el 35.8%, afirma que 

no hay diálogo con los poderes públicos (Educación Ambiental, 

1990). 

Los partidos verdes en España se caracterizan por su 

dispersión, su falta de unidad y homogeneidad -reflejada en 

constantes descalificaciones mutuas- y su deficiente estructura 

organizativa. Todos estos factores se han traducido, para las 

distintas listas verdes, en una serie de decepcionantes 

resultados electorales que no parece que vayan a mejorar en el 

medio plazo4fl. Aunque desde las elecciones de 197747 ha habido 

presencia de partidos con diferentes denominaciones 
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conservacionistas, el primer partido ecologista, reconocido como 

tal por los partidos ecologistas europeos, se funda en 1984 con 

el nombre de los Verdes4s y celebra su primer congreso un año más 

tarde. Algunos resultados de este partido son los siguientes: en 

las elecciones autonómicas de Galicia de 1985 la federación local 

de los Verdes, en coalición con el Partido Humanista, consigue 

el 0.6% de los votos; en las elecciones europeas de 1987 el 

partido consigue 107.000 votos, mientras que en 1989 se pasa a 

163.000. En las elecciones generales de 1986 sólo tres 

federaciones de los Verdes -las de Madrid, Canarias, y el País 

Valenciano- consiguen presentar candidaturas, aunque en 1991 se 

alcanza, por primera vez, representación en todas las CC.AA (El 

País, 31-3-1991). 

El origen del movimiento verde en Alemania puede situarse 

en las asociaciones excursionistas y conservacionistas, 

relacionadas en algunos c¿isos con el movimiento juvenil 

romántico, que datan de finales del siglo XIX (Rüdig, 1988). La 

relevancia de este movimiento se podría explicar por razones 

culturales e históricas; "quizá sean los ciudadanos alemanes los 

que en primer lugar adviertan [el] nuevo contenido ecológico; 

quizá por tradición romántica y amor a la naturaleza, quizá por 

haber sido Alemania el país de origen de movimientos sociales 

tales como la antroposofia o el movimiento naturalista" (Piulats, 

en: VV.AÀ, 1989c: p. 34). Dentro de este movimiento destaca el 

fenómeno de las iniciativas ciudadanas como actuaciones 

colectivas, de carácter básicamente local o regional, vinculadas 

a la protesta contra proyectos o decisiones específicas que 
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afectan al medio ambiente; estas actuaciones no tienen una 

intención de perdurabilidad o de institucionalización pues suelen 

terminar con el logro de los objetivos propuestos. 

Las iniciativas ciudadanas datan de mediados de los años 60 

y no han dejado de crecer en importancia desde entonces: a partir 

de 1967 se multiplicaron por ocho, y en 1975 se calculaba que su 

número rondaba las 1.302 -frente a las 733 iniciativas existentes 

en Bélgica, las 128 en Dinamarca, las 246 en Francia, las 449 en 

Gran Bretaña, las 51 en Irlanda, las 110 en Italia, las 24 en 

Luxemburgo, las 260 en Holanda, y las 1.286 en Japón (Janicke, 

1978) . En 1972 se crea la Asociación de Iniciativas Ciudadanas 

para la Protección del Medio Ambiente ("Bundesverband 

Bürgerinitiativen Umweltschutz") que agrupa a quince iniciativas, 

aunque recibe el apoyo aproximado de unas 300 a 1.000 con sus 

18.000 miembros individuales (Braun, 1989). Entre 1974 y 1977 se 

asiste a un fortalecimiento de estas actividades, que se refleja 

en que a mediados de los años 70 más de la mitad de la población 

considere que las iniciativas son razonables, mientras que un 34% 

de encuestados acepte su participación en las mismas. Esta 

aceptación social se plasma, entre otras cosas, en una mayor 

disposición del partido gobernante, la coalición SPD-FDP, a 

incorporar sus temas de discusión en la agenda pública (der Rat, 

1978) . 

Junto a las iniciativas, las asociaciones ecologistas 

constituyen otro pilar del movimiento verde alemán. Las 

asociaciones ecologistas más representativas son: la Liga de la 

Tierra Alemana ("Deutscher Heimanbund") fundada en 1904, y con 

unos 500.000 miembros repartidos entre doce asociaciones 
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de la Protección de la Naturaleza 

("Deutscher Naturschutzring") de 1950, con unos tres millones de 

miembros pertenecientes a cien federaciones y asociaciones, una 

de las cuales, la Asociación para la protección de las Aves 

("Deutscher Bund für Vogelschutz") , data de 1889 y tiene 130.000 

miembros; y la Liga del Medio Ambiente y de la Protección de la 

Naturaleza en Alemania ("Bund Umwelt und Naturschutz 

Deutschland") de 1975, y con unos 100.000 miembros. Todas estas 

asociaciones mantienen relaciones con diversas instituciones, 

reciben subvenciones del gobierno federal, y han experimentado 

una creciente profesionalización: los grupos conservacionistas 

cuentan con la dedicación exclusiva de científicos que elaboran 

estudios alternativos a los oficiales sobre distintos temas 

medioambientales (Braun, 1989). 

El partido verde en Alemania no sustituye ni a las 

iniciativas ciudadanas ni a las asociaciones ecologistas, sino 

que aporte otro apoyo al movimiento alternativo (Siegmann, 1985) . 

En 1979 se funda el partido verde a nivel federal, después de que 

distintas listas ecologistas hubieran obtenido ciertos éxitos 

políticos en distintas elecciones locales. Ya en 1979, el 15% de 

la población imaginaba que podría votar por el partido verde en 

las elecciones federales (Noelle-Neumann, 1981); este potencial 

voto verde se plasma en el mismo año de 1979, y durante los 

primeros años de la década de los 80, cuando candidatos 

ecologistas entran por primera vez en distintos parlamentos 

regionales: 5.4% de voto verde en Bremen en 1979; 5.3% de voto 

y seis escaños en Baden-Würtemberg en 1980; 7.2% de voto y nueve 

escaños en Berlín en 1981; 8% de voto y nueve escaños en Hesse 
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en 1982, y 5.9% de voto y siete escaños un año más tarde tras la 

fracasada coalición del partido verde con el SPD; 6.5% de voto 

y once escaños en Baja Sajonia en 1982; 7.7% de voto y nueve 

escaños en Hamburgo en 1982; 5.4% de voto y cinco escaños en 

Bremen en 1983; 8% devoto y nueve escasos en Baden-Würtemberg en 

1984; 10.6 de voto en Berlín en 1985; 7.5% de voto en Baviera en 

1986; 10.4% de voto en Hamburgo en 1986; 7.1% de voto en Baja 

Sajonia en 1986; 10.3% de voto en Bremen en 1987; 7% de voto en 

Hamburgo en 1987; 9.4% de voto en Hesse en 1987; y 5.9% de voto 

en Renania-Palatinado en 1987 (Langguth, en: Woischnik, 1986; 

Siegmann, 1985). En las elecciones federales de 1983 el partido 

verde consigue entrar por primera vez, con 27 diputados, en el 

Bundestag aumentando su porcentaje de votos, con respecto a 1980, 

del 1.5% al 5.6%; en las siguientes elecciones federales de 1987 

sube de nuevo el porcentaje de votos verdes al 8.2%, lo que se 

traduce en 44 escaños (Braun, 1989). En las últimas elecciones 

federales de 1991, sin embargo, el partido verde no consigue 

repetir su triunfo y queda fuera del Parlamento, tras una campaña 

electoral marcada por la discusión sobre la reunificación 

alemana. De todos modos, una serie de éxitos ecologistas en 

recientes elecciones regionales -como el 8.8% de voto en Hesse 

en 1991- no permiten hablar de una pérdida de influencia del 

partido verde en Alemania, a pesar del revés sufrido en las 

últimas elecciones a nivel nacional (El País, 22-1-1991). 
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NOTAS DEL CAPITULO CUARTO 

1. Las asociaciones empresariales españolas no son tan poderosas 
como muchas de las europeas, y tienen dificultades para ejercer 
un control jerárquico sobre sus miembros:  la Federación de 
Industrias  Químicas  Españolas  (FEIQUE),  por  ejemplo,  no 
monopoliza, en representación de sus miembros, los contactos con 
la administración ya que muchos de sus asociados mantienen una 
relación directa con los funcionarios (Rijnen, 1985). Además, las 
asociaciones empresariales en España no están consolidadas 
institucionalmente porque sus contactos con la administración son 
limitados y se realizan, generalmente, a través de grupos "ad 
hoc" en los que se tratan problemas específicos. 

2. Ante la ausencia de una extendida conciencia medioambiental 
en la población y de un fuerte movimiento verde, el principal 
factor que presiona en España para la adopción de una política 
medioambiental rigurosa es la pertenencia a la CE. 

3. Mientras que en la CE predomina una relación cooperativa y de 
consulta entre las autoridades y la industria, en España no 
existe una relación de este tipo. Esta situación puede conducir 
a conflicto ya que las propuestas comunitarias sobre política 
medioambiental son incompatibles con el diseño institucional del 
país (Sbragia, 1991). 

4. Además,  en  la  CC.AA  de  Andalucía,  la  Mesa  para  la 
Descontaminación de Huelva -instirución establecida para resolver 
el tema del rechazo social a la construcción de un vertedero, en 
la que participan distintos sectores sociales- se reúne, de forma 
más  o  menos  periódica,   para  discutir   los  problemas 
medioambientales de la zona y tomas las medidas más apropiadas 
para su solución (García Prat, 1990; Cuestionario, 1991). 

5. Las empresas que han presentado peticiones de ayuda dentro de 
este apartado del Programa del MINER alcanzan el número de 27, 
y su volumen de inversión para el período 1990-94 es de 99.190 
millones de ptas (MINER, 1991) . 

6. Al margen de estas reuniones cabe destacar, como señal del 
gradual reconocimiento de la importancia del medio ambiente por 
parte de la industria, la enorme aceptación del programa del 
MINER.  Esta aceptación se refleja en la aprobación de una 
prórroga para la entrega de solicitudes: aunque la fecha última 
para la presentación de solicitudes era el 30 de octubre de 1990, 
a partir del 25 de ese mismo mes la avalancha de proyectos 
presentados -se pasó de 70 a 900- motivó el alargamiento del 
plazo hasta el 30 de noviembre. 
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7. En el polo industrial de Huelva, los planes acordados entre 
el gobierno regional y las empresas podrían recibir el nombre de 
pacto medioambiental. Estos planes, elaborados entre actores 
públicos y privados, tienen un carácter global: medidas de 
corrección de la contaminación atmosférica y de las aguas, y 
construcción de un vertedero para eliminar los residuos generados 
por las anteriores medidas de descontaminación. 

8. Ni siquiera en el País Vasco, región donde se han realizado 
la mayoría  de  los pactos  medioambientales,  se maneja  una 
definición homogénea sobre los mismos. El PSE-PSOE que, como 
partido en un gobierno de coalición,  asumió en la última 
legislatura la gestión de la protección del medio ambiente 
tampoco define el pacto medioambiental en su programa electoral 
de 1984; en el apartado 5.5 sobre medio ambiente, hay sólo una 
referencia a que "la descontaminación y la recuperación de zonas 
degradadas tienen unos costes que es preciso analizar e integrar 
con otros sectores en una acción planificada de Gobierno" 
(Programa Electoral del PSE-PSOE, 1984: p. 48). 

9. La definición de pacto medioambiental que se hace desde la 
propia administración central es amplia, pues abarca el pacto 
interadministrativo -gobierno central, CC.AA y ayuntamientos- y 
el pacto entre la administración y los diferentes sectores de la 
sociedad -partidos, empresas, grupos ecologistas y asociaciones 
sociales.   La  definición  amplia  de  pacto   incluye   el 
establecimiento  de  unas  reglas  mínimas  de  juego,  que  se 
concretarían en la no utilización de la protección medioambiental 
con fines ajenos a la misma, y en la búsqueda de elementos de 
acuerdo entre los distintos actores como punto de partida de 
avances sucesivos en la política del medio ambiente (Entrevista 
A-E-5, 1990). 
Otra acepción del pacto medioambiental es la de búsqueda de 
consenso institucional y social para la ubicación de plantas de 
tratamiento y eliminación de los residuos. 

10. La comarca del Gran Bilbao es considerada por la CE como una 
de las zonas más contaminadas de toda Europa. Esta situación ha 
contribuido, sin duda, al desarrollo por el gobierno vasco de una 
política de pactos medioambientales con las industrias más 
contaminantes de la zona. 

11. Las actuaciones que, entre 1987 y 1988, se llevaron a cabo 
en Huelva para corregir los vertidos industriales comenzaron con 
una serie de procedimientos administrativos de la Agencia de 
Medio Ambiente de Andalucía para regularizar la situación de las 
empresas de la zona. Posteriormente, se establecieron dos tipos 
de medidas de corrección de la contaminación: medidas internas, 
a realizar por las empresas,  y medidas generales para la 
construcción de un vertedero, a realizar entre el gobierno y la 
industria  (Agencia de Medio Ambiente de Andalucía, 1989). 

12. La iniciativa del pacto medioambiental parte del gobierno, 
que organiza reuniones con la industria para que ésta elabore sus 
propios planes de descontaminación como paso previo a la puesta 
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en marcha de los planes públicos. En estas reuniones la 
administración ofrece apoyo técnico y, a veces, subvención 
económica para la realización de los planes. Estos planes, que 
son discutidos colectivamente, experimentan distintas 
modificaciones como, por ejemplo, el establecimiento de plazos 
más cortos o la fijación de objetivos medioambientales más 
estrictos hasta que, finalmente, son acordados por las dos partes 
(Entrevista A-E-13, 1990). 
El caso más significativo de ajuste entre planes públicos y 
privados de descontaminación es el del pacto medioambiental 
realizado por el gobierno vasco con Altos Hornos de Vizcaya (AHV) 
y otras industrias de la Comarca del Gran Bilbao. Este pacto, 
enmarcado en el Plan de Saneamiento del Bajo Nervión-Ibaizábal, 
tiene dos objetivos principales: la adecuación de los vertidos 
de una serie de empresas a los requisitos del plan de 
saneamiento, antes de que éste se pusiera en marcha, y el 
posterior tratamiento de estos vertidos para conseguir estos 
objetivos. El Consorcio de Aguas del Gran Bilbao elaboró en 1986 
un estudio sobre los vertidos de las industrias del Bajo Nervión-
Ibaizábal, en el que se reflejaban las inversiones que cada 
empresa debía realizar antes de su incorporación a la red de 
colectores prevista por el plan de saneamiento. Dentro de este 
plan el gobierno vasco y AHV tirmaron un pacto medioambiental, 
que perseguía que la empresa disminuyera sus emisiones a la 
atmósfera y sus vertidos al medio acuático (El País, 21-10-1989, 
y 1-1-1981) . 

13. La agrupación de distintas empresas situadas en una misma 
zona para abordar los comunes problemas medioambientales 
encuentra uno de sus ejemplos más significativos en la creación, 
a principios de 1986, de la Asociación de Industrias Químicas y 
Básicas de Huelva. 

14. Un caso de incumplimiento de pacto medioambiental sería el 
de la empresa Productos Químicos Sevillanos con respecto a los 
acuerdos realizados con el Ayuntamiento de Getafe, mientras que 
un caso de incumplimiento parcial, o de cumplimiento incorrecto, 
sería el de la empresa Aristraín que todavía produce episodios 
incontrolados de emisiones a la atmósfera a pesar del compromiso 
suscrito con el ayuntamiento de Madrid para instalar un sistema 
de depuración de humos (Entrevista A-E-8, 1990). 

15. En los casos del Plan de Medidas Urgentes contra la 
Contaminación Atmosférica y del Plan de Corrección de Vertidos 
en el polo industrial de Huelva,  la oposición social a la 
construcción de un vertedero industrial que tratara los residuos 
sólidos  generados  por  las  actuaciones  de  descontaminación, 
provocó importantes retrasos y complicaciones adicionales en la 
ejecución del plan. El rechazo al proyecto de instalación de un 
depósito  de  seguridad  de  residuos  inertizados  impulsó  el 
establecimiento de un foro de diálogo, denominado Mesa para la 
Descontaminación de Huelva,  que se reunió durante dos años 
presentando proyectos alternativos al vertedero. 
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16. Hasta ahora el pacto medioambiental se ha llevado a cabo 
básicamente con empresas grandes, y no se ha aplicado todavía, 
ni se sabe cómo podría aplicarse, a las PYMEs. 

17. También en el Programa de Actuación Ambiental de 1992 de 
Confebask  se  recoge  la  necesidad  de  colaboración  con  la 
administración a través de un pacto global medioambiental que 
involucre a la empresa, a la administración, y a toda la sociedad 
(Confebask, 1992). 

18. En Alemania los estudios centrados en la ejecución de las 
políticas públicas comienzan con la llegada al poder en 1969 de 
la  coalición  socialista-liberal.  Esta  coalición  inicia  su 
andadura política con un completo programa de reformas que serán, 
posteriormente, analizadas en su aplicación práctica. 

19. En Alemania las empresas grandes mantienen importantes 
contactos directos con los respectivos gobiernos regionales 
porque, en el nivel del Land, este tipo de relación es más 
importante que la acción colectiva a través de las asociaciones 
(Grant & Martinelli & Paterson, 1989) . Como consecuencia de estos 
contactos suelen crearse cárteles de expertos, formados por las 
regiones y las empresas de la zona, que ofrecen un frente común 
a muchos proyectos medioambientales del gobierno federal. Un 
ejemplo de este cártel es el del Land de Baviera con la industria 
papelera de la región (Ulrich, 1986) . 

20. Como bien ha señalado la industria, el éxito de la protección 
medioambiental no se decide en el nivel legislativo sino en el 
nivel ejecutivo y por los empresarios (BDI, 1990). 

21. El relativo fracaso del gobierno privado en la política 
medioambiental  podría  ser  relacionado  con  dos  factores 
principales:  las  características  específicas  de  este  área 
política, y la limitada y desigual aplicación del principio de 
cooperación en la misma. 
La protección medioambiental, área política nueva y de gran 
relevancia pública, no forma parte de las políticas en las que 
tradicionalmente se ha aplicado el principio del gobierno 
privado; la aparición de nuevos problemas puede reducir la 
cohesión social y la cultura normativa sobre las que se apoya el 
gobierno de los actores privados y de las asociaciones y 
explicar, de algún modo, la desigual eficacia del diseño 
corporatista en esta novedosa área política. 
Por otro lado, la laxa aplicación del principio de cooperación -
encarnado principalmente en los acuerdos voluntarios- en la 
política medioambiental, como área todavía dominada por el 
enfoque regulativo de orden y control, podría explicar los 
decepcionantes resultados del gobierno privado en la misma. Si 
esta segunda opción fuera cierta, la intensificación del gobierno 
de los actores privados podría mejorar la ejecución de esta 
política. De todos modos, esta segunda interpretación, no 
explicaría el escasa aprovechamiento que la industria ha hecho 
de las ofertas del gobierno para suscribir acuerdos voluntarios. 
Una posible respuesta a esta cuestión sería que la industria está 
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acostumbrada al enfoque regulativo y sabe explotar sus mecanismos 
de influencia y poder dentro del mismo, mientras que los enfoques 
que favorecen el compromiso voluntario así como el uso de 
instrumentos económicos y fiscales, se ven acompañados por una 
incertidumbre que no es del gusto de los empresarios (Entrevista 
A-A-22, 1991). 

22. La preocupación acerca del fenómeno de "agency capture" es 
menos evidente en Europa que en Estados Unidos, pues los que 
defienden  su  existencia  en  aquélla  están  generalmente 
circunscritos a sectores radicales dentro del espectro político 
(Sbragia, 1991) . A pesar de que la posibilidad de apropiación por 
actores privados de organizaciones públicas no sea muy creíble 
en los países europeos, no hay que olvidar la existencia de 
organizaciones sociales muy poderosas en el proceso político que 
parecen reproducir, a veces, este fenómeno: la Asociación Federal 
de la Industria Alemana (BDI) es, por ejemplo, uno de los más 
poderosos grupos de interés dentro del país, y dirige el 90% de 
sus actividades hacia los ministerios (von Beyme, 1986). 

23. Hasta mediados de 1984 los temas de trabajo parlamentario del 
Partido Verde se centraron en defensa y seguridad, y centrales 
y energía nuclear; dentro del primer rema 
-legislación militar, comercio de armas, fuerzas armadas y OTAN-, 
se realizaron 3 proposiciones de ley, 12 interpelaciones, y 41 
preguntas, con un total de 56 intervenciones en el Bundestag 
(Woischnik, 1986). 

24. A mediados de los años 80 se produjeron una serie de vertidos 
contaminantes en distintos ríos alemanes; dentro de los mismos 
el accidente más importante tuvo lugar en Suiza (Sandez) donde, 
tras el incendio de una planta química, se virtieron enormes 
cantidades de productos tóxicos al Rín. 
Con respecto al problema de los residuos industriales el suceso 
más importante fue la desaparición, en 1983, de 41 bidones con 
dioxinas procedentes de Seveso. 

25. Como la industria se ve cada vez más sometida a escrutinio 
público, tendrá que desplegar sus diferentes aptitudes para tomar 
parte en debates abiertos y no limitarse a su restringido círculo 
de burócratas con los que comparte una cultura de "expertise" 
(Grant & Paterson & Whitston, 1988) . 

26. El amianto es un producto de naturaleza cancerígena que ha 
sido tradicionalmente utilizado como material de construcción. 
Tras constatar la naturaleza cancerígena del amianto se llega, 
en 1982, a un acuerdo voluntario por el cual la industria se 
compromete a la sustitución gradual de este producto, mientras 
que el gobierno se abstiene de decretar una orden que obligue a 
la industria a suprimirlo. Este acuerdo ha estado sometido a 
numerosas críticas por el movimiento ecologista que ha señalado 
tanto incumplimientos del mismo por parte de la industria, como 
connivencias entre ésta y algunas agencias públicas encargadas 
de investigar las consecuencias del amianto. 
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27. La capacidad que conserven los países comunitarios para 
estructurar la protección del medio ambiente alrededor de sus 
propios, y preferidos, principios nacionales se ha visto reducida 
con la presencia de la CE. El problemas es que, además, la 
integridad del principio político global "puede ser seriamente 
dañada si un único elemento cae fuera de la competencia de la 
autoridad nacional" (Bennet et al., 1989: p. 10). 

28. La aplicación de estos acuerdos a nivel comunitario parece 
bastante improbable debido al difícil control del elevado número 
de  industrias  que  se  verían  implicadas.  A pesar de  esta 
dificultad, diversos informes encargados por la Comisión han 
incluido estos acuerdos dentro del apartado de los nuevos 
instrumentos económicos y fiscales a aplicar en la política 
medioambiental, y han aconsejado que se analice la posibilidad 
de utilizarlos por su ventaja y flexibilidad (Commission, DG XI, 
1990; CDP, 1991). 

29. La Ley para la Protección contra los Productos Peligrosos 
("Gesetz  zum Schutz  vor gefahrlichen  Stoffen"),  o Ley  de 
Productos Químicos de 1980, que parecía a primera vista alejarse 
del principio de auto-regulación industrial, consagra en realidad 
la auto-regulación controlada porque la ejecución de la política 
medioambiental sigue dependiendo básicamente de las empresas. 
Probablemente,  la mayor intervención pública se producirá en 
campos como el de la protección atmosférica o de las aguas, pero 
no en el del control de  los productos químicos donde las 
autoridades dependen, en mayor medida, del "expertise" de la 
industria (Paterson, en: Buimcr (ed.)/ 1989). 

30. A finales de los años 80 se asiste en Alemania a una erosión 
de la confianza de la industria química en su asociación, la 
Federación de Industrias Químicas (VCI, "Verein der Chemischen 
Industrie"), porque se considera que ésta ofrece una plataforma 
demasiado estrecha para resolver las presiones que plantea el 
problema  medioambiental  a  nivel  nacional.  En  1986,  para 
contrarrestar en parte esta disminución de su credibilidad, la 
VCI  aprobó  un  documento  con  líneas  orientativas  para  el 
nombramiento de coordinadores europeos en las tres empresas líder 
dentro de la federación (Grant & Martinelli & Paterson, 1989). 

31. La importancia que se adscribe a la CE se refleja en que uno 
de cada cuatro encuestados dentro de la industria química alemana 
sugiriera que,  a largo plazo,  las organizaciones nacionales 
industriales  se  convertirían  en  secciones  de  la  CEFIC 
(Confederación de Industrias Químicas de la Comunidad Europea) 
(Grant & Paterson & Whitston, 1988). 

32. Las directivas medioambientales suelen ser menos estrictas 
que las leyes y los reglamentos de este tipo aprobados en 
Alemania. "Un sistema de formulación [de políticas] en el nivel 
internacional y de ejecución en el nivel nacional es claramente 
el mejor diseño para minimizar el impacto de los adversarios 
medioambientales de  la  industria  ..."  (Grant & Paterson & 
Whitston,  1988: p.  303).  En este sentido, el Ministerio de 
Economía favorece a menudo el uso del contexto comunitario para 
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acabar con una iniciativa nacional de protección del medio 
ambiente, o para acordar una directiva medioambiental menos 
exigente de lo que sería una ley nacional (Bulmer & Paterson, 
1987) . 
La preferencia de la industria por localizar la formulación de 
la política medioambiental en el nivel comunitario se 
complementa, además, con los objetivos de la Comisión relativos 
a la expansión de sus actividades (Grant & Martinelli & Paterson, 
1989). 

33. Durante  la  discusión de  la directiva  sobre productos 
químicos, la Federación de Industrias Químicas en Alemania (VCI) 
convenció al gobierno para que éste mostrara ante la Comisión su 
oposición a  la regulación estatal de la entrada de nuevos 
productos químicos en el mercado. Posteriormente la VCI suavizó 
su postura, aceptando un cierto control público, para responder 
a  la estricta  legislación norteamericana y salvaguardar la 
exportación  de  estos  productos:  la  auto-regulación  de  la 
industria europea no podría haber proporcionado nunca la base de 
una plataforma de negociación con los norteamericanos (Grant & 
Paterson & Whitston, 1988). 

34. Estos factores no son los únicos, de tipo endógeno, que 
pueden influir en la política medioambiental. En Alemania, por 
ejemplo, los partidos políticos han jugado un papel fundamental 
en esta política introduciendo la preocupación por el medio 
ambiente mucho antes de que el tema fuese objeto de preocupación 
social y tarea del movimiento verde. 

35. Las  razones  que  explicarían  la  baja  sensibilización 
medioambiental de la sociedad española, por no hablar de su 
prácticamente inexistente comportamiento respetuoso con el medio 
ambiente,  son  de  muy  variado  tipo:  histórico,  político, 
económico...  (Aguilar,  1992).  Sin  entrar  en  un  análisis 
pormenorizado de tales razones sí se puede señalar, a título 
meramente  indicativo,  la baja proporción de españoles que 
habitualmente disfruta del campo: estudios realizados a mediados 
de los años 70 reflejaban que ningún sector de la población 
"salía al campo",  o "iba de excursión",  en una proporción 
superior  al  10%  (Emopública,  1977).  Este  bajo porcentaje 
contrasta con las numerosas asociaciones existentes en Europa, 
por no hablar de los individuos aislados, que organizan marchas 
por el campo; en este sentido, son paradigmáticos los clubes 
excursionistas alemanes ("Wandervereine"). 

36. En España  las declaraciones verbales de preocupación 
medioambiental no se transforman en apoyo al movimiento verde. 
De todos modos, y en términos generales, la expresión verbal a 
favor del medio ambiente no suele traducirse en comportamientos 
activos favorables al mismo (Hofrichter & Karlheinz, 1990). 

37. Las encuestas de opinión analizadas ofrecen una información 
relativamente heterogénea sobre el grado de sensibilización por 
el medio ambiente en España y Alemania, porque ni los períodos 
temporales coinciden ni la formulación de las preguntas es 
idéntica en los dos países. A pesar de ello, estas encuestas 
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reflejan,  con  bastante  exactitud,  el  diferente  nivel  de 
concienciación medioambiental existente en España y Alemania. 
! 

38. El grado de sensibilización medioambiental se relaciona con 
el nivel de información disponible sobre este tema y con su 
presentación en los medios de comunicación. En Alemania las 
noticias sobre medio ambiente en los años 70, se habían 
triplicado con respecto a los años 60. La prensa, además, siempre 
ha apoyado los objetivos de protección de la naturaleza 
contribuyendo a la extensión de la conciencia medioambiental (der 
Rat, 1978) . En España, la prensa es el medio de comunicación que 
más se ocupa del tema medioambiental (48% de este tipo de 
noticias en el medio escrito, frente al 31% en la radio), aunque 
lo trata de forma marginal: la información sobre el medioambiente 
aumenta lentamente, del 20.4% en 1980 al 24.6% en 1988 (Braun, 
1989). Este bajo nivel de información ha sido explicado por la 
escasa importancia que la población concede a la protección del 
medio ambiente, aunque también habría que considerar las serias 
dificultades que tienen los periodistas para acceder a esta 
información: el 44% de la misma proviene de asociaciones 
ecologistas, y el 24% de la administración (Montero: en Aguilar, 
1992) . 

39. Tal vez esta baja disposición a cooperar, de distinta forma, 
en la realización de la política medioambiental pueda explicar 
que un 70% de los españoles declarase en 1980 no confiar en la 
colaboración voluntaria de los agentes sociales, y afirmase que 
las medidas dentro de este área política debían tener un carácter 
obligatorio (BIMA, n^ 16, 1980). 

40. Al  igual  que  en  Europa,  en  España  la  conciencia 
medioambiental se encuentra más extendida entre los sectores 
sociales más jóvenes, de mayor nivel cultural y salarial, con 
residencia urbana,  y de ideología izquierdista  (Información 
Ambiental n^ 9, 1986). 

41. Aunque las campañas de sensibilización medioambiental son 
fundamentales a la hora de promover comportamientos respetuosos 
con el medio ambiente -como se ha reconocido en España al 
señalarse que la recogida selectiva de residuos domésticos 
requiere de una labor de mentalización de los ciudadanos-, los 
incentivos y, sobre todo, las infraestructuras de apoyo a estos 
comportamientos son cruciales para el éxito de estas actuaciones; 
en España, por ejemplo, la recogida de vidrio se inicia en 1982 
pero cuatro años más tarde tan sólo abarcaba a cerca de diez 
millones de personas. La tasa de recogida de papel, por otro 
lado, se ha reducido del 53.5% en 1984 al 44% en 1986 (DGMA, 
1987) . 

42. Dentro  de  Europa,  los  españoles  son  también  los más 
escépticos con respecto a la actuación de los poderes públicos 
en la política medioambiental: un 32% de ios encuestados, frente 
a un 18% de media europea, afirma que los poderes públicos no se 
ocupan de esta área política (Comisión, 1989) . 
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43. El hecho de que países como Alemania, Dinamarca, y Holanda 
estén por encima de la media europea con respecto al nivel de 
conciencia medioambiental, mientras que países como España, 
Grecia, y Portugal estén por debajo, permitiría hablar de una 
pauta de mayor y menor sensibilización conservacionista en los 
países más ricos y más pobres respectivamente. La posible 
relación entre el nivel de desarrollo económico y el nivel de 
sensibilización por el medio ambiente se cumpliría, sin embargo, 
solamente en el caso de los países con bajo nivel de desarrollo 
ya que otros países de potencial económico importante, como 
Francia y el Reino Unido, están también por debajo de la media 
europea en cuanto a su nivel de conciencia medioambiental. El 
siguiente cuadro expresa esta relación de forma gráfica. 

Nivel de Desarrollo Económico y de Conciencia Medioambiental: 
PNB por cabeza a precios     Nivel de relevancia de la de 
mercado en 1987 en ECU 

conciencia medioambiental 

Luxemburgo 18,313 
Dinamarca 16,606 
Alemania 16,580 
Francia 15,951 
Reino Unido 15,383 

Holanda 15,258 
Italia 15,242 
Bélgica 14,712 
Media europea    14,605 
España 10,807 
Irlanda 9,381 
Grecia 7,928 
Portugal 7.838 

Luxemburgo 
Dinamarca 
Alemania 
Holanda 

Italia 
Bélgica 

Reino Unido 
Francia 
España 
Grecia 
Portugal 
Irlanda 

por encima de la 
media europea 

alrededor de la 
media europea 

por debajo de la 
media europea 

(Fuente: Hofrichter & Karlheinz, 1990: p. 141). 

44. En un estudio de 1990 se señala que los tres objetivos 
básicos del movimiento ecologista en España son la fauna (73.1%), 
la educación y sensibilización medioambiental (70.1%) , y la flora 
(67.2%) (Educación Ambiental, 1990). 

45. La debilidad de las asociaciones ecologistas en España ha 
sido explicada mediante dos tipos de razones: razones comunes a 
todas las asociaciones de esta naturaleza, y razones específicas. 
Dentro del primer grupo estarían: la falta de madurez política 
del  movimiento  alternativo,   sus  constantes  discusiones 
ideológicas, la democracia de base como pilar organizativo, y la 
carencia de una estrategia compartida. Dentro del segundo grupo, 
sólo aplicable al movimiento alternativo en España, estarían: la 
ausencia de un sentimiento social favorable a la naturaleza, el 
comparativamente bajo nivel de desarrollo económico del país, la 
mentalidad individualista y la influencia del anarquismo, la 
problemática nacionalista y las tendencias descentralizadoras, 
la ausencia de apoyo científico, el rechazo de las instituciones, 
y el bajo grado de asociacionismo de la sociedad española 
(Woischnik, 1986; 1988). 
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46. Los únicos éxitos electorales de los partidos verdes se han 
producido  en  localidades  pequeñas  afectadas  por  problemas 
específicos relacionados con el medio ambiente; en Riaño, por 
ejemplo, y a raíz de la contestada decisión sobre la construcción 
de una presa, triunfan dos concejales verdes en las elecciones 
locales (Woischnik, 1988). 

47. En 1977, por ejemplo, el Partido Ecologista Español, de 
carácter amarillo, conseguía 40.000 votos al Senado, y en 1979, 
dentro de la Coalición Democrática, un resultado similar. En 1982 
el partido V.E.R.D.E.  (Vértice Español de Reivindicación y 
Desarrollo Ecológico),  calificado por  los ecologistas como 
montaje de la ultraderecha, obtenía 76.000 votos para el Senado 
(Costa, 1985; Woischnik, 1986). 

48. Los Verdes han conseguido ser el único partido que puede 
utilizar esta denominación, mientras que los Verdes Ecologistas 
se han visto obligados por una resolución judicial, a variar su 
nombre y logotipo (El País, 31-3-1991). 
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V. LA POLITICA MEDIOAMBIENTAL DE LA COMUNIDAD EUROPEA: LA 

DIALÉCTICA NORTE-SUR. 

La CE es una organización internacional con mayor poder y 

de carácter más complejo que las organizaciones 

internacionales tradicionales. La CE abarca tres comunidades1 

que tienen poderes legislativos -cedidos por los países 

comunitarios a cambio de derechos de participación en las 

mismas-, derechos soberanos y competencias, e instituciones 

que regulan su funcionamiento. Existen, además, una ley 

comunitaria, que tiene supremacía sobre las leyes de los 

estados miembros, y un Tribunal de Justicia Europeo (TJE), que 

vela por el respeto a esta supremacía. La CE constituye así 

una nueva forma de relación entre estados sin ser un estado ni 

tampoco una organización internacional en el sentido clásico. 

La mejor caracterización de la CE sería entonces la de 

organización supranacional ya que su estructura es la de una 

asociación de países sobre los que tiene una autoridad 

relativa y posee, además, derechos soberanos y un orden legal 

propio que vincula a los estados miembros (Borchardt, 1990). 

La CE no es de todos modos una organización que haya 

alcanzado su forma final; la Comunidad es una organización en 

evolución que progresivamente se aleja de su original y 

teórico carácter supranacional, o confederal como dirían 

algunos (si es que alguna vez ha tenido tal naturaleza en la 

práctica), para adoptar un carácter intergubernamental2. Esta 

evolución no estaba contemplada en el diseño inicial sino que 
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es el resultado de la creciente importancia de los estados 

miembros en los procesos de negociación3, elaboración y 

aprobación de decisiones dentro de esta organización. 

El inspirador de la CE, Jean Monnet, defendía la idea de 

un organismo federal -limitado a los sectores económicos 

cubiertos por el Tratado de Roma- que tuviera una Comisión 

independiente como actor principal4. Esta idea desapareció con 

el proyecto de mercado común de 1957; este proyecto hizo del 

Consejo, que reúne a los representantes de los estados 

miembros, el poder decisorio fundamental al tiempo que creaba 

un parlamento y órganos consultivos, como el Comité Económico 

y Social, sin poderes reales. Este cambio con respecto al 

diseño inicial era fácilmente predecible pues figuras 

políticas de la época, como de Gaulle, venían insistiendo en 

la idea de una "Europa de Estados" en la que el Consejo fuera 

la institución predominante donde las soberanías nacionales 

quedaran protegidas mediante la aplicación del principio de 

unanimidad en la adopción de decisiones (Hoffmann, 1989). 

Desde 1957 el Consejo no ha dejado de crecer en importancia 

consolidando, así, a los estados miembros como los principales 

actores del escenario comunitario. 

1. Origen. Desarrollo y Tendencias de la Política 

Medioambiental de la Comunidad Europea: la Consolidación 

de un Área Política. 
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1.1. El Origen de la Política Medioambiental Comunitaria: los

Programas de Acción Medioambiental y la Directiva como

Instrumentos de una Nueva Política.

Cuando en 1972 los jefes de estado de la CE deciden en 

París iniciar una política medioambiental comunitaria, esta 

política carecía de una base legal en los tratados 

fundacionales de la Comunidad. La única referencia que se 

podía utilizar para el desarrollo de esta nueva área política 

se encontraba en los artículos 100 y 235 del Tratado de Roma 

de 1957, por el que se constituía la CEE. 

Según el artículo 100, el Consejo puede adoptar, de forma 

unánime y a propuesta de la Comisión, directivas para la 

aproximación de las disposiciones legales de los estados 

miembros cuando éstas incidan directamente en el 

establecimiento o funcionamiento del mercado común. El 

artículo 235 se refiere a la posibilidad de que el Consejo, de 

forma unánime y a propuesta de la Comisión, adopte las 

disposiciones pertinentes para aprobar una acción cuyo fin es 

el logro de alguno de los objetivos de la Comunidad, a pesar 

de que para tal acción no se hayan previsto las potestades 

necesarias en el tratado. 

Junto a estos dos artículos existían también otros apoyos 

legales en los tratados fundacionales que podían justificar la 

adopción de una política medioambiental a nivel comunitario: 

- en el tratado de la CEE, el preámbulo (los estados 

miembros deberán perseguir como meta esencial la continua 

mejora de las condiciones de vida de sus pueblos) y el 

artículo 2 (la Comunidad promoverá el desarrollo armónico de 



262 

las actividades económicas y el aumento del nivel de vida), 

- en el tratado de la CECA, el artículo 3 (la Comunidad 

fomentará una política de aprovechamiento racional de los 

recursos naturales así como la mejora de las condiciones de 

vida de los trabajadores en cada una de las industrias bajo su 

jurisdicción), y 

- en el tratado de Euratom, el artículo 2b (la Comunidad 

se encargará de  la  protección de  la población y de  los 

trabajadores contra la radiación a través de normas generales 

de seguridad) (Weber, 1988) . 

A pesar de la ausencia de una clara base jurídica que 

permitiera emprender una política medioambiental a nivel 

comunitario, los jefes de estado y de gobierno de la CE 

declaraban en 1972, tras la Conferencia Internacional de 

Estocolmo sobre el Medio Ambiente, que la expansión económica 

no era un fin en sí mismo y encargaban a la Comisión la 

elaboración de un primer programa de acción medioambiental 

(PAM). A este primer programa (1973-1977) le siguió un segundo 

(1977-1981), tercer (1982-1986) y cuarto programas (1987-

1992), mientras que el quinto programa se encuentra ahora en 

preparación dentro de la Comisión. 

Los PAM son documentos que contienen líneas políticas de 

acción que abarcan prácticamente todos los campos de la 

política medioambiental -contaminación atmosférica, 

contaminación de las aguas continentales, subterráneas y 

marinas, contaminación acústica, contaminación por productos 

químicos, contaminación del suelo, gestión de los residuos, 
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uso de los recursos naturales, protección de habitats, flora y 

fauna... La gran variedad de temas que cubren los PAM, junto a 

la complejidad y lentitud del proceso de negociación en la CE, 

ha impedido hasta ahora que se haya podido poner en práctica 

la totalidad de su contenido. Además, muchas propuestas 

incluidas en los PAM han debido ser posteriormente abandonadas 

por su difícil practicabilidad, o por la mera oposición de los 

estados miembros. Todo esto ha conducido a que los PAM sean, 

generalmente, más ambiciosos que la política medioambiental 

comunitaria real. Aunque los PAM no tienen efectos legales 

vinculantes, han conducido a una gran cantidad de actos 

legislativos (Glaesner, 1988); partiendo de estos programas se 

ha desarrollado una extensa legislación medioambiental que 

cuenta ya con más de 200 actos legales repartidos entre, 

aproximadamente, 140 directivas, 50 decisiones y 20 

reglamentos. 

Junto a los PAM como documentos programáticos se 

encuentran las directivas como piezas legales básicas de la 

política medioambiental comunitaria. Las directivas, que pasan 

a formar parte de la legislación de los estados miembros, y 

los PAM están estrechamente relacionados; la mayoría de las 

directivas medioambientales tiene su origen en los PAM al 

tiempo que éstos analizan las directivas en vigor para 

plantear avances, nuevos desarrollos y modificaciones en esta 

política. Esta relación no implica, sin embargo, que exista 

simetría entre los dos instrumentos: las directivas pueden ser 

más ambiciosas e innovadoras que los PAM mientras que éstos, a 
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su vez, pueden establecer líneas de actuación política que no 

encuentren plasmación en las directivas. 

La directiva ha sido el mecanismo legal elegido para 

desarrollar la política de protección del medio ambiente en la 

CE por dos motivos principales: 

- La directiva es de obligado cumplimiento en cuanto a 

sus fines (al igual que el reglamento) y permite, de esta 

forma, una armonización de la política medioambiental en todos 

los estados miembros"1. Esta armonización tendría como objetivo 

evitar  tanto  una  desigual  distribución  de  los  costes 

relacionados con la protección del medio ambiente entre los 

distintos países, como una distorsión del principio de libre 

circulación de mercancías. 

- La directiva es discrecional en cuanto a los medios 

para el cumplimiento de los fines y permite,  así, que los 

estados miembros puedan elegir las estrategias que consideren 

más adecuadas para la ejecución de los objetivos señalados. 

Este rasgo de la directiva introduce una cierta flexibilidad 

en la realización de la política medioambiental y respeta, 

además,  el  importante  principio de  la  subsidiariedad que 

defiende la puesta en práctica de dicha política por el nivel 

administrativo más adecuado -municipal, regional, nacional, o 

comunitario. 

La mayoría de las medidas adoptadas en el proceso de 

integración económica para la consecución del mercado común y 

del respeto a los cuatro principios que le acompañan -libertad 

de circulación de personas, servicios, mercancías y capital-

ha asumido la forma de reglamentos de obligado cumplimiento en 
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cuanto a medios y a fines. La elección de la directiva como 

instrumento básico de la política medioambiental se 

explicaría, en su aspecto de obligado cumplimiento, por las 

importantes repercusiones económico-comerciales de esta 

política y, en su aspecto de discrecionalidad, por la 

necesidad de tolerar, hasta cierto punto, los procesos 

específicos de ejecución política en los estados miembros. 

Para ciertos países comunitarios, tradicionalmente 

comprometidos con una política medioambiental rigurosa a nivel 

nacional, la directiva aseguraría un cierto grado de 

homogeneización que disminuiría el riesgo de desventajas 

competitivas para sus industrias, y satisfaría la voluntad de 

un electorado preocupado por los temas de contaminación 

transí ronteriza. Por otro lado, y para contentar a otros 

países que muestran una cierta desconfianza hacia la política 

medioambiental comunitaria o, al menos, un rechazo a la 

extensión de esta política en nuevos campos, la directiva 

permite realizar una política de protección del medio ambiente 

con estrategias propias y con un grado de lenidad que el 

reglamento no contempla. 1 • 2. La Evolución de la Política 

Medioambiental Comunitaria:

las Dos Etapas de un Área Política en Ascenso.

Los cuatro PAM elaborados hasta ahora por la Comisión han 

servido de guía básica para el desarrollo de la política 

medioambiental de la CE. El análisis de los sucesivos PAM 

refleja una evolución en esta política desde posturas que, de 

forma simplificada, podrían denominarse correctivas y 

enfocadas principalmente en la armonización de la legislación 
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medioambiental por sus repercusiones comerciales y económicas, 

a posturas preventivas y enfocadas en la protección del medio 

ambiente como bien en si mismo. 

El análisis de la política medioambiental comunitaria 

podría dividirse básicamente en dos etapas: 

a) La   primera   etapa   abarcaría   la   legislación 

medioambiental aprobada hasta 1981, durante la vigencia del 

primer y segundo PAM. En esta etapa la política de protección 

del medio ambiente podría caracterizarse por: 

-la preocupación reactiva que persigue corregir, y no 

prevenir, la contaminación, 

-la fijación en el control de sustancias contaminantes 

aisladas en medios naturales específicos (enfoque vertical), 

-la prioridad de los niveles de inmisión, también 

llamados a veces objetivos de calidad, vinculados 

principalmente a objetivos de protección de la salud pública, 

frente a los niveles de emisión, vinculados principalmente a 

objetivos de prevención de la contaminación y de protección 

del medio natural, 

-la consideración del medio ambiente como un área 

política independiente del resto de las políticas, y 

-la preocupación por las consecuencias económico-

comerciales que determinadas actuaciones medioambientales de 

carácter heterogéneo y aislado podrían traer consigo. 

b) La   segunda   etapa   abarcaría   la   legislación 

medioambiental aprobada hasta 1992, estando en vigor el tercer 

y cuarto PAM.  El tercer PAM inicia ya un cambio en esta 
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política que se caracteriza por: 

-la preocupación preventiva plasmada, entre otras cosas, 

en el fomento de las tecnologías limpias y en la búsqueda de 

la disminución de la contaminación en el origen, 

-la atención a los efectos sinergéticos de la 

contaminación, o análisis de la relación entre distintos 

contaminantes en distintos medios naturales dentro de una 

aproximación multimedia (enfoque horizontal), 

-el reconocimiento de la importancia de la fijación de 

niveles de emisión y, más aún, de la combinación de este 

criterio con el de inmisión, 

-la consideración del medio ambiente como un área 

política que se integra en el resto de las áreas, y 

-la preocupación por la protección del medio ambiente 

independientemente de sus repercusiones económico-comerciales. 

1.2.1.  La  Primera  Etapa  de  la  Política  Medioambiental

Comunitaria.

El análisis que se efectuará a partir de ahora de las 

distintas etapas de la política medioambiental comunitaria 

incluye el estudio de las directivas más importantes6, la 

evolución de las prioridades dentro de esta política, y una 

referencia a las discusiones que han mantenido sobre esta 

materia los distintos estados miembros de la CE. 

La política de control de la contaminación atmosférica. 

La política medioambiental comunitaria de protección 

atmosférica no gozó, en un primer momento, de la misma 
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prioridad que la política de protección de las aguas 

continentales. La fijación de niveles de calidad del aire (la 

primera directiva data de 1980) y de niveles de emisión por 

industrias (la primera directiva es de 1984) tiene lugar con 

posterioridad a su aplicación al medio acuático. Si el 

desarrollo de la política de control de la contaminación de 

las aguas había sido dificultado por el Reino Unido, que 

insistía en fijar solamente objetivos de calidad frente a los 

niveles de emsisión comunitarios, en el caso de esta política 

Alemania fue el país que, en un primer momento, retardó la 

aprobación de numerosas propuestas de la Comisión por los 

elevados costes que implicaban para algunas de sus regiones 

densamente industrializadas. 

Las primeras medidas relativas a la contaminación del 

aire son las que conciernen al control de los estándares de 

productos como la gasolina y el fuel oil; este control 

persigue la regulación de las características de estos 

productos con el objetivo de permitir su libre circulación. 

Dentro de este grupo de medidas está la DIR 75/716 sobre 

contenido de azufre de ciertos combustibles líquidos como el 

gasoil, y la DIR 78/611 sobre contenido de plomo en la 

gasolina. 

Otro tipo de medida dentro de este campo medioambiental 

es la DIR 80/779 sobre valores límite y valores guía de 

calidad atmosférica para el dióxido de azufre y las partículas 

en suspensión. Esta directiva fija niveles de inmisión de 

obligado cumplimiento para los valores límite, y niveles de 
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orientación, por ser más restrictivos, para los valores guía. 

Los estados miembros que no puedan respetar los valores límite 

en determinadas zonas de su territorio deberán informar a la 

Comisión y establecer planes para la mejora progresiva de la 

calidad del aire en dichas zonas. 

La política de control de la contaminación de las aguas 

continentales. 

Durante una primera etapa la política medioambiental 

comunitaria concedió prioridad a la lucha contra la 

contaminación de las aguas continentales. Esta prioridad era 

reflejo de una preocupación, compartida por los estados 

miembros y la Comunidad, ante los problemas de polución y los 

conflictos de contaminación transfronteriza de los cauces 

fluviales. El obstáculo más importante en el desarrollo de 

esta política ha sido la discusión entre el Reino Unido y los 

demás estados miembros sobre la posibilidad de fijar niveles 

de emisión comunitarios, al lado de los objetivos de calidad 

establecidos a nivel nacional, para el control de la 

contaminación de las aguas. La prioridad de que ha gozado esta 

política se ha plasmado en una extensa legislación 

medioambiental que abarca numerosas directivas. Estas 

directivas podrían agruparse en dos grupos: 

- El primer grupo se centraría en una descontaminación 

según usos del agua. En este caso las directivas adoptan un 

criterio doble de fijación de objetivos de calidad: según 

valores imperativos (I) , de obligado cumplimiento para todos 

los estados miembros, y según valores guía (G) , más estrictos 
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y de tipo orientativo. Estos objetivos de calidad están 

ligados a los distintos usos del agua (agua potable DIR 

75/440, aguas de baño DIR 76/160, aguas para la vida piscícola 

DIR 78/659, y aguas para la cría de moluscos DIR 79/923). 

Estas directivas permiten a los estados miembros determinar 

las áreas en las que se aplicarán los valores I, aunque se les 

obliga a elaborar planes y programas de reducción de la 

contaminación en dichas zonas. 

- El segundo grupo se centraría en una descontaminación 

según sustancias contaminantes. Este grupo abarca la DIR 

76/464, y todas las que le siguieron posteriormente, sobre 

contaminación por sustancias peligrosas vertidas al medio 

acuático. La DIR 76/464 establece dos listas: la lista negra 

para sustancias muy peligrosas y la lista gris para sustancias 

menos peligrosas. 

Para la primera lista se admite el llamado "enfoque paralelo" 

por el que los estados pueden elegir entre determinar niveles 

de emisión (criterio preferido por la CE) o determinar 

objetivos de calidad. Este enfoque fue aceptado tras largas 

disputas pues todos los estados miembros, excepto uno, 

favorecían la fijación de niveles de emisión homogéneos con el 

propósito de nivelar los costes medioambientales en los países 

comunitarios7. El vertido de las sustancias de la lista negra, 

independientemente del criterio elegido para su control, debe 

estar sujeto a autorización previa. Estos contaminantes serán 

examinados caso por caso por la Comisión para conseguir su 

reducción y posterior eliminación según los mejores medios 

técnicos disponibles y sin incurrir en costes excesivos -de 
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las 129 sustancias incluidas en la lista negra la Comisión 

sólo ha podido presentar, hasta ahora, planes para la 

reducción y eliminación de cuatro o cinco8. Las sustancias de 

esta lista quedarán sujetas en el futuro a límites máximos de 

emisión que deberán ser respetados por las diferentes 

actividades industriales. Como ejemplo de directiva que trata 

del control de vertidos de la lista negra según actividades 

industriales está la DIR 78/176 sobre control de la 

contaminación procedente de la industria del dióxido de 

titanio; esta directiva somete a las industrias de este sector 

a un régimen de autorización previa en sus vertidos y 

recomienda a los estados miembros que redacten programas 

nacionales para la reducción progresiva de su contaminación. 

Este enfoque sectorial, según actividades industriales, ha 

encontrado numerosas resistencias entre los estados miembros 

y, por ello, la Comisión indicó en 1980 que no volvería a 

adoptar propuestas de este tipo. 

Con respecto a la lista gris, el vertido de las sustancias 

debe recibir también autorización previa y los estados tienen 

que establecer programas que fijen objetivos de calidad dentro 

de plazos determinados. 

La política de control de la contaminación de los 

residuos industriales. 

La política de gestión de los residuos industriales se 

inicia casi al mismo tiempo que la política de control de las 

aguas continentales. A pesar de su temprano comienzo y de la 

favorable disposición de los estados miembros hacia una 

política que, en tiempos de crisis energética, debía conducir 
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al ahorro de recursos naturales mediante el aprovechamiento 

de los desechos, la gestión de los residuos industriales se 

caracteriza por ser un campo de escasa actividad legislativa 

(ralentizada sobre todo desde 1978 hasta 1984). La complejidad 

de esta política, que se revela en el fenómeno conocido como 

desplazamiento del problema, junto al estado embrionario de la 

discusión medioambiental, todavía centrada en la 

descontaminación por medios naturales aislados con técnicas 

fundamentalmente curativas ("end-of-pipe technologies"), 

podrían explicar su insuficiente desarrollo así como su 

atrasada situación en la mayoría de los países comunitarios. 

Además, la gestión de los residuos industriales requiere de un 

enorme gasto público4 y esto siempre limita el empuje de los 

estados a la hora de adoptar medidas en este área campo. 

Hay dos grupos de directivas dentro de este campo de la 

política medioambiental: el primer grupo lo componen 

directivas de carácter general que establecen los principios 

básicos de control de los residuos, mientras que el segundo 

grupo reúne directivas referidas al tratamiento de residuos 

específicos. Dentro del primer grupo la directiva básica es 

la DIR 75/442 que contiene disposiciones genéricas sobre la 

gestión de los residuos como la necesidad, en primer lugar, 

de prevenir su producción, en segundo lugar de reciclarlos y, 

en último lugar, de eliminarlos de forma que no se ponga en 

peligro ni la salud humana ni el medio ambiente. Con este fin 

los estados deben designar a las autoridades que se 

responsabilicen de estas operaciones y deben elaborar planes 

de gestión de los residuos. La DIR 78/319, que trata de los 
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residuos tóxicos y peligrosos, repite asimismo los principios 

básicos de la directiva anterior. En el segundo grupo se 

encuentran la DIR 75/439 sobre aceites usados, la DIR 76/403 

sobre PCBs (policlorobifenilos) y PCTs (policloroterfenilos), 

y la DIR 78/176 sobre residuos de la industria del dióxido de 

titanio. Todas estas directivas persiguen la reducción o, en 

su caso, el reciclaje y eliminación de estos residuos 

específicos. También en estos casos los estados deben designar 

a las autoridades encargadas del control de dichos residuos, y 

elaborar planes para la gestión y reducción de los mismos. 

1.2.2.  La  Segunda  Etapa  de  la  Política  Medioambiental 

Comunitaria. La política de control de la contaminación 

atmosférica 

En esta segunda etapa la política comunitaria continúa 

con las dos líneas de acción anteriores. La primera línea, que 

se basa en la regulación de los estándares de productos como 

los combustibles, se ve complementada por las actuaciones 

tendentes a la reducción progresiva de la contaminación 

procedente de fuentes móviles para la consecución del polémico 

coche limpio. Dentro de esta línea de acción cabe destacar la 

postura de Alemania como país promotor de medidas más 

estrictas en cuanto a la regulación de combustibles y en 

cuanto a la introducción de niveles de emisión de gases de 

vehículos. La segunda línea de acción se basa en la fijación 

de objetivos de calidad para determinados contaminantes. 

Además, y como rasgo distintivo esencial de esta etapa, se 

inician dos nuevos tipos de medidas: medidas sectoriales que 
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persiguen reducir la contaminación por actividades 

industriales, y medidas multimedia cuyo objetivo es reducir la 

polución en distintos medios naturales. 

La regulación de los estándares de los combustibles es, 

en esta segunda etapa de la política medioambiental europea, 

cada vez más prolija y rigurosa. Como ejemplo de esta 

regulación están las siguientes directivas: la DIR 87/219 , 

que reduce el contenido de azufre de los gas oil (que modifica 

la DIR 75/716); la DIR 85/210 sobre contenido de plomo en las 

gasolinas e introducción de la gasolina sin plomo (que 

modifica la DIR 78/611); y la DIR 87/416, que modifica la 

anterior directiva y permite a los estados miembros prohibir 

la distribución de gasolina con plomo, bajo ciertos supuestos, 

siempre que tal medida se justifique por razones de protección 

de la salud pública o del medio ambiente. Todas estas 

directivas van acompañadas de una serie de medidas cuyo 

objetivo es la reducción de la contaminación atmosférica 

procedente de fuentes móviles y la aproximación a los niveles 

de emisión imperantes en Estados Unidos y Japón, a través no 

sólo de la introducción y uso obligatorio de la gasolina sin 

plomo sino también de la aplicación del catalizador de tres 

vías para coches grandes. Esta actuación ha estado marcado por 

continuas polémicas entre los países que apoyaban medidas más 

estrictas (Alemania, Holanda y Dinanamrca), y los países que 

deseaban medidas menos rigurosas (Reino Unido, Francia e 

Italia). 

Dentro del grupo de directivas que fijan objetivos de 

calidad para determinados contaminantes están la DIR 82/884, 
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que establece un único nivel de calidad para el plomo, y la 

DIR 85/210 con dos niveles de calidad para el dióxido de 

nitrógeno, valores límite de obligado cumplimiento y valores 

guía de valor orientativo. Ambas directivas indican que los 

estados miembros podrán adoptar niveles más estrictos que los 

señalados y que, en caso de que en determinadas zonas se 

sobrepasen los niveles exigidos, se deberán elaborar planes 

para la mejora gradual de la calidad atmosférica. 

La nueva orientación de la política atmosférica 

comunitaria la representa la DIR 84/360 que regula la 

contaminación procedente de plantas industriales. Esta 

directiva establece que toda nueva industria necesita de una 

autorización previa para su instalación, y marca una 

distinción entre industria nueva y antigua: la primera deberá 

utilizar la mejor tecnología disponible, aunque sin incurrir 

en costes excesivos, para respetar los objetivos de calidad 

y/o niveles de emisión establecidos, mientras que las 

industrias que operan desde antes del 1-7-1987 deberán 

adaptarse gradualmente a la mejor tecnología disponible. La 

DIR 88/609 sobre limitación de emisiones procedentes de 

grandes instalaciones de combustión supone la primera 

plasmación concreta de la anterior directiva, y establece un 

sistema homogéneo de niveles de emisión para plantas nuevas 

que se irá haciendo más estricto con el paso del tiempo; las 

plantas antiguas, por su parte, deberán reducir las emisiones 

mediante el cumplimiento de planes en plazos determinados. 

Esta directiva ha permitido ciertas excepciones en su 

aplicación y así España consiguió, por ejemplo, una derogación 
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temporal con respecto al objetivo de reducción de emisiones 

debido a su situación energética de predominio de combustible 

sólido con alto contenido en azufre; de esta forma, este país 

no tendrá que reducir el porcentaje de sus emisiones de 

dióxido de azufre en 1993 con respecto a 1980 (frente a una 

reducción del 40% en Alemania), reducirá el mismo en un 24% en 

1998 (frente al 60% en Alemania) , y lo hará en un 37% en el 

año 2003 (frente al 70% en Alemania) (Johnson & Corcelle, 

1989) . 

La aproximación multimedia se encuentra en la DIR 87/217 

sobre contaminación producida por el asbesto en el aire, agua 

y suelo. Esta directiva establece valores límite de emisión y 

medidas referentes al uso de este producto en las fases de 

producción, transformado, transporte y eliminación. 

La política de control de la contaminación de las aguas 

continentales. 

El conflicto existente entre el Reino Unido y los demás 

estados miembros sobre la aplicación de niveles de emisión 

homogéneos o el establecimiento de objetivos de calidad, 

reaparece en esta segunda fase cuando se aprueban una serie de 

directivas que regulan determinadas sustancias contenidas en 

la lista negra de la DIR 76/464. Estas directivas son: la DIR 

82/176 sobre vertidos de mercurio del sector de la 

electrólisis de los cloruros alcalinos; la DIR 83/513 sobre 

vertidos de cadmio; la DIR 84/156 sobre vertidos de mercurio 

de sectores ajenos al de la electrólisis; la DIR 84/491 sobre 

vertidos de hexaclorociclohexano; la DIR 86/280 sobre vertidos 

de tetraclorido, ddt y pentaclorof enol ; y la DIR 88/347 sobre 
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vertidos de pesticidas (entre otros el aldrín, dieldrín, y 

endrín). En estas directivas se vuelve a adoptar una solución 

intermedia que posibilita la elección entre la fijación de 

niveles de emisión y la de objetivos de calidad. Por otro 

lado, en el caso de que alguna de las sustancias incluida en 

las directivas sea producida por plantas industriales nuevas, 

los estados miembros sólo concederán autorizaciones de vertido 

si las industrias aplican los mejores medios técnicos 

disponibles para la eliminación o prevención de la 

contaminación. 

Una nueva línea de acción iniciada por la Comisión en 

este campo medioambiental consiste en el control de las 

sustancias contenidas en la lista gris de la DIR 76/464. Estas 

sustancias no eran objetivo prioritario de la política 

comunitaria de control de las aguas por su menor grado de 

toxicidad y, así, la anterior directiva simplemente establecía 

que los estados miembros debían elaborar programas de 

reducción de la contaminación para estos vertidos. La escasa 

importancia que los distintos países conceden a estos 

programas10 ha motivado que un proyecto de directiva sobre los 

vertidos de cromo, presentado por la Comisión en 1986, no haya 

sido todavía aprobado por el Consejo. 

El control de la contaminación de las aguas ha seguido 

hasta aquí tres orientaciones básicas: objetivos de calidad 

según el uso del agua, niveles de emisión y objetivos de 

calidad según la sustancia vertida, y autorización previa y 

programas de reducción de la contaminación según actividades 

industriales. Las nuevas tendencias que aparecen ya, o se 
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vislumbran, en este segundo período son las siguientes: 

- la adopción de un enfoque multimedia, que no se ciñe a 

la contaminación en un sólo medio natural,  en la segunda 

directiva  sobre  vertidos de  la  industria  del  dióxido de 

titanio (DIR 82/883), 

- la continuación del enfoque sectorial por actividades 

industriales,  o  "source-oriented approach",  presente en el 

cuarto PAM, y 

- el control de nuevas formas de polución como en la 

directiva recientemente aprobada sobre la contaminación por 

nitratos procedentes de la actividad agrícola. 

La política de control de la contaminación de los 

residuos industriales. 

La segunda etapa de la política comunitaria sobre 

residuos industriales se caracteriza por una sensación de 

lentitud y falta de rigor en las actuaciones realizadas en 

este campo. Esta situación se agrava con el descubrimiento de 

una serie de escándalos relacionados con el transporte 

transfronterizo de residuos; por ello, en esta etapa se 

enfatiza el control del movimiento de los desechos (DIR 84/631 

sobre seguimiento y control de los traslados transfronterizos 

de residuos peligrosos, y Decisión 90/170 sobre aceptación 

comunitaria de una recomendación de la OCDE en este tema) . 

Otro énfasis de esta etapa es el fomento de tecnologías 

limpias que permitan reducir la cantidad de desechos 

(Reglamento 84/1872). Asimismo, se continúa con la línea 

anterior de regulación específica de determinados residuos, y 

comienza el control de residuos provenientes de actividades no 
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estrictamente industriales. 

Dentro de la regulación de residuos específicos está la 

DIR 85/339 sobre envases para alimentos líquidos. Según esta 

directiva los estados miembros deberán redactar planes para 

reducir la cantidad de envases y lograr una serie de 

objetivos; estos objetivos podrán ser alcanzados con medios 

legislativos (mecanismos obligatorios) o con acuerdas entre 

las partes implicadas (mecanismos voluntarios). En 1988 países 

como Alemania habían escogido medidas voluntarias para la 

ejecución de esta directiva, mientras que países como España 

no dejaban claro si los objetivos serían perseguidos mediante 

medidas obligatorias o voluntarias (Johnson & Corcelle, 1989). 

El problema de la generación de residuos de actividades 

no industriales proviene básicamente de la agricultura: la DIR 

86/278, que persigue la protección del suelo cuando se 

utilizan los lodos de depuradoras para usos agrícolas, marca 

una nueva línea de preocupación medioambiental en la CE. 

1.3. El Acta Única Europea. Reforzamiento y Nuevas Tendencias 

en la Política Medioambiental Comunitaria: la Tercera 

Etapa de un Área Política Consolidada.

1.3.1.  El Acta Única Europea y la Política Medioambiental

Comunitaria.

El AUE ha supuesto la reforma institucional más 

importante para la CE desde su fundación en los años 50. El 

AUE, además de haber proporcionado un reconocimiento legal 
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explícito a la política medioambiental comunitaria11, ha 

reformado el diseño institucional de la CE otorgando, entre 

otras cosas, un mayor peso al Parlamento y modificando el 

proceso de toma de decisiones en el Consejo al ampliar los 

supuestos de aplicación del principio mayoritario. 

La aprobación de este texto en 1986 ha sido una sorpresa 

para la mayoría de los estudiosos de la Comunidad pues se ha 

producido en un momento en el que el discurso predominante era 

el de "euroesclerosis" y "europesimismo". El hecho de que 

hayan sido los estados miembros los últimos artífices del AUE, 

a pesar de que este documento implica una cierta pérdida su de 

poder, no deja de ser paradójico. La explicación de esta 

aparente paradoja podría encontrarse en la progresiva 

incapacidad de los estados para conseguir, de forma aislada, 

sus objetivos políticos, así como en el reto que para Europa 

representa el potencial comercial norteamericano y, cada vez 

más, japonés. Estos factores habrían contribuido, de alguna 

forma, al relanzamiento de la idea comunitaria12 y del 

objetivo del mercado únicon así como, consecuentemente, a la 

reforma institucional encarnada en el AUE (Keohane & Hoffmann, 

1989) . 

La elaboración del AUE ha venido ligada indudablemente al 

nuevo impulso que ha experimentado la idea de la realización 

del mercado único europeo. En la reunión que el Consejo 

Europeo mantiene en Milán en 1985 se aprobó el famoso Informe 

Blanco ("White Paper"), preparado por la Comisión sobre el 

desarrollo del mercado común, al mismo tiempo que se aceptaba 
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la reforma institucional que conduciría al AUE. El AUE, en 

este sentido, debía servir para facilitar la toma de 

decisiones conducentes a la consecución de un mercado único14 

que se presentaba no solamente como inevitable, ante el avance 

de otras potencias económicas mundiales, sino como altamente 

beneficioso para todos los países comunitarios: en este 

sentido el informe Cecchini estimaba que, como consecuencia 

del mercado común, el PIB de la CE crecería entre 4.25 y 6.50 

(Task Force, 1990). 

Además del empuje que el mercado único recibiría con el 

AUE, este documento introducía de iure la protección 

medioambiental como objetivo político comunitario al incluir 

un título VII sobre medio ambiente en los tratados 

fundacionales de la CE. 

Dentro de este título el artículo 130 R enumera los 

objetivos medioambientales de la CE -conservar, proteger y 

mejorar la calidad del medio ambiente; contribuir a la 

protección de la salud humana; y garantizar un uso prudente y 

racional de los recursos naturales-, y resalta como principios 

que deben informar la política medioambiental comunitaria los 

de acción preventiva, contaminador-pagador, integración de 

esta política en todas las demás áreas políticas de la CE, y 

subsidiariedad. Con respecto a la forma de adopción de 

decisiones el mecanismo de aprobación por mayoría sigue siendo 

la excepción, a no ser que la medida medioambiental en 

cuestión afecte a la realización del mercado único, caso en el 

que se aplica el art. 100 A que establece la decisión por 
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mayoría1"1. La regla general en la política de protección del 

medio ambiente señala, sin embargo, que el Consejo determinará 

por unanimidad las acciones que deban emprenderse y 

determinará, también por unanimidad, las cuestiones que deban 

decidirse por mayoría cualificada (art. 130 S). Con la 

intención de impedir que el principio de unanimidad sea 

utilizado para bloquear propuestas medioambientales avanzadas, 

las medidas adoptadas bajo este principio no serán obstáculo 

para el mantenimiento y la adopción, por parte de cada estado 

miembro, de medidas de protección del medio ambiente más 

rigurosas (art. 130 T) . Esta posibilidad de mayor rigor en la 

adopción de medidas medioambientales se complementa con el 

art. 100 A. 3 que señala que la Comisión, en sus propuestas 

referentes a la aproximación de las legislaciones en materia 

de medio ambiente, se basará en un nivel de protección 

elevado16. Este alto nivel de protección fue considerado, de 

todos modos, insuficiente por países como Alemania y Dinamarca 

que presionaron para que se incluyera el art. 100 A. 4; según 

este artículo los estados miembros, tras la adopción por el 

Consejo de una medida de armonización por mayoría cualificada, 

pueden aplicar sus disposiciones nacionales si lo justifica 

alguna de las exigencias relativa a la protección del medio 

ambiente. Esta aplicación debe ser confirmada por la Comisión 

tras comprobar que no se trata de una discriminación 

arbitraria, o de una restricción encubierta al comercio 

(Kramer, 1988). 

La necesidad de analizar si las disposiciones nacionales 

rigurosas referidas al medio ambiente persiguen realmente la 
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protección medioambiental y no estrategias proteccionistas 

camufladas, resalta las claras consecuencias económico-

comerciales que esta política conlleva. El estrecho vínculo 

entre la política del medio ambiente y la realización del 

mercado único no permite decidir a priori si ciertas medidas 

con repercusión medioambiental afectarán al mercado único y 

serán, por lo tanto, decididas por mayoría (art. 100 A) , o si 

serán consideradas como propias de la política medioambiental 

y decididas por unanimidad (art. 130.S). El nuevo escenario 

que el AUE abre para esta política comunitaria es incierto; no 

hay acuerdo sobre si el AUE será beneficiosa o no para el 

desarrollo de la política de protección del medio ambiente de 

la CE. La primacía otorgada a las medidas que conducen al 

mercado único y se deciden por mayoría choca, todavía, con la 

precaución con la que se aborda el tema medioambiental que 

sigue aún sujeto, con ciertas excepciones, al principio de 

unanimidad. Como la realización del mercado único supondrá, 

entre otras cosas, un aumento de la inversión en obras 

públicas e infraestructuras de todo tipo para favorecer la 

libre circulación de los cuatro bienes básicos del mercado 

único -personas, capital, servicios y mercancías-, el reto 

medioambiental aumentará inevitablemente17; la aceleración de 

la degradación del medio ambiente será enorme si no se toman 

medidas que integren de forma efectiva este área política en 

todas las demás políticas comunitarias. 
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1.3.2.   El  Reforzamiento  de  la  Política  Medioambiental

Comunitaria.

A pesar de que el escenario político medioambiental tras 

la aprobación del AUE se caracteriza por la incertidumbre, se 

puede aventurar que existe una clara voluntad de impulsar la 

política de protección del medio ambiente comunitaria a la 

vista de ciertos sucesos acaecidos recientemente dentro de la 

CE1*. Como muestra de esta voluntad política pueden señalarse: 

a) el papel del TJE en una serie de sentencias que han 

abordado el tema medioambiental, 

b) las  propuestas  de  modificación  de  los  tratados 

fundacionales  para  incluir  nuevos  conceptos  de  interés 

medioambiental, y 

c) la declaración sobre el medio ambiente de los jefes de 

estado y gobierno comunitarios reunidos en Dublin en 1990. 

a) El TJE ha declarado en una serie de sentencias que la 

protección del medio ambiente es uno de los objetivos 

esenciales de la CE y que tal objetivo puede justificar 

restricciones de los principios fundamentales de la ley 

comunitaria. Uno de los primeros casos en los que el TJE 

resolvió una disputa legal reforzando la importancia del medio 

ambiente, en detrimento de otros principios comunitarios, fue 

el referido a la DIR 75/439 sobre aceites usados; en este 

caso, el Tribunal señaló que la libertad de comercio estaba 

sujeta a ciertos límites, como los que se deducían de la 

obligación de protección medioambiental, que se justificaban 
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por ser objetivos de interés general (Kramer, 1988). En el 

caso de las botellas danesas el TJE aceptó el sistema de 

depósito y retorno de envases de Dinamarca, desestimando así 

la denuncia de la Comisión, porque la protección del medio 

ambiente era un requerimiento obligatorio que podía limitar la 

aplicación del art. 30 del Tratado de Roma sobre la libre 

circulación de mercancías; además, se argumentó que las 

restricciones que el sistema danés imponía al libre movimiento 

de bienes no eran desproporcionadas con respecto al objetivo 

de protección medioambiental19. 

b) Otro suceso que demuestra el reforzamiento de la 

política medioambiental comunitaria es la propuesta de incluir 

una serie de principios referidos al medio ambiente en una 

próxima modificación de los tratados fundacionales. Esta 

propuesta se relaciona con iniciativas comunitarias anteriores 

que habían analizado la problemática medioambiental dentro de 

la CE. Una de estas iniciativas parte de los ministros de 

medio ambiente de los estados miembros que, siguiendo el 

ejemplo del Informe Cecchini que había investigado las 

consecuencias de la realización del mercado único desde un 

punto de vista económico, pidieron a la Comisión en 1988 que 

examinara las repercusiones medioambientales de la creación 

del mercado único. Con este objetivo la Comisión organizó un 

grupo de expertos ("task force") que produjo un informe en 

1990. En este informe se recomendaba, entre otras cosas, lo 

siguiente: la inclusión del punto de vista medioambiental en 

las medidas conducentes al mercado único; el refuerzo de las 
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posibilidades comunitarias de control del estado del medio 

ambiente en los países miembros; y la aplicación de 

instrumentos económicos en la política medioambiental (Task 

Force, 1990). 

Este informe sirvió como punto de partida de un mandato 

que recibió la Célula de Prospectiva (CDP) -organismo ligado 

directamente al Presidente de la Comisión- para analizar el 

concepto de crecimiento sostenible20 y la posibilidad de 

armonización entre crecimiento económico y protección 

medioambiental (Entrevista A-CE-33, 1991). Este organismo 

realizó un trabajo cuya principal conclusión establecía que el 

crecimiento económico era una condición necesaria, pero no 

suficiente, para crear una economía medioambiental sostenible 

("environmental sustainable economy") siempre que éste se 

basara en un concepto cualitativo del crecimiento. En este 

trabajo también se resaltaban los efectos positivos de una 

política medioambiental preventiva, pues el olvido de estas 

medidas durante los períodos de crecimiento económico 

implicaba inversiones mucho más costosas posteriormente; 

además, la evidencia señalaba que los costes anuales debidos a 

la degradación medioambiental eran mucho mayores -hasta un 10% 

del PIB- de los previstos. Por último, y con respecto al 

controvertido tema del mecanismo para la toma de decisiones en 

la política medioambiental, el estudio propugnaba la 

aplicación del voto por mayoría para todo lo relacionado con 

el medio ambiente (CDP, 1991) . 

En 1991, tras la elaboración del informe, se propusieron 

una serie de enmiendas a los tratados fundacionales que, entre 
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otros aspectos, incluían: una declaración sobre el crecimiento 

sostenible como uno de los objetivos de la unión europea (a 

incluir en el preámbulo, artículos 2 o 3 del tratado) ; una 

referencia al compromiso intergeneracional ("intergenerational 

equity") como obligación de las generaciones presentes de 

legar un medio ambiente limpio a las generaciones futuras; la 

adopción de decisiones en materia medioambiental por mayoría 

cualificada y bajo el procedimiento de co-decisión entre el 

Parlamento y el Consejo (reforma del artículo 130 S) ; y el 

reforzamiento del enunciado sobre la integración de la 

protección medioambiental en otras áreas políticas 

comunitarias (reforma del artículo 130 R (2) (Commission of 

the EC, Forward Studies Unit, 1991; Herce, 1991). 

c) Las ideas anteriores se encuentran, a su vez, en la 

Declaración del Imperativo Medioambiental resultado de la 

cumbre de Dublin celebrada en 1990 con la asistencia de los 

jefes de estado y de gobierno comunitarios. En esta 

declaración se señala la urgente necesidad de adoptar una 

aproximación más sistemática en la gestión medioambiental, 

acelerar el proceso de la toma de decisiones vinculadas a la 

legislación de protección del medio ambiente, y reforzar la 

ejecución y el control de las medidas en este área política. 

La política medioambiental comunitaria, según la declaración 

de Dublin, debe desarrollarse de forma coordinada "sobre los 

principios de un desarrollo sostenible y una actuación 

preventiva y precautoria", y tener en cuenta la necesaria 

solidaridad intergeneracional (en: Herce, 1991: p. 9). Por 
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otro lado, se insiste en la necesidad de complementar el 

tradicional principio regulatorio de ordenar y controlar 

("command and control"), imperante en esta política, con 

nuevos instrumentos de tipo económicos y fiscal. 

Teniendo en cuenta todos estos factores podría hablarse 

de una tercera etapa en la política medioambiental 

comunitaria. Esta etcipa, que coincidiría con la redacción del 

quinto PAM, se caracterizaría básicamente por la definitiva 

consolidación de la política medioambiental, que se situaría 

en pie de igualdad con respecto a las políticas tradicionales 

de la CE centradas en los aspectos económicos y comerciales. 

1.3.3. Las Nuevas Tendencias en la Política Medioambiental

Comunitaria.

Junto al reforzamiento de la política medioambiental 

comunitaria habría también que considerar en esta tercera 

etapa una serie de tendencias en este área política: 

- la existencia de un empuje imparable hacia la adopción 

de instrumentos económicos y fiscales para la gestión del 

medio ambiente, 

la cada vez más visible vinculación entre política 

medioambiental y políticas económicas y comerciales, y 

la consolidación del medio ambiente como elemento 

imprescindible, y al mismo tiempo conflictivo, de cualquier 

discusión política comunitaria y la relevancia, por lo tanto, 

del problema de la financiación de la política medioambiental. 

La  política  medioambiental  comunitaria  se  ha  regido 
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básicamente por el tradicional principio regulatorio de orden 

y control ("command and control11); este principio se refleja 

en una legislación medioambiental que impone a los estados 

miembros una serie de objetivos cuyo cumplimiento es 

controlado por la Comisión. En caso de que los objetivos no 

sean cumplidos, la Comisión realiza los trámites necesarios 

para obligar a los países afectados a llevarlos a cabo. El 

último paso en este proceso de control en la ejecución de la 

legislación medioambiental es la denuncia del estado miembro 

ante el TJE, que tiene un poder de sanción indirecta a través 

de la publicidad que concede a sus resoluciones. De esta 

forma, la política medioambiental se lleva a cabo bajo la 

forma tradicional de legislación de obligado cumplimiento, 

control sobre su ejecución, y sanción en caso de 

incumplimiento. 

El anterior mecanismo no ha producido, hasta ahora, los 

resultados esperados pues los estados miembros raramente 

cumplen la legislación medioambiental de forma satisfactoria, 

como lo demuestra el crecimiento del número de denuncias 

presentadas ante el TJE. Para intentar paliar los 

decepcionantes resultados de esta política se persigue, cada 

vez con más fuerza, combinar el tradicional principio de 

ordenar y controlar con la aplicación de instrumentos 

económicos y fiscales21. Los defensores de este nuevo 

enfoque -básicamente los economistas medioambientales de la 

Comisión- señalan que estos instrumentos permiten conseguir 

los mismos resultados, si no mejores, que la legislación 

actual con menores costes y mayores incentivos, pues 
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introducen estrategias flexibles y diferenciadas según la 

situación específica de los contaminadores; de esta forma, los 

objetivos medioambientales no se imponen de forma rígida y 

uniforme porque los agentes pueden elegir las medidas a 

adoptar en una situación en la que, de forma simplificada, se 

incentiva la reducción de la contaminación mediante impuestos 

ecológicos que gravan al más contaminante, o mediante 

beneficios fiscales que favorecen al que menos contamina. 

Los instrumentos económico-fiscales, aunque ya han sido 

aplicados en distintos países con resultados globalmente 

satisfactorios, siguen siendo escasos en la política 

medioambiental de la CE; uno de los raros casos de utilización 

de tales instrumentos a nivel comunitario es el de la DIR 

75/439 sobre aceites usados, que introduce incentivos 

económicos para los responsables de la gestión de este 

residuo. 

El lento avance de los instrumentos económicos y fiscales 

en la política comunitaria podría explicarse, básicamente, por 

las dificultades que se encuentran a la hora de acordar su 

homogénea aplicación en todos los países miembros. Al mismo 

tiempo la CE, como juega un papel armonizador de aproximación 

de las políticas de protección del medio ambiente, dificulta 

la implantación de estos instrumentos ya que restringe la 

libertad de actuación política de los países comunitarios y 

controla que los nuevos mecanismos medioambientales no 

conduzcan a distorsiones de la competencia intracomunitaria. 

En algunos casos la CE ha permitido, sin embargo, la 

aplicación de instrumentos de tipo económico en determinados 
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países; Alemania y Holanda consiguieron, por ejemplo, el 

permiso del Consejo para otorgar incentivos fiscales a los 

consumidores que quisieran adquirir vehículos limpios durante 

el período que precedía a la entrada en vigor de los nuevos 

estándares comunitarios de emisión (Johnson & Corcelle, 1989). 

A pesar del escaso desarrollo de los instrumentos 

económicos en la política medioambiental de la CE, se ha 

aprobado recientemente, tras el Consejo de Dublin, un nuevo 

enfoque que combina estos instrumentos con la legislación 

tradicional. Este enfoque persigue un elevado y obligatorio 

nivel de protección medioambiental en todos los estados 

miembros permitiendo, al mismo tiempo, un segundo nivel 

facultativo, más exigente en la protección medioambiental, que 

puede ser alcanzado mediante instrumentos económicos y 

fiscales (Entrevista A-CE-25, 1991). La aprobación de este 

nuevo enfoque, que introduce dos velocidades en la política 

medioambiental comunitaria -una de obligado cumplimiento, y 

otra facultativa para los países que desean una protección del 

medio ambiente más exigente- podría plantear, sin embargo, 

problemas de distorsión comercial en la CE. 

La estrecha relación entre la política medioambiental y 

la política económica y comercial fue una de las razones del 

desarrollo de la primera a nivel comunitario; en el momento 

inicial la legislación referente al medio ambiente perseguía, 

principalmente, una armonización de los productos con efectos 

sobre el entorno que permitiera su libre circulación dentro 
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del mercado común, y la igualación de los costes de 

descontaminación en los distintos estados miembros. El hecho 

de que la evolución posterior de esta política se haya 

orientado cada vez más a la protección del medio ambiente como 

bien en sí mismo, independientemente de sus repercusiones 

económico-comerciales, no implica que las consideraciones 

materiales hayan dejado de estar presentes en la discusión. Es 

más, estas consideraciones se han reforzado recientemente 

debido a dos hechos: el relanzamiento del objetivo político de 

consecución del mercado único, y el progresivo encarecimiento 

de la política medioambiental como resultado de su mayor rigor 

y de la ampliación de sus objetivos. 

El medio ambiente forma parte ya de prácticamente toda 

política comunitaria y es objeto de discusión y conflicto 

frecuente en el Consejo. De esta forma, la política 

medioambiental puede llegar a convertirse, si no lo ha hecho 

ya, en un elemento de intercambio ("trade-off") en la 

negociación política: ayuda económica de los países 

comunitarios del norte a los del sur a cambio de que estos 

últimos acepten las exigentes políticas medioambientales de 

los primeros. 

La conflictividad que caracteriza al tema medioambiental 

está presente sobre todo en las cuestiones relacionadas con su 

financiación. La discusión sobre la creación de un fondo 

medioambiental al lado de, y no integrado en, los fondos 

estructurales es un asunto polémico que enfrenta a los países 

pagadores netos ("paymaster" o "Nettozahler"), y defensores de 
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una disciplina presupuestaria en la CE (Alemania), con los 

países favorables al principio de cohesión económica y social, 

defensores de una contribución al presupuesto de la Comunidad 

basada en la prosperidad relativa de cada estado miembro 

(España). 

2. Problemas de Ejecución en la Política Medioambiental de la 

Comunidad Europea.

2.1. Introducción a los Problemas de Ejecución en la Política

Comunitaria.

Aunque según los estándares de las organizaciones 

internacionales el grado de ejecución de la ley comunitaria ha 

sido extraordinario, la CE sufre de un importante déficit en 

el cumplimiento de su legislación (Keohane & Hoffmann, 1989). 

La constatación de este déficit se ha reflejado recientemente 

en un énfasis en los problemas de ejecución, frente a la mera 

elaboración y aprobación de los diversos actos legales 

comunitarios; se reconoce así que la Comisión, como iniciadora 

de propuestas políticas y legislativas, ha podido conducir a 

una sobreproducción de directivas relegando a segundo término 

los problemas de control y cumplimiento de las mismas 

(Rehbinder & Stewart, 1985). 

La progresiva prioridad concedida a los problemas de 

ejecución se plasmó, en 1983, en una resolución del Parlamento 

en la que se pedía a la Comisión que publicara un Informe 

Anual sobre el Control de la Aplicación de la Ley Comunitaria. 

El análisis de estos informes refleja un aumento del grado de 
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incumplimiento de la legislación de la CE, aunque el número de 

casos que son denunciados ante el TJE ha descendido debido a 

la tendencia a resolver la infracción antes de llegar al 

estado de litigio (Commission, 1988). En estos informes se 

plantean una serie de propuestas que contribuirían a mejorar 

el cumplimiento de la legislación comunitaria: la firma de 

contratos con agencias de los estados miembros para controlar 

las normativas técnicas nacionales publicadas; el aumento de 

los contactos entre la Comunidad y las autoridades nacionales 

para analizar la ejecución de las obligaciones comunitarias; 

el establecimiento de un diálogo con los estados miembros en 

la fase de preparación de las medidas; y la organización de 

intercambios con los departamentos nacionales responsables de 

la aplicación de los instrumentos comunitarios (Commission, 

1987; 1989). 

El déficit de ejecución de la legislación comunitaria 

está principalmente relacionado con el grado de cumplimiento 

de la legislación nacional; en este sentido, la ejecución de 

la política de la CE no es mejor ni peor que la de la política 

nacional por lo que el punto de discusión no es la realización 

de la primera sino de la segunda (Kromarek, 1986; Siedentopf & 

Hauschild, 1988). Los países que tienen una tradición de 

respeto y cumplimiento de la ley ("law-abiding"), y un diseño 

institucional que facilita su ejecución, aplicarán la política 

comunitaria de forma probablemente más satisfactoria que 

aquellos países que carecen de esta tradición y diseño. Las 

diferencias existentes en los sistemas de ejecución de los 

distintos países ayudan, además, a explicar los conflictos que 
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se  producen  en  la  CE durante  el  proceso  de  elaboración 

política (Sbragia, 1991). 

De todos modos, aún en el caso que el grado de 

cumplimiento de las dos legislaciones -nacional y comunitaria-

fuera similar, la ejecución de la política de la CE tiene una 

dificultad añadida: la Comisión, como organismo encargado del 

control y vigilancia de la realización de la política 

comunitaria, es una institución ajena a los estados miembros, 

que no tiene poderes de sanción22 y carece, además, de los 

medios necesarios para desempeñar su función. Aunque la 

Comisión emplea a 11.350 burócratas, este número queda 

reducido a 4.200 si se descuentan el tercio de funcionarios 

que se ocupa en tareas de traducción y lingüísticas, y los 

2.770 funcionarios que trabajan en investigación científica. 

La escasez de personal de la Comisión es evidente si se 

considera, por ejemplo, que la política agrícola de la CE 

ocupa a 700 funcionarios mientras que en Alemania el 

Ministerio de Agricultura se compone de 200.000 (Lodge, en: 

Lodge (éd.), 1983). Esta carencia de medios, que dificulta el 

desempeño de las tareas de la Comisión, podría ser el 

resultado de una estrategia deliberada de los estados 

miembros, que no sólo intentan controlar el crecimiento del 

gasto comunitario sino controlar también al órgano de control 

dentro de la CE (Entrevista A-CE-34, 1991). 

2.2.  El Déficit de Ejecución en la Política Medioambiental 

Comunitaria. Los problemas de ejecución y control de la 

legislación 
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comunitaria son más graves en la política medioambiental que 

en otras áreas políticas; determinadas características de este 

área, como el gran número y la heterogeneidad de las empresas 

a controlar y el monopolio casi exclusivo del conocimiento 

técnico medioambiental por los expertos de la industria, 

añaden un grado de dificultad a la, ya de por sí difícil, 

ejecutabilidad de esta política. Además, la DG XI, como 

dirección general encargada de la política medioambiental23, 

es una de las unidades administrativas más pequeñas y menos 

relevantes dentro de la Comisión: su presupuesto está por 

debajo del 1% del total del presupuesto comunitario24 y emplea 

únicamente a aproximadamente 150 personas (Bennet et al., 

1989); dentro de la DG XI, la sección encargada del control 

del cumplimiento de la legislación medioambiental 

("Enforcement Section") dispone simplemente de siete u ocho 

funcionarios (Entrevista A-CE-35, 1991). 

La gravedad de los problemas de ejecución de la política 

medioambiental fue reconocida por el Parlamento Europeo que 

pidió, en 1983, un reforzamiento del control en la aplicación 

de la legislación medioambiental, y por el Consejo, que 

solicitó que la Comisión le transmitiera regularmente un 

balance de la aplicación de esta legislación (Comisión, 1991). 

El cuarto PAM establece, a su vez, como una de las prioridades 

de la política medioambiental para el período 1986-1992, la 

vigilancia de la aplicación de la legislación de protección 

del medio ambiente. 

En la práctica el control sobre la aplicación de la 
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legislación medioambiental comunitaria tiene tres niveles: el 

control sobre si la directiva se transpone o no al derecho 

interno del país; el control sobre si la transposición es 

correcta y completa; y el control sobre si la directiva es 

correctamente aplicada. Con respecto a cada uno de estos tres 

niveles el procedimiento es siempre el mismo: la Comisión 

dirige una carta a los estados miembros notificando la 

existencia de la directiva y la obligación de transponerla al 

derecho interno. Posteriormente, y tres meses antes del plazo 

límite para la transposición de la directiva, la Comisión 

escribe una segunda carta a los estados miembros que no dado 

ninguna respuesta sobre el cumplimiento de esta obligación. 

Tanto si no se ha transpuesto la directiva como si la 

transposición es incorrecta o su aplicación es deficiente, el 

proceso posterior sigue tres fases: 

- una carta de apertura de procedimiento de infracción de 

la Comisión al estado miembro. Un tercio de estas cartas, 

aproximadamente,  no reciben contestación por parte de los 

estados miembros en el plazo de dos meses y, por ello, se pasa 

a la siguiente fase de 

- dictamen motivado, como paso previo al 

- recurso ante el TJE. 

Hasta ahora el énfasis de la actividad de control de la 

Comisión se ha centrado en la existencia o no de una 

transposición de la directiva y en el tipo de transposición 

(Rehbinder & Stewart, 1985). Las actividades de control sobre 

la ejecución de la legislación medioambiental se han relegado 

a segundo término y, han sido básicamente encauzadas a través 
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de un sistema de denuncias de los ciudadanos de los países 

comunitarios ante la Comisión. Este sistema tiene dos 

problemas principales: 

basa su funcionamiento en el nivel de conciencia 

medioambiental de la población y en el grado de organización 

de las asociaciones ecologistas (Aguilar, 1992), y 

- obliga a la Comisión a concentrar sus esfuerzos sobre 

los casos de queja, que no son necesariamente los más graves 

ni tampoco los más urgentes (Commission, 1991)25. 

Aunque el sistema de denuncias dista mucho de ser 

perfecto, tiene una gran importancia para conocer el grado de 

cumplimiento de la legislación medioambiental por los países 

comunitarios. Este cumplimiento ha sufrido un progresivo 

deterioro como lo demuestra el constante aumento del número de 

quejas: frente a las 25 de 1978, en 1987 se pasó a 155, y en 

1990 se alcanzó la cifra de 480 (Kramer, 1988; El País, 1-8-

1990). Para mejorar este sistema se ha elaborado recientemente 

un proyecto de directiva que contempla el establecimiento en 

los estados miembros de un procedimiento de reclamaciones; en 

este procedimiento no habría intervención de la Comisión más 

que cuando las autoridades nacionales no encontrasen solución 

a un determinado problema. 

También, y dentro de los intentos de superación del 

déficit de ejecución en la política medioambiental de la CE, 

se han aprobado ya y, en algunos casos, aplicado una serie de 

medidas : 

- la publicación a finales de 1990 del primer informe 

referido   exclusivamente   a   la   aplicación  del   derecho 
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medioambiental en la Comunidad, 

- la creación en 1984 de una unidad administrativa de 

coordinación y asuntos generales de medio ambiente en la DG XI 

dentro de la Comisión (Kramer, 1988), 

- el establecimiento de una Agencia Europea del Medio 

Ambiente con competencias de control sobre determinados campos 

de la política medioambiental, 

- la propuesta de directiva, realizada en 1990, sobre la 

normalización y racionalización de los informes referidos a la 

aplicación  de  las  directivas  medioambientales  (Comisión, 

199 O)26. 

Otras estrategias que podrían contribuir a la mejora de 

la ejecución de la política medioambiental comunitaria serían 

las siguientes: 

- la propuesta de creación de un cuerpo de inspectores 

comunitarios para verificar la aplicación de la legislación de 

medio ambiente (CDP, 1991), 

- la sugerencia de sancionar a los estados miembros que 

no ejecuten una directiva o no acepten una sentencia del TJE 

con la supresión de las ayudas económicas destinadas a la 

protección medioambiental27 

- la idea de vincular la ayuda financiera medioambiental 

de la Comunidad a una rápida ejecución de las disposiciones 

vigentes  o  a  la  ejecución  de  medidas  más  estrictas 

(Brinkhorst, 1991), 

- la sustitución de la directiva por el reglamento, que 

es  obligatorio  en  cuanto  a  fines  y  medios  y  exige  su 

aplicación inmediata28, 
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el énfasis sobre el principio de supremacía de la 

legislación comunitaria y sobre el efecto inmediato de la 

directiva, 

- el otorgamiento a las asociaciones medioambientales del 

derecho de denuncia ante los tribunales nacionales, 

- la creación de un fondo de financiación medioambiental 

que aportara recursos para financiar la ejecución de las 

directivas, 

- la extensión de las actividades de la Agencia Europea 

del Medio Ambiente, 

- la aprobación de poderes reales de sanción para el TJE, 

Y 

el fomento de la conciencia medioambiental de la 

población (Wágenbaur, 1990). 

A pesar de que existen numerosos proyectos que podrían 

contribuir a mejorar el cumplimiento de la legislación 

medioambiental comunitaria, los problemas de ejecución 

política no han calado todavía en el Consejo de la CE; temas 

como la organización administrativa necesaria para la 

ejecución de las directivas o la adecuación de las burocracias 

nacionales a los objetivos comunitarios, han sido eclipsados 

por los temas relacionados con el procedimiento de toma de 

decisiones y por los debates sobre la sustancia de las 

políticas (Sbragia, 1991). 

2.3. La Ejecución de la Política Medioambiental Comunitaria y 

los Diseños Institucionales Nacionales. El déficit en la 

ejecución de la política medioambiental 
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comunitaria ha sido explicado hasta ahora mediante las 

características de este área política -características que 

ocasionan también un déficit de ejecución a nivel nacional-, 

la escasa importancia de la DG XI dentro del organigrama de la 

Comisión, y las deficiencias del sistema de denuncias. Además 

de estos factores, el cumplimiento de la política 

medioambiental depende en gran medida de los diseños 

institucionales existentes en los estados miembros. 

Las directivas presuponen una organización política y 

administrativa adecuada para la ejecución de la legislación de 

protección del medio ambiente pero esta presunción es, en 

realidad, falsa; la organización político-administrativa de 

los distintos países comunitarios es heterogénea y tiene 

grados de eficacia absolutamente dispares. En los países del 

sur el diseño administrativo suele ser inadecuado para la 

correcta realización de la política comunitaria, mientras que 

en los países del centro y norte de Europa este diseño suele 

facilitar la ejecución y el cumplimiento de esta política. En 

los primeros países existe generalmente una administración 

pública dirigista que no tiene vínculos institucionales con 

los grupos de interés; la desvinculación de los grupos 

sociales de la formulación y ejecución de las políticas 

públicas conduce a una ausencia de cooperación entre los 

actores públicos y los privados que se traduce en la 

sobrecarga de tareas del aparato público y, en ocasiones, en 

la aplicación en la fase de ejecución de técnicas 

obstruccionistas por parte de los segundos; todo esto 

desemboca en un agravamiento del déficit de ejecución de la 
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política comunitaria. En los segundos países los grupos de 

interés cooperan generalmente con la administración en la 

elaboración y ejecución de las políticas públicas; esta 

cooperación se refleja en una negociación constante entre 

actores públicos y privados que facilita la realización de las 

políticas comunitarias29. 

La influencia de los diseños institucionales en el 

cumplimiento de las políticas comunitarias se demuestra en el 

hecho de que España, Grecia e Italia, estén dentro del grupo 

de países que cuenta con mayor número de infracciones a la 

legislación medioambiental comunitaria, mientras que países 

como Alemania, Dinamarca y Holanda, tengan resultados muy 

favorables, comparativamente hablando, en cuanto a la 

facilidad y efectividad de la ejecución de la política 

medioambiental (Bulmer, 1987; El País, 1-8-1991); en Alemania, 

en concreto, la ejecución de las directivas medioambientales 

parece ser relativamente buena no sólo debido a su diseño 

institucional cooperativo, sino a la consideración del 

problema del cumplimiento de las políticas como asunto crítico 

(Sbragia, 1991). 

El número de procedimientos contra los estados miembros a 

finales de 1989 era el siguiente: 



(Fuente:   Wagenbaur,   1990) 303 
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En el mes de mayo de 1991 el total de infracciones a la 

legislación medioambiental comunitaria había aumentado en la 

mayoría de los estados miembros. 

 

(Fuente: en, Sbragia, 1991). 
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Independientemente del diseño institucional predominante 

en un determinado país, las instituciones nacionales deben 

afrontar un doble reto que es consecuencia de la existencia de 

una política comunitaria de protección del medio ambiente: 

- por un lado, la política medioambiental se desarrolla 

crecientemente a nivel internacional, y 

- por otro lado, el margen de actuación de los estados en 

la política medioambiental es cada vez más limitado. 

Estos dos factores tienen como resultado una pérdida de 

soberanía de los países comunitarios a la hora de elaborar y 

ejecutar sus políticas de protección del medio ambiente; un 

ejemplo de esta pérdida es el cálculo según el cual el 65% de 

la legislación que se aplique en España en 1993 tendrá su 

origen en la CE (El País, 1-12-1991). De esta forma, tanto 

los diseños institucionales, que responden a pautas históricas 

de relación entre el estado y la sociedad, como "la cultura y 

la tradición puede que pierdan rápidamente vitalidad en la 

modernizante e internacional Europa posterior a 1992" (Streeck 

& Schmitter, 1991: p. 33). 

3. El Papel de España y Alemania en la Política Medioambiental 

de la Comunidad Europea: la Dialéctica Norte-Sur.

3.1.   Introducción  al  Proceso  de  Negociación  Política

Comunitaria: el Papel de los Estados Miembros.

La CE se compone de cuatro instituciones básicas con 

competencias  distintas:  el  Consejo  de  Ministros  tiene 

competencias decisorias;  la Comisión tiene competencias de 
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iniciativa y elaboración legislativa, y de ejecución y 

control; el Parlamento tiene competencias consultivas30, de 

control y presupuestarias; y el Tribunal de Justicia tiene 

competencias de vigilancia de los tratados y de interpretación 

de las normas. Al lado de estas cuatro instituciones existe un 

Comité Económico y Social, de representación funcional, con 

competencias consultivas. 

Aunque el diseño inicial preveía una Comisión poderosa, 

como organismo encargado de la propuesta, elaboración, y 

posterior control de las políticas comunitarias, la realidad 

es que ésta ha ido perdiendo fuerza en favor del Consejo. En 

la realidad el Consejo, que reúne a los ministros, o jefes de 

gobierno o de estado, de los países comunitarios, es el órgano 

que, en la mayor parte de los casos, propone a la Comisión las 

medidas a tomar, mientras que ésta actúa de forma reactiva. El 

hecho de que, hasta la aprobación del AUE, las decisiones 

adoptadas en el Consejo se tuvieran que ajustar al principio 

de unanimidad ha supuesto que el poder del mismo se utilizara 

más para bloquear propuestas o modificarlas sustancialmente, 

que para avanzar, desarrollar y aprobar nuevas medidas 

políticas. El Consejo ha servido, básicamente, como freno y 

elemento limitador de la Comisión y no como impulso y elemento 

favorecedor de la misma. El reconocimiento del papel muchas 

veces obstaculizador del Consejo condujo, entre otras razones, 

a la institucionalización en 1974 de reuniones cumbre de los 

jefes de estado y gobierno de los estados miembros. Estas 

reuniones, que adoptaron el nombre de Consejo Europeo, debían 

promover en un nuevo foro de negociación intergubernamental 
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una solución para las políticas bloqueadas en el Consejo 

(Weber, 1990) . El Consejo puede concebirse, simplificadamente, 

de dos formas: como reunión de estados soberanos que actúan 

aisladamente y son elemento de freno en un proyecto de 

integración europeo negativo -limitado a la supresión de 

fronteras-, o como reunión de estados que actúan en 

coaliciones y son elemento de impulso en un proyecto de 

integración europeo positivo -dando contenido a las políticas 

que siguen a la supresión de fronteras. 

La polémica sobre la forma de adopción de decisiones en 

el Consejo ha estado siempre ligada al interés de los estados 

miembros por preservar su soberanía e independencia en 

determinadas áreas políticas; el poder del Consejo, como 

institución que reúne a los principales responsables de los 

países comunitarios, no ha sido un tema analizado en esta 

polémica ya que solamente se ha discutido el modo de 

funcionamiento y, por ende, la forma de entender esta 

institución. 

De esta forma, la aplicación o no del principio de 

unanimidad, recogido en el Tratado de Roma junto a los 

principios de mayoría simple y de mayoría cualificada, ha sido 

un tema de discusión tan frecuente como el contenido de las 

propias decisiones que debían adoptarse bajo tal principio. 

Aunque la decisión por unanimidad sólo podía ejercerse en un 

número limitado de temas de gran importancia, la realidad es 

que hasta 1965 la unanimidad fue la regla frente al principio 

mayoritario. Cuando, después de esta fecha, la CE se planteó 
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cambiar este principio por el mayoritario, Francia se opuso 

ocasionando una crisis política que se resolvió en el Acuerdo 

de Luxemburgo; este acuerdo otorgaba a los estados miembros un 

derecho de veto cuando las decisiones a tomar en el Consejo 

afectaran a sus intereses de forma crucial. Esta situación, 

que ha provocado numerosas dificultades y retrasos en el 

desarrollo de las diversas políticas comunitarias, sólo ha 

podido ser modificada con la entrada en vigor del AUE en 1986, 

que amplía los supuestos para la adopción de decisiones bajo 

el principio mayoritario. 

El hecho de que, desde la fundación de la CE, los estados 

miembros hayan sido las principales figuras del escenario 

político ha conducido, entre otras cosas, a que los grupos de 

interés se concentraran en el nivel nacional, y no en el 

comunitario, para conseguir sus objetivos. Frente a la teoría 

de la integración europea que otorgaba un importante papel en 

la consolidación de la Comunidad a los grupos de interés 

europeos como mecanismos de representación funcional, al lado 

de instituciones comunitarias como la Comisión, la realidad ha 

sido bien diferente: las asociaciones europeas que comenzaron 

a formarse tras 1958 fueron perdiendo, por diversos motivos, 

el interés por el diseño corporatista comunitario mientras 

que, a nivel de la CE, proliferaban los grupos de expertos y 

pequeños comités consultivos nacionales en un diseño cercano 

al pluralista (Streeck & Schmitter, 1991). 

El   modelo   de   negociación   política   comunitaria, 
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caracterizado por un lado por la preponderancia y el poder de 

los estados miembros y, por el otro, por la proliferación y 

creciente influencia de los expertos nacionales, no parece que 

vaya a ser modificado de forma sustancial por la aprobación 

del AUE, la reciente ampliación de la CE, o el renovado 

impulso para la realización del mercado único. Se podría 

conjeturar que tales sucesos pueden complicar, aún más, el 

proceso de negociación de la política comunitaria, y promover 

la búsqueda de coaliciones estables entre los estados miembros 

a la hora de buscar acuerdos en bloque ("package-deals"). En 

estos acuerdos, que vinculan asuntos de muy diversa naturaleza 

para conseguir compromisos políticos globales, los estados 

buscarán un doble juego de alianzas: alianzas con países con 

los que comparten determinados objetivos para promover 

políticas de interés común, y alianzas con países que tienen 

intereses distintos para intercambiar compensaciones de 

distinto tipo por apoyos a determinadas políticas ("trade-

offs") . 

Una política comunitaria que seguramente será área de 

progresivo conflicto entre los distintos estados miembros es 

la medioambiental. La política medioambiental es un claro 

ejemplo de las diferencias que separan a la Europa comunitaria 

del norte de la del sur. Además, esta política se caracteriza 

por ser un área relativamente nueva que requiere, frente a 

áreas políticas firmemente establecidas ya dentro de la agenda 

comunitaria, una intensificación de los procesos de 

prenegociación y de los acuerdos multilaterales (Wallace, 

1985) . 
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3.2.  El Proceso Comunitario de Negociación en la Política

Medioambiental.

La importancia de los estados en la elaboración y 

aprobación de las políticas comunitarias encuentra uno de sus 

mejores ejemplos en la política medioambiental. Fueron los 

jefes de estado y de gobierno reunidos en Paris en 1972 los 

que encargaron a la Comisión la elaboración de un primer PAM 

como punto de partida de una nueva política comunitaria. En la 

política medioambiental de la CE el papel de los estados no se 

ha limitado a esta propuesta inicial: los estados han influido 

e influyen, de muy diversas formas, en las distintas fases de 

formación de las medidas de protección del medio ambiente. El 

hecho de que "la CE sea la única institución en el mundo que 

elabora política medioambiental con el poder de imponer 

obligaciones vinculantes en estados soberanos", explica el 

interés que tienen los países comunitarios por influir en la 

toma de decisiones de este área política (Bennet et al., 1989: 

p. 11). 

En la fase de iniciación de la política medioambiental 

las propuestas pueden ser elaboradas por la Comisión o 

presentadas a la misma tanto por el Consejo como por los 

estados miembros de forma individual. Los estados que ocupan 

la presidencia del Consejo pueden aprovechar su mandato para 

determinar las prioridades medioambientales de la CE, mientras 

que el resto de los países puede siempre pedir a la 

presidencia la inclusión de temas nuevos dentro de esta 

materia; de esta forma, si un determinado país posee una 
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política medioambiental rigurosa a nivel nacional buscará, 

probablemente, ya en la fase de iniciación, tomar la 

iniciativa y condicionar la política comunitaria a través de 

los mecanismos que ofrecen la presidencia del Consejo y del 

derecho a introducir temas en las discusiones del mismo. 

Independientemente del origen de las propuestas 

medioambientales, la Comisión redacta el borrador de la 

directiva convocando a grupos de expertos independientes y de 

los estados miembros. Esta convocatoria permite a los estados 

tener una posibilidad de influencia indirecta en el borrador 

dependiendo del grado de "expertise" y del número de expertos 

cualificados existente en cada país. Los expertos -

generalmente vinculados a grupos industriales que detentan un 

cuasi-monopolio del conocimiento tecnológico medioambiental 

"in situ" y que invierten grandes sumas de dinero en I + D-

son un factor determinante, tanto a nivel nacional como 

comunitario, en la elaboración de las políticas 

medioambientales y pueden imprimir a las mismas una impronta 

nacional; los expertos al provenir de un contexto nacional con 

específicos problemas medioambientales y prioridades 

políticas y conocer, además, la situación industrial y 

tecnológica del país, suelen dar primacía a ciertos problemas, 

en detrimento de otros, y propiciar determinadas estrategias y 

soluciones, en detrimento de otras. No quiere esto decir que 

los expertos defiendan los puntos de vista de sus gobiernos 

cuando redactan los proyectos de legislación medioambiental 

sino que sus experiencias profesionales, al situarse dentro de 

coordenadas nacionales y no comunitarias31, tenderán a influir 
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en sus propuestas ante la Comisión. 

Tras la fase de iniciación comienza la fase de 

elaboración en la que la Comisión se encarga de perfeccionar y 

pulir el borrador de directiva. Cuando la Comisión finaliza la 

redacción del proyecto de directiva se lo envía a dos órganos 

consultivos: el Parlamento, y el Comité Económico y Social 

(CES). Dentro del Parlamento existe un Comité de Medio 

Ambiente, Salud Pública y Protección del Consumidor que 

analiza los proyectos medioambientales, mientras que en el CES 

existe una Sección para la Protección del Medio Ambiente, 

Salud Pública y Asuntos del Consumidor que realiza el mismo 

trabajo. La importancia de los expertos vuelve a reflejarse en 

el CES pues la Sección de Medio Ambiente puede contar con el 

asesoramiento de tres expertos nacionales que tienen voz, pero 

no voto, en la discusión de los proyectos (Entrevista À-CE-29, 

1991). Al mismo tiempo que la Comisión envía su proyecto al 

Parlamento y al CES, el mismo proyecto de directiva pasa a un 

grupo de expertos de los distintos países comunitarios que 

posteriormente lo envía al Comité de Representantes 

Permanentes (COREPER I) de los estados miembros. El COREPER I 

discute el proyecto y lo prepara, introduciendo diferentes 

modificaciones, para el Consejo de Ministros de Medio 

Ambiente. Este Comité selecciona los temas incluidos en el 

proyecto de directiva y presenta dos tipos de propuestas: las 

propuestas A que no necesitan prácticamente una discusión 

posterior, y las propuestas B como puntos que requieren ser 

todavía analizados (Entrevista A-CE-30, 1991). En caso de ser 
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aprobado, el texto que el COREPER presenta al Consejo es el 

que constituye de forma casi definitiva la futura directiva. 

El COREPER por su influyente posición con respecto a las 

decisiones que toma el Consejo se sitúa pues entre la fase de 

elaboración y la fase de decisión. 

El Consejo de Ministros de Medio Ambiente32 inicia 

propiamente la fase de decisión cuando recibe el proyecto de 

directiva modificado por el COREPER. Antes, sin embargo, de 

que el Consejo decida sobre el proyecto, éste es enviado de 

nuevo al Parlamento y al CES para que den su opinión sobre el 

mismo; el dictamen de estas dos instituciones no es 

vinculante, pero sí existe la obligación de consultar al 

primero y, en ciertas ocasiones, al segundo sobre una serie de 

materias. En los temas estrictamente medioambientales, el 

Consejo puede aprobar el proyecto de directiva sin necesidad 

de realizar trámites posteriores; si, por el contrario, el 

proyecto tiene implicaciones económico-comerciales, el Consejo 

aprueba una posición que envia al Parlamento cuyos comentarios 

pueden ser aceptados o no por la Comisión. Si la Comisión 

incorpora alguno de estos comentarios, debe devolver el 

proyecto al Consejo para que éste decida finalmente sobre el 

mismo (Estevan, 1991) . En situaciones en las que el proyecto 

de directiva no es aprobado", y éste es de fundamental 

importancia para uno o varios de los estados miembros, el 

texto podría ser enviado al Consejo de Ministros de Asuntos 

Exteriores. Si en este organismo tampoco se llegara a una 

resolución, el proyecto pasaría a formar parte del orden del 

día del Consejo Europeo que se reúne dos veces al año y agrupa 
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a las máximas autoridades de los países comunitarios34. La 

directiva medioambiental bloqueada en el Consejo de Ministros 

de Medio Ambiente podría, de esta forma, ser aprobada por la 

más alta instancia comunitaria formando parte de un paquete de 

medidas políticas de naturaleza heterogénea ("package-deal"). 
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3.3. El Papel de España y Alemania en el Proceso de )     

Negociación de la Política Medioambiental Comunitaria.

En la política medioambiental comunitaria, España y 

Alemania han jugado papeles muy distintos: España ha sido 

básicamente receptora de esta política mientras que Alemania 

ha sido generalmente transmisora de la misma. De esta forma, 

este segundo país ha influido de modo directo sobre la CE 

(influencia vertical) y de modo indirecto sobre los demás 

estados miembros (influencia horizontal). 

De forma simplificada puede hablarse de tres procesos 

distintos como origen de la política medioambiental 

comunitaria: 

- un proceso interno de deliberación, básicamente llevado 

a  cabo  por  la  Comisión  y,  ocasionalmente,  por  otras 

instituciones comunitarias como el Parlamento cuando hace 

recomendaciones que envía a la Comisión (proceso endógeno y 

activo), 

- un proceso de mimesis de la CE en relación a estados 

miembros  con  políticas  medioambientales  innovadoras  y 

avanzadas (proceso endógeno y pasivo), 

- un proceso externo de influencia y condicionamiento de 

la  política  medioambiental  comunitaria  por  parte  de 

determinados estados miembros (proceso exógeno y activo). 

Esta tercera vía ha sido la utilizada por países como 

Alemania -con una política medioambiental propia y rigurosa, 

que no es resultado de la competencia comunitaria en este 

área-, para influir en el desarrollo de la política de 

protección del medio ambiente de la CE y, al mismo tiempo, de 
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estados miembros como España -sin una política medioambiental 

propia ni exigente resultado, además, de la competencia 

comunitaria. 

3.3.1. La Influencia de Alemania en la Política Medioambiental 

Comunitaria.

Alemania ha tenido una presencia determinante en la 

política comunitaria desde la fundación de la CE. En el origen 

de esta organización supranacional (Declaración Schuman) se 

encuentra el deseo de cooperación y amistad entre Francia y 

Alemania, pues ya se reconoce el importante papel que este 

país jugaría en la reconstrucción de la Europa de la 

posguerra. Desde entonces, el tándem Francia-Alemania ha sido 

un factor clave en el desarrollo de la Comunidad; 

posteriormente, tras la segunda ampliación de la CE, la 

postura de Gran Bretaña ha sido también un elemento 

fundamental a añadir en la comprensión del desarrollo 

comunitario (Wallace, 1985). 

Un área política que ejemplifica perfectamente la 

importancia de Alemania dentro de la Comunidad es la política 

medioambiental. Este país tiene una protección del medio 

ambiente propia y avanzada y dispone, por lo tanto, de más 

posibilidades para condicionar la política comunitaria que 

aquellos países cuya protección del medio ambiente va a 

remolque de las iniciativas de la CE. 

La influencia alemana puede encauzarse, por ejemplo, a 

través del acuerdo de intercambio de información de 1973. 

Mediante este acuerdo los estados miembros se comprometían a 
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entregar a la Comisión las propuestas legislativas nacionales 

que pudieran afectar a la realización del mercado común. Este 

compromiso afectaba también a los proyectos medioambientales 

con repercusiones económicas y comerciales, por lo que si un 

país quería introducir en su territorio una nueva medida de 

este tipo debía, antes de su adopción, presentarla a la 

Comisión para que ésta pudiera decidir sobre su posible 

generalización a nivel comunitario. De esta forma, un estado 

miembro podía ver su propuesta nacional aplicada en los demás 

países si así lo decidían la Comisión y posteriormente el 

Consejo. Incluso si el país no comunicaba tal propuesta, la 

Comisión podía considerar que la misma era beneficiosa para la 

protección del medio ambiente y redactar un proyecto similar 

de aplicación comunitaria. En este caso, la CE actuaría de 

forma reactiva siguiendo iniciativas nacionales que han 

dirigido los esfuerzos de la Comunidad más "en línea con las 

prioridades establecidas por los gobiernos nacionales que por 

la Comunidad" (Rehbinder & Stewart, 1985: p. 259). Si a esta 

capacidad de influjo de los países con políticas 

medioambientales propias, se añade el hecho de que los estados 

más poderosos económica y políticamente dentro de la CE tienen 

una influencia desproporcionada en el proceso de decisión 

política, se comprende la relevancia de Alemania en este área 

política comunitaria (Liberatore, 1989; Weber, 1990; 

Siedentopf & Hauschild, 1988). 

El primer PAM comunitario de 1973 estuvo ya inspirado en 

el Programa Medioambiental alemán de 1971, mientras que la 
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filosofía programática de protección del medio ambiente de la 

CE tiene también una gran similitud con el Informe 

Medioambiental alemán de 1976 (Hartkopf & Bonne, 1983; Müller, 

1986). La influencia de Alemania sobre este área política 

puede encontrarse en temas muy diversos ya que el gobierno 

alemán ha conseguido, en numerosos casos, que la legislación 

medioambiental del país -generalmente más avanzada que la 

legislación de otros estados miembros- sea la base de las 

directivas de la CE (Hartkopf & Bohne, 1983). Algunos ejemplos 

de esta influencia son los siguientes: 

la discusión dentro de la CE sobre el principio 

contaminador-pagador se ha basado principalmente en conceptos 

desarrollados en Alemania (Rehbinder & Stewart, 1985) , 

- los principios medioambientales alemanes de prevención 

y  de  cooperación  se  encuentran,  respectivamente,  en  los 

artículos 130 R (2) y 130 R (4) del Tratado de la CE (este 

último  principio  entendido  como  colaboración  entre  la 

Comunidad y los estados miembros dentro del principio de 

subsidiariedad) (Bongaerts, 1987), 

- el esquema del programa alemán de 1975 sobre reducción 

de residuos se trasladó, en parte, al segundo y tercer PAM de 

la CE (Hartkopf & Bohne, 1983; Kromarek, 1986), 

- la  inclusión de una sección medioambiental  en  la 

modificación del tratado de la CE que conduciría al AUE, fue 

una inicitiva del gobierno alemán  (der Bundesminister für 

Umwelt, 1986), 

- la directiva 76/464, en la que se establecen dos listas 

para el control del vertido de sustancias, tiene en cuenta en 
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su lista I el catálogo alemán de sustancias perjudiciales para 

las aguas (Fuentes, 1988), 

- la directiva sobre aceites usados descansa sobre el 

modelo alemán (Rehbinder & Stewart, 1985; Hannequart, 1980), 

- la directiva 78/611 sobre contenido de plomo en la 

gasolina, que permite que cualquier estado miembro exija que 

la gasolina vendida en su territorio tenga un contenido en 

plomo inferior al estándar general de 0.40 gramos por litro 

(aunque no por debajo de 0.15 gramos por litro), responde a la 

situación alemana donde este contenido ya había sido reducido 

a 0.15. En 1987, además, el Consejo consideró favorablemente 

una propuesta alemana, que se convertiría en directiva, según 

la cual los estados miembros podrían prohibir la distribución 

de gasolina regular con plomo bajo determinadas circunstancias 

(Johnson & Corcelle, 1989). 
 

- la directiva Seveso es un reflejo de las propuestas y 

objecciones alemanas (Grant & Paterson & Whitston), y 

- la decisión de modificar en 1985 la directiva sobre 

PCBs  tiene  su  origen  en un  borrador,  elaborado por  el 

Ministerio de  Interior alemán en 1983  y,  posteriormente, 

enviado a  la CE,  que establecía  la prohibición de este 

producto (Federal Ministry for the Environment, 1986), 

- bajo presidencia alemana se aprobaron las premisas de 

una propuesta de directiva sobre el dióxido de titanio que, 

finalmente aprobada en 1988 para armonizar los programas 

nacionales de reducción de estos residuos, supuso una ruptura 

con  el  fracaso  del  proyecto de  directiva  de  1985  (der 

Bundesminister für Umwelt, 1990b), 
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- la recomendación de 1989 de la CE, sobre la indicación 

en  los  detergentes  de  su  composición  y  contenido  en 

determinadas sustancias, tiene su origen en una propuesta del 

gobierno alemán (der Bundesminister für Umwelt, 1990b), 

- a iniciativa del gobierno federal alemán el producto 

químico  formaldehido  fue  clasificado,  por  sus  peligrosas 

características,  como  cancerígeno  (der  Bundesminister  für 

Umwelt, 1990a), 

- el sistema alemán de recogida de envases con pago de 

depósito está siendo estudiado para su posible introducción a 

nivel comunitario (Entrevista A-CE-35, 1991). 

Al margen de estos casos específicos, la influencia 

alemana en la política medioambiental comunitaria se refleja, 

sobre todo, en tres temas generales: 

a) el cambio de los principios rectores de la protección 

atmosférica de la Comunidad, a raíz de la aprobación de la 

directiva 88/609 sobre grandes plantas de combustión, 

b) el  proceso  de regulación  y  armonización  de  los 

estándares de los productos químicos con efectos sobre el 

medio ambiente, y 

c) el papel de los expertos en las diferentes fases del 

proceso  de  negociación  de  la  política  medioambiental 

comunitaria. 

a) La directiva 88/609 sobre niveles de emisión de 

grandes plantas de combustión fue aprobada en 1988 después de 

que una regulación similar ("Grossfeuerungsanlagen- 
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Verordnung"), de carácter innovador y exigente, fuese adoptada 

en Alemania cinco años antes. 

Alemania se había caracterizado por el relativo retraso 

de su política de protección atmosférica hasta el comienzo de 

los años 80. Este retraso puede explicarse mediante diversas 

razones: los enormes costes de descontaminación del aire que 

requerían zonas de alta densidad industrial como el Ruhr; el 

poder de determinados intereses industriales y económicos que 

retardaron la adopción de medidas eficaces para la protección 

del aire35; y la negativa oficial a reconocer las quejas de 

los países nórdicos por la contaminación importada de estados 

con políticas de chimeneas altas que creaban un problema de 

contaminación transfronteriza y lluvia acida. Cuando, a 

finales de los años 70 y principios de los 80, la degradación 

de los bosques alemanes se hace evidente y, como consecuencia, 

el problema de la lluvia acida capitaliza el interés de la 

población, el gobierno alemán se convierte en adalid de las 

políticas de prevención de la contaminación atmosférica no 

sólo en su país sino también a nivel comunitario. Este cambio 

de postura no sólo influyó en la presentación de la propuesta 

y final aprobación de la directiva 88/609 sino que contribuyó, 

también, a modificar los principios regulatorios de la 

política atmosférica de la CE dando primacía a la fijación de 

niveles de emisión frente a los objetivos de calidad 

(Liberatore, 1989). 

El tema de la armonización de los estándares de los 

productos químicos con efectos sobre el medio ambiente tiene 
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gran relevancia para la realización del mercado único y para 

la política medioambiental comunitaria. 

La legislación de la CE sobre productos químicos abarca 

solamente una pequeña proporción de los miles de productos que 

se generan, se importan o se intercambian dentro de la 

Comunidad y, por ello, predominan todavía en este campo la 

legislación y los estándares nacionales. 

Aunque el principio básico que gobierna el comercio de 

productos en la CE es el de reconocimiento mutuo, los estados 

miembros tienen derecho a establecer controles en la libre 

circulación de bienes siempre que se justifiquen por razones 

de protección medioambiental. Cuando dos o más estados 

miembros discrepan en cuanto a la aplicación de estos 

controles, surge la necesidad de una directiva que armonice 

las regulaciones en conflicto. Hasta 1985 la Comisión encaró 

el problema de la armonización de los estándares de los 

productos mediante la introducción en la legislación 

comunitaria de detalladas prescripciones técnicas, pero la 

dificultad de este método, junto a otras razones, condujo a un 

nuevo enfoque armonizador que fue aprobado por el Consejo en 

1985. Según este enfoque, la legislación de la CE se limitará 

a establecer los requisitos esenciales de la armonización 

dejando los detalles de la misma a los organismos de 

estandarización europeos. Aunque estos organismos son cuerpos 

privados, compuestos por representantes de los estados 

miembros y de los países de la EFTA, ocurre que "debido al 

excepcionalmente gran número de estándares alemanes DIN 

("Deutsche Industrienormen"), y al papel prominente de los 
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favorecidas. De todos modos, el coste de la cohesión, o la 

concrección de este principio, no se conocerá hasta dentro de 

cierto tiempo pues está vinculado a la aprobación en 1992 del 

paquete Delors -referido, entre otras cosas, a la duplicación 

de los fondos estructurales- y a la financiación que se de al 

fondo de cohesión, que no se conocerá antes de finales de 

1993. 

En relación a la política medioambiental la cohesión se 

plasmará en la creación de un fondo especial a través del cual 

se sufragarán medidas que tengan entre sus objetivos la 

protección del medio ambiente. Además, y dentro de este área 

política, el tratado de Maastricht ha introducido el principio 

de mayoría cualificada (con derecho de codecisión del 

Parlamento) para la adopción de determinadas decisiones 

mientras que el resto sigue quedando sujeto al principio de 

unanimidad; en este último caso, los estados miembros tendrán 

derecho de veto con respecto a las medidas con repercusiones 

fiscales que afecten a la gestión de los recursos hídricos, a 

la ordenación del territorio o uso del suelo (excepto en el 

tema de los residuos) , o que incidan sobre el derecho a la 

elección de las fuentes de energía y la estructura general del 

abastecimiento energético. 

Para finalizar, y dentro de un ejercicio de prospectiva 

social, se podría conjeturar que el conflicto medioambiental 

comunitario, o la dialéctica norte-sur en este área política, 

está todavía lejos de resolverse. La futura ampliación de la 
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CE, tras la aceptación de la solicitud de ingreso de Austria y 

Suecia55, la firma de los tratados de asociación con Polonia, 

Hungría y Checoslovaquia (que se integrarán hacia el año 2.000 

en la Comunidad) , y la inclusión de los países de la 

Asociación Europea de Libre Cambio (EFTA), reforzará de nuevo 

el componente centro y noreuropeo56 de la política 

medioambiental comunitaria; de esta forma, los problemas 

específicamente mediterráneos quedarán probablemente relegados 

a un segundo término, al mismo tiempo que aumentará la presión 

sobre los fondos medioambientales ante la catastrófica 

situación ecológica de los antiguos países comunistas. Por 

todo ello España, que todavía está a la expectativa sobre la 

cantidad de dinero que se va a dedicar al principio de 

cohesión, deberá seguir luchando para que sus específicos 

problemas medioambientales encuentren un espacio importante en 

la agenda comunitaria y tendrá, además, que compartir los 

fondos para la protección del medio ambiente con un mayor 

número de países. 
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NOTAS DEL CAPITULO QUINTO 

1. La CE abarca la Comunidad Europea del Carbón y del Acero 
(CECA) de 1951, la Comunidad Europea de la Energía Atómica 
(EURATOM) y la Comunidad Económica Europea (CEE), ambas de 
1957. Desde la entrada en vigor de los Tratados de Roma en 
1958 han existido tres comunidades distintas aunque, y a pesar 
de que desde un punto de vista legal esta situación permanece 
inalterada, hay diversas razones para considerarlas como una 
sola comunidad por su estructura política y legal común. Esta 
consideración fue adoptada por el Parlamento Europeo en 1978 
cuando propuso que las tres comunidades fueran designadas bajo 
el rótulo genérico de Comunidad Europea. En este trabajo se 
sigue esta propuesta y se utiliza, por lo tanto, el término de 
Comunidad  Europea  como  aglutinador  de  las  instituciones 
comunitarias (Borchardt, 1990). 

2. En  esta  evolución  los  términos  de  organización 
supranacional  y  de  organización  intergubernamental  se 
situarían en los dos extremos de un continuo. La noción aquí 
utilizada  de  supranacionalidad  es  diferente  de  aquélla 
defendida   por   Ernst   Haas;   según   este   autor   la 
supranacionalidad  se  refiere  a  un  proceso  o  estilo  de 
elaboración de decisiones, "un modelo acumulativo de acomodo 
en  el  que  los  participantes  se  abstienen  de  vetar 
incondicionalmente  propuestas  y  buscan,  en vez  de  ello, 
conseguir  acuerdos  mediante  compromisos  que  realcen  los 
intereses comunes" (Keohane & Hoffmann, 1989: ps. 8-9). Este 
concepto  se  ajustaría  más,   sin  embargo,   al  modelo 
intergubernamental, o de decisión política instaurado tras la 
aprobación del Acta Única Europea, que al modelo inicialmente 
diseñado de organización supranacional como reunión de estados 
que ceden parte de su soberanía a instituciones comunitarias 
poderosas. 
De todos modos para algunos autores la mejor definición de la 
CE sería la de "organización en forma de red ("network form of 
organization") en la que las unidades individuales no son 
definidas por sí mismas sino en relación con otras unidades, y 
en la que las entrecruzadas líneas de reputación, amistad, 
interdependencia y altruismo llegan a ser partes integrales de 
la relación" (Keohane & Hoffmann, 1989: p. 12). 

3. El  término negociación describe el  carácter de  las 
discusiones  comunitarias  más  agudamente  que  el  aséptico 
término elaboración de decisiones (Wallace, 1985). 

4. El actual Presidente de la Comisión, Jacques Delors, 
compartiría con Monnet el sueño de una federación europea, 
aunque ésta sólo se ocuparía de los asuntos que los estados 
miembros no pudieran resolver por sí mismos según el principio 
de subsidiariedad (Hoffmann, 1989). 
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5. La armonización de la política medioambiental comunitaria 
es  uno  de  los  principales  objetivos  del  acuerdo  sobre 
Intercambio de información de 1973. Este acuerdo parte de una 
doble premisa:  se persigue la armonización de las medidas 
medioambientales  nacionales,  que  puedan  afectar  a  la 
realización del  mercado único y a  la  ejecución de  los 
programas comunitarios, reconociéndose, al mismo tiempo, que 
esta armonización no debe obstaculizar la adopción a nivel 
nacional de las acciones necesarias para la mejor protección 
del medio ambiente.  Según la primera premisa,  los estados 
miembros se comprometen a informar a la Comisión de cualquier 
borrador o proyecto legislativo medioambiental para que ésta 
pueda,  dentro  de  un  plazo  determinado,  presentar  sus 
propuestas al Consejo sobre la adopción a nivel comunitario de 
estos  proyectos.  Según  la  segunda  premisa,  los  estados 
miembros están autorizados, de modo excepcional, a aplicar 
inmediatamente determinadas medidas a nivel nacional cuando 
éstas  sean  necesarias  por  razones  relacionadas  con  la 
protección de la salud o del medio ambiente. 
El problema de este acuerdo ha sido que los plazos que 
permiten a la Comisión elaborar sus propuestas son demasiado 
cortos: la Comisión debe en sólo dos meses, tras recibir la 
información por el país, notificar al estado miembro si tiene 
la intención de presentar una propuesta. Si existe esta 
intención, la Comisión debe presentar en un plazo de cinco 
meses la propuesta al Consejo. El Consejo tiene, a su vez, 
cinco meses para decidir sobre la propuesta de la Comisión 
(Johnson, 1983). De todos modos, y a pesar de que los plazos 
son cortos, si el acuerdo se ejecutase de forma impecable y el 
Consejo decidiera, finalmente, no aprobar la propuesta de la 
Comisión, la adopción de la medida a nivel nacional se habría 
retrasado aproximadamente un año con respecto al tiempo 
previsto inicialmente. 

6. El análisis de la legislación medioambiental comunitaria 
está basado principalmente en las siguientes fuentes: 

Johnson, Stanley P. y Corcelle, Guy (1989): The 
Environmental Policy of the European Communities. London. 
Graham & Trotman. 

Comisión  de  la  CE,  DG  XI  (1990) :  Repertorio  de  la 
Legislación Comunitaria Vigente. Medio Ambiente. Este análisis 
se limita, por supuesto, a las políticas de control de la 
contaminación atmosférica,  fluvial,  y a la gestión de 
residuos industriales. 

7. En un principio la propuesta consistía en que se fijaran, 
únicamente, niveles de emisión para los vertidos de la lista 
negra pero, tras una agria polémica con el Reino Unido que 
prefería fijar objetivos de calidad,  se acordó adoptar el 
doble enfoque. Razones de tipo geográfico y económico explican 
la preferencia de este país por la fijación de objetivos de 
calidad; los ríos del Reino Unido tienen un recorrido corto y 
poseen un gran caudal por lo que cumplir los objetivos de 
calidad es más fácil y, principalmente, menos costoso que 
cumplir los niveles de emisión a la salida de la fuente 
contaminante. 
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8. La lentitud de los análisis de las sustancias contaminantes 
es  comprensible  si  se  considera  que  un  simple  test 
carcinogenético puede requerir tres años de trabajo y costar 
alrededor de 500.000 dólares (OECD, 1991). 

9. En numerosas ocasiones la problemática de los residuos 
industriales no se puede abordar bajo el principio del que 
contamina paga. En el caso, por ejemplo, de los vertederos 
incontrolados es casi imposible determinar quién ha estado 
realizando estas prácticas durante decenios. 

10. El apartado de las directivas medioambientales referido a 
la elaboración por los estados miembros de planes de reducción 
progresiva de la contaminación y de mejora de la calidad del 
medio atmosférico y acuático ha sido sistemáticamente relegado 
al olvido, con distintos matices, por la casi totalidad de los 
países de la CE. La redacción de estos programas es, sin 
embargo, un elemento crucial de la politica medioambiental 
comunitaria y, por ello, el control sobre los mismos será cada 
vez más riguroso a corto y medio plazo (Entrevista A-CE-27, 
1991) . 

11. Además de este reconocimiento legal, el AUE supone una 
elevación   de   la  prioridad  politica  de   los   temas 
medioambientales en la agenda pública comunitaria. En este 
sentido, el periódico Financial Times señalaba en 1990 lo 
siguiente: "la política medioambiental ... detenta hoy una 
posición en el mismo centro del escenario de la CE"  (en 
Sbragia, 1991: p. 1) . 

12. Este nuevo ímpetu del proyecto comunitario no debe, sin 
embargo, ser exagerado. El AUE no parece que vaya a modificar 
sustancialmente el  equilibrio de  fuerzas ahora  existente 
dentro de la CE en detrimento de los estados miembros: los 
países  comunitarios  no  pierden  poder  en  favor  de  las 
instituciones comunitarias tras 1986, la nueva situación es 
más bien una en la que la capacidad de adopción de decisiones 
está más repartida entre distintos países que sí han perdido 
poder de veto como estados individuales. Esta situación podría 
reforzar el carácter íntergubernamental de la CE al hacer del 
Consejo un foro de negociación y discusión constante en el que 
los estados se verán obligados a coligarse, tanto para aprobar 
como para bloquear políticas comunitarias. 
Lo que parece claro es que el renovado impulso hacia la 
integración europea no se mueve en la dirección de la visión 
institucional del presidente de la Comisión; Delors promueve 
la idea de un reforzamiento de los poderes de ejecución y 
control de la Comisión -que sería ayudada en su tarea por los 
parlamentos nacionales y europeo-, así como su independencia 
con respecto a los estados miembros. En última instancia, la 
visión de Delors es la de construcción de un estado federal 
según el principio de subsidiariedad que elige el mejor nivel 
administrativo para la específica acción política (Hoffmann, 
1989) . 
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13. El objetivo del mercado único se asemeja al proceso que 
culminó  con  la adopción del programa de alta tecnología 
europea ESPRIT. Este programa coligó a la Comisión con las 
organizaciones empresariales para persuadir a los gobiernos, 
todavía buscando su adaptación a las cambiantes estructuras 
internacionales,  a que adoptaran nuevos proyectos europeos 
(Sandholtz & Zysman, 1989). 

14. El artículo 100 A del AUE establece que el Consejo, por 
mayoría cualificada,  adoptará "las medidas relativas a la 
aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas de los estados miembros que tengan por objeto 
el establecimiento y el funcionamiento del mercado interior". 

15. Las  medidas  medioambientales  no  vinculadas  a  la 
realización del mercado único y sujetas, por lo tanto, al 
principio de unanimidad abarcan los artículos del 130 R al 130 
T.  Las medidas medioambientales que sí  inciden sobre  el 
mercado único, y que se deciden por mayoría, se encuadran en 
el artículo 100 A. 

16. En la política medioambiental la Comisión intentará hacer 
uso del artículo 100 A porque posibilita un mayor nivel de 
exigencia y una aprobación más rápida de las directivas. Lo 
que no está claro es si la Comisión conseguirá tener éxito en 
su intento, pues esfuerzos similares en otras áreas políticas 
han sido rechazados por el Consejo (Sbragia, 1991). 

17. En el año 2.010 el crecimiento económico, debido al 
funcionamiento  del  mercado  común,  se  traducirá  en  un 
incremento de las emisiones de dióxido de azufre del 8-9% y de 
las de óxido de nitrógeno del 12-14% (Task Force, 1990). 

18. En última instancia, el futuro desarrollo de "la política 
medioambiental [será] primariamente una cuestión de voluntad 
política. La ley comunitaria no es más que un estructura marco 
que puede ser complementada si existe la voluntad política 
para actuar" (Kramer, 1988, p. 21). 

19. Frente a las sentencias del TJE favorables a la política 
medioambiental, como objetivo principal de la CE que puede 
limitar algunos de los fundamentos del mercado único,  el 
principio de reconocimiento mutuo -surgido a raíz del caso de 
Cassis de Dijon- podría tener consecuencias adversas para la 
protección  del  medio  ambiente.  Según  el  principio  de 
reconocimiento mutuo, cualquier mercancía que se produzca de 
acuerdo con las regulaciones existentes en un estado miembro 
no puede ser prohibida en los mercados de los otros estados 
miembros.  Esta forma de liberalización,  o des-regulación, 
tiene dos consecuencias diferentes: 
- por un lado, simplifica el largo y costoso proceso de 
armonización que intentaba establecer estándares europeos, 
detallados y uniformes, que fueran comunes a todos los estados 
miembros, y 

por otro  lado,  puede afectar negativamente al control 
medioambiental  de  la  libre  circulación  de  productos, 



346 

permitiendo la entrada de bienes sujetos a una regulación 
medioambiental laxa en países con niveles estrictos de 
protección del medio ambiente. 

20. El  concepto  de  crecimiento  o  desarrollo  sostenible 
("sustainable development") fue popularizado por el Informe 
Brundtland elaborado en 1987. Este informe defiende la tesis 
de que el crecimiento económico y la protección del medio 
ambiente  son  compatibles  siempre  que  el  primero  sea 
reformulado para atender las necesidades del segundo. 
Esta tesis choca frontalmente con la mantenida por el Club de 
Roma en su Informe Meadows de 1972, que propugnaba el 
crecimiento cero como solución a la creciente degradación 
medioambiental. La idea del crecimiento cero ha sido rebatida 
posteriormente por sectores muy diferentes; en el trabajo 
encargado a la Célula de Prospectiva por la Comisión se 
señala, por ejemplo, que el crecimiento cero no ofrece 
posibilidades de generación de recursos económicos y 
tecnológicos para la protección medioambiental y que puede, 
además, crear un clima de inestabilidad política al congelar 
las desigualdades sociales (CDP, 1991) . 

21. Uno de los últimos estudios que aboga por la introducción 
de estos mecanismos es el "Informe del Grupo de Trabajo de 
Expertos de los Estados Miembros relativo a la Utilización de 
Instrumentos Económicos y Fiscales en la Política del Medio 
Ambiente de la CE" (Commission, DG XI, 1990). 

22. Un estado miembro puede negarse, impunemente, a ejecutar 
una directiva o a aceptar una decisión del TJE. El respeto al 
derecho comunitario depende así, básicamente, de la presión de 
la opinión pública y de la buena voluntad de los estados 
miembros (Weber, 1990). 

23. La DG XI se creó en 1978 al serle transferidas las 
competencias medioambientales de la DG V, encargada del área 
de trabajo y de asuntos sociales (Grant & Paterson & Whitston, 
1988) . 

24. El presupuesto de la DG XI no sólo supone menos del 0.001% 
del presupuesto agregado comunitario sino que,  además,  se 
gasta  casi  en  su  totalidad  en  estudios  previos  a  la 
elaboración de los proyectos de directivas medioambientales. 

25. Una gran proporción de las quejas se refiere a la 
protección de ciertas especies de pájaros y a la calidad de 
las aguas potables y de baño. Esto supone que los ciudadanos 
comunitarios protestan por los problemas medioambientales más 
visibles pero no son conscientes de otras amenazas como la 
contaminación atmosférica, la polución por productos químicos, 
o la mala gestión de los residuos industriales (Commission, 
1988) . 
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26. Esta propuesta  intenta dotar de mayor  coherencia  y 
sistematicidad a la obligación que tienen los estados miembros 
de informar a la Comunidad sobre el desarrollo y puesta en 
práctica de la legislación medioambiental para, así, evitar la 
apertura de procedimientos contra los mismos. La propuesta 
sobre normalización de los informes medioambientales está en 
la misma línea que el proyecto que persigue fomentar los 
planes graduales de descontaminación;  todas estas medidas 
tienen como objetivo básico la aplicación de disposiciones 
que,  aunque  incluidas  en distintas  directivas,  han  sido 
sistemáticamente ignoradas, dentro de un enfoque que aspira al 
mejor cumplimiento del instrumental en vigor antes que a la 
elaboración de nuevas estrategias para la protección del medio 
ambiente. 

27. Esta sugerencia tiene pocas posibilidades de ser aceptada 
pues se argumenta que la supresión de fondos puede ser una 
medida contraproducente para la protección del medio ambiente 
(CDP, 1991). 

28. Las nuevas directivas medioambientales se parecen cada vez 
más a los reglamentos por su detallismo y precisión (Rehbinder 
& Stewart,  en: Sbragia,  1991). Además, como los problemas 
ligados a la ejecución cobran gradualmente mayor importancia 
en el área medioambiental, la CE tiende a elaborar y a aprobar 
reglamentos donde antes predominaban las directivas (Sbragia, 
1991). 

29. El  mayor  acierto  de  los  diseños  institucionales 
cooperativos para la ejecución de la política medioambiental 
ha sido reconocido por diversos organismos internacionales; la 
OCDE,  por ejemplo,  señala que  "la  industria debería  ser 
invitada a participar en el proceso de elaboración de normas 
para  facilitar  una  mayor  cooperación  en  el  subsecuente 
cumplimiento de las mismas" (OECD, 1991: p. 261). 
Aunque algunos países dentro de la CE tienen un diseño 
institucional que permitiría una buena ejecución de las 
directivas, no siempre llevan a cabo de forma satisfactoria la 
política medioambiental; incluso en estados miembros que, como 
Holanda, promueven una protección exigente del medio ambiente 
y disponen de burocracias consideradas competentes, la 
ejecución de la legislación medioambiental ha sido deficiente. 
Sucede así que países que tienen capacidad institucional en 
determinadas áreas políticas son relativamente débiles en 
otras áreas como la medioambiental (Sbragia, 1991). 

30. El AUE ha previsto un procedimiento de cooperación entre 
el  Consejo  y  el  Parlamento  que  aumenta  los  poderes 
legislativos de este último en un número de materias. Este 
cambio no parece, sin embargo, que vaya a servir para reforzar 
de forma sustancial  esta institución. 

31. El hecho de que en los expertos nacionales, reunidos de 
forma ad hoc para la preparación de los borradores de 
directivas medioambientales, pese fundamentalmente la 
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tradición científica y cultural de su país no puede 
generalizarse a todos los expertos que trabajan dentro de la 
CE. La Comisión puede llamar a determinados expertos 
nacionales para colaborar en proyectos que abarcan períodos 
desde los tres meses hasta los tres años. Los estados miembros 
pueden, a su vez, ofrecer a la Comisión los servicios de sus 
expertos por el mismo período de tiempo. En ambos casos, estos 
expertos, tras un período de tiempo en la Comisión, terminan 
adoptando una perspectiva comunitaria que, en algunos casos, 
puede dificultar su posterior readaptación a los países de 
origen (Entrevista A-CE-34, 1991). 
Los funcionarios de los distintos estados miembros tienen, al 
lado de los expertos, una gran relevancia en la preparación de 
las directivas: aproximadamente 15.000 funcionarios de 
administraciones nacionales mantienen cada año reuniones en 
Bruselas (Siedentopf & Hauschild, 1988). 

32. Aunque generalmente se habla de cinco Consejos de 
Ministros del Medio Ambiente al año, este organismo suele 
reunirse tres o cuatro veces anualmente y tiene, además, dos 
reuniones informales (DGMA, 1990; Entrevistas A-CE-30 y A-CE- 
31, 1991) . En 1986, por ejemplo, de 83 reuniones que celebró 
el Consejo de la CE, 3 fueron de los Ministros del Medio 
Ambiente (Secretaría de Estado para las Comunidades Europeas, 
1987) . 

33. De todos modos, y como ya se señaló anteriormente, tras la 
aprobación del AUE ciertas medidas dentro de la política 
medioambiental pueden ser aprobadas por mayoría. Esta nueva 
posibilidad modificará el procedimiento de toma de decisiones 
en el Consejo, y promoverá la formación de coaliciones entre 
estados miembros en el proceso de negociación. 

34. Este complicado proceso de negociación política no es 
aplicable cuando  la discusión se refiere a  los aspectos 
técnicos que contienen directivas medioambientales en vigor. 
Si, por ejemplo, una directiva señala que el nivel de emisión 
de un determinado contaminante deberá reducirse de acuerdo con 
el progreso de la técnica, la determinación de lo que sea este 
progreso técnico se realiza, bajo el principio de decisión por 
mayoría,  en comités especiales en  los que participan  la 
Comisión y representantes de los estados miembros. 

35. Un trabajo que explica la superación de la oposición de 
la industria, y de otros intereses económicos, a los sucesivos 
proyectos del Ministerio del Interior alemán sobre el control 
de  la  contaminación  procedente  de  grandes  centrales  de 
combustión es el de Edda Müller (Müller, 1986). 

36. Dentro de la Comisión no se admite que la relevancia de 
los expertos de un determinado país sea mayor que la del resto 
de  los  países,  ya  que  el  principio  que  gobierna  esta 
institución es el de su independencia de los estados miembros 
para  conseguir  las metas  comunitarias  al  margen  de  las 
posibles presiones nacionales. Los funcionarios de la Comisión 
son,   generalmente,   muy   críticos   con   las   posturas 
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medioambientales de sus países de origen y trabajan con un 
sentido de fidelidad a la CE, como òrgano supranacional por 
encima de los estados miembros. Esta situación se traduce en 
la difultad que encuentran los eurofuncionarios para discernir 
la influencia que determinados países tienen en el proceso de 
elaboración de decisiones dentro de la Comisión. 

37. En el Tratado de Adhesión sólo existe una derogación 
parcial que afecta a la directiva 78/611 sobre contenido de 
plomo en la gasolina. 

38. "Los problemas medioambientales en el área mediterránea 
están desplazando el enfoque [comunitario] y conduciendo a 
nuevas  prioridades  y a  una  inevitable  ralentización  del 
proceso de elaboración de decisiones" (Kramer, 1990: p. 28) . 
Estos problemas son el objetivo de una serie de fondos 
medioambientales -como el fondo MEDSPA para los países del 
Mediterráneo- y se encuentran en declaraciones programáticas e 
institucionales -como la Declaración de Dublin. 

39. De esta forma,  la influencia alemana en la política 
medioambiental  comunitaria  no  ha  sido  siempre  de  tipo 
impulsor; en ciertos casos, Alemania ha supuesto también un 
freno para el desarrollo de esta política. Los ejemplos más 
claros de este papel retardador serían la resistencia alemana 
a aceptar políticas de control de la contaminación atmosférica 
basadas en objetivos de calidad y niveles de emisión hasta 
principios de los años 80; la oposición a discutir el tema del 
límite de velocidad para los coches; la resistencia a apoyar 
medidas como la del gobierno danés sobre la prohibición de las 
botellas de un sólo uso; y la reticencia a endurecer la 
"directiva Seveso" sobre actividades industriales peligrosas, 
como quería el Parlamento y su Comité de Medio Ambiente, 
(Weber, en: Gündling & Weber, 1988). Independientemente de que 
el papel de Alemania haya sido impulsor o retardador,  en 
algunos casos, lo que está claro es que su influencia en la 
política medioambiental de la CE ha sido fundamental. 

40. El mejor ejemplo de una medida, que obligaría a los 
estados miembros con un menor nivel de desarrollo económico y 
de contaminación a invertir enormes sumas de dinero en la 
protección medioambiental, es la directiva de habitats. Esta 
directiva implica dos cosas: 
- la designación de una red de espacios protegidos en Europa 
(con  tres  categorías  de  espacios:  áreas  prioritarias  de 
especial interés, áreas de interés comunitario, y espacios 
agrarios) que debería alcanzar el 10% del territorio de cada 
estado miembro, y 
- la introducción de medidas de gestión en estos espacios una 
vez que sean designados. 
En el caso de España la designación de espacios sólo de la 
primera categoría ya sobrepasaría el 10% del territorio, 
mientras que las tres categorías juntas alcanzarían el 35%. 
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España defiende que la CE apoye los gastos adicionales que se 
derivan de esta medida y que se mencione explícitamente la 
subvención de los mismos. Alemania se opone a esta mención, 
pues supondría la aprobación de un nuevo instrumento 
financiero que aumentaría los gastos comunitarios de 
protección medioambiental (Entrevista A-CE-26, 1991). Estas 
dos posturas opuestas han impedido, hasta hace poco, la 
aprobación de esta directiva que debió ser objeto posterior de 
discusión en el Consejo. Este conflicto se refleja en el 
Consejo de Ministros de Medio Ambiente, celebrado el 1 de 
octubre de 1991, en el que la delegación española apoyó la 
propuesta de un sistema de financiación conjunto de los 
espacios naturales, sugiriendo la necesidad de que la CE 
financiara el 75% de los costes; Alemania y otros países se 
manifestaron en contra alegando que la concesión de estos 
fondos supondría una cuantía muy gravosa para los distintos 
estados (Secretaría de Estado para las Políticas del Agua y el 
Medio Ambiente, 1991). 

41. Esta minoría constituiría la "troika" compuesta por 
Alemania,  Dinamarca y Holanda  (Entrevista A-CE-34,  1991). 
"Sólo tres estados miembros han desarrollado y conducen su 
propia política medioambiental que es fuerte,  coherente y 
completa, apoyada en un consenso parlamentario y en la opinión 
pública 
-Dinamarca,  Holanda  y  Alemania.  En  otros  cinco  estados 
miembros 
-Grecia,  Italia,  España,  Portugal e Irlanda- la actividad 
legislativa y política en el campo medioambiental sigue muy de 
cerca, y más o menos completamente, la aproximación adoptada a 
nivel comunitario" (Brinkhorst, 1991: ps. 5-6). 

42. En un reciente informe del Instituto Europeo de Política 
Medioambiental se recomienda a Alemania que adopte una postura 
agresiva   en   la   elaboración   política   medioambiental, 
presionando  para  que  se  acepten  en  la  CE  medidas  más 
estrictas. Aunque el TJE pudiera sancionar a Alemania por la 
aplicación de medidas medioambientales más exigentes en su 
territorio, esta posibilidad es remota ya que la Comunidad, 
por razones políticas, no quiere dar la impresión de ser 
antimedioambiental y preferirá preparar una proposición de 
armonización antes de llevar al país ante el TJE (Bennet et 
al.,   1989).   La   búsqueda   de   estándares   exigentes 
("Normenperfektionismus")  es  generalmente  justificada  por 
razones  medioambientales,  aunque  "el  uso  extensivo  de 
estándares [puede restringir] la competitividad de los socios 
comunitarios en el mercado alemán" (Bulmer & Paterson, 1987: 
P. 47). 

43. Alemania es, sobre todo, el país que más teme que la 
ampliación de la CE a los países mediterráneos conduzca a una 
disminución del nivel de los estándares medioambientales. Este 
temor fuerza al gobierno alemán a endurecer algunos ámbitos de 
su política de protección del medio ambiente sin esperar a una 
coordinación, o armonización perfecta de la misma, a nivel 
comunitario (der Rat, 1978). 
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44. A mitad de los años 80, los gastos en medidas de 
descontaminación como porcentaje del FIB por parte del sector 
privado eran en Alemania del 0.74 frente a países con gastos 
menores  como  Suecia  (0.27),  Noruega  (0.27),  Reino  Unido 
(0.62), Francia (0.33), y Finlandia (0.64). Fuera de Europa, y 
en esos años, el único país en el que el sector privado 
gastaba en la protección medioambiental más que Alemania eran 
los Estados Unidos (0.86) (OECD, 1991). 

45. La introducción del catalizador a nivel comunitario ha 
chocado con numerosas resistencias, principalmente en Francia 
e Italia como países productores de coches de menor cilindrada 
que  los  alemanes.  Una  de  las  razones  que  explica  esta 
resistencia es que Alemania sea el único país europeo que no 
tenga límite de velocidad para coches y que, además, se oponga 
frontalmente al mismo, a pesar de que esta medida favorecería 
la protección atmosférica de forma simple y barata. En este 
sentido, el interés alemán por introducir en la Comunidad la 
gasolina sin plomo y el catalizador parece estar más ligado a 
los intereses económicos de su industria del automóvil, que a 
razones de protección medioambiental. 

46. En teoría, estas iniciativas unilaterales son posibles 
solamente en el caso de fijación de niveles de emisión, y no 
en el caso de fijación de estándares para productos; cuando, 
sin embargo, Alemania propuso una reducción en los niveles de 
emisión de los gases de determinados vehículos, esta idea fue 
rechazada por la CE que la consideró como un obstáculo a la 
libertad de comercio (der Rat, 1978). 

47. Este principio se encuentra,  por ejemplo,  en la 
Declaración de Dublin de 1990 que señala la necesidad de 
lograr un desarrollo equilibrado y cohesivo de las regiones 
dentro de  la CE.  Puesto que la política de protección 
medioambiental puede dar lugar a cargas desiguales según los 
estados miembros, se invita a la Comisión a que revise el 
nivel de recursos presupuestarios  destinado al medio ambiente 
dentro de la Comunidad. 

48. La creación de un fondo estructural para el medio 
ambiente 
-al mismo nivel que los fondos del FEDER, FEOGA y FSE- ha sido 
apoyada en numerosas ocasiones por el Parlamento y es la base 
del proyecto LIFE. El proyecto LIFE dotado con 30 millones de 
Ecus (Mecus) -frente a los 500 Mecus que defendía el 
Parlamento- es, sin embargo, diferente de la exigencia 
española de creación de un instrumento financiero 
medioambiental que debería estar dotado de más recursos que el 
LIFE (Entrevista A-CE-28, 1991). 

49. El concepto de pagador neto ya no está justificado pues, 
desde mediados de los años 70, los ingresos de la CE no se 
basan en las contribuciones de los estados miembros sino en 
los impuestos de aduanas y de importaciones agrícolas, y en el 
1%  del  impuesto  de  valor  añadido  nacional.  Aunque, 
hipotéticamente,  el  concepto  de  pagador  neto  estuviera 
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justificado, Alemania no podría tener motivo de queja pues su 
pertenencia a la CE le supone un gran beneficio económico: en 
1985 el volumen de exportaciones de Alemania a la CE 
(incluyendo España y Portugal) alcanzó la cifra de 267.000 
millones de marcos, mientras que las importaciones procedentes 
de otros estados miembros eran de 235.000 millones de marcos, 
con lo que el superávit comercial fue de 32.000 millones de 
marcos. Desde 1958 el superávit comercial con la Comunidad ha 
sido de 214.000 millones de marcos (Ungerer, 1986). 

50. Si, por ejemplo, España en la discusión de la directiva 
sobre grandes centrales de combustión no hubiera aplazado el 
control de las emisiones de las centrales térmicas hasta 1999, 
aceptando 1993 como fecha para la instalación de los filtros 
de desulfurización, el coste de la medida habría aumentado de 
300.000 millones de ptas. a 800.000 (El País, 8-12-1991). 

51. El análisis sobre los prolegómenos, la celebración y los 
resultados de la Cumbre de Maastricht se basa, principalmente, 
en un análisis de prensa (El País y el Mundo) realizado desde 
principios de noviembre a finales de diciembre. 

 

52. Como prueba de esta diferencia de intereses se puede 
señalar que Dinamarca, al poco de conocer las resistencias 
españolas a la aprobación del principio mayoritario, presentó 
una propuesta de salvaguardia para actuar por su cuenta en la 
política medioambiental (El País, 2-12-1991). 

53. Estos  fondos adicionales podrían tener su origen en 
iniciativas conjuntas de determinados estados miembros; los 
países del sur podrían, así, unirse para pedir financiación 
extra para el cumplimiento de las directivas medioambientales 
que más les afectaran (caso de España y Portugal, por ejemplo, 
ante la directiva de protección de las aguas por nitratos) 
(MOPU Informa, 1991). 

54. Italia,  Bélgica  y  Luxemburgo  no  estaban  tampoco 
diametralmente opuestas a la aceptación del principio de 
cohesión, pues las principales resistencias parecían provenir 
del Reino Unido y Francia. 

55. Austria y Suecia han declarado recientemente su intención 
de unirse a la CE, Noruega sigue dubitativa al respecto, y 
Suiza e Islandia tienen interés en participar con sus socios 
de  la  EFTA  en  un  espacio  europeo  económico  ampliado 
(Schmitter,  1991). Finlandia ha sido,  en este sentido,  el 
último país en indicar su deseo de adhesión a la Comunidad. 

56. Este reforzamiento ha sido recientemente expuesto por 
Duverger que, en un artículo expresivamente titulado "Europa 
del Sur, en dificultades" señala que los países del norte 
suponen ya 266 millones de habitantes en la CE (El País, 15-1- 
1992) . 
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CONCLUSIONES. 

La política medioambiental, entendida como política de 

control de la contaminación de origen industrial en la atmósfera, 

en las aguas continentales, y en la gestión de los residuos, ha 

sido elegida como objeto de este trabajo por dos razones 

fundamentales: la importancia global -de dimensión planetaria-de 

la protección del medio ambiente, y la importancia específica de 

este área para las ciencias sociales. 

La primera razón, o la relevancia del medio ambiente como 

cuestión planetaria, no necesita ser repetida aquí pues 

diariamente, ojeando simplemente los periódicos o escuchando las 

noticias, se encuentran referencias constantes a este tema. 

La segunda razón no es, sin embargo, tan conocida, y está 

relacionada con las características de la política medioambiental 

como área que ofrece una excelente oportunidad para analizar la 

importancia que, para determinadas políticas públicas, tienen dos 

temas básicos de la discusión socio-política: la pauta de 

relación entre el gobierno y la industria, y el papel de las 

organizaciones internacionales. La política medioambiental 

permite así combinar el tradicional análisis comparativo de 

políticas públicas centrado en el estado-nación, con un análisis 

comparativo nuevo, de creciente importancia, centrado en los 

regímenes internacionales. 

1. La Relevancia de los Diseños Institucionales y de las 

Organizaciones Internacionales en la Política 

Medioambiental.
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La política medioambiental ha sido caracterizada, 

fundamentalmente, por su relativa novedad y alto grado de 

tecnicismo y complejidad, y por su internacionalización al ser 

uno de los objetivos políticos preferenciales de las 

organizaciones internacionales. 

El tecnicismo de esta política junto con otros factores, 

como el poder de la industria en términos de cuasi-monopolio de 

la información y "expertise" medioambiental, favorecen que su 

elaboración y ejecución esté casi exclusivamente en manos de dos 

actores: el gobierno y la industria. Además de ser una tarea 

realizada casi en exclusiva por estos dos actores, la política 

medioambiental se desarrolla a través de un proceso cerrado de 

discusión y negociación, aislado de las turbulencias del 

escenario nacional, en el que participan, principalmente, 

expertos de la administración y de la empresa. Este aislamiento 

ha proporcionado a la política medioambiental un entorno de 

relativa paz y estabilidad, y la ha convertido en una de las 

áreas en las que mejor se pueden estudiar tanto el modelo o la 

pauta de relación entre el gobierno y la industria, como la 

influencia del mismo en el desarrollo de las políticas. Si algo 

debe concluirse ya a partir del análisis aquí realizado es que 

la pauta de relación entre el gobierno y la industria tiene una 

gran importancia en la forma en la que se elabora y ejecuta la 

política de protección del medio ambiente. 

La pauta de relación entre el gobierno y la industria, junto 

a la red de organizaciones que sirven de marco para el encuentro 
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de estos actores y para el desarrollo de su relación, ha recibido 

el nombre de diseño institucional. El diseño institucional es una 

construcción teórica que, simplificando una realidad en la que 

se combinan elementos distintos y contradictorios, permite 

analizar las políticas públicas mediante la selección de dos 

objetos básicos: los actores principales de la política y el tipo 

de relación que se establece entre ellos, y las organizaciones 

en las que se desenvuelve esta interacción. 

Los diseños institucionales pueden adoptar distintas formas 

pero, de forma simplificada, son reducibles a dos tipos: diseños 

en los que el gobierno o la administración elabora y ejecuta las 

políticas sin contar con los intereses privados, y diseños en los 

que el gobierno y los intereses privados participan, 

conjuntamente, en el proceso político. En el primer caso se haría 

referencia a países como España con un diseño de tipo estatista, 

o de dirigismo administrativo, caracterizado por la ausencia de 

cooperación institucionalizada entre los actores públicos y los 

privados. En el segundo caso, la referencia sería a países como 

Alemania con un diseño de tipo corporatista, o de gobierno de las 

asociaciones, caracterizado por la cooperación institucionalizada 

entre los actores públicos y los privados. 

Estos diseños tienen su origen en factores históricos y 

estructurales; la tradición de intervencionismo estatal en la 

esfera pública, el sistema de intermediación entre el gobierno 

y los grupos de interés, el grado de asociacionismo y las 

características de las organizaciones sociales, así como las 

expectativas sobre el papel de los actores públicos y privados, 

son factores que se relacionan con el desarrollo y la creación 
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de modelos institucionales. En España predomina un diseño 

estatista, como resultado de una tradición histórica de 

intervencionismo estatal y de debilidad de los grupos de interés. 

En Alemania, país en el que predomina un diseño corporatista, 

existe una tradición de cooperación entre el gobierno y los 

grupos de interés como resultado de un limitado intervencionismo 

estatal, asociado a la implantación del principio de economía 

social de mercado tras 1949, y del importante papel que las 

asociaciones juegan en el proceso político. 

Los diseños institucionales influyen en el modo en el que 

se elaboran y llevan a cabo las políticas y, muy especialmente, 

en la solución que se da al problema del control de su 

cumplimiento en la fase de ejecución; la forma en la que se 

relacionan los actores de una determinada área política, así como 

el conjunto de instituciones ligadas al desarrollo de esta 

relación, contribuye a la buena o mala realización de los 

objetivos elaborados y aprobados en la fase de formación de las 

políticas. Es por ello que los distintos diseños institucionales 

poseerán distintos grados de eficacia con respecto a la solución 

del déficit de ejecución política. 

Generalmente, se ha atribuido una mayor eficacia a los 

diseños corporatistas que a los estatistas. En Alemania, por 

ejemplo, la participación de las asociaciones en el proceso 

político resulta generalmente en una mejor elaboración de las 

políticas públicas, ya que los actores privados ceden al gobierno 

parte de su información y "expertise"; además, y como 

contrapartida a su inclusión en la fase previa, los actores 

privados quedan obligados a ejecutar y hacer cumplir las 



357 

políticas de la mejor forma posible. Si, como es el caso de 

España, los grupos de interés están generalmente excluidos del 

proceso de elaboración politica, el gobierno no sólo se verá 

privado de su "expertise", sino que no podrá contar con su 

cooperación en la fase de ejecución de las políticas. Con un 

diseño corporatista en el que los actores públicos y los privados 

cooperan en el proceso político, la realización de las políticas, 

a través del gobierno privado y la auto-responsabilización de los 

propios interesados, será probablemente más satisfactoria que con 

un diseño estatista; en este último, la exclusión de los actores 

privados del proceso político se traducirá, seguramente, en una 

sobrecarga de tareas en el aparato público que conducirá a una 

deficiente ejecución de las políticas públicas, y a que su grado 

de cumplimiento sea escaso. 

El mayor grado de cumplimiento de las políticas a través de 

un diseño corporatista puede verse limitado, sin embargo, si se 

produce un fenómeno de captura de agencias públicas por los 

grupos de interés. Aunque no parece que este fenómeno haya 

sucedido en la política medioambiental de Alemania, la eficacia 

de su diseño no debe ser generalizada de forma absoluta pues 

depende de diversos factores. Uno de estos factores sería el área 

política en cuestión; no todos los problemas políticos se prestan 

igualmente bien al gobierno privado y a la auto-regulación de las 

asociaciones que caracterizan al diseño institucional 

corporatista (Streeck & Schmitter, 1985). En la política 

medioambiental, por ejemplo, se ha señalado que este diseño no 

ha conducido a un cumplimiento tan satisfactorio de los objetivos 

políticos como el que se ha producido tradicionalmente en otras 
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áreas políticas. Esta menor eficacia puede deberse a 

características de la política de protección del medio ambiente 

como su novedad, o a circunstancias específicas que la rodean, 

como la difícil resolución del fenómeno de traslación de 

problemas. Por otro lado, tampoco se tiene la certeza de que el 

diseño corporatista haya abordado esta política con un menor 

grado de éxito que el cosechado en otras áreas, ya que la 

comparación entre los resultados de la protección medioambiental 

en Alemania y los de otros países de su entorno es ventajosa para 

el primer país. En este caso, la supuesta menor eficacia del 

corporatismo se debería, entre otras cosas, a las altas 

exigencias de una sociedad caracterizada por su gran 

sensibilización ecológica. 

Por otro lado, la política medioambiental ha sido 

caracterizada también por su internacionalización, ya que se ha 

convertido en uno de los objetivos preferentes de organizaciones 

supranacionales como la CE. Esta internacionalización favorece 

que determinadas áreas políticas escapen gradualmente al control 

de los, hasta ahora, soberanos estados nacionales, y permite 

analizar la influencia de los regímenes internacionales en las 

políticas de protección del medio ambiente de sus estados 

miembros, así como el papel diferencial que determinados países 

pueden jugar en este nuevo contexto. Otra de las conclusiones de 

esta investigación sería pues la reafirmación no sólo de la 

importancia de la CE en las políticas medioambientales de sus 

estados miembros, sino la constatación del crecimiento de su 

papel, y tal vez imparable presencia, en este área política. 
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La CE, además de jugar un importante papel en las políticas 

medioambientales de sus estados miembros, es el factor que 

justifica la comparación de la política medioambiental de dos 

países tan diferentes como España y Alemania; estos dos países 

son comparables porque pertenecen a la misma organización 

supranacional, la CE, que elabora e impone la misma política 

medioambiental sobre sus estados miembros. 

Los análisis comparativos tradicionales tenían como objeto 

de estudio entidades, o actores, independientes entre sí y con 

diferentes lógicas de acción; en este tipo de comparación, el 

acento se ponía sobre los procesos de difusión como mecanismos 

horizontales -entre estados- para la transferencia y adopción de 

nuevas experiencias e instrumentos políticos. Actualmente, los 

análisis comparativos deben incluir, además, a los regímenes 

internacionales que crean escenarios políticos comunes a 

distintos países, y relativizan la importancia y tradicional 

soberanía del estado-nación. En este nuevo tipo de análisis se 

estudian entidades o actores interdependientes, y el acento se 

pone sobre los procesos de transmisión como mecanismos 

verticales, -entre organizaciones internacionales y estados, y 

viceversa-, para la transferencia y adopción de nuevas 

experiencias e instrumentos políticos. 

2. La Perdurabilidad de los Diseños Institucionales: Resistencias

a las Dinámicas de Cambio en la Política Medioambiental.

Los diseños institucionales, aunque gozan de una relativa 

estabilidad porque son el resultado de desarrollos históricos y 

estructurales dentro de un país, están sujetos a distintas 



360 

dinámicas de cambio. Estas dinámicas ejercen una presión sobre 

la pauta de relación entre los actores de la política 

medioambiental y promueven su cambio. 

El origen de tales presiones es doble: la preocupación 

social en aumento por la degradación del medio ambiente (factor 

nacional, o de origen endógeno), y la creciente importancia de 

la CE que se apropia paulatinamente de nuevos campos dentro de 

la política medioambiental (factor internacional, o de origen 

exógeno). Al lado de estos dos factores no es posible concluir 

que el área política sea un factor primordial en el cambio de los 

diseños institucionales aunque sí, como ya se ha visto, puede 

modificar ciertos rasgos de los mismos. 

En España, por ejemplo, las características del área 

política medioambiental favorecen una ejecución caracterizada por 

un cierto grado de colaboración entre los funcionarios regionales 

y las empresas individuales; la necesidad de los funcionarios de 

contar con información sobre la situación de las industrias, así 

como el relativo desconocimiento de las empresas sobre la 

legislación medioambiental, conduce a que ambos actores estén en 

una situación de dependencia recíproca que promueve la discusión 

conjunta y negociada de soluciones a los problemas cotidianos de 

la protección del medio ambiente. A pesar de que existe una 

cierta colaboración en la ejecución, el diseño institucional en 

la política medioambiental está fundamentalmente marcado por la 

ausencia de cooperación así como de relación estable e 

institucionalizada entre el gobierno y la industria, al tiempo 

que el concurso que se produce entre estos dos actores es 
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limitado y se desarrolla a través de contactos individuales para 

resolver problemas específicos. En este país existen, sin 

embargo, indicios de aproximación y de cooperación entre el 

gobierno y la industria en la elaboración de esta política. 

El gradual acercamiento entre estos dos actores responde a 

una dinámica de cambio de origen exógeno: la adhesión de España 

a la CE y la consiguiente obligación de aplicación de la política 

de protección medioambiental comunitaria. La política 

medioambiental de la CE es más rigurosa que la española y exige, 

indudablemente, un gran esfuerzo de adaptación a la misma por 

parte de los responsables públicos y privados. Para agilizar la 

adopción de esta política, el gobierno ha iniciado una reflexión 

sobre las ventajas que podrían extraerse de una relación 

cooperativa con la industria. La industria, por su parte, 

consciente de que esta política es prioritaria para la CE y de 

que se impondrá más pronto o más tarde en España, se muestra más 

dispuesta a participar con el gobierno en las tareas 

medioambientales y a asumir la responsabilidad política que 

resulte de tal participación. 

La aproximación de las posturas de estos dos actores, 

gobierno e industria, se ha reflejado sobre todo en la 

elaboración y ejecución de los pactos medioambientales. Estos 

pactos, resultado de la discusión y negociación entre autoridades 

regionales y empresas de una zona sobre planes integrales de 

descontaminación, son hasta ahora el instrumento más avanzado de 

una política medioambiental que aspira a soluciones de tipo 

global y preventivo. El apoyo de la CEOE y del PSOE, entre otros 

actores, a estos pactos parece indicar, además, que se 
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consolidarán como instrumento de la política medioambiental y 

que, con su consolidación, se puede abrir una lenta y gradual 

transformación del diseño político, pues la realización de los 

pactos medioambientales viene asociada con pautas más 

cooperativas de relación entre los actores públicos y los 

privados. 

En Alemania, el diseño institucional se refleja en una 

política medioambiental, cuya elaboración se caracteriza por la 

continua interrelación entre el gobierno y la industria dentro 

de una red de organizaciones establecida para tal fin; también 

en la ejecución de esta política, a través del gobierno privado 

y la auto-regulación de la industria, y de un continuo proceso 

de negociación entre autoridades regionales y empresas, se 

constata el corporatismo cooperativo. Esta tradición de exclusiva 

y privilegiada cooperación con la industria se ve, sin embargo, 

presionada por una dinámica de cambio de origen endógeno: la 

creciente sensibilización social por el medio ambiente y la 

relevancia del movimiento verde. 

La cooperación entre el gobierno y la industria está cada 

vez más sujeta a debate, criticándose no sólo su carácter 

discriminatorio con respecto a grupos de interés, sino también 

sus éxitos limitados en la política de protección medioambiental; 

de esta forma, se intenta que la elaboración de esta política 

abandone su cerrado y excluyente carácter y que, en la ejecución, 

se limite el gobierno privado de la industria y se introduzca un 

mayor control público. Estas demandas han conducido al 

endurecimiento progresivo de las leyes medioambientales y a un 
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aumento de la vigilancia sobre la auto-regulación de la 

industria. Estos resultados parecerían indicar que el diseño 

institucional se transforma lentamente, adoptando gradualmente 

rasgos -como la mayor intervención pública en el control del 

proceso político- que no son característicos del corporatismo. 

También la CE podría influir, por otro lado, aunque no con 

la misma intensidad que en el caso español, sobre el diseño 

institucional alemán a través de la modificación del principio 

de cooperación y de los acuerdos voluntarios en la política 

medioambiental; la Comunidad podría forzar un cambio en la forma 

de entender el principio de cooperación mediante la inclusión, 

en la elaboración medioambiental, de otros grupos ajenos al 

gobierno y la industria como la Comisión; la Comunidad limitará 

también, indudablemente, el campo de aplicación de los acuerdos 

voluntarios medioambientales pues éstos afectan, en muchos casos, 

a los mismos fundamentos del mercado único como al principio de 

libre circulación de mercancías. 

Las distintas dinámicas dé cambio, ya sean de origen exógeno 

como en el caso español o de origen fundamentalmente endógeno 

como en el caso alemán, parecen transformar la naturaleza de los 

diseños institucionales; esta transformación podría dar lugar a 

una tendencia hacia la convergencia de estos diseños a medio y 

largo plazo. 

A pesar de estas presiones hacia el cambio, se puede 

concluir de este trabajo que los diseños institucionales se 

caracterizan por una gran perdurabilidad y estabilidad 

diacrònica; los diseños institucionales pueden, por supuesto, 
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evolucionar en el tiempo, pero esta evolución debe entenderse más 

como adaptación gradual a una serie de nuevas circunstancias que 

como cambio radical de su propia naturaleza. Las dinámicas de 

cambio que afectan a los diseños institucionales podrán tener 

distintos grados de éxito; estas dinámicas promoverán, sin 

embargo, más la modificación que el cambio radical de los 

diseños, pues no sólo las instituciones tienen una estabilidad 

que es difícil alterar, sino que los actores principales de una 

determinada área política pueden emprender distintas estrategias 

para contrarrestar las distintas presiones a las que se ven 

sometidos. 

De esta forma, y aunque existen en las democracias 

occidentales tendencias hacia la convergencia de determinadas 

políticas públicas, persisten todavía "diferencias nacionales 

sistemáticas y persistentes en el modo en el que se debate, 

decide, y ejecuta, la política" (Freeman, en: Grant & Martinelli 

& Paterson, 1989: p. 88). 

En España, por ejemplo, no se puede concluir todavía ni que 

se esté transformando el diseño institucional estatista en la 

política medioambiental, ni tampoco que se hayan implantado los 

pactos medioambientales en este área. En el diseño institucional 

español faltan todavía elementos esenciales que permitirían la 

cooperación institucionalizada entre los actores públicos y los 

privados, y la participación de los grupos de interés en el 

proceso político. Estos elementos se resumen en dos: apoyo 

institucional al gobierno privado o de las asociaciones, y 

consolidación y relevancia del sistema de representación de 



365 

intereses. 

La falta de apoyo institucional al gobierno privado en la 

política medioambiental se ha constatado en dos hechos: la 

ausencia de representación social en los órganos que dirigen el 

plan nacional de residuos industriales, y los intentos de la 

administración por monopolizar la creación de sociedades para la 

gestión de los residuos o, dicho de otro modo, la falta de 

promoción por parte de las autoridades de modelos privados de 

tratamiento y eliminación de los mismos. 

El sistema de representación de intereses, por otro lado, 

no está todavía consolidado; en el caso de los empresarios, por 

ejemplo, éstos no sólo prefieren que sus organizaciones tengan 

una capacidad limitada y sean poco jerarquizadas y centralizadas, 

sino que no creen todavía de forma firme en su utilidad y 

eficacia. 

En Alemania, por otro lado, la creciente preocupación 

pública por el medio ambiente y la relevancia del movimiento 

verde no han modificado sustancialmente el diseño corporatista 

en la política medioambiental. El gobierno y la industria siguen 

manteniendo sus estrechos vínculos en la elaboración de esta 

política mientras que, en la ejecución de la misma, continúa 

predominando el gobierno privado y la auto-regulación industrial. 

Tampoco la CE ha favorecido el cambio de este diseño sino, más 

bien, todo lo contrario: la industria alemana, básicamente del 

sector químico, está desarrollando nuevas estrategias para 

reducir las presiones ecologistas existentes a nivel nacional 

mediante el emplazamiento de la elaboración de la política 
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medioambiental en el nivel más despolitizado y "técnico" de la 

Comunidad. La preferencia comunitaria por la elaboración politica 

basada en la discusión "objetiva" y llevada a cabo, 

primordialmente, mediante la cooperación con los intereses 

privados y la inclusión de expertos, se solapa con el estilo 

político alemán en el que predominan los principios de acomodo, 

intelectualidad, didactisme y "expertise" (Dyson, en: Richardson, 

1982) ; asimismo, la semejanza entre el complejo y entrelazado 

sistema de niveles políticos de decisión de la CE y de Alemania 

promueve la compiementariedad de sus diseños institucionales. 

Por todo lo anteriormente expuesto puede concluirse que los 

diseños institucionales no se modifican fácilmente ya que ni 

factores internacionales ni nacionales han conseguido, hasta 

ahora, transformar los rasgos básicos de la pauta de relación 

entre el gobierno y la industria, así como de su red 

organizativa, en España y Alemania. 

En el primer país, el fenómeno que más se aproximaría a un 

modelo de cooperación y relación institucionalizada entre los 

actores públicos y los privados es el pacto medioambiental 

mientras que, en el segundo país, la progresiva implantación del 

principio de responsabilidad privada controlada -como auto-

regulación industrial sometida a un cierto control público- es 

lo que más se asemejaría a un modelo de intervención estatal en 

la política de protección del medio ambiente. 

3. La Comunidad Europea; Elemento Impulsor e Inhibidor de la 

Política Medioambiental. 
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La CE asume gradualmente mayores competencias en la política 

medioambiental pues, tras conseguir su reconocimiento legal en 

el AUE, el nuevo de tratado de unión política, aprobado en 

Maastricht a finales de 1991, ha aumentado las competencias de 

la Comisión en materia de medio ambiente; este tratado ha 

reducido, además, el margen de maniobra de los estados miembros 

en el Consejo, al sustituir el principio de unanimidad por el de 

mayoría en la toma de determinadas decisiones relacionadas con 

el medio ambiente. 

Aunque la opinión más extendida sobre la CE señala que esta 

organización de carácter supranacional tendrá cada vez más 

importancia en los temas de la protección del medio ambiente, su 

influencia sobre los diseños institucionales imperantes en la 

política medioambiental no ha sido, hasta ahora, muy 

significativa. 

A pesar de que una de las conclusiones de este trabajo es, 

por lo tanto, que la Comunidad no ha alterado sustancialmente los 

diseños institucionales, esta afirmación debe ser 

contextualizada; esta organización ejercerá, indudablemente, una 

mayor presión sobre los países que tengan diseños institucionales 

discrepantes con el existente a nivel comunitario y poco 

conducentes a la consecución de sus objetivos medioambientales 

(España), que sobre países con diseños institucionales similares 

al suyo y proclives a una mejor realización de esta política 

(Alemania). Por otro lado, el hecho de que la CE haya relegado 

a un segundo término el análisis de los modelos de relación entre 

el gobierno y la industria en los países comunitarios, a pesar 

de que éstos influyen en el cumplimiento de la política 
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medioambiental comunitaria, puede deberse, entre otras razones, 

a que los problemas de ejecución dentro de la Comunidad no han 

sido hasta ahora prioritarios. De esta forma, la posible 

convergencia de los diseños institucionales como resultado de la 

influencia de la CE es hasta ahora prácticamente inexistente. 

Donde sí parece que el papel comunitario ha sido relevante 

es con respecto a la política medioambiental de sus estados 

miembros, sobre todo con la de aquéllos en los que este área 

política no gozaba de una alta prioridad en la agenda pública. 

Ante esta situación cabe preguntarse si la CE ha servido como 

freno o como impulso de la protección del medio ambiente de los 

distintos países que la componen. 

La CE ha sido representada por algunos autores como una 

institución fundamentalmente reactiva que copia las iniciativas 

de los países con políticas medioambientales propias y avanzadas 

para luego introducirlas a nivel comunitario; según esta idea, 

los intentos de la CE relacionados con la elaboración y 

aplicación de soluciones novedosas, no imitadas de ningún país, 

serían la excepción (Rehbinder & Stewart, 1985) . El papel más 

importante de la Comunidad, dentro de esta visión, habría sido 

así el de facilitar el proceso de negociación intergubernamental 

y el de limitar a los estados miembros con respecto a la adopción 

de políticas medioambientales divergentes (Weber, 1990); en este 

segundo objetivo, la política de la CE habría tenido limitados 

pero significativos éxitos debido a su constante trabajo de 

armonización de las actuaciones de protección medioambiental en 

todos los países comunitarios. 
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Esta representación de la CE se encuentra extendida, 

generalmente, entre aquellos estados miembros cuyas políticas 

medioambientales son más rigurosas que la media comunitaria; en 

estos casos, se argumenta que la política medioambiental de la 

CE ha aportado muy poco a las políticas nacionales. Más 

importante que esta supuesta escasa aportación, sería el temor 

de estos países a que la Comunidad pueda suponer un retroceso 

para sus altos niveles de protección del medio ambiente. Este 

temor tendría un triple fundamento: 

- la Comisión, o alguno de los países comunitarios, puede 

demandar a un estado ante el Tribunal de Justicia Europeo (TJE) 

si considera que alguna de sus medidas medioambientales perjudica 

la realización del mercado único e implica obstáculos al 

principio de libre competencia e intercambio de bienes, 

- la CE, al adquirir mayores competencias dentro de la 

política medioambiental, restringe el margen de maniobra de los 

estados miembros en relación a la introducción de medidas nuevas 

y más rigurosas de protección del medio ambiente, y 

- la incorporación de nuevos países a la CE, como España y 

Portugal,  puede aparejar la consolidación de una política 

medioambiental del mínimo común denominador. 

Según otros autores, que defienden una representación 

opuesta de la CE, la política medioambiental comunitaria no ha 

sido ni inútil, ni tampoco menos exigente que la política 

medioambiental de los estados miembros; la Comunidad ha promovido 

la homogeneización de este área política y la introducción de 

nuevos instrumentos y problemas en la misma, no sólo en los 
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países con políticas medioambientales que van a remolque de la 

comunitaria (España), sino también en los países con políticas 

avanzadas que condicionan, a veces, la de la propia Comunidad 

(Alemania) . Prueba de ello sería, por ejemplo, que los altos 

funcionarios alemanes, que han tomado parte en las negociaciones 

de directivas, consideren de forma generalizada que la Comunidad 

desempeña un papel impulsor en la protección del medio ambiente 

(Kromarek, 1986). La visión de la CE como freno de la política 

medioambiental no se ajusta a la realidad como lo demuestra el 

aumento del número de denuncias por incumplimiento de la 

legislación medioambiental comunitaria en la mayoría de los 

estados miembros; ningún país ejecuta de forma totalmente 

satisfactoria la política medioambiental de la CE, aunque las 

diferencias de cumplimiento entre los estados miembros son 

enormes. Cada país tiene un interés particular en determinados 

campos de la protección del medio ambiente, mientras que otros 

son generalmente relegados a segundo término. En este área 

política ningún estado miembro de la CE es siempre el que marca 

el paso ("pace-maker") ni tampoco el que lo retarda ("laggard") 

en este área política (von Moltke, en: Lützeler, 1986). 

El rol de la CE en la política medioambiental es, en 

definitiva, de tipo mixto: en algunos casos la CE ha jugado un 

papel innovador -caso de la directiva sobre PCBs- y ha facilitado 

la introducción de determinada legislación en los estados 

miembros -caso de la ley sobre productos químicos en Alemania-, 

mientras que en otros casos su papel ha sido cauteloso al frenar 

medidas novedosas de protección del medio ambiente - 
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caso del sistema de recogida de envases en Dinamarca y Alemania, 

y del nivel de emisión de gases de vehículos e introducción del 

catalizador en este último país. En última instancia, el papel 

de la política medioambiental comunitaria está siempre en 

relación con las políticas medioambientales de los distintos 

estados miembros; en el caso de los estados, que son minoría, con 

una política propia y avanzada, la CE ha jugado un papel 

suplementario, y tal vez limitador, mientras que en el caso de 

la mayoría de los estados, que se limitan a transponer y ejecutar 

deficientemente las directivas, la CE ha jugado un papel impulsor 

básico. 

De esta forma, la representación de la política del medio 

ambiente comunitaria como actividad mimètica y dirigida por 

algunos países debe, por lo menos, complementarse con el papel 

innovador y facilitador que la Comunidad ha jugado a menudo 

dentro de este área: "la Comunidad guiará y será guiada" en la 

política medioambiental (von Moltke, en: Lützeler, 1986: p. 76) . 

4. La Política Medioambiental como Área de Conflicto en el

Escenario de la Comunidad Europea.

La CE proporciona un nuevo escenario para la discusión de 

la política de protección del medio ambiente. En este escenario, 

que se volverá cada vez más conflictivo debido a los diferentes 

intereses medioambientales de los estados miembros, los países 

comunitarios pueden actuar como mecanismos transmisores de 

propuestas políticas a la CE y al resto de los países a través 

de la misma (transmisión horizontal) , o ser mecanismos receptores 
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de las propuestas de la Comunidad (transmisión vertical). Dentro 

del mecanismo de transmisión horizontal se puede asumir que los 

estados miembros con una política medioambiental propia y 

avanzada (como es el caso de Alemania) tienen más posibilidades 

de influir en la política comunitaria y, a su vez, en la política 

de los restantes países comunitarios, que los estados sin una 

tradición política medioambiental (como es el caso de España). 

Los dos mecanismos de transmisión, horizontal y vertical, se 

podrían expresar a través del siguiente esquema: 
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Transmisión horizontal

(Fuente: Elaboración propia) 

De esta forma, en el panorama de la política de protección 

del medio ambiente de la CE, habría países líderes y países 

subordinados; los países líderes transmitirían, a través de la 

organización comunitaria, sus políticas y prácticas de protección 

del medio ambiente a los países subordinados, que asumirían un 

papel pasivo de meros receptores de legislación importada. 

Además de ser receptores de política medioambiental, por 

transmisión vertical u horizontal, los estados miembros pueden 

también desarrollar un amplio número de estrategias a nivel 

comunitario. 

Alemania se ha concentrado básicamente en una actividad de 

homogèneizacion de la política medioambiental, buscando la 

imposición uniforme de sus estrictos estándares de protección del 
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medio ambiente en todos los países comunitarios; además de esta 

actividad, los industriales alemanes han comenzado a fortalecer 

sus vínculos individuales con las autoridades comunitarias como 

parte de una estrategia que persigue el traslado gradual de la 

elaboración de esta política desde el contexto nacional al 

comunitario. Por último, Alemania utiliza el escenario 

comunitario para, paradójicamente, sortearlo mediante actuaciones 

individuales al margen de la CE ("Alleingánge"); el temor a que 

la política medioambiental comunitaria se convierta en una 

actividad del menor común denominador, justifica que este país 

-caracterizado por una protección del medio ambiente avanzada y 

considerada como objeto prioritario de interés por la sociedad-

no pueda permitirse no avanzar o, incluso, retroceder con 

respecto a los logros alcanzados en este área. A pesar de que 

este país mantiene una presencia constante y activa en la 

elaboración de la política medioambiental comunitaria, es pronto 

todavía para decidir si esta última y, por ende, la española 

tenderán a parecerse cada vez más a la política alemana o, al 

menos, a incorporar algunos de sus rasgos identificadores. 

Al contrario que Alemania, España carece de una política 

medioambiental avanzada y no la considera tampoco un objetivo 

prioritario por lo que ha desarrollado, básicamente, dos tipos 

de estrategias en el escenario comunitario: una estrategia de 

resistencia y oposición a los afanes homogeneizadores de ciertos 

estados miembros, y una estrategia de protesta, y llamada de 

atención, ante lo que se describe como fijación comunitaria en 

los problemas medioambientales de los países del norte con 

desconsideración hacia los del sur. 
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Esta oposición entre países como Alemania, preocupados por 

una aplicación uniforme y estricta de la política medioambiental, 

y países como España, que se resisten a esta aplicación y 

enfatizan la naturaleza diferencial de los problemas 

medioambientales de la CE, es parte de la dialéctica comunitaria 

norte-sur. Otra conclusión básica de este trabajo sería pues la 

creciente conflictividad e importancia de los regímenes 

internacionales como marco de discusión y negociación entre 

distintos estados. Dentro de este conflictivo panorama es 

interesante asistir al debate que actualmente se está produciendo 

con respecto a la política medioambiental en la Comunidad. 

La política medioambiental comunitaria está ahora marcada 

por dos problemas principales: el modo en el que el Consejo de 

Ministros toma las decisiones referentes a la protección 

medioambiental, y el mecanismo de financiación de esta política. 

Hasta ahora las decisiones que afectaban a la política 

medioambiental se tomaban por unanimidad en el Consejo; este 

procedimiento conduce, generalmente, a bloqueos políticos, 

dilaciones en la aprobación de directivas y, en definitiva, 

retrasos en el desarrollo y avance de las políticas comunitarias. 

Para vencer estas resistencias institucionales, y como resultado 

de la popularidad imparable de la protección medioambiental, se 

propuso que en la reforma del tratado de unión política se 

sustituyera el principio de toma de decisiones por unanimidad por 

el de toma de decisiones por mayoría en este área política. Esta 

propuesta contó en un principio con la oposición solamente de dos 

países: España e Irlanda. 
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La inicial oposición española a aceptar el principio de 

mayoría en la política medioambiental comunitaria se relacionaba 

con el segundo de los problemas que afectan actualmente a este 

área: el mecanismo de financiación de las medidas de protección 

del medio ambiente. Hasta ahora esta política ha sido financiada 

básicamente a través de programas sectoriales (como el programa 

MEDSPA de aplicación a áreas mediterráneas) y, a veces, de fondos 

no relacionados estrictamente con el medio ambiente (como los 

fondos estructurales). El dinero disponible a través de estos 

mecanismos ha sido considerado insuficiente por países que, como 

España, estaban obligados, comparativamente hablando, a incurrir 

en un gasto medioambiental mayor en determinados campos -como el 

de habitats y especies animales objeto de protección- y tenían, 

al mismo tiempo, un menor nivel de desarrollo económico. Aunque 

el fondo LIFE -instrumento de financiación específico para la 

protección medioambiental- es ya una realidad en la CE, la 

postura española exigía la creación de un fondo comunitario más 

ambicioso para el medio ambiente. Mientras no se aprobara este 

mecanismo de financiación, España seguiría oponiéndose a la 

adopción por mayoría de las decisiones medioambientales porque 

tal procedimiento favorecería una política más costosa de 

protección del medio ambiente. A esta reivindicación se oponían 

países como Alemania que argumentaban que cada estado miembro 

debía pagar su política medioambiental, y que temían que la 

creación de este fondo supusiera una nueva carga contributiva 

para los estados que actúan como pagadores netos dentro de la CE. 

Este debate entre países comunitarios que promovían el 
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principio mayoritario en la toma de decisiones de la política 

medioambiental y rechazaban, al mismo tiempo, la creación de un 

fondo comunitario para la protección del medio ambiente, y países 

que se oponían a una política medioambiental comunitaria decidida 

por mayoría a menos que se aprobara un mecanismo importante de 

financiación de la misma, es parte de un conflicto más amplio: 

el conflicto en torno al principio de cohesión económica y 

social. 

Este principio plantea que los estados miembros de la CE 

deben contribuir al presupuesto comunitario de acuerdo con su 

riqueza relativa, pagando más los países más ricos del norte y 

del centro de Europa y menos los países más pobres del sur. Según 

el principio de cohesión, solamente a través de una contribución 

progresiva, basada en la riqueza de cada país, podrán vencerse 

los desequilibrios estructurales existentes entre los distintos 

estados miembros de la CE que amenazan con hacer fracasar no sólo 

la consecución del mercado único, sino también con debilitar los 

mismos cimientos de la construcción europea. 

En el momento actual únicamente se puede realizar un 

ejercicio de prospectiva social para dilucidar cómo se resolverá 

este debate, o cuál será, más específicamente, el futuro 

desarrollo de la política medioambiental comunitaria. E n 

la Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno de la CE celebrada 

en Maastricht a finales de 1991, pareció triunfar la postura 

española sobre la cohesión. La concreción de este principio es, 

sin embargo, el asunto verdaderamente importante y el que parece 

que va a plantear serios problemas a la delegación española. 

De todos modos, la futura ampliación de la CE con respecto 
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a países como Austria y Suecia, y el agrandamiento del mercado 

europeo tras el acuerdo con los países de la EFTA, reforzará 

probablemente el bloque de países opuestos a dar una forma 

concreta al principio de cohesión, mientras que promoverá una 

política medioambiental cada vez más rigurosa y, por lo tanto, 

costosa. De esta forma, la política medioambiental de la CE se 

convertirá, cada vez más, en un área de negociación e intercambio 

("trade-offs") entre los países comunitarios cuya importancia no 

dejará de crecer, dada la sensibilidad ecológica de la sociedad 

actual y las importantes repercusiones económicas de este área 

política. 



379  

 

NOTA METODOLOGICA. 

Esta tesis ha sido llevada a cabo con tres tipos de 

instrumentos básicos: fuentes primarias, fuentes secundarias, y 

entrevistas. 

Las fuentes primarias comprenden material de carácter 

interno, de diverso tipo, producido por los actores de la 

política medioambiental; esta información, elaborada 

principalmente por el gobierno y la industria y, también, por 

otros grupos como las asociaciones ecologistas, abarca 

fundamentalmente documentos internos, informes públicos, memorias 

de actividades y circulares. 

Las fuentes secundarias recogen una extensa bibliografía 

-repartida en libros, informes y artículos- producida a partir 

de fuentes primarias y de investigaciones realizadas por los 

especialistas en política medioambiental, y en disciplinas afines 

o relacionadas con la misma. 

Las fuentes primarias y secundarias han sido complementadas 

con entrevistas realizadas a personas vinculadas a la protección 

del medio ambiente -políticos, burócratas, empresarios, técnicos, 

profesores, ecologistas...- en España, Alemania y Bruselas. Ya 

que esta tesis ha combinado fuentes primarias y secundarias, 

siguiendo una metodología clásica en la investigación, en esta 

nota metodológica se reseñarán solamente las características del 

proceso conducente a la elaboración de entrevistas. 

Al principio no se preveía que esta tesis fuera a incluir 

la realización de entrevistas aunque, tras la comprobación de la 
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escasez en España de material relevante de todo tipo -sobre todo 

de fuentes secundarias- para el estudio, éstas resultaron 

imprescindibles. Las entrevistas se revelaron, posteriormente, 

como una valiosísima fuente de información ya que los actores de 

la política medioambiental rara vez dan publicidad a muchas de 

sus ideas u opiniones, o a los hechos que conocen desde su 

privilegiada posición. El problema de las entrevistas que 

investigan, entre otros temas, la ejecución de las políticas 

públicas es que casi siempre se aplican a expertos que, partiendo 

de su "expertise" y del déficit de información del entrevistador, 

suelen aportar al investigador un abigarrado conjunto de detalles 

técnicos desvinculados entre sí y sin relación con la realidad 

global de la política en cuestión. Para compensar esta 

"distorsión" la selección de los entrevistados ha sido 

intencional, es decir, las personas que han sido escogidas no 

eran meros técnicos especialistas sino que ocupaban posiciones 

relevantes dentro de distintas estructuras -políticas, 

administrativas, industriales...- vinculadas a la política 

medioambiental; además de que estas posiciones estuvieran 

principalmente relacionadas con el diseño genérico de esta 

política, las entrevistas han enfatizado aquellos aspectos 

vinculados al análisis global de la misma. 

Las entrevistas han sido realizadas en tres países: España, 

Alemania, y Bélgica. 

En España las entrevistas se llevaron a cabo en Madrid, 

Barcelona, y Vitoria, al tiempo que se enviaba un cuestionario 

a Sevilla, La Coruña, y Cartagena; de estos cuestionarios sólo 
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fue contestado el enviado a Sevilla. La elección de estas 

ciudades responde a un criterio analítico pues, o bien son 

lugares con graves problemas de contaminación (Madrid y 

Cartagena), o son sede de administraciones autonómicas que tienen 

que enfrentarse a problemas importantes de deterioro del medio 

ambiente (Cataluña y el País Vasco son dos de las regiones más 

degradadas de la península por su alta densidad industrial; 

Andalucía tiene una de las áreas más contaminadas del país en el 

polígono industrial de Huelva; Galicia sufre una polución 

importante que procede de la industria del papel). 

En Alemania las entrevistas se realizaron en Bonn, por ser 

sede del Ministerio del Medio Ambiente, y en Berlín, que acoge 

a la Oficina Federal del Medio Ambiente y a un importante Centro 

de Investigaciones (WZB, Wissenschaftszentrum Berlin) que tiene 

un departamento dedicado específicamente al tema medioambiental. 

Bruselas, debido a ser la capital comunitaria, fue también una 

de las ciudades elegidas para la realización de entrevistas. 

El número de personas entrevistadas ha sido de 64, aunque 

el número total de entrevistas es mayor ya que, en algunos casos, 

el mismo sujeto fue abordado varias veces. 

Las entrevistas se repartieron de la siguiente forma: 
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En el cuadro anterior no se especifica el cargo concreto que 

desempeña la persona entrevistada, es decir, si el entrevistado 

fuera, por ejemplo, jefe del servicio de protección del ambiente 

atmosférico en la DGMA del MOPü sólo se aludiría a su pertenencia 

a dicho ministerio. La decisión de no incluir los cargos 

específicos de los entrevistados se ha tomado para satisfacer los 

requerimientos de algunos de ellos que no querían ser 

identificados a través de sus puestos. En la mayoría de los casos 

se procedió a tomar nota de las entrevistas durante su transcurso 

(tipo E), mientras que solamente dos fueron grabadas (tipo G) , 

y una fue realizada por teléfono (T). El escaso uso hecho de la 

grabación se explica también por ser una petición de la mayoría 

de los entrevistados. 

Las entrevistas han sido individuales y semiabiertas, pues 

se partía de un guión escrito que contenía aproximadamente quince 

preguntas con distintos apartados, mientras que su duración ha 

oscilado entre 15 y 90 minutos. 

La forma en la que se hace referencia a las entrevistas a 

lo largo de esta investigación es la siguiente: 

- La primera letra sirve para identificar sectores; las 

letras A e I indican, respectivamente, que la persona 

entrevistada pertenece a la administración (sin hacer 

distinciones sobre si esta administración es comunitaria, del 

gobierno central, autonómico o regional, o local), o a la 

industria. La letra V significa varios y abarca un conjunto 

heterogéneo de personas pertenecientes a partidos políticos, a 

cámaras de comercio, al movimiento ecologista, profesores de 
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universidad, investigadores privados, etc. En ciertas ocasiones 

los entrevistados pertenecían a distintos sectores (por ejemplo 

a un partido político y a la administración) por lo que, en estos 

casos, se adjudica la letra que más se ajusta al contenido de la 

entrevista; es decir, si el guión de la entrevista enfatizaba los 

temas de programas y posturas del partido con respecto a la 

política de protección del medio ambiente, en detrimento de 

aquellos otros relacionados con la práctica administrativa de 

esta política, la letra elegida era la V. 

- La segunda letra hace referencia al país en el que se 

realizó la entrevista: E para España, A para Alemania, y CE para 

Bruselas sede de la Comunidad Europea. 

- Los números colocados detrás de las letras sirven para 

distinguir a las diferentes personas entrevistadas dentro de un 

mismo sector, sea éste el de la administración, la industria, o 

varios. 

- La cifra final se refiere al año en el que se realizó la 

entrevista. Las entrevistas se llevaron a cabo solamente en dos 

años: 1990 y 1991. 

De esta forma, la referencia (Entrevista I-CE-14, 1991) se 

leería de la siguiente forma: 

- I, el entrevistado pertenece al sector de la industria, 

CE, la entrevista fue realizada en Bélgica, más 

concretamente en Bruselas como sede de las instituciones de 

la CE, 

- 14, el entrevistado hace el número catorce dentro del 

sector de la industria, y 
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- 1991, la entrevista se llevó a cabo en 1991. 

El guión de las entrevistas ha dependido del sector al que 

perteneciera el entrevistado, aunque en todos los casos han 

existido preguntas y temas que se repetían. En líneas generales 

puede hablarse de entrevistas aplicadas a personas dentro de la 

administración (entrevistas A) , de la industria (entrevistas I) , 

y de sectores varios (entrevistas V) . El contenido de estos tres 

tipos de entrevistas, aunque dependía de la persona entrevistada 

en cuestión, tenía la siguiente forma genérica: 

Entrevistas A.

1. Nombre y cargo desempeñado. 

2. Publicaciones oficiales relacionadas con la política 

medioambiental. 

3. Relación con otros organismos (dirección general, 

ministerios, departamentos o agencias) con competencias 

medioambientales dentro del mismo nivel administrativo 

(comunitario, central o autonómica). 

3.1. Relación con otros organismos oficiales de diferente  rid. 

administrativo. 

3.1.1. Tipo de relación. 

3.1.2. Existencia o no de pactos interadministrativos. 

4. Composición de determinados organismos ya existentes, y en 

proyecto de creación, dentro de la organización 

administrativa del medio ambiente. 

4.1.  Existencia  o  no  de  organismos  donde,  de  forma 

institucionalizada, se reúnan el gobierno y la industria 
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para la discusión de la política medioambiental. 4.1.2. 

Previsión de creación de este tipo de organismos, en caso 

de que no existan. 

5. Tipo de relación entre la administración y la industria en 

la política medioambiental. 

6. Existencia o no de pactos medioambientales entre la 

administración y la industria. 

7. Papel de la industria en la política medioambiental. 
 

7.1. Papel de la industria en la elaboración de la política 

medioambiental. 

7.2. Papel de la industria en la ejecución de la política 

medioambiental. 

7.3. Papel de la industria según su tamaño y sector al que 

pertenece. 

7.4. Papel  de  las  asociaciones  industriales,  y  casos de 

agrupación de industrias para la resolución de problemas 

conjuntos de degradación del medio ambiente. 

8. Tipo de cumplimiento de determinadas piezas legislativas 

para la protección del medio ambiente. 

8.1.  Casos  específicos  de  industrias  que  incumplan  la 

legislación medioambiental. 

9. Instrumentos más utilizados en la política medioambiental. 

9.1. Recurso a la subvención pública. 

9.2. Recurso a la regulación tradicional de ordenar y controlar. 

9.3. Recurso a los instrumentos económicos. 

9.3.1. Incentivos para la consecución de estándares 

medioambientales más estrictos que los recogidos por la 

legislación vigente. 
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9.4. Recurso a las sanciones. 

9.5. Recurso a la negociación previa a la ejecución de la 

política medioambiental. 

9.5.1. Formas que adopta esta negociación. 

10. Existencia o no de una práctica de acuerdos voluntarios 

con la industria en la política medioambiental. 

11. Estado de la infraestructura medioambiental. 

12. Evolución del estado del medio ambiente. 

13. Influencia de la política comunitaria medioambiental en el 

país. 

14. Tendencias en la política medioambiental. 

Entrevistas I.

1. Nombre y cargo desempeñado. 

2. Existencia o no de comités encargados del tema 

medioambiental. 

2.1. Fecha de creación de los mismos. 

3. Existencia o no de organismos donde, de forma 

institucionalizada, se reúnan el gobierno y la industria 

para la discusión de la política medioambiental. 

3.1. Previsión de creación de este tipo de organismos, en 

caso de que no existan. 

4. Tipo de relación entre la administración y la industria en 

la política medioambiental. 

5. Existencia o no de pactos medioambientales entre la 

administración y la industria. 

6. Papel de la industria en la política medioambiental. 

6.1. Papel de la industria en la elaboración de la política 
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medioambiental. 

6.2. Papel de la industria en la ejecución de la política 

medioambiental. 

6.3. Papel de la industria según su tamaño y sector al que 

pertenece. 

6.4. Papel de  las asociaciones  industriales,  y casos de 

agrupación de industrias para la resolución de problemas 

conjuntos de degradación del medio ambiente. 

7. Sensibilización del empresario por el tema medioambiental. 

7.1. Estrategias del empresario en la política medioambiental. 

8. Existencia o no de una práctica de acuerdos voluntarios 

con la industria en la política medioambiental. 

9. Influencia de la política comunitaria medioambiental en el 

país. 

10. Tendencias en la política medioambiental. 

Entrevistas V.

1. Nombre y cargo desempeñado. 

2. Organismo público y nivel administrativo más preocupado por 

el tema medioambiental. 

3. Existencia o no de organismos donde, de forma 

institucionalizada, se reúnan el gobierno y la industria 

para la discusión de la política medioambiental. 

4. Tipo de relación entre la administración y la industria en 

la política medioambiental. 

5. Existencia o no de pactos medioambientales entre la 

administración y la industria. 

6. Papel de los partidos (o movimientos ecologistas) en la 
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política medioambiental. 

7. Sensibilización de la sociedad por el tema medioambiental. 

8. Existencia o no de una práctica de acuerdos voluntarios 

con la industria en la política medioambiental. 

9. Estado de la infraestructura medioambiental. 
 

10. Evolución del estado del medio ambiente. 

11. Influencia de la política comunitaria medioambiental en el 

país. 

12. Tendencias en la política medioambiental. 

Para finalizar esta nota metodológica se incluye aquí el 

guión del cuestionario enviado a Sevilla, La Coruña y Cartagena: 

1. Nombre y cargo desempeñado. 

2. Existencia de informes, globales o sectoriales, sobre la 

situación del medio ambiente en la CC.AA. 

2.1. Fecha de inicio de los mismos. 

3. Composición de determinados organismos ya existentes, y en 

proyecto de creación, dentro de la organización 

administrativa del medio ambiente. 

3.1. Existencia o no de organismos donde, de forma 

institucionalizada, se reúnan el gobierno y la industria 

para la discusión de la política medioambiental. 

3.1.2. Previsión de creación de este tipo de organismos, en 

caso de que no existan. 

4. Caracterización de la relación entre el gobierno y la 

industria en la política medioambiental. 

5. Existencia de casos de convenios, o de desarrollo de 

medidas conjuntas, entre el gobierno y la industria en la 



390 

política medioambiental. 

6. Funcionamiento de determinados planes de protección del 

medio ambiente en el campo de la protección atmosférica. 

6.1. Desarrollo de medidas específicas,  incluidas en los 

anteriores planes, ejecutadas por las empresas. Tipo de 

ejecución de las mismas. 

7. Acuerdos en el campo del saneamiento de las cuencas 

fluviales. 

7.1. Desarrollo y contenido de estos acuerdos. 

7.2. Desarrollo,  implantación  y  gestión  del  canon  de 

saneamiento. Datos sobre el mismo. 

8. Tipo de compromiso y modalidad de cumplimiento de los 

planes medioambientales alcanzados con la industria. 

8.1.  Medios  que  aseguran  la  ejecución  de  los  planes 

medioambientales. 

8.1.1. Hipótesis de incumplimiento de los planes por la 

industria. 

9. Uso del término pacto medioambiental con respecto a 

determinados planes de protección medioambiental. 

9.1. Otros casos en los que se utilice este término, si es que 

se utiliza en alguno. 

10. Existencia o no de una política de acuerdos voluntarios 

con la industria en la política medioambiental. 
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